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ORIGEN DE ESTA OBRA 



MINISTERIO DE GOUIERNO 

DE LA 

PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

La Piala, Enero i5 de 1907. 

Al señor doctor don Luis V. Várela, 

Tengo el agrado de remitir á Vd., legalizada, una copia del de- 
creto de fecha 8 del corriente, por el que el Poder Ejecutivo le 
ha nombrado para practicar un estudio jurídico relativo á la re- 
forma de la Constitución de la Provincia. 

Esperando se servirá Vd. aceptar la misión que por dicho de- 
creto se le encomienda, me es grato saludarlo con mi considera- 
ción más distinguida. 

Emilio Carranza. 



La Plata, Enero 8 de 1907. 

Considerando: 

Que la necesidad de la reforma de la Constitución vigente, en 
la Provincia, ha sido reconocida, sucesivamente, por todos los go- 
bernantes que han ejercido el Poder Ejecutivo, desde que ella fué 
promulgada; 

Que, á fin de hacerla efectiva, la Honorable Legislatura de la 
Provincia hizo oficialmente la declaración constitucional de la ne- 
cesidad de esa reforma, la que fué ratificada por el pueblo en el 
plebiscito á que fué convocado al efecto; 

Que dictada, por la Asamblea Legislativa, la resolución de Mayo 
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16 de 1902, convocando una Convención ad hoc, se produjeron 
las elecciones de convencionales, en 27 de Julio de 1902; 

Que no habiendo hecho la Honorable Legislatura de la Pro- 
vincia el escrutinio de esas elecciones, dentro del período marcado 
por la misma ley, el Poder Ejecutivo convocó á nuevas eleccio- 
nes, las que tuvieron lugar en 30 de Octubre de 1904; 

Que la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, por fallo de 
18 de Noviembre de 1904, declaró nulas esas elecciones, no ha- 
biéndose producido, con posterioridad á ese fallo, acto oficial al- 
guno que modifique la situación del asunto; 

Que no es posible que, estando de acuerdo el Poder Ejecutivo, 
la Legislatura y el pueblo de la Provincia, en que, para su ma- 
yor bienestar y mejor gobierno, es necesario reformar la Consti- 
tución vigente, esta reforma esté suspendida por falta de acción 
de parte de los poderes públicos, que deben producir los actos 
preparatorios para la reunión de la Convención reformadora; 

Que la situación actual de la Provincia, en que no existen mo* 
tivos de agitaciones políticas, es la más oportuna para que la re- 
forma constitucional se lleve á cabo, libre de la influencia de los 
partidos y de los intereses transitorios; 

Que, á fin de llegar á ese resultado, es menester que se inves- 
tigue y se encuentre la manera cómo debe procederse para salir 
de la situación anormal, en que ha colocado á la reforma pro- 
yectada, el fallo de la Suprema Corte, produciendo un caso que 
no ha sido previsto en las disposiciones de la Constitución; 

Que es también conveniente, á objeto de buscar el mejor acierto 
en la reforma proyectada, que se examinen, detallada y fundada- 
mente, los puntos en que ella deba producirse, haciendo un es- 
tudio de cada uno de ellos, fundándolo en lo que la ciencia y la 
experiencia aconsejan, con todos los antecedentes que sean opor- 
tunos; 

Que el Poder Ejecutivo tiene el propósito de iniciar los actos 
preparatorios de la reforma, en las primeras sesiones del próximo 
período legislativo, á cuyo efecto es indispensable que el men- 
cionado estudio sea encomendado á persona de reconocida com- 
petencia, capaz de prepararlo para el 1° de Mayo de 1907; 
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El Poder Ejecutivo — 

decreta: 

Artículo 1° Encárgase al doctor Luis V. Várela, de preparar un 
estudio jurídico que comprenda: 

a) Los procedimientos que deban seguirse para la reunión de 
la futura Convención Constituyente, después del fallo de la 
Suprema Corte de Justicia, que anuló las elecciones de Con- 
vencionales practicadas el 20 de Octubre de 1904. 

b) El estudio de las reformas propuestas por los Gobernadores 
Udaondo, Irigoyen (B.), y Ugarte. 

c) El estudio de las que le serán indicadas por el Ministerio de 
Gobierno, como propuestas por la actual administración. 

d) Las que, á juicio del doctor Várela, deban incluirse entre las 
reformas convenientes. 

Art. 2° El trabajo que se encomienda al doctor Várela deberá 
ser entregado al Ministerio de Gobierno en tiempo oportuno para 
que pueda ser impreso antes del 1° de Mayo próximo, á fin de 
que pueda ser utilizado inmediatamente por el Poder Ejecutivo, 
por la Legislatura y por la Convención en su caso. 

Art. 3° Comuniqúese, etc. 



Es copia — 

Pablo Rouquaud, 

Ofícial primero. 



IRIGOYEN. 
Emilio Carranza. 



La Plata, Abril 12 de 1907. 

Al señor Ministro de Gobierno de la Provincia, doctor Emilio 
Carranza. 

Señor Ministro: 

Acabo de entregar, cumpliendo las instrucciones de V. S., al 
Director del Taller de Impresiones Oficiales, las ultimas páginas 
del manuscrito de mi «Plan de Reformas á la Constitución de 
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Buenos Aires de 1889*. He satisfecho, pues, el deseo del señor 
Gobernador y de V. S. de que este trabajo estuviese terminado 
antes del 1° de Mayo del corriente año. 

Dada la gran extensión que él tiene, se comprenderá fácilmente 
que esa obra no ha sido improvisada en los tres meses que he 
empleado en ordenarla, redactarla y entregarla á la imprenta. 

Cuando el Gobernador doctor Bernardo de Irigoyen, envió á 
la Legislatura su mensaje de 3 de Diciembre de 1901, promo- 
viendo la reforma de la actual Constitución, consultó á un redu- 
cido número de personas de su relación la oportunidad de aque- 
lla iniciativa. 

Entre los consultados, estaba yo; y, si mi opinión no figura en 
el folleto que, en esa época, se publicó, se debe á que el mismo 
doctor Irigoyen me pidió que la completase con un estudio más 
serio y metódico sobre la materia; estudio que pensaba que pu- 
diera ser utilizado el día en que la nueva Convención se reuniera. 

Habíamos trabajado juntos con el doctor Irigoyen en diversas 
comisiones de la Convención de 1870 — 1873; y en las primeras 
Legislaturas que siguieron á la Constitución que aquella Asamblea 
sancionó; él conocía mis preferencias por el derecho constitucional 
comparado, revelada en mis libros, y otros escritos publicados 
en monografías y en diarios; y con esos antecedentes, creía que 
yo. habría podido hacer un trabajo oportuno, para que sirviese 
de base á la reforma futura, siquiera fuese porque en él se seña- 
lasen los principales puntos vulnerables de la Constitución actual. 

Por indicación suya, desde entonces, me puse á estudiar me- 
tódicamente las instituciones de la Provincia de Buenos Aires, 
observando sus resultados en la práctica, y la forma de su apli- 
cación por nuestros gobernantes y nuestros pueblos. 

Formarían muchos volúmenes los apuntes, recortes de diarios, 
fallos, opiniones ajenas y observaciones propias que paulatinamen- 
te, y á medida que el motivo ó el hecho se producía, he ido 
reuniendo desde 1901 hasta ahora, siempre con el propósito de 
utilizar aquellos datos en una obra de la índole de la que acabo 
de escribir, puesto que comprendía que, tarde ó temprano, la re- 
orma de la actual Constitución de Buenos Aires tenía que pro- 
ducirse. 
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El señor Gobernador actual sabía que yo tenía reunidos aque- 
llos elementos, y cuando se decidió á poner en práctica uno de 
los más importantes números de su programa de gobierno, — la 
reforma constitucional,— me propuso que aceptase la tarea de pre- 
parar un Plan de Reformas^ que pudiese servir al doble objeto 
de demostrar la urgente necesidad de aquella reforma, y de base 
á los trabajos de la futura convención. 

V. S. sabe con cuánto entusiasmo acepté el encargo. Temía que 
mi vida se extinguiese sin haber podido utilizar el gran acopio 
de elementos que tenía reunidos. 

Si acepté los términos del decreto de 8 de Enero del corrien- 
te año,— que fijaba un breve plazo para la terminación de la 
obra,— fué porque, la parte principal,- los estudios científicos y 
las observaciones prácticas, — estaba ya hecha. Sólo necesitaba or- 
denar mis papeles; seleccionar mis apuntes; confrontar cifras y 
completar ciertos datos, para satisfacer las exigencias del decreto, 
que mandaba, no sólo que se proyectasen las reformas constitu- 
cionales, sino que se buscase también una solución legal para lle- 
gar á la reunión de la Convención Constituyente. 

La tarea se ha terminado y hoy puedo presentar al Gobierno 
un libro meditado y preparado con cariño durante muchos años. 

Por más que esa obra lleve mi nombre como autor, yo no 
puedo pretender que ella es exclusivamente mía. En ella han co- 
laborado, con sus opiniones, en mensajes, en discursos, en docu- 
mentos, en artículos de diarios, todos los gobernantes, los miem- 
bros de los parlamentos, los funcionarios públicos y los publicistas 
de la Provincia y de la metrópoli; sin que, durante la tarea, me 
haya sido posible separar la obra agena de la obra propia. 

Sabe V. S. que, mientras escribía este largo libro, celebraba fre- 
cuentes conferencias con el señor Gobernador, con V. S., y, algu- 
na vez, con otros ministros ó funcionarios públicos, oyendo sus 
indicaciones y recibiendo sus inspiraciones. 

Cumple á mi lealtad declarar aquí que, muchas de las reformas 
propuestas en el Plan que he presentado, han sido sugeridas por 
la experiencia adquirida, en la práctica de funciones oficiales, por 
el señor Gobernador ó por V. S., dos veces Ministro, Senador, 
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Director de Escuelas y abogado, que ha tenido múltiples oportu- 
nidades de conocer directamente los defectos de la actual Cons- 
titución. 

Sin embargo, mientras escribía el libro, no creí deber hacer cons- 
tar la fuente en dónde había bebido la reforma que proponía, 
porque me parecía que no debía presentar la influencia de la opi- 
nión de los gobernantes, como argumento en favor de ciertas y 
determinadas reformas. 

Me bastó encontrar acertadas las indicaciones que se me hacían, 
para incorporarlas al Plan que preparaba en provecho de toda 
la Provincia, y que, por tanto, debía ser la obra colectiva de to- 
dos los que se interesan por su mejor gobierno. 

Lo mismo me ha sucedido con miembros del Poder Legislativo 
y de la Magistratura, que han tenido la deferencia de manifestar- 
me, por escrito y de palabra, algunos de los puntos en que han 
creído necesaria la reforma. 

Cuando lean este libro, hallarán que muchas de sus ideas se 
encuentran en estas páginas, sin que en ellas aparezcan sus nom- 
bres prestigiándolas. 

Lo he hecho porque, — como lealmente lo manifiesto aquí á 
V. S. — en este trabajo he puesto á contribución el pensamiento, la 
observación y la ciencia de todos aquellos que quieren mejorar 
las instituciones, haciendo una obra que compendie el anhelo y 
la labor de muchos, siendo yo el compilador y ordenador de todo. 

Al presentar impreso mi libro al señor Gobernador, V. S. pue- 
de asegurarle que, en sus páginas, encontrará indicadas todas las 
reformas á la Constitución que fueron convenidas con él y con V. S. 
en las entrevistas reiteradas que hemos tenido; pero que también 
hallará otras que, no aceptadas las unas y no discutidas las otras, 
he propuesto yo, porque tengo la convicción de su conveniencia. 

La necesidad de estudiar esos puntos, me ha obligado, á veces, 
á hacer largas disertaciones, especialmente para hacer la compara- 
ción de las reformas proyectadas con instituciones análogas exis- 
tentes en otros países. 

La labor ha sido extensa; porque he debido comenzar por las 
Declaraciones de derechos y garantías para terminar por el último 
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capítulo de la actual Constitución, introduciendo siempre reformas 
más ó menos importantes. 

Sabe V. S. que en el Régimen Electoral, se proyecta un cambio 
completo, radical de todo lo existente. Empezando por la for- 
mación del Registro electoral, siguiendo por el abandono del sis- 
tema proporcional y terminando por los escrutinios de las elec- 
ciones, — todo, todo se reforma. 

Era menester buscar los medios de dar al sufragio las garantías 
que la libertad electoral reclama, y que la opinión pública viene 
exigiendo con razón y con derecho. 

A este respecto, me asiste la convicción de que, si la Conven- 
ción sancionase las reformas proyectadas, las elecciones futuras 
serían una verdad, y los resultados de los comicios aparecerían 
depurados de todos los vicios y fraudes que hoy suelen presentar. 

Mi único temor es, precisamente, el de que la imposibilidad de 
que se continúe mistificando á la opinión en ese punto, haga que 
sean combatidas las prescripciones constitucionales que darían aquel 
resultado. 

No es la menos importante de éstas la creación de una Junta 
Electoral Permanente, que desempeñe antes y después de las elec- 
ciones, las funciones que hoy tienen las Municipalidades, los Jue- 
ces de Paz, y las Juntas del artículo 7° de la ley de elecciones y 
el artículo 40 de la ley orgánica municipal. 

Esa Junta, formada por altos magistrados judiciales, hará y juz- 
gará los escrutinios de todas las elecciones, viniendo así á des- 
aparecer los peligros de ese juez único creado por nuestra Consti- 
tución, á imitación de tantas otras, pero que tan malos resultados 
ha dado entre nosotros, sobre todo bajo el régimen del sistema 
proporcional. 

Como esta reforma, hay otras muchas trascendentales en todos 
los departamentos del gobierno. 

En el Poder Legislativo, sus atribuciones son explícitamente 
extendidas á toda la materia legislativa, incluyendo los casos im- 
previstos que puedan sobrevenir, y que se han presentado bajo el 
imperio de la Constitución actual. 

Pero, en cambio, en ciertas materias, la acción legislativa es 
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restringida cuando puede invadir facultades de los otros poderes 
ó servir como arma de lucha política, en perjuicio de los intere- 
ses generales de la Provincia. 

A este respecto, he sido guiado por la experiencia de los días 
pasados, procurando ser tan explícito en la redacción de las pres- 
cripciones constitucionales, que poco quedará á la interpretación. 

En el capítulo Del Poder Legislativo^ he incluido las principa- 
les disposiciones referentes á la educación común, pues con la 
creación del nuevo Ministerio de Instrucción Pública que proyecto, 
la reforma comprende el régimen escolar, sin quitarle ninguna de 
las fuentes de renta con que hoy cuenta, ni modificar siquiera su 
estructura fundamental. 

Al Poder Ejecutivo he procurado devolverle muchas atribucio- 
nes que la actual Constitución le había quitado y que le pertene- 
cen por la naturaleza de las funciones que desempeña en el go- 
bierno representativo presidencial. 

Especialmente en el nombramiento de los ministros y de los 
empleados administrativos, propongo suprimir el acuerdo del Se- 
nado y así como la creación constitucional de funcionarios que, 
en el porvenir, pueden ó no ser necesarios, pero que nunca serán 
una rueda indispensable en el mecanismo institucional. 

Donde las reformas son más trascendentales, es en el Poder 
Judicial, Tanto en los tribunales de menor cuantía, — Justicia de 
Paz, — como en los tribunales de derecho, en las jurisdicciones 
civil y crimina], se hacen reformas importantes, no sólo con res- 
pecto á la forma del nombramiento de los jueces, sino también 
en cuanto á su amovilidad relativa. 

El sistema que se ha adoptado en el Plan de reformas, con- 
sulta, á la vez, las exigencias de la opinión, las garantías de la 
justicia y la estabilidad de los buenos jueces. Además, aumentado 
su número en la proporción que lo exija la población, y comple- 
tada la organización con las nuevas Cámaras de alzada, es de es- 
perarse que la administración de justicia de la Provincia de Bue- 
nos Aires se haga con la rapidez y rectitud requeridas, con tanta 
más razón cuanto que los jueces no tendrán ya que luchar con 
los inconvenientes de prescripciones constitucionales, que hacen 
forzosamente lento el despacho de los expedientes. 
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En cuanto á la justicia del crimen,— sobre la que tanto se es- 
cribe y se discute actualmente en el mundo,— la reforma no es- 
tablece el jurado popular; pero hace que el fallo en primera ins- 
tancia sea dictado por un tribunal compuesto de tres jueces letrados, 
que al mismo tiempo tienen la misión de instruir los procesos. 

En el Régimen Municipal, la reforma principal es la que acon- 
seja la actualidad de la Provincia, en sus necesidades administra- 
tivas. No es posible conservar, como municipios, partidos que 
cuentan con cientos de miles de hectáreas de territorio, donde la 
acción de la autoridad municipal tiene que ser ineficaz é impotente, 
no sólo por las grandes distancias sino también por la falta de 
recursos. 

Se conserva el gobierno propio á los municipios, propiamente; 
es decir, á los pueblos y ciudades con ejido determinado, y den- 
tro de los cuales hay una población cuya densidad permite que 
se ejerza la administración de los intereses locales, con recursos 
de las mismas localidades. 

Pero las campañas casi desiertas, — donde la población se cuenta 
por una fracción decimal de habitante por kilómetro cuadrado, — 
esos inmensos territorios donde pulula el cuatrero y se hace ne- 
cesaria la acción eficiente de una autoridad efectiva, — esas campa- 
ñas, la reforma propone que sean administradas por los poderes 
generales de la Provincia: — la Legislatura y el Poder Ejecutivo. 

Muchas otras reformas importantes se han proyectado, — tales 
como la creación del Ministerio de Instrucción Pública, como ba- 
se de la reforma en el régimen de la educación, — pero sería lar- 
go enumerarlas en esta nota, destinada sólo á manifestar á V. S. 
que mi tarea está terminada, perfilando las líneas principales de 
las modificaciones que se proponen á la actual Constitución de 
esta Provincia. 

Al leer mi trabajo, V. S. podrá apercibirse que he evitado ha- 
cer un curso de derecho constitucional. Por más que se trate de 
un Plan de Reformas á una Constitución, no he estudiado nin- 
gún principio abstracto. Me he limitado al punto concreto de la 
reforma; y si, algunas veces, he hecho citas de publicistas y de le- 
gislaciones extranjeras, he sido obligado á ello por la necesidad 
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de apoyar mi propia argumentación en la autoridad de la ciencia 
y de la experiencia universales. 

En el lenguaje empleado en este libro, no he usado frases de 
efecto, ditirambos, casuística, ni exposiciones de cátedra ó de aca- 
demia. Hasta la forma literaria ha sido desdeñada en obsequio á 
la claridad, porque, queriendo ponerme al alcance de todas las in- 
teligencias, he buscado ser sencillo y claro, con el empeño de al- 
canzar la aprobación de las reformas que propongo, por el con- 
vencimiento de su ventaja; y no por la seducción inconsciente 
obtenida á veces por la belleza del estilo. La didáctica y la meta- 
física, están reemplazadas por la verdad sencillísima. 

Al terminar, puedo afirmar á V. S. que, en tan largo trabajo, 
no ha habido un solo momento en que pasiones ó intereses tran- 
sitorios hayan inspirado mi pluma ó hayan dado rumbo á mis 
ideas, dirigidas á buscar lo mejor y lo más acertado para las ins- 
tituciones permanentes de la Provincia. 

Y, al hacer esta manifestación, cúmpleme declarar que siempre 
he encontrado, en el señor Gobernador y en V. S., el mismo sen- 
timiento elevado y el concepto sereno de que lo que debía pro- 
yectarse fuese sólo aquello que reclamasen las libertades y los 
intereses permanentes de la Provincia, con abstracción completa 
de los partidos y de la política de actualidad. 

He consagrado á esta obra todos mis talentos y todos mis es- 
fuerzos por hacerla digna de su objeto. Hago votos por que el 
Gobierno de Buenos Aires, que me la encomendó, se encuentre 
satisfecho de ella y crea que he llenado satisfactoriamente mi 
misión. 

Aprovechando esta oportunidad para agradecer al señor Gober- 
nador y á V. S. el honroso cargo que me confirieron, saludo al 
señor Ministro con mi consideración más distinguida. 

Luis V. Várela. 
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MINISTERIO DE GOBIERNO 

DE LA 

PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

La Plata, Abril 2 3 de 1907. 

Vista la nota que precede y la obra presentada por el doctor 
don Luis V. Várela, de acuerdo con las instrucciones que le fueron 
transmitidas por el decreto de 8 de Enero del corriente año y — 

Considerando: 
Que ella llena cumplidamente los propósitos que al encomen- 
darla tuvo el Poder Ejecutivo, de ofrecer á la opinión consciente 
é ilustrada de la Provincia, un trabajo que sirviera de base á la 
reforma de la Constitución, reconocida indispensable, para asegu- 
rar eficazmente los derechos del pueblo y la acción progresista 
de los Gobiernos, empezando por hacer posible la reunión de la 
Convención reformadora, el Poder Ejecutivo — 

DECRETA : 

Art. 1° Impártanse las órdenes necesarias para que, por el Ta- 
ller de Impresiones Oficiales, se imprima la obra del doctor Vá- 
rela, bajo su inmediata dirección, en número de mil quinientos 
ejemplares. 

Art. 2° Por el Ministerio de Gobierno se repartirá oportuna- 
mente un ejemplar á cada uno de los funcionarios públicos, aboga- 
dos y diarios de la Capital, reservando un número suficiente para 
ser repartido á la Convención reformadora, cuando quede consti- 
tuida. 

Art. 3° Redáctese por el mismo Ministerio el mensaje y proyec- 
to de ley acordados, proponiendo la solución del conflicto creado 
por la sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de 18 de Noviem- 
bre de 1904, los que serán remitidos á la Honorable Legislatura, 
cuando inaugure sus sesiones del corriente año. 

Art 4^ Hágase saber al doctor don Luis V. Várela la aprobación 
de su trabajo, y dénsele las gracias por la empeñosa labor empleada 
en cooperar á los propósitos del Poder Ejecutivo. 

Art. 5^ Comuniqúese, etc. 

IRrGOVEN. 
Emilio Carranza. 
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El actual Gobierno de la Provincia de Buenos 
Aires, aplaudido unánimemente por la opinión pública, 
ha creído que « no es posible que, estando de acuerdo 
el Poder Ejecutivo, la Legislatura y el pueblo de la 
Provincia — por manifestaciones expresas y directas 
hechas al respecto — en que, para su mayor bienestar 
y su mejor gobierno, es necesaria la reforma de la 
Constitución vigente, esta reforma esté suspendida 
por falta de acción de parte de los poderes públicos 
que deben producir los actos preparatorios para la 
reanión de la convención reformadora^. 

Esta categórica manifestación del actual gobernante 
de la Provincia, de estar decidido á llevar á cabo, en 
cuanto de él dependa, aquellos actos preparatorios, le 
han decidido á encargar el estudio que representa 
este trabajo, uno de cuyos objetos principales es 
^1 de «investigar y encontrar la manera cómo debe 
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procederse, para salir de la situación anormal en que 
ha colocado á la reforma proyectada el fallo de la 
Suprema Corte, produciendo un caso que no ha sida 
previsto por las disposiciones de la constitución^ . 

Al efecto, el Poder Ejecutivo me ha encargado 
que estudie é indique « los procedimientos que deban 
seguirse para llegar á la reunión de la futura con- 
vención, después del fallo de la Suprema Corte de 
Justicia, que anuló las elecciones de convencionales 
practicadas el 20 de Octubre de 1904» (i). 

Efectivamente: por muy vehementes y muy generales 
que sean los anhelos que se tengan de ver mejorar 
las instituciones de la provincia, por medio de la re- 
forma de su constitución, el Gobierno no podía dejar 
de reconocer las dificultades de forma que á los pro- 
cedimientos constitucionales, para la reunión de la 
convención, há creado el fallo de la mayoría de la 
Suprema Corte de Justicia de la Provincia, que de- 
claró <^ inconstitucbnales, y en consecuencia sin valor 
ni efectos legales, tanto la convocatoria legislativa, 
fecha 14 de Septiembre último, para la convocatoria 
de una convención constituyente, como el decreto del 
Poder Ejecutivo, fecha 17 del mismo mes, en que se 
convoca al pueblo de la Provincia para elegir conven- 
cionales » . 



(i) Decreto del Poder Ejecutivo de 8 de Enero de 1907. 
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La gravedad del caso la constituye la circunstfincia 
de que, mientras que el fallo de la Corte recordado, 
declara inconstitucionales tanto la convocatoria legis- 
lativa de la convención, como la convocatoria guber- 
nativa á elecciones, esas elecciones se practicaron el 
30 de Octubre de 1Q04, y su escrutinio y aproba- 
ción se produjo por la Asamblea General, en su 
sesión de 12 de Noviembre del mismo año. 

La situación jurídica y legal de ese asunto, implica 
un verdadero conflicto que es indispensable resolver, 
antes de empezar el estudio de las reformas que 
habría conveniencia en introducir en la actual Cons- 
titución de la Provincia. 

Lo primero que es indispensable conseguir, es la 
reanión de la convención^ pues que, sin asamblea 
constituyente, no hay reforma posible. 

Los antecedentes oficiales presentan la situación 
anormal que señala el Poder Ejecutivo en el decreto 
de 8 de Enero de 1Q07. 

De un lado está el fallo de la Corte Suprema, 
que declara inconstitucional la convocatoria á elección 
de convencionales; y, de otro, está la resolución de 
la Asamblea Legislativa, que, aprobando el escrutinio 
de las elecciones ya practicadas, había convocado á 
la Convención para una fecha fija, ya vencida. 

El señor Ministro de Gobierno, en las instrucciones 
que me ha dado para la confección de este libro. 
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me ha recomendado, muy especialmente, el estudio 
de esta situación. 

El Poder Ejecutivo no puede dar por no dictada 
la sentencia de la Suprema Corte; ni puede tampoco 
prescindir de la sanción de la Asamblea de 12 de 
Noviembre de 1904. 

Y, sin embargo, es su deseo que la reforma de la 
constitución se lleve á cabo, sin violencias ni viola- 
ciones de la constitución, y con el concurso del 
mayor número de voluntades posibles. 

Es, pues, menester buscar, dentro de los principios 
del derecho, que sirven de fundamento á nuestras ins- 
tituciones políticas, las reglas de interpretación y de 
procedimientos que habiliten á los poderes públicos 
á realizar la reforma de su Constitución, sin que la 
nueva carta fundamental se resienta de irregularida- 
des fundamentales en su origen. 

Para esto, es indispensable que, obedeciendo las 
instrucciones que se me han dado, divida el trabajo 
emprendido en dos Partes, independientes la una de 
la otra, y destinada, cada una, á una distinta materia 

En la Primera Parte de este libro, me propongo 
estudiar los antecedentes constitucionales de la Pro- 
vincia de Buenos Aires; la situación y manera cómo 
se hicieron las reformas constitucionales de 1870-1873 
y 1882-1889; los esfuerzos realizados para llegar á 
una convención que se ocupe de la revisión de la 
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actual constitución; la importancia del fallo de la 
Suprema Corte que anuló las elecciones de 30 de 
Octubre de 1904 y de la sanción de la Asamblea 
Legislativa que aprobó esas mismas elecciones; y, 
finalmente, la situación jurídica actual del proyecto 
de reformas, para tratar de encontrar el medio cons- 
titucional de poder llegar á la reunión de una con- 
vención constituyente. 

Para conseguir ese resultado, es indispensable pro- 
ceder con método, estudiando las distintas cuestiones 
á medida que ellas se presentan, en el curso del 
tiempo y de los acontecimientos. 

A este fin, en esta Primera Parte, comenzaré por 
recordar brevemente las tres constituciones que han 
regido en la Provincia de Buenos Aires desde 1854, 
para ocuparme luego, especialmente, de los actos de 
los poderes públicos, posteriores á la promulgación 
de la de 1889; actos tendentes á la reforma de la 
misma. 

Será allí el momento de ocuparme del fallo de la 
Corte Suprema y de la sanción de la Asamblea Le- 
gislativa de 12 de Noviembre de 1904; pudiendo, 
desde luego, anticipar que sólo me inspiraré en los 
más elevados principios del derecho, apoyándome en 
la autoridad de los maestros de la ciencia y en los 
ejemplos de los precedentes propios y extraños. 

Una vez terminada esa importantísima sección de 
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este trabajo — la que se refiere á la reunión de la 
Convención reformadora — entraré á ocuparme, en 
la Segunda Parte, de las reformas propuestas á la 
actual Constitución, para cuyo estudio cuento con la 
opinión y las indicaciones de personas competentes, 
que ocupan puestos en la magistratura y en el poder 
legislativo, sin mencionar las muchas informaciones 
que he recibido directamente del Ministerio de Go- 
bierno de la Provincia, de acuerdo con el decreto 
que me dio el encargo de preparar esta obra. 

Tengo verdadero empeño en que se produzca la 
convicción de que, menos que el esfuerzo individual 
de un hombre, estos estudios representan el pensa- 
miento y la observación de muchos. 

Como lo hace notar el Poder Ejecutivo, en uno 
de los considerandos del decreto de 8 de Enero úl- 
timo, «la situación actual de la provincia, en que 
no existen motivos de agitaciones políticas, es la más 
oportuna para que la reforma constitucional se lleve 
á cabo, libre de la influencia de los partidos y de 
los intereses transitorios». 

A obtener la mejor constitución para el futuro, 
pueden consagrar sus esfuerzos todos los hombres 
de buena voluntad, con tanta más razón cuanto que, 
por las mismas condiciones en que los acontecimien- 
tos han colocado la cuestión, al resolver definitiva- 
mente sobre la reunión de la nueva convención, ha 
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de ser menester ocurrir á elecciones populares gene- 
rales ó parciales, según sea el sistema que definitiva- 
mente se adopte. 

Como este libro está destinado á estar en las ma- 
nos de todos los funcionarios públicos y hombres 
políticos, que deben intervenir en la próxima refor- 
ma, procuraré reunir en él cuantos antecedentes y 
datos sean menester para la mejor inteligencia de las 
materias que voy á tratar; unas veces incluyendo en 
el texto y otras en notas todos aquellos documentos 
y disposiciones que fuesen oportunas. 

Enunciado así el plan general de esta obra, voy 
á procurar darie, en su desarrollo, con la amplitud 
que reclaman las materias que debo de tratar en ella, 
toda la sinceridad que me anima, y que creo que 
debe ponerse en trabajos de este género, si ellos han 
de ejercer la influencia á que los destinan sus au- 
tores. 



PARTE PRIMERA 

LA REUNIÓN DE LA FUTURA CONVENCIÓN 

CONSTITUYENTE 
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Durante la época que ha transcurrido, después de 
la organización definitiva de la República Argentina, 
la Provincia de Buenos Aires ha estado regida, su- 
cesivamente, por tres constituciones políticas: la de 
1854, la de 1873 y la de 1889, que hoy se trata de 
reformar. 

La primera de esas constituciones — fruto complejo 
de una época en que la revolución acababa de produ- 
cirse — sólo se preocupó de consultar las necesidades 
del pueblo en el momento en que se sancionaba; pero 
la Sala de Representantes que la dictaba, no incor- 
poró á sus disposiciones ninguna de las conquistas 
que la ciencia política había ya enseñado al mundo. 

Esa constitución estaba, desde su origen, desti- 
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nada á tener vida fugaz. Sus autores fueron los hom- 
bres que, después de la caída de Rosas, no acepta- 
ban la dictadura del general Urquiza (O- Por esta 
causa, esa primera Constitución de Buenos Aires 
desconoció la autoridad del Gobierno Federal Argen- 
tino. 

Después del acuerdo de gobernadores, celebrado 
en San Nicolás de los Arroyos, un Congreso Cons- 
tituyente dictó, en 1853, una constitución nacional, 
en la que, á la vez que se reconocía á Buenos Aires 
como una de las Provincias Argentinas, se declaraba 
á su ciudad metrópoli capital de la nación. 

La Constitución provincial de 1854 fué, no sólo 
la -denegación de acatamiento y obediencia á la cons- 
titución y al gobierno federales, recientemente cons- 
tituidos, sino también la preparación de una época 
de desinteligencias y de luchas políticas, que no de- 
bían terminar sino ocho años más tarde, con la in- 



(i) La Junta de Representantes que dictó la Constitución de i854, estaba 
compuesta de: Felipe Llavaloll, Domingo Olivera, Francisco de las Carreras, Fran- 
cisco Chas, José M. Paz, Mariano Saavedra, Manuel J. de Guerrico, Tomás S. de 
Anchorena, Vicente Ortega, Domingo Marín, Manuel Equia, Norberlo de la Riestra, 
Plácido Obligado, José Matías Zapiola, Gervasio Espinosa, José María Piran, Mariano 
Marín, Bartolomé Mitre, José Barros Pozos, Miguel Valencia, Carlos Tejedor, Do- 
mingo Sosa, Vicente Cazón, Francisco Balbín, Manuel P. Rojas, Ramón Solvcira, 
Víctor Martínez. Manuel M. P2scalada, Miguel J. Azcuénaga, Eusuquio J. Torres, 
Mariano Bilinghurst, Manuel R. García, Mariano Acosu, José María Bustillo, Fran- 
cisco J. Muñiz, Nicolás Anchorena, José Valentín Cardoso, Marcelo Gamboa, Fer- 
nando Alfaro, Andrés Sometiera, Juan José Montes de Oca^ Valentín Alsina, José 
María Maldonado, Agustín Ibáñez de Luca, Pedro J. Martínez^ Daniel María Cazón, 
Lorenzo Torres, Miguel Estcvcs Sagui, José León Banegas. 
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corporación leal y definitiva de Buenos Aires al resto 
de sus hermanas, y la organización de las autorida- 
des nacionales en la «gran capital del sur >, cantada 
así desde los primeros días de la Independencia. 

Según la Constitución de 1854, esta provincia era 
un Estado soberano, libre é independiente, con el ejer- 
cicio de su soberanía interior y exterior. 

En el interior, no reconocía poder alguno superior 
á sus propias autoridades constituidas. 

En el exterior, sus agentes y representantes diplo- 
máticos, obtuvieron de los gobiernos del mundo el 
reconocimiento de esa independencia y soberanía in- 
vocadas en la constitución local. 

Acontecimientos que no es este el momento de 
examinar, produjeron la guerra entre Buenos Aires y 
el Gobierno de la Confederación Argentina (como 
entonces se llamaba oficialmente la República); y, 
después de la batalla de Cepeda (23 de Octubre de 
1859), en virtud de pactos y tratados celebrados en- 
tre los beligerantes, la Provincia concurrió á la Con- 
vención Nacional, que, en 1860, reformó la consti- 
tución federal, incorporándose, en virtud de aquellos 
pactos y de esta reforma, al resto de la República. 

Esto no obstante, la constitución local de 1854 
no fué reformada. Cesó la representación diplomática 
del Estado de Buenos Aires; se reconoció la autori- 
dad del Presidente y del Congreso nacionales, sobre 
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las autoridades provinciales, pero las leyes funda- 
mentales de la Provincia no sufrieron modificación 
alguna. 

Tres años más tarde — en 17 de Septiembre de 
1861 — triunfaba Buenos Aires en la batalla de Pa- 
vón, y el gobernador de Buenos Aires asumía el 
gobierno provisorio de la República 

En 1862, se inauguraba la nueva presidencia ar- 
gentina en la ciudad de Buenos Aires — coexistiendo 
en la misma ciudad el gobierno local de la provin- 
cia — sin que tampoco, por entonces, se intentase re- 
formar la Constitución de 1854. 

Andando el tiempo, y desaparecidos felizmente para 
siempre los recelos y antagonismos que habían divi- 
dido á los argentinos, se pensó seriamente en que 
había llegado el momento de dotar á Buenos Aires 
de una constitución política, digna de su importan- 
cia y de sus progresos. 

Como por la Constitución de 1854, la Asamblea 
Legislativa tenía facultades constituyentes, lo primero 
en que se pensó fué en despojar á la Legislatura de 
aquella facultad; y, á ese efecto, se produjo, en 1868, 
la reforma del artículo 140 de la vieja constitución 
encargando á una convención ad hoc la reforma de 
aquélla. 

Convocada la convención en 1870, después de 
largas y laboriosas discusiones, fué sancionada la 
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Constitución de 1873, que figurará siempre, con ho- 
nor, entre los esfuerzos laudables de los pueblos por 
constituirse sobre bases de verdadera democracia, de 
libertad y de instituciones. 

La reunión de 4a convención constituyente, que 
funcionó desde 1870 hasta 1873, fué la obra del pa- 
triotismo más sincero. Los partidos políticos de esa 
época depusieron sus ambiciones y sus enconos, com- 
prometiéndose á formar una asamblea en la que figu- 
rasen las más altas personalidades y las más claras 
inteligencias del país, tanto entre los estadistas ya 
probados, como entre la juventud universitaria. 

Los debates de aquel cuerpo son modelos de elo- 
cuencia, de erudición y de talento, viéndose en todos 
los convencionales el noble propósito de dotar al 
país de las instituciones mejores y más avanzadas, 
sin que intenciones preconcebidas ó prejuicios par- 
tidistas, apareciesen jamás mezclados á las discusiones 
más elevadas y trascendentales. 

Fué, precisamente, esa emulación honrosa de todos 
y de cada uno de los convencionales de 1870-1873, 
de hacer la obra más perfecta, lo que impidió que 
aquel gran cuerpo de teoría, de ciencia y de libertad, 
fuese viable en la práctica. 

Si la Constitución de 1854 sólo consultó intereses 
políticos, sin darse cuenta de las conquistas liberales 
de la época, la de 1873 fué más allá de todo lo 
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conocido y practicado, estatuyendo, como instituciones 
imperativas, teorías que no habían tenido, hasta en- 
tonces, otros antecedentes que las propagandas de 
los pensadores y los anhelos de los más avanzados. 

La cultura social y política que formaba la base 
de la actualidad metropolitana argentina, al discutirse 
la Constitución de 1873, hacía forzoso la introduc- 
ción en ella de todo el caudal de luces y de eleva- 
dos propósitos, de que se hallaban imbuidas las altas 
personalidades y la ilustrada juventud que componía 
ese cuerpo. 

Audaz y convencida, la Convención de 1870-1873 
no se contentó con sancionar lo que la experiencia 
de otros pueblos había ya consagrado como un prin- 
cipio liberal conquistado. Fué mucho más lejos, es- 
cribiendo, en sus disposiciones, tendencias y prescrip- 
ciones liberales y descentralizadoras que, no sólo no 
se habían aceptado hasta entonces por ningún otro 
país de la tierra, sino que no han sido aceptadas 
todavía, en estos mismos momentos, en que intenta- 
mos reformar la constitución que reformó la de 1 873. 

La Constitución de 1873, como la posterior de 
1889, se resintieron de un defecto capital: los cons- 
tituyentes creyeron que el pueblo estaba preparado 
para el ejercicio de instituciones que no ha sabido 
siquiera comprender. 

Nadie ha sido bastante osado como para intentar 
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desprestigiar la obra de 1873; pero todos los pensa- 
dores y políticos están conformes en reconocer que, 
aquella constitución, no ha encontrado en la práctica 
los resultados benéficos que, con tanta buena fe, sus 
autores esperaban obtener de sus teorías. 

Acontecimientos trascendentales hicieron, más tarde, 
menos fácil el imperio de aquella constitución. 

Federalizada Ja ciudad de Buenos Aires, y trasla- 
dado el gobierno provincial á La Plata, Buenos Aires 
perdió la mayor parte del elemento intelectual que 
la metrópoli le prestaba para el gobierno de la 
provincia, viniendo así á hacerse cada vez más im- 
posible la descentralización exagerada del poder, es- 
tablecida por la Constitución de 1873. 

Como consecuencia de esos movimientos y cambios 
políticos, se promovió la reforma de aquella carta 
orgánica. 

Aun cuando la promulgación de la actual Consti- 
tución de la Provincia, tiene la fecha de 22 de Octubre 
de 1889, las sesiones de la Convención, que dictó 
esa constitución, empezaron en 1882. 

Parece como si las convenciones constituyentes 
de la Provincia de Buenos Aires, estuviesen destinadas 
á prolongarse en su duración con el Largo Paria- 
mento Británico. 

La primera convención constituyente, la de 1870, 
se reunió el 21 de Mayo de aquel año; y la com- 
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posición de aquel cuerpo basta para demostrar que 
aquella asamblea inauguraba sus tareas bajo la pro- 
mesa de hacer obra de patriotismo y de grandeza ( i ). 
Así lo manifestó al inaugurar las sesiones de la 
Convención, en un breve discurso, el presidente del 
cuerpa doctor Manuel Quintana. 

Felizmente, señores — decía el eximio orador — 
la convención tiene sobrados elementos para al- 
canzar la gloria de convertir las esperanzas del pre- 
sente en realidades del porvenir. 

Los partidos políticos acaban de ofrecer el noble 
« espectáculo de tenderse generosamente la mano, 
« para que tuvieran entrada en la convención todos 
« los hombres distinguidos, que, despojándose de pre- 
« tensiones bastardas, quisieran consagrarse á trabajar 



« 
« 
« 
« 

« 



(i) lie aquí la nómina de los miembros de la Convención de 1870, al inaugurar 
sus sesiones el 2 i de Mayo de 1870: Ciudadano Noberto de la Riestra, general Bar- 
tolomé Mitre, Eduardo Costa, Octavio Garrigós, José A. Ocantos, Adolfo Alsína, 
Ruñno de Elizalde, José Mármol, Juan M. Gutiérrez, Manuel A. Montes de Oca, 
Luis V. Várela, P'rancisco López Torres, Carlos Tejedor, Miguel Esieves Sagui, 
Juan Segundo Fernández, Enrique Sumblad, Mariano Acosta, José María Moreno, 
Guillermo Zapiola, Manuel G. Argerlch, Vicente F. López, Daniel M. Cazón, 
Carlos Encina, Aristóbulo del Valle, Carlos Keen, Carlos D'Amico, Sabiniano Kier, 
Dardo Rocha^ Sixto Villegas, Manuel Quintana, Mariano Marín, coronel José María 
Morales, doctor Juan J. Montes de Oca (hijo), Exequiel Pereira, canónigo José Se- 
villa Vasquez, doctor Manuel Obarrio, Bernardo de Irigoycn, Melchor G. Rom, 
Santiago Alcorta, Emilio A. Agrelo, Manuel Obarrio, Miguel Villegas, Andrés So- 
mcllera, Ruñno Várela, Octavio Garrigós, Eugenio Cambaceres, José María Miguens, 
Manuel H. Langenheim, Ramón B. Muñiz, Francisco López Torres, Luis Costa, 
Julio Núñez, Benjamín Nazar, Antonio Piran y Riglos, doctor Lorenzo Torres, Ma- 
nuel Guerrico, Luis Sáenz Peña, José E. Uriburu, Juan J. Romero, Emilio A. 
AgTXilo, Juan B. Molina, Juan Crisol, doctor Emilio Alvear, coronel José T. Guido, 
doctor Augusto Marcó del Pont, Miguel Villegas, Delfín B. Huergo, Manuel G. 
Argerich, José M. Jurado, Alejandro Lcloir, Félix Bernal. 
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« 

« 



« 



«ingenuamente por el triunfo de los grandes propó- 
« sitos que deben formar el credo político de todo 
«pueblo libre. 

En el seno de la convención, se encuentran di- 
seminados los hombres públicos más notables de 
« la provincia. En unos se distingue la práctica de 
la administración en todos sus ramos, en otros el 
sello de la ciencia más adelantada; en estos sobre- 
« sale la prudente experiencia de la edad madura, en 
« aquéllos el generoso ardor de los primeros años. 
« En todos, señores, la realidad, la sinceridad, el pa- 
« triotismo más acrisolado. » 

Y así fué, en efecto. Las tareas de aquella con- 
vención se iniciaron y siguieron con verdadero entu- 
siasmo y dedicación; pero una serie de causas diver- 
sas fueron prolongando indefinidamente la duración 
de los trabajos; y, con ella, la composición del cuer- 
po sufrió modificaciones importantes. Cuando, en 29 
de Noviembre de 1873 — tres años y medio después 
de su apertura — la convención clausuraba sus se- 
siones, firmando, en audiencia pública, la nueva cons- 
titución, no figuraban ya entre sus miembros muchos 
de los distinguidos ciudadanos que habían contribuido 
eficazmente á los trabajos del cuerpo ( i ) . 



(i) He aqui la nómina de los convencionales que, en 1873, firmaron la Consti- 
tución: Manuel Quintana, Víctor Mariínez, Andrés Somellera, José M. Jurado, Félix 
£ernal. Delfín B. Huergo, José M. Morales, José M. Moreno^ Ramón B. Muñiz, 

3 
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« 



« 



Felizmente, el mismo espíritu que había animado 
á los partidos al elegir los primeros convencionales, 
siguió dominando en aquella asamblea, de manera 
que, al proponer el gobernador doctor Bernardo de 
Irigoyen, en 3 de Diciembre de 1898, la reforma de 
la actual constitución, pudo decir, con verdad, de la 
de 1873, que: <La Convención Constituyente de 1870 
á 1873, reunida en una época de concordia y de 
nobles expansiones, y convocada para reformar la 
« Carta de 1 854, amoldándola en su espíritu y en 
su estructura á las exigencias de la mayor cultura 
política adquirida, realizó su tarea con un caudal 
considerable de luces y de propósitos levantados, 
propios de las altas personalidades que tuvieron 
asiento en ella. Sancionó una ley liberal y de ten- 
dencias descentralizadoras en el orden político y 
administrativo, modelada sobre teorías avanzadas, 
« algunas de las que, preciso es reconocerlo, no han 
<^ sido aceptadas hasta el presente por las naciones 
« que marchan en la vanguardia de los progresos del 
«siglo. Inspirada por aquel anhelo, la convención se 



« 



< 



« 



« 



« 



« 



Adolfo Alsina, Carlos Encina, Ezequiel A. Percyra, Pedro Goyena, Josi S. Váz- 
quez, Manuel Obarrio, J. M. Estrada, Juan José Montes de Oca 'hijo), Manuel H. 
Langcnhcim, Antonio E. Malaver, Adolfo A. Insiartc, Alejo B. González, Francisco 
Alcobendas, Juan José Romero, Mariano Marín, José Tomás Guido, M. Villegas, 
Pedro Quiroga, Luis Sáenz Peña, Adolfo Rawson, Dardo Rocha, Luis V. Várela, 
Julio Núñez, Feliciano Cajaravillc, Ezequiel N. Paz, N. Quirno Costa, Juan Crisol, 
Sixto Villegas, Bernardo de Irigoyen, Juan Maria Gutiérrez, Rufino de Elizalde, 
Vicente F. López, José Antonio pcantos, Santiago Alcorta. 
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«anticipó en alguna de sus concepciones á la capa- 
«cidad cívica del pueblo, y esta circunstancia y las 
«constantes agitaciones que han perturbado el des- 
« envolvimiento de los destinos del país, han contri- 
« buido á que, en los hechos, la reforma de 1873 no 
«haya respondido íntegramente á la bondad de sus 
« teorías. » 

Era un eminente estadista, uno de los miembros 
más conspicuos y laboriosos de la gran Convención, 
quien, quince años más tarde, juzgaba, con criterio 
imparcial, la obra de su propio esfuerzo. 

Sin embargo, ese verdadero monumento de ciencia 
constitucional, resultó inaplicable en la práctica. Lo 
reconocieron así los mismos autores de algunas de 
sus más sustanciales disposiciones, cuando, al preten- 
der implantar, por medio de leyes reglamentarias, 
ciertos principios constitucionales, se convencieron de 
que, el ciudadano y el pueblo de la provincia — es 
decir, el individuo y la colectividad — no estaban pre- 
parados para realizar tanta belleza institucional. 

Los acontecimientos políticos — la revolución de 
1880 — modificando eficazmente la composición ilus- 
trada de la población de Buenos Aires — que, al 
perder su metrópoli, perdía su principal centro inte- 
lectual — hicieron más necesaria la reforma de esa 
constitución tan preciada; y, fué impulsado por estos 
motivos, que el gobernador Dardo Rocha, en 1882, 
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promovió la reunión de la convención constituyente 
que debía emprender aquella tarea. 

Si fué larga la duración de la primera convención 
convocada en la provincia, mucho más lo fué la de 
la segunda. 

Reunida esta convención constituyente, por primera 
vez, en San José de Flores el V de Octubre de 1882, 
celebró su ultima sesión siefe años más tarde, el 22 
de Octubre de 1889, en la ciudad de La Plata. 

Esta inusitada duración de un parlamento consti- 
tuyente, explica las deficiencias y defectos de que 
adolece la actual constitución de la provincia. 

Leyendo el Diario de Sesiones de aquel cuerpo, se 
puede seguir la lenta evolución que fué producién- 
dose en la descomposición de su organismo. No sólo 
sufrió un cambio radical en el personal de conven- 
cionales, sino especialmente en las ideas é intelectua- 
lidad de aquéllos. 

Al iniciarse las sesiones, en 1882, formaban parte 
de la Convención muchos hombres ilustrados, esta- 
distas y personajes que habitaban la ciudad de Bue- 
nos Aires (i). Mientras las reuniones fueron en San 



(i; He aqui la nómina de la Convención reunida en 1882, en San Jos<í de 
Flores: Doctor Valentín Curuchet, doctor Benjamín Castellanos, don Ángel M. Ro- 
dríguez, don José Hernández, doctor Benjamín González, doctor Sabiniano Kier, 
doctor Juan Manuel Terrero, doctor Paulino Llambí Campbell, don Francisco Uri- 
buru, Juan Dillon (hijo), doctor Nicolás Achaval, doctor Cándido V. Mendoza, 
doctor Manuel Langenheim, don Eulogio Enciso, doctor Diego G. de la Fuente, don 
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José de Flores, esas personas pudieron permanecer 
en la Convención; pero, una vez que las autoridades 
provinciales se trasladaron á La Plata, los hombres 
de ciencia y de experiencia fueron, en su mayor parte, 
reemplazados por jóvenes llenos de entusiasmos y 
nobles aspiraciones, que, inspirados sólo en sus an- 
helos de libertad y de descentralización administra- 
tiva, llevaron á la nueva constitución teorías que la 
práctica ha demostrado que son, por ahora, imprac- 
ticables. 

No era posible que una asamblea constituyente, 
cuyo personal sucesivamente sufría modificaciones, 
pudiese hacer un trabajo metódico y concienzudo. 

Es tanto así que, de la primera comisión que 
proyectó, en Enero de 1 884, la totalidad de las refor- 



Patricio J. Dillon, doctor Faustino Jorge, don Francisco Lavalle, don José Manuel 
Estrada, doctor Adolfo Saldias, don Augusto Belin Sarmiento, doctor Andrés Ugarriza, 
doctor Eustaquio Fcijóo, don Emilio de Alvear, doctor Mariano M. Benítez, doctor 
Honorio Acevedo, doctor Alfredo Lahitte» don José Fernández, doctor Mariano De- 
roaria, doctor Antonio L. Gil, doctor Claudio Benitez, doctor Rafael Valiente Noailles, 
doctor Estanislao S. Zeballos, doctor Carlos Rojo, doctor Ramón A. Toledo, doctor 
Julio Fonrouge, doctor Emilio Viale, doctor Alejo B. González, doctor Jacob Larrain, 
doctor Roberto Cano, doctor Miguel Goyena, doctor Emilio A. Agrelo, doctor Onési- 
mo Leguizamón, doctor Miguel Navarro Viola, doctor Aditardo Ileredia, don Pedro 
Romero, doctor Adolfo Miranda Naón,don Luis Arditi y Rocha, doctor Torcuato B. 
Zuviria, doctor José Pcnna, doctor Alberto Ugalde, doctor Benjamín Canard, doctor 
Felipe An'stegui, doctor Norberto Pinero, don Juan José Lanusse, don Miguel Plaza 
Montero, doctor Víctor del Carril, doctor Luis V. Várela, doctor Salvador J. Socas, 
don Santiago R. Pilotto, don Julio Arditi, doctor Manuel Gonnet, don Carlos Olive- 
ra, doctor Santiago Luro, don Gregorio J. Casal, don Teodoro Serantes, don Ernesto 
Tornquisi, don Enrique Sumblad, doctor Roque Suárez, doctor Julio Botet, don 
Luís María Gonnet, doctor Andrónico Castro, doctor José María Jurado, doctor 
Mariano Roldan. 
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mas que se proponían á la Constitución de 1873 — 
compuesta de los doctores Alfredo Lahitte, Luis V. 
Várela, Nicolás Achaval, Onésimo Leguizamón, Jacob 
Larrain, Juan M. Terrero, Alejo B. González, Emilio 
de Alvear, Manuel B. Gonnet, según firman el infor- 
me presentado en esa época — sólo se encontraban to- 
davía en la Convención, en 1889, al promulgarse la 
actual constitución, los doctores Gonnet y Larrain, 
cuyos nombres se ven al pie del documento original ( i ). 

Era lógico que una constitución así discutida, se 
resintiese de falta de homogeneidad en las ideas de 
los que discutían las reformas. 

Los autores del proyecto primitivo vieron su obra 
abandonada ó deshecha por sus sucesores; de manera 
que, al promulgarse la constitución vigente, ya llevaba 
consigo el sello de su propio desprestigio. 

En la última sesión de aquel cuerpo — 22 de Octu- 
bre de 1889— uno de los jóvenes convencionales, que 



( I ) Los convencionales que formaban el cuerpo constituyente al promulgarse la 
actual Constitución, eran los siguientes: 

Aditardo Hcredia, Manuel B. Gonnet, Alberto Ugalde, Julián Barraquero, Juan 
Carlos Córdoba, Carlos Maldonado, Adolfo Mouticr, fielisario J. Arana, Martin A. 
Martínez, Claudio G. Benítez, Santiago R. Piloito, Francisco Serantcs, Cecilio López, 
Pedro A. Romero, Torcuaio B. Zuviría, Ángel M. Rodríguez, Ángel G. Carranza 
Mármol, Carlos A. Davis, José M. Zapiola, Liborio Muzlcra, Jacob Larrain, Adolfo 
Miranda Naón, Carlos Dimet, Francisco Seguí, Felipe Arisiegui, Arturo Gamboa, 
Miguel Plaza Montero, José A. Capdevila, Eulogio Enciso, Manuel Rocha, José M. 
Calderón, J. H. Martínez Castro, A. Belín Sarmiento, Marcelino Davel, Benjamín C. 
González, Eduardo Arana, Valentín Curuchet, Cándido Mendoza, Alberto I^rtigau, 
J. B. Canard, Daniel Arana, Manuel I!. Langenheim, Juan Ortiz de Rozas, Benja- 
mín Castellanos, Emilio Carranza, Rafael Hernández, L. M. Boerr, Tomás Márquez. 
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« 
« 
« 



más había trabajado, decía, en su último discurso, lo 

siguiente: 

« Conocidas las causas externas que tanto han con- 

« tribuido á desacreditar á este cuerpo, hay que men- 
cionar, en justificación individual de sus miembros, 
otras causas generales que pertenecen á la época en 
que vivimos. Ninguna hipocresía pudiera ocultar que 
la época no es de especulaciones del espíritu, ni 

^ muy propicia para cultivar sentimientos desprendidos 

«de patriotismo y de abnegaciones desinteresadas. 
« Los espíritus han tomado otro rumbo y las as- 

«piraciones otro norte, y si se aplicara la palabra 

«del divino maestro, saldríamos ilesos los más cul- 

« pables si fuera sin pecado aquél que nos arrojara 
la primera piedra. 

Por otra parte, señor Presidente, no hay mal que 
por bien no venga, dice la sabiduría de las naciones, 
y yo creo que ha sido muy feliz que se concluyan 
recién nuestras tareas porque recién nos hemos visto 

« libres de ciertas influencias que pretendían avasallar 
nuestras voluntades, y al fin ha concluido este cuerpo 
por ser depurado de ciertos elementos, y más de 

« una reforma moralizadora, sancionada hace poco, no 

«hubiera pasado hace seis años(i).» 
Estas palabras, pronunciadas al clausurarse las se- 



« _ 

« 
« 
« 
« 



« 
« 



(i) Debates de la Convención Constituyente, tomo II, página 469. 
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siones de la Convención de 1 882 — 1 889, demuestran 
que los mismos autores de la constitución vigente, 
reconocían que el cuerpo que había sancionado aquel 
código político, estaba desprestigiado, y, por tanto, su 
obra debió resentirse de ese desprestigio. 

Basta recorrer las páginas del final del segundo 
tomo de los Debates, de aquel cuerpo, para que se 
reconozca que, no eran los propósitos que inspiraron 
la Constitución de 1873, los mismos que habían ins- 
pirado la de \ 889. La política de partidos — que fué 
intencionalmente excluida de las deliberaciones de la 
primera, — fué el inspirador de muchas disposiciones 
trascendentales en la segunda, llegándose hasta á vio- 
lentar los más elementales principios del gobierno 
representativo, para satisfacer propósitos de política 
transitoria. 

La creación del Fiscal de Estado, con la facultad 
de demandar al Poder Ejecutivo por sus actos como 
administrador, reconoce ese origen; así como muchas 
otras prescripciones de la constitución actual, en las 
que, so pretexto de descentralizar las funciones del 
gobierno, se han debilitado los resortes del Poder 
Ejecutivo; se han confundido las atribuciones del Po- 
der Legislativo, sacándolo de su misión; se ha crea- 
do un poder omnímodo y peligroso en la Suprema 
Corte de Justicia, y se ha desnaturalizado el régimen 
municipal, mezclándolo en las cuestiones electorales. 
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Una constitución, que nacía en tales condiciones, 
debía inspirar poco respeto. 

Apenas trató de aplicarse en la práctica, se cono- 
cieron sus defectos. A su amparo, se produjeron con- 
flictos reiterados; y, más de una vez, fué menester 
que la intervención del gobierno federal fuese al te- 
rritorio de la provincia de Buenos Aires, para resta- 
blecer la armonía entre los poderes públicos, que, 
respectivamente, se creían dentro de la esfera de su 
acción, cuando efectivamente habían invadido los lí- 
mites de los otros poderes del gobierno. 
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II 

INICIATIVAS DE LA REFORMA ACTUAL 

Sería una tarea ímproba é innecesaria, la de reco- 
pilar las opiniones aisladas de los funcionarios pú- 
blicos que han reclamado la reforma de la actual 
Constitución de la Provincia, desde los primeros días 
que siguieron á su promulgación. 

Para los objetos de este trabajo, basta recordar las 
tentativas parlamentarias hechas con aquel objeto, 
porque esos antecedentes pueden servir para resolver 
el problema actual, en cuanto se refiere á la reunión 
de la futura convención constituyente. 

Prescindo, pues, de las insinuaciones contrarias á 
la Constitución de 1 889, hechas por los ministros del 
gobernador Máximo Paz, que fué quien la promul- 
gó; por el gobernador Julio Costa, que sufrió las 
presiones de ciertas cláusulas constitucionales que 
imposibilitan la acción del Poder Ejecutivo; del mis- 
mo Interventor nacional en la provincia, doctor Lu- 
cio V. López, que, en documentos oficiales, señaló 
la necesidad de reformar la constitución local de la 
provincia intervenida; y, hasta del gobernador Uda- 
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ondo, que, si bien reconoció las deficiencias consti- 
tucionales, en la organización del régimen municipal, 
no precisó los puntos taxativos en que la reforma 
debía hacerse. 

Es en las cámaras legislativas, es en el seno de 
los mismos partidos políticos — dificultados en su 
acción y estorbados en el legítimo ejercicio de sus 
derechos — donde se presentan las primeras manifes- 
taciones concretas y precisas, buscando hacer efecti- 
vas las reformas de la Constitución de 1889. 

En la sesión del Senado de la Provincia, de 30 
de Septiembre de 1901, al discutirse el proyecto de 
la ley que declaró la necesidad de la reforma, el se- 
nador republicano doctor Ernesto Weigel Muñoz, que 
había presentado un proyecto de reformas parciales, 
explicando el origen de esa discusión, decía lo si- 
guiente: 

<- Este proyecto no es de ayer, señor Presidente, 
« fué formulado hace dos años, próximamente, en una 
«época en que algunos miembros de la Legislatura, 
« entre los cuales podría indicar, como á uno de los 
« más activos en la propaganda, al señor doctor Can- 
« diotti, resolvimos ver de destruir las dificultades de 
< orden político que se oponían á la reforma de la 
«constitución; y encontramos que la principal difi- 
« cuitad estribaba en que casi todas las fracciones, 
« unas por una razón, otras por otra, tenían un mié- 
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do horroroso á la reunión de una convención que 
fuera á dictar una constitución tan mala ó peor 
que la del año 89. Y se convino entonces en que 
el medio práctico sería establecer qué puntos eran 
los susceptibles de enmienda, á fin de que los con- 

« vencionales, con cierto mandato imperativo de los 
partidos, pudieran limitar las reformas á aquellas que 
la experiencia hubiere indicado como necesarias. 
« Pues bien, este proyecto quedó como un ensayo 
de las reformas más ó menos cangeadas entre dis- 
tintas personas, á fin de someterlo á las agrupacio- 
nes políticas, lo que no se hizo, por razones que 
en este momento es innecesario enumerar, y que 
adivinarán mis colegas. Por eso no prosperó aque- 
lla iniciativa, aquella gestión; y entonces el proyecto, 
con todas las enmiendas adicionales, vino á quedar 
en mi poder. 

< Ahora se ha presentado, porque creo que las cau- 
sas de entonces han desaparecido y existe el pro- 
pósito de hacer una reforma amplia de la Consti- 
tución; y creo también que se han de preocupar 
todos los hombres de buena voluntad de la pro- 
vincia, salvo que se propusieran entregarse á un 

« desastre irreparable, de mandar á la convención re- 
presentantes preparados y patriotas, para que dicten 
una constitución que esté de acuerdo con las ne- 
cesidades, hábitos y costumbres de este Estado, y 



« 
« 
« 

« 
« 



« 
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« que tienda, no sólo á encarrilarlo, sino á purificario 
« y mejorado ( i ). » 

Con motivo de estas palabras, los senadores Saguier 
y Niño recordaron que, en 1895 — es decir, durante 
el gobierno del doctor Udaondo — fué firmado por el 
número de diputados y senadores, que fija la misma 
constitución, en su artículo 217, un proyecto de ley 
en que, declarándose la necesidad de la reforma, se 
convocaba al pueblo para que ratificase, en los co- 
micios de 1896, aquella declaración. 

Esa primera iniciativa pariamentaria no tuvo ulte- 
rioridades. 

El objeto con que, en 1895, se presentó aquel 
proyecto, era el de facilitar el gobierno del doctor 
Udaondo, que surgió inmediatamente después de los 
sucesos revolucionarios de 1893, y de la intervención 
nacional que fué su consecuencia. 

Ese proyecto « surgió en la Honorable Cámara de 
« Diputados, el año 1895, suscrito por representantes 
« de todas las opiniones políticas que había en aquel 
«cuerpo (2).» 



( 1 ) Diario de Sesiones del Senado de la Provincia de Buenos Aires, i 90 i , p. 275. 

(2) Palabras del senador Niño, en la sesión de 3o de Septiembre de 1901. 

He aquí el texto del proyecto á que se refiere el senador Niño, tomado del Diario 
de Sesiones de la Cámara de Diputados, 1896, página 118. 

PROYECTO DE LEY 
£1 Senado y Cámara de Diputados j etc. 

Art. 1* Declárase necesaria la reforma de la Constitución de la Provincia. 

Art. 2* De acuerdo con el articulo 2 i 2 de la misma Constitución, el Poder Eje- 
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La primera vez que, en un mensaje oficial, se hi- 
cieron notar algunas de las muchas deficiencias de 
la Constitución de 1889, fué en el que el gobernador 
doctor Guillermo Udaondo dirigió á la Legislatura, 
al inaugurar sus sesiones ordinarias en 1897. 

El gobernante se había sentido cohibido en su 
acción administrativa; y, si bien no iniciaba propia- 
mente la reforma de la constitución para suprimir 
las trabas constitucionales con que había tropezado, 
decía lo bastante para que la iniciativa hubiese podido 
partir de la misma Legislatura. 

« Entre los obstáculos que conviene allanar » — decía 
el gobernador Udaondo — « debo señalaros, como tales, 
<^ la actual organización y el régimen de la justicia 
«de paz, y, sobre todo, nuestro régimen municipal. 
En lo que se refiere al último, la experiencia está 
demostrando, desgraciadamente, que no sólo no con- 
dice con el estado de educación cívica y política 



« 
« 
« 



cuiivo someterá la necesidad de esa reforma al pueblo, para que en las próximas 
elecciones de senadores y diputados voten en pro ó en contra de la convocatoria de 
una convención constituyente. 

Art. 3' Si algunas de las secciones electorales no tuvieran que elegir en los comi- 
cios diputados ni senadores, el Poder Ejecutivo las convocará al solo objeto de que 
manifíestcn su voto en pro ó en contra de la convocatoria de una convención consti- 
tuyente. 

Art. 4* Las mesas escrutadoras en estas secciones serán las designadas para la elec- 
ción de diputados y senadores. 
Art. 5" Comuniqúese, etc. 

Eduardo Sáeni^, Ernesto Weigel, Juan Hunterj Rujino BasavHbaso, SU- 
verio LópeK. Osornio, Vicente LobeirOj Joaquín Castellanos, Fernando 
Saguier, Odilón U. Núñe^, Domingo Arguas, Ramón Minde^, Pedro 
P. Balderrain, 
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en que se encuentra la mayor parte de la población 
de nuestra campaña, sino que del punto de vista 
«económico y administrativo es verdaderamente per- 
« judicial al bienestar y progreso de los distritos ru- 
« rales. 

« Son manifiestos, en primer lugar, el desorden 
«administrativo y las perturbaciones de todo género 
«que provoca y mantiene el defectuoso funciona- 
« miento de los gobiernos locales, que provienen, en 
«parte principal, de lo complicado del sistema y de 
« la falta de preparación de los hombres que ordina- 
«riamente son llamados á aplicarlo. 

« Pero es excesiva, además, la descentralización que 
« comporta este régimen, y las facultades que ha 
« conferido á las municipalidades son demasiado am- 
« plias, especialmente en cuanto se refiere á la inver- 
«sión y distribución de las rentas y al régimen de 
«los impuestos. 

« En lo que respecta á este último punto, las 
« consecuencias son sumamente graves, porque mien- 
«tras subsista en las municipalidades la ilimitada 
« facultad de fijar la tasa de los impuestos, los pode- 
« res centrales no podrán dirigir y gobernar suficien- 
« temente el movimiento económico de la provincia, ni 
« podrán impedir el abuso que de tiempo acá se viene 
« haciendo notar y que ha llegado hasta imponer gra- 
« vámenes que pueden afectar profundamente el des- 
« envolvimiento de las industrias. 
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« La supresión completa de estos inconvenientes 
«^depende, como es evidente, de reformas constitucio- 
<^ nales QUE NO ES DEL CASO PROVOCAR; pero es 
« indudable que pueden atenuarse muchas de sus 
«consecuencias mediante algunas reformas de la ley 
«orgánica, que den al gobierno general del Estado, 
« y particularmente á la Legislatura, una intervención 
« moderadora en el ejercicio de las funciones muni- 
« cipales ( I ). » 

Como se vé, el gobernador Udaondo no creía del 
caso provocar, desde luego, la reforma constitucional, 
aun cuando sentía la presión de algunas de sus dis- 
posiciones contrarias á la buena marcha del gobierno, 
y á la práctica misma de las instituciones libres. 

Sin embargo, al año siguiente, 1898, el gobernador 
doctor Bernardo de Irigoyen creyó indispensable que 
la Constitución de 1889 fuese reformada, é hizo de 
esa medida trascendental un motivo preferente de su 
gobierno. 

Sin esperar á que llegase la oportunidad de leer 
su Mensaje inaugural, ante la Legislatura, en 3 de 
Diciembre de 1898, dirigió á las cámaras legislativas 
un extenso mensaje — del que tendré que ocuparme 
más adelante — y al que adjuntaba el siguiente pro- 
yecto de ley: 



(I) Mensaje del gobernador doctor G. Udaondo, 1897, página 45. 
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PROYECTO DE LEY DEL PODER EJECUTIVO 

El Senado y Cámara de Diputados, etc, 

Alt P Declárase la necesidad de reformar la Constitución de 
la Provincia. 

Art. 2^ De acuerdo con el artículo 217 de la Constitución, el 
Poder Ejecutivo mandará publicar esta ley, durante tres meses 
consecutivos, en todos los distritos de la Provincia, y convocará 
al pueblo para que en las próximas elecciones de senadores y di- 
putados, vote en pro ó en contra de la necesidad de la reforma. 

Art. 3^ En aquellas secciones electorales en que no debe tener 
lugar la elección de diputados y senadores, por no corresponder- 
Íes elegir en el próximo año, el Poder Ejecutivo convocará al 
pueblo al solo efecto de que manifieste su voto en pro ó en contra 
de esta necesidad, debiendo formar las mesas escrutadoras, de los 
distritos, los escrutadores designados para la última elección de 
senadores y diputados. 

Art. 4° Comuniqúese, etc. 

Los fundamentos de ese proyecto se encontrarán 
más adelante, al ocuparme de las reformas parciales 
de la constitución, indicadas, algunas de ellas, en el 
mensaje del doctor Irigoyen. Por el momento, basta 
con transcribir sólo un párrafo de aquel documento 
— que es el que verdaderamente inició la reforma 
constitucional pendiente — y en el que el gobernador 
<le la provincia condensa, por decirlo así, sus opinio- 
nes sobre la oportunidad y la urgencia de la reforma. 
Ese párrafo de aquel mensaje es el siguiente: 
« Las deliberaciones de la Convención de 1882 
«terminaron en 1889, conservándose en lo funda- 
« mental el organismo creado en la Carta de 1873. 



« 
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Sancionáronse algunas modificaciones tendentes á 
normalizar la situación derivada de la federalización 
de Buenos Aires, y la reforma se extendió en re- 
glamentaciones, inmovilizando reglas que aún no ha- 
bían pasado por el crisol de la experiencia. Es, pues, 
la Constitución de 1873, con modificaciones deter- 

« minadas la que hoy rige, y la observación de vein- 
ticinco años ha demostrado que debe reformarse. 
El Poder Ejecutivo se limitará á indicar algunos de 
los principales puntos, que, á su juicio, deben so- 
meterse á la revisión general que propone, y expon- 
drá sucintamente las razones en qué se funda. Tiene 
el convencimiento de que la resolución que proyecta, 
está en la conciencia de todos los que se interesan 
por el mantenimiento de nuestras instituciones, y 
puede invocar también, en apoyo del pensamiento 

' que somete á Vuestra Honorabilidad, las manifesta- 
ciones uniformes de la opinión y las iniciativas pro- 
movidas en las Honorables Cámaras de Diputados 
y de Senadores, y que quedaron paralizadas por 
motivos que el Poder Ejecutivo no ha llegado á 
conocer con propiedad. 

« Hay, ciertamente, enmiendas urgentes, si se quiere 
impedir que se perpetúen las desviaciones que es- 
tán desnaturalizando el sistema político que nos 
rige, y al que se vincularon esperanzas de orden y 
de prosperidad general. 



« 
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La provincia anhela un gobierno equilibrado y 
amplio, controlado por partidos que, en su organi- 
< zación y en sus propósitos, se manifiesten regular- 
mente preparados para la vida de la democracia. 
<: La provincia aspira á que los poderes, que deri- . 
« van del sufragio popular, sean resultado leal de elec- 
« ciones y de escrutinios honrados y puros; y el Po- 
« der Ejecutivo cree que es ya tiempo de que el 
« sentimiento público prepondere sobre planes y com- 
binaciones ilegítimas que han producido destem- 
planza y alejamiento de una parte importante de 
los ciudadanos que parece haber renunciado al su- 
«fragio popular, derecho y deber impuesto por la 
«constitución (i).» 

Desde este instante — desde que presentó su pri- 
mer mensaje — no dejó el gobernador Irigoyen opor- 
tunidad alguna, sin insistir en la urgencia de que se 
procediese á reunir la convención reformadora. 
En Mayo de 1899, decía: 

He manifestado también la urgencia de separar 
á las municipalidades de toda intervención en las 
elecciones políticas y de limitar la facultad imposi- 
«tiva que hoy ejercitan sin restricción. Pocos meses 
« han corrido desde la fecha en que expuse mis opi- 



<< 
« 
« 



(i) Mensaje del gobernador doctor B. de Irigoyen, Diciembre 3 de 1898, pá- 
gina 4 y siguientes. 
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niones, y se han levantado ya protestas generales 
contra determinados impuestos, sancionados por 
aquellas corporaciones. El gobierno de la nación 
ha requerido mi atención acerca de esos graváme- 
nes, y he contestado que el Poder Ejecutivo carece 
de facultades para modificar la sanción de ellos y 
para controlar su inversión. He ofrecido someter á 
«la consideración de Vuestra Honorabilidad las ob- 
servaciones del Ejecutivo Nacional, que interesan 
ciertamente á las principales industrias del país. 
«Y, antes de cerrar este párrafo, permítome reite- 
« rar á Vuestra Honorabilidad que, actualmente, las 
« municipalidades, lejos de ser organismos serios y 
« representativos de la vida comunal, se convierten 
« con frecuencia en teatro de evoluciones y de pla- 
« nes políticos que las extravian y desquician, y que 
si estos abusos no se corrigen, seguirán producién- 
dose diariamente complicaciones locales, comprome- 
tiendo en ellas á los altos poderes del Estado, que 
por la ley actual se ven obligados á intervenir, y el 
régimen comunal estará expuesto á desaparecer, en 
el hecho, el día en que se levante un gobernante 
de tendencias ó de propósitos absorbentes ( i ) . » 
Con la prudencia del estadista y la sinceridad del 
gobernante probo, el gobernador Irigoyen señalaba á 



« 
« 

« 
« 
« 



(I) Mensaje del gobernador doctor B. de Irigoyen, 1899, página 8. 
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la Legislatura los males que produce la actual orga- 
nización municipal, y la ingerencia de estas corpora- 
ciones en los actos electorales; notándose, en esas 
manifestaciones del mensaje inaugural, insinuaciones 
al despacho del proyecto de reforma constitucional, 
que había presentado pocos meses antes. 

Al año siguiente — en 1900— el mensaje de P de 
Mayo es más expreso y categórico. 

Algunos de sus párrafos más pertinentes deben 
tenerse presentes. Dicen así: 

« Preocupado de estas cuestiones, debo persistir en 
«la serie de iniciativas constitucionales y legislativas, 
que he tenido el honor de someter á la conside- 
« ración de Vuestra Honorabilidad, y reitero, en pri- 
mer término, la necesidad de revisar la constitu- 
ción; ésta es, en su mayor parte, reproducción de 
la sancionada en 1873, en aquel período de ampli- 
tudes y de concordia en que todos los partidos su- 
primieron los antagonismos del pasado y se unifor- 
maron en una sola aspiración: la de dotar á esta 
«sección de la República de un estatuto modelado 
« sobre teorías avanzadas, algunas de las que no han 
« tenido aceptación hasta el presente en las naciones 
« más adelantadas del mundo. 

En el Mensaje que, en 3 de Diciembre de 1898, 
dirigí á Vuestra Honorabilidad, consigné concisa- 
mente las razones fundamentales de la revisión que 
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« propongo, y he experimentado viva satisfacción ai 
« observar que el asentimiento franco y caluroso de 
« la provincia, la adhesión publica de ciudadanos dis- 
« tinguidos por sus servicios al país y preparación en 
la ciencia del gobierno y la aprobación unánime de 
la prensa nacional y extranjera, apoyaron resuelta- 
mente el proyecto del Poder Ejecutivo. Espontáneo 
y solemne fué aquel verdadero plebiscito; debemos 
deplorar el tiempo perdido en tramitaciones inex- 
plicables; y pienso que los altos poderes políticos 
« del Estado deben uniformarse para declarar, sin 
« demora, la necesidad de la reforma que está en la 
conciencia de todos los que se interesan por el per- 
feccionamiento de las leyes que nos rigen. 

No importa esto desconocer que la Convención 
de 1873 exhibió un caudal de luces y de ciencia, 
propio de las personalidades que tuvieron asiento 
en ella; pero la verdad es que aquella asamblea se 
anticipó, en algunas de sus concepciones, á la ca- 
pacidad cívica del pueblo, y que esta imprevisión 
generosa ha contribuido á que ese instrumento no 
responda, en muchos puntos importantes, á la bon- 
dad de sus teorías ( i ) . > 
La Legislatura no tomó en cuenta estas justísimas 
observaciones del gobernante, y el proyecto de decla- 
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(1) Mensaje del doctor B. de Irigoyen, 1900, página 8. 
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ración de la necesidad de la reforma de la consti- 
tución, quedó esperando el despacho de la comisión 
parlamentaria, en cuyas carteras dormía. 

El gobernador Irigoyen había consultado su men- 
saje de 3 de Diciembre de 1898, en que iniciaba la 
reforma, con los hombres más ilustrados y compe- 
tentes del país, sin distinción de opiniones ni partidos 
políticos. 

Una verdadera uniformidad se produjo en cuanto 
á la necesidad de proceder inmediatamente á la re- 
forma; pero, á pesar de publicarse en la prensa y 
en folletos esas opiniones, la Legislatura no creyó 
deber tomar en cuenta las indicaciones del gobierno. 

En el mensaje de 1901, con laudable constancia, 
el gobernador Irigoyen insistió en su propósito, de- 
dicándole los siguientes párrafos: . 

« No se aleja de mi memoria el mensaje que dirigí, 

«en Diciembre de 1898, proponiendo la revisión y 

« reforma de la constitución. Expuse la razones fun- 

■ damentales, indicando algunas de las enmiendas que 

reputo más urgentes, para que la provincia torne, 

< cuanto antes, á los beneficios del gobierno repre- 

< sentativo, leal y honradamente practicado. 

« Recuerdo, con legítimo contentamiento, la acep- 
^ tación que aquella iniciativa encontró en la gran 
« mayoría de la población nacional y extranjera. Fué 
« un verdadero plebiscito, espontáneamente convocado, 



40 REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 



« 
« 



« 
« 
« 



y acaricié la ilusión de que la reforma era ya un 
progreso conquistado, no por las iniciativas del 
«gobierno, sino por el voto y los anhelos del país- 
Y, sin embargo, más de tres años han corrido sin 
que se haya iniciado ni la consideración de aquella 
justísima exigencia de la opinión. 
« Prefiero no mencionar la única razón que se ha 
«emitido para paralizar ese proyecto, que está en la 
« conciencia de todos, sin excluir á los mismos que 
« lo han amortizado. Relega á un delicado silencio 
« ese examen, y con más motivo, en estos días, en 
« los que no se siente una voz en defensa de aquellos 
inexplicables aplazamientos. 

Pero no puedo prescindir de instar por el des- 
pacho del mensaje recordado. Al suscribirlo, sabía 
« que la revisión . no podía sancionarse dentro del 
« período administrativo que presido, pero quise hacer 
« un desinteresado llamamiento para que todos los 

< partidos, representados por ciudadanos ilustrados y 
«dignos de figurar en una asamblea constituyente, 
« concurrieran á confundirse en propósitos levantados, 
«y á deliberar, entre las luces del patriotismo y de 

< la ciencia, sobre los futuros destinos de esta tierra, 
« favorecida por el cielo, pero contrariada por las 
« veleidades y egoismos de los hombres (i).» 



« . 

« 



(i) Mensaje del doctor don Bernardo de Irigoycn, 1901, páginas i3 y 14. 
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Fueron, acaso, estas exhortaciones las que indu- 
jeron al senador Weigel Muñoz á presentar al Senado 
un proyecto de ley por el cual, abandonando el siste- 
ma de reforma establecido en la constitución, deter- 
minaba una serie de reformas parciales, únicas que po- 
dría hacer la convención, mandando que su aprobación 
fuese sometida á la votación de un plebiscito popular. 

En la sesión del Senado de la Provincia, de 30 
de Septiembre de IQOl, al irse á discutir, en gene- 
ral, el proyecto del doctor Weigel Muñoz, el minis- 
tro de gobierno del gobernador Irigoyen, doctor To- 
más R. García, se presentó en la sesión, combatiendo 
aquel proyecto, y reproduciendo el que ya había pre- 
sentado, en 1 898, el Poder Ejecutivo, y que he trans- 
crito más adelante. 

En esa sesión pudo verse que, propiamente, no 
existían dos tendencias reformadoras, ni dos inter- 
pretaciones constitucionales, en cuanto á la forma de 
hacerse la reforma y á las facultades de la conven- 
ción constituyente. 

Eran los temores de los partidos políticos militan- 
tes, los que estaban impidiendo la reunión de la con- 
vención, revestida de las facultades amplias que le 
acuerda la carta fundamental de la provincia. Eran 
los intereses personales de los caudillos locales, de 
los prestigios individuales en los municipios y en los 
partidos de campaña, que se alarmaban y se reunían 



buscando limitar los puntos que habían de servir de 
motivo á la reforma, procurando que no se incluyese 
entre ellos todo lo referente á las autonomías y atri- 
buciones municipales. 

Breve fué el debate científico que se produjo en 
la sesión del Senado en que se trató del proyecto 
' -íforma, pues ante la sólida argumentación del 
tro de gobierno doctor García, el senador Wel- 
luñoz aceptó el retiro de su proyecto, adhirién- 
al del Poder Ejecutivo, 
vez de las reformas parciales, taxativas y de- 
ladas, que proponía el proyecto del senador 
;1 Muñoz, el Senado y la Cámara de Diputa- 
ancionaron definitivamente la ley de 18 de No- 
ire de 1901, que es la que sirve de base á la 
na hoy en proyecto. 

discutirse en particular esa ley, el mismo se- 
' Weigel Muñoz propuso se agriase un ar- 
4°, '■■ respecto á la necesidad de fijar un plazo 
5 del cual, si los convencionales no se reúnen, 
an elegirse nuevos miembros, para no estar so- 
os á una convención como aquella larguísima 
ño 89, que empleó ocho años en empeorarnos 
nstitución. i) . 
artículo propuesto establecía que: Si la con- 
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vención no se constituyera antes de los tres meses 
subsiguientes al escrutinio de las elecciones de sus 
miembros, la asamblea legislativa declarará cesantes 
á los convencionales inasistentes, mandando practicar 
nuevas elecciones. » 

La ley fué sancionada en ambas cámaras con ese 
agregado, quedando así definitivamente promulgada ( i ). 

La importancia que tiene el artículo 4° de la ley 
que convocó la convención, ha venido á revelarse 
por los hechos posteriores, que hoy dificultan la reu- 
nión del cuerpo constituyente. 

Sin preocuparse sus autores de la gravedad de la 



(I) IIc aquí el texto de la ley vigente, sancionada deñnitivamente en i 8 de No- 
viembre de 1901. 

SOBRE RRFOHMA DE LA CONSTITUCIÓN 

Noviembre 18 de 1901. 

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires j sancionan con 
fuerza de — 

LEY : 

Art. I* Declárase la necesidad de reformar la Constitución de la Provincia. 

Art. 2' De acuerdo con el articulo 2 i 7 de la Constitución, el Poder Ejecutivo 
mandará publicar esta ley en todos los distritos de la provincia y convocará al pueblo 
para que en las próximas elecciones de senadores y diputados vote en pro ó en con- 
tra de la necesidad de la reforma. 

Art. 3* En aquellas secciones electorales en que no debe tener lugar la elección 
de diputados y senadores, por no corresponderlcs elegir en el próximo año, el Poder 
Ejecutivo convocará al pueblo al solo efecto de que manifieste su voto en pro ó en 
contra de esta necesidad, debiendo formar las mesas escrutadoras de los distritos, los 
escrutadores designados para la última elección de senadores y diputados. 

Art. 4* Si la convención no se constituyera antes de los tres meses subsiguientes 
al escrutinio de las elecciones de sus miembros, la Asamblea Legislativa declarará ce- 
santes á los convencionales inasistentes, mandando practicar nuevas elecciones. 

Art. 5* Para ser miembro de la convención reformadora, se requiere las mismas 
condiciones que para ser diputado. 

Art. 6* Comuniqúese, etc. 
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materia sobre que legislaban, confundieron las facul- 
tades del Poder Legislativo de la Provincia, con las 
que le están taxativamente atribuidas por la Consti- 
tución á la Asamblea Legislativa. 

Para que se proceda á la reforma de la constitu- 
ción, es indispensable que una ley se sancione de- 
clarando la necesidad de esa reforma y que el pueblo 
confirme esa declaración por medio de un plebiscito. 

La Asamblea Legislativa no puede dictar leyes; y, 
fuera de las facultades de hacer el escrutinio de las 
elecciones de convencionales que la constitución le 
confiere, no puede ejercer ningunas otras, ni las cá- 
maras pueden concedérselas por medio de leyes. 

La ley de 18 de Octubre de 1901 no pudo, pues, 
conferir á la Asamblea Legislativa la facultad de de- 
clarar cesantes á algunos convencionales electos, y de 
convocar á elecciones para reemplazarles. 

La ley pudo declarar caduca una elección, si, des- 
pués de un término dado, no se había practicado 
su escrutinio ó los electos no se habían reunido; pero 
atribuir esas facultades á la Asamblea Legislativa, fué 
investirla de funciones que la constitución, no sólo 
no le encomendó, sino que expresamente se las negó. 

Más adelante — al ocuparme de los actos produ- 
cidos por la Asamblea General, con motivo de las 
elecciones de convencionales que siguieron al ple- 
biscito — tendré ocasión de volver á tratar sobre este 
asunto. 
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III 
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El artículo 217 de la Constitución manda que, «de- 
clarada la necesidad de la reforma, se someterá á los 
electores, para que, en la próxima elección de sena- 
dores y diputados, voten en pro ó en contra de la 
convocatoria de una convención constituyente; y, Si LA 

mayoría votase afirmativamente, la asamblea 
Legislativa convocará una convención...» 

Sancionada la ley de 21 de Noviembre de 1901, 
que declaraba la necesidad de la reforma, el Poder 
Ejecutivo de la Provincia, al convocar para las elec- 
ciones de senadores y diputados, que debían practi- 
carse en Marzo de 1902, convocó también al pueblo 
para que votase en favor ó en contra de la reunión 
de la convención constituyente. 

Cupo al gobernador, doctor Bernardo de Irigo- 
yen, que tan ardientemente había trabajado en favor 
de la reforma, hacer esa convocatoria ( i ) ; y de su 



( I ) He aquí el decreto de esa convocatoria : 

DEPARTAMENTO DE GOBIERNO t r»i . f w j 

La Plata, Febrero 24 de 1902. 

De acuerdo con lo dispuesto por el articulo 78 de la Constitución de la Provin- 
cia y debiendo darse cumplimiento á lo dispuesto en la ley de 2 i de Noviembre 



46 REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 

resultado dio cuenta á la Legislatura en el último 
mensaje que produjo como gobernante. Al dejar el 
poder, decía así aquel funcionario ilustradísimo: 

« El pueblo ha votado la reforma de la constitu- 
« ción de 1 873, recargada, quince años más tarde, 
^ de reglamentaciones imprevisoras; y es notoria la 

< perseverancia con que he sostenido la urgencia de 
esa revisión. Formé parte de la Asamblea de 1 870 
á 1 873, época excepcional en nuestros anales po- 
líticos. 

Deliberamos bajo una atmósfera expansiva, en 

< días claros y serenos, en los que la altura de miras, 

< el respeto á las opiniones y el olvido de los anta- 

< gonismos intolerantes que enlutaron el pasado, se 
« confundieron en un solo sentimiento: la concordia 
« de los argentinos y el engrandecimiento de las pro- 
^ vincias que componen la Nación. Evoco estos re- 
cuerdos para explicar la causa de que la convención 

< se anticipara, en algunas de sus concepciones, á la 

< capacidad cívica del pueblo. Dominaron en sus de- 



próximo pasado, procediendo en esta ocasión y en toda la provincia á manifestarse, 
por quienes pueden hacerlo legalmente, la necesidad ó no de reformar la Constitu- 
ción, el Poder Ejecutivo — 

DECRETA 

Art. 2* Convócase también para el mismo día, á todas las secciones electorales en 
que se encuentra dividida la provincia, á efecto de que los ciudadanos hábiles ma- 
nifiesten su voto por la reforma ó no de la Constitución. 

Art. 3* Comuniqúese, publiquese é insértese en el Registro Oñcial. 

BERNARDO DE IRIGOYEN: 
Gensérico Ramírez. 
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« 

« 



-bates, tendencias liberales y descentralizadoras: al- 
agunas de las que no han sido aceptadas por na- 
« ciones que marchan á la vanguardia de la civilización. 
^ Esa prescindencia de la educación y de las costum- 
<< bres políticas; la propensión á renovar contiendas 
«eliminadas por el transcurso del tiempo, y las agi- 
«taciones que desde 1874 hemos experimentado, con- 
« tribuyeron á que la constitución, desnaturalizada en 

la práctica, no haya respondido á los ideales de los 

que la sancionaron. 

Cuatro años he pugnado con empeño por la re- 

< forma, y siento verdadera satisfacción al dejar uno 

< de los propósitos orgánicos de la administración 
« que presido, sancionado ya por los poderes públicos 
«y refrendado por el voto ineludible del pueblo. 

«Y si, como lo espero, la convención es ingenua 

< representación de la voluntad popular, y sanciona 
« enmiendas que, consolidando la moral política y que 
«las libertades públicas contribuyan á que la pro- 
vincia recupere la legítima influencia que en mejores 
tiempos ejerciera, yo, cualquiera que sea el punto 

« en que resida, saludaré ese acontecimiento como 
« presagio de días despejados y felices para esta tierra, 
«perturbada por los egoismos de los hombres, pero 
«favorecida por las bendiciones del cielo (i).» 
El mismo día en que el gobernador Irigoyen pro- 



<< 



« 



(I) Mensaje del gobernador doctor B. de Irigoyen, 1902. 
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nunciaba estas palabras, asumía el mando de la pro- 
vincia el nuevo mandatario elegido, doctor Marcelino 
Ugarte, ex ministro del anterior, y, como él, partidario 
decidido de la reforma constitucional. 

En esa época todo parecía propicio para iniciar y 
producir una reforma elevada y patriótica. 

Así debió suponerlo también la Legislatura que, 
pocos días después de inauguradas sus sesiones or- 
dinarias de aquel período, se reunía en Asamblea Ge- 
neral, y practicaba el escrutinio del plebiscito que 
había tenido lugar en Marzo de aquel mismo año (i). 



( I ) He aquí el dictamen de la comisión y la sanción respectiva: 

Mayo I 5 de i 902. 
Honorable Asamblea Legislativa: 

Vuestra comisión escrutadora ha verifícado el escrutinio con sujeción á lo resuelto 
por Vuestra Honorabilidad, y resulta que han funcionado válidamente más de la mi- 
tad más uno de los distritos electorales, habiendo votado por la reforma de la Cons- 
titución 6 i 9 i 6 ciudadanos, en los 6 2 distritos cuyos registros ha resuelto computar 
la Honorable Asamblea. 

En consecuencia, os aconseja la sanción del siguiente 

PROYECTO DE RESOLUCIÓN 

La Asamblea Legislativa — 

resuelve: 

i* Resultando del escrutinio que ha practicado la Asamblea Legislativa sobre el 
plebiscito que ha tenido lugar en la provincia el dia 3o de Marzo de 1902, que la 
mayoría de electores ha votado por la aceptación de la reforma, convócase á una 
convención constituyente de acuerdo con lo que dispone el artículo 217 de la Cons- 
titución. 

2' El Poder Ejecutivo convocará al pueblo de la Provincia á elección de ciento ca- 
torce convencionales, los cuales serán elegidos del mismo modo, por los mismos 
electores y en los mismos distritos que los senadores y diputados. 

3* Comuniqúese al Poder Ejecutivo y publiqucse. 

Nicolás A. Avellaneda, Claudio D, Mejia, José M. Vega, E, J. Weigel 
Muñoíi, Pablo L. Palacios, A. Robirosa, M. F. Gnecco, J. E. Gibelli, 
Alfredo Rodriguéis. 

Este dictamen fué aprobado sin oposición, y, en consecuencia, se comunicó al 
Poder Ejecutivo. 
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La mayoría de los electores había votado en pro 
de la reunión de la convención constituyente; y la 
Asamblea General, en cumplimiento del mandato ex- 
preso que le confiere el artículo 217 de la Consti- 
tución, convocó una convención constituyente. 

El Poder Ejecutivo, dando cumplimiento á la re- 
solución de la asamblea, dictó un decreto convocando 
al pueblo de la provincia, para que, reunido en co- 
micios electorales, eligiese, en 17 de julio del mismo 
año de 1902, los ciento catorce convencionales que, 
dentro de los tres meses siguientes, debían reunirse 
en convención constituyente, para revisar la actual 
constitución. 

Las condiciones de los elegibles ya habían sido 
determinadas ( i ). 

Las elecciones tuvieron lugar en la fecha designa^ 



(i) He aquí el decreto convocando á elecciones: 

DEPARTAMENTO DE GOBIERNO 

La Plata, Junio 2 5 de 1902. 

En cumplimiento de la resolución de la Honorable Asamblea Legislativa, de i 5 
de Mayo último, señalando el i 5 de Agosto próximo para que se reúna la Conven- 
ción Constituyente, en la ciudad de La Plata, y en el recinto de sesiones de la Ho- 
norable Cámara de Diputados, el Poder Ejecutivo — 

DECRETA : 

Art. i' El domingo 27 de Julio próximo se procederá en la Provincia, á la 
elección de ciento catorce convencionales, en la proporción siguiente: la primera 
sección, veinte convencionales; la segunda sección, diecinueve; la tercera sección, 
•dieciocho; la cuarta sección, veinte; la quinta sección, dieciocho; y la sexta sección, 
diecinueve. 

Art. 2* Comuniqúese, etc. 

UGARTE. 
Manuel B. Bahía. 
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da; pero el escrutinio de ellas no se ha practicado 
hasta este momento. 

Omisiones, por parte de la Legislatura, en los pe- 
ríodos de 1902, 1903 y parte de 1904, hicieron que 
no se reuniese la Asamblea General que, con arreglo 
al inciso ó"* del artículo 109, debe practicar los escru- 
tinios en estos casos; y cuando, en Septiembre de este 
último año (1904), adoptó una resolución con res- 
pecto á aquellas elecciones de convencionales, una 
sentencia de la Suprema Corte de la Provincia, dic- 
tada en un juicio promovido ante ella, vino á decla- 
rar inconstitucional esa resolución, deteniendo el pro- 
ceso de la reforma constitucional en ese punto — el 
escrutinio retardado de las elecciones de convencio- 
nales practicadas en 17 de Julio de 1904. 

Para dar unidad y método á este trabajo, debo 
dejar para los capítulos posteriores esos dos actos 
trascendentales: — la resolución de la Asamblea Legis- 
lativa de 14 de Septiembre de 1904 y el fallo de la 
Suprema Corte de justicia que la declaró inconstitu- 
cional — ocupándome, por ahora, sólo del plebiscito 
de Marzo de 1902 y de su importancia constitucional. 

Es esto tanto más necesario, cuanto que, no es 
sólo en las manifestaciones actuales de la prensa 
periódica, sino que, también en actos y procedimientos 
parlamentarios, que se ha intentado declarar írrito y 
sin efectos constitucionales aquel plebiscito. 
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Y, lo que podría ser un argumento en favor de 
esa solución, parece que no son sólo los que han 
defendido los procederes de la Asamblea Legislativa 
de 1904, los que creen que ésta tiene facultades 
para anular el plebiscito, sino que también han par- 
ticipado de esa misma opinión los que combatieron 
á aquélla. 

Por mi parte, y después de mucho estudiar este 
punto, soy radical en mi convicción de que, dentro 
de la Constitución de la Provincia, no existe autoridad 
ni medio alguno para anular la votación de la mayoría 
del pueblo, manifestada en plebiscito, ratificando la 
necesidad de la reforma constitucional y autorizando 
la reunión de una convención constituyente. 

Una vez hecho el escrutinio por la Asamblea, y 
conocido el resultado de ese escrutinio, la convoca- 
toria de la convención constituyente es imperativa y 
no facultativa. 

Ya no son los mandatarios del pueblo los que 
resuelven y gobiernan. Es el pueblo mismo, que, para 
ese solo acto, ha conservado su personalidad y el 
ejercicio directo de la soberanía. 

« Si la mayoría votase afirmativamente » , dice el ar- 
tículo 217 de la Constitución, «la Asamblea Legis- 
«lativa convocará una convención >; de manera que 
lo que la prescripción constitucional manda, es que, 
una vez que se haya comprobado que el resultado 
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del plebiscito es favorable á la reforma de la consti- 
tución, la convención sea convocada, por mandato dh 
recto del pueblo, que no puede ser anulado, ni de- 
ferido por ningún mandatario suyo. 

Es este el único caso en que, dentro de las insti- 
tuciones de la provincia de Buenos Aires, es con- 
sultado el pueblo (üredamente para que se pronuncie 
respecto de sanciones de sus representantes. Sería, 
pues, una incongruencia inexplicable la de pretender 
que, si para que se reúna la Convención Constitu- 
yente, decretada por los poderes legislativo y ejecu- 
tivo, necesita el pueblo autorizar directamente esa reu- 
nión, por medio de un plebiscito especial, bastase la 
simple voluntad legislativa para dejar sin efecto aquella 
convocatoria de la convención. 

La Constitución ha querido expresamente que sea 
el pueblo, el único que pueda resolver autoritativa- 
mente con respecto á la reforma de su carta funda- 
mental. 

No sólo le ha dado una participación decisiva, 
cuando ya se han pronunciado sus representantes, 
con respecto á la oportunidad de la reforma, sino 
que ha querido que, una vez reunida la convención 
constituyente, esta misma asamblea sienta limitada 
su acción por la voluntad del pueblo que la ha con- 
vocado. 

El segundo párrafo del artículo 217 sirve perfec- 
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tamente para aclarar los conceptos del primero, si es 
que aquél no fuera bastante claro de por sí. 

Aludiendo á Ja Convención que « la Asamblea Le- 
gislativa convocará^ ^ cuando así lo haya resuelto la 
mayoría plebiscitaria, dice la recordada disposición 
constitucional: < Esta convención, se reunirá tres me- 
< ses después de hecha la convocatoria », viniendo 
estas palabras á demostrar que la convención, á que 
la cláusula se refiere, es aquélla que fué convocada 
con arreglo al resultado del plebiscito, y no otra 
convención que podrá ó no ser convocada, después 
de una nueva declaratoria de la necesidad de la re- 
forma y de un nuevo plebiscito, cuyos resultados 
vendrían á determinar si debía ó no convocarse la 
nueva convención. 

La misma cláusula, huyendo siempre de dejar en 
las facultades de los poderes ordinarios la atribución 
de fijarle límites á la convención, agrega que ésta 
se reunirá « con el objeto de revisar, alterar ó enmen- 
dar esta constitución^^ \ viniendo así á depositar en la 
Asamblea Constituyente la suma potestad del sobe- 
rano, para estatuir en su nombre y en su represen- 
tación. 

Es esta Convención Constituyente, una vez cons- 
tituida, y funcionando ya como cuerpo en el que 
está encarnada la soberanía del pueblo; es esta Con- 
vención, decía, la única que puede dejar sin efecto 
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el plebiscito que ordenó su convocatoria; y, esto 
mismo, sólo puede resolverlo y decidirlo en una 
forma indirecta. 

La parte final del artículo 217 dice que «lo que 
ella (la convención) resuelva por mayoría será pro- 
mulgado COMO LA EXPRESIÓN DE LA VOLUNTAD 
DEL PUEBLO», 

De manera que, si después de convocada y reu- 
nida la convención, al revisar la constitución, su ma- 
yoría resolviese que nada hay que alterar ó enmen- 
dar en la actual constitución, esa declaración debería 
promulgarse como la voluntad del pueblo, por más 
que la mayoría de ese mismo pueblo hubiese resuelto, 
en un plebiscito anterior, que era necesaria la reforma 
constitucional. 

Y, como no podía dejarse á las pasiones ó á la 
especulación de los partidos políticos la facultad de 
formar mayorías accidentales en la convención cons- 
tituyente, el mismo artículo 217 estableció que la 
convención « necesita para funcionar de la mayoría 
absoluta del total de sus miembros . 

Esta cláusula, que se encontraba en la Constitución 
de 1 873, era tanto más necesario repetiría en la actual, 
cuanto que, al discutirse ésta, hubo momentos en la 
Convención en que llegó á proponerse que el quorum^ 
para funcionar, fuese el mismo de la Cámara de los 
Lores en Inglaterra, en que basta la presencia de tres 
miembros para que se pueda deliberar válidamente. 
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Muchos artículos de la actual constitución fueron 
discutidos y sancionados, sin el quorum constitucional, 
salvándose esta grave irregularidad más tarde, votando 
de nuevo, antes de clausurarse la convención, en 1889, 
todas aquellas disposiciones mal sancionadas anterior- 
mente. 

Recapitulando todo lo expuesto, resulta que es mi 
convicción profunda y arraigada, que, declarada la 
necesidad de la reforma de la actual constitución por 
la ley de 21 de Noviembre de 1901, y ratificada esa 
declaración por el plebiscito de Marzo de 1902, cuyo 
escrutinio se hizo en 15 de Mayo del mismo año, la 
convocatoria de la convención constituyente que ha 
de reformar la constitución actual, es ineludible, y 
no puede, constitucionalmente, evitarse ni impedirse 
por los poderes públicos de la provincia. 

Pensando de una manera distinta, en la sesión del 
Senado de 14 de Septiembre de 1904, la minoría de 
la comisión de la Asamblea General, encargada de 
dictaminar sobre el procedimiento que debía seguirse 
á propósito de las elecciones de convencionales, prac- 
ticadas el 17 de julio de 1902, se expidió con un dic- 
tamen en que se declaraba que había caducado (?) 
el plebiscito de fecha 30 de Marzo de 1902 ( i ). 



(i) El texto del dictamen de esa comisión, en minoría, es el siguiente: 

La Plata, Septiembre 14 de 1904. 
Honorable Asamblea: 

Vuestra Comisión especial se ha expedido, en minoría, en el asunto cuyo estudio 
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De esta misma opinión participaron los demás 
miembros de la Asamblea Legislativa que, el 14 de 
Septiembre de 1904, se reunieron para practicar el es- 
crutinio de las elecciones de convencionales, y que no 
votaron con el dictamen de la mayoría, que, como 
se verá más adelante, no divergía del de la minoría, 
sino en cuanto no declaraba caduco el plebiscito. 

Importa mucho hacer constar esta circunstancia, 
por cuanto ella prueba que, en aquella sesión, no 
hubo una sola voz, una sola palabra, que se alzara 
para sostener que debía practicarse el escrutinio, ni 
tampoco para negar á la Asamblea Legislativa la fa- 
cultad de declarar sin efecto las elecciones practica- 
das el 27 de julio de 1902. 

La división que se produjo — evidentemente polí- 
tica, si ha de juzgarse por la manera como se pre- 
sentó la votación — se limitó á dividir la Asamblea 
en dos bandos: el uno que quería ir á la reforma de 
la constitución, pero con una convención nuevamente 
electa; el otro que quería consultar de nuevo al pue- 
blo, en otro plebiscito, con el objeto de obstaculizar 



Ic fue sometido, ^ , por las razones que expondrá el miembro informante, os acon- 
seja la sanción de la siguiente 

resolución: 

Que el plebiscito del 3 o de Marzo de 1902, estableciendo la necesidad de la re- 
forma de la Constitución y las elecciones de convencionales, de Julio 27 del mismo 
año, han caducado, de acuerdo con el término que señala la última parte del ar- 
tículo 217 de la Constitución. 

L. Luna. — S. J, Monsegur, 
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la reforma por medio de demoras y procedimientos 
dilatorios. 

En cuanto al fondo de la cuestión; en cuanto á 
los principios institucionales, la mayoría y la minoría 
estuvieron conformes en aceptar como buena la doc- 
trina de que, por el tiempo transcurrido desde que 
se verificaron las elecciones — dos años — no podía 
considerarse bien representado el pueblo actual de la 
provincia, con los convencionales elegidos en julio 
de 1902. 

Más adelante, al ocuparme de la sanción legislativa 
de 14 de Septiembre de 1904, tendré ocasión de ocu- 
parme de ese punto, que fué, precisamente, uno de 
los que más se estudiaron, tanto por la comisión de 
la Asamblea General, cuanto por la Suprema Corte 
Federal en su sentencia. 
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IV 

LA RESOLUCIÓN DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA 

Habían pasado más de dos años desde que el 
pueblo de la provincia había elegido en comicios pú- 
blicos, el 27 de Julio de 1902, ciento catorce ciuda- 
danos, con el objeto de que, reunidos en convención 
constituyente, procediesen á «revisar, alterar ó en- 
mendar la Constitución», según el texto del artículo 
217 de la misma. 

Ni el Poder Ejecutivo, ni las Cámaras Legislativas, 
ni siquiera la opinión pública habían reclamado el 
cumplimiento, por parte de la Asamblea General, del 
inciso 6^ del artículo 109 de la Carta Fundamental, 
que manda imperativamente que aquel cuerpo se reúna 
para ^< hacer el escrutinio de la elección de conven- 
cionales ». 

Es verdad que, en ninguna parte del instrumento 
institucional, se fijan términos fatales dentro de los 
cuales la Asamblea Legislativa, deba hacer aquel es- 
crutinio; pero hay en la Constitución cláusulas que 
autorizan á afirmar que, practicadas las elecciones 
el 27 de julio de 1902, el escrutinio debió hacerse 
antes del 27 de Octubre del mismo año. 



LA RESOLUCIÓN DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA Sq 

Y obsérvese bien, que si fijo ese plazo, es violen- 
tando los términos de la misma Constitución, que, 
seguramente, ha querido que sea menos largo. 

El ultimo inciso del artículo 217 dice que la con- 
vención constituyente <^se reunirá tres meses DES- 
PUÉS DE HECHA LA CONVOCATOR+A » ; y, 'COmo Ja 

misma ha dado á la Legislatura la misión de dictar 
todas las medidas conducentes á poner en práctica 
sus disposiciones, es lógico sostener que la Asamblea 
que convocaba, por la resolución de 15 de Mayo 
de 1Q02, una convención constituyente, fijando el 
día 15 de Agosto del mismo año, para que esa con- 
vención se reuniese, en la ciudad de La Plata, esa 
asamblea, decía, debió hacer el escrutinio de las elec- 
ciones practicadas en 27 de Julio, en tiempo opor- 
tuno, para que la convención pudiera reunirse. 

Algo más: procediendo correctamente, debió darse 
cuenta de que era imposible que, en los plazos an- 
gustiosos señalados por los mismos actos oficiales, 
se cumpliesen las disposiciones constitucionales á que 
esos actos se referían. 

Efectivamente: el 15 de Mayo de 1902 se hacía 
la convocatoria de la convención; y, de acuerdo con 
el artículo 217 de la Constitución, se fijaba el 15 de 
Agosto — tres meses después — como la fecha en que 
debía reunirse la convención. 

Pero, como el Poder Ejecutivo sólo señaló el 27 



6 o REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 

de Julio, como la fecha en que debían tener lugar 
las elecciones de convencionales, para que la con- 
vención hubiera podido reunirse el 15 de Agosto, 
hubiera sido menester que la Asamblea General prac- 
ticase el escrutinio en los primeros días de aquel 
mes. 

Nadie se ocupó de ese escrutinio, y dos años pa- 
saron en esas condiciones; hasta que, en 2 de Sep- 
tiembre de 1904, el vicegobernador de la provincia, 
doctor Adolfo Saldías, recibió una comunicación fir- 
mada por un gran número de senadores y diputa- 
dos, en la que le pedían que se sirviera convocar á 
asamblea a los miembros que componían las Cá- 
maras Legislativas, « para, de acuerdo con el artículo 
217 de la Constitución, considerar las elecciones de 
convencionales que tuvieron lugar el 27 de Julio de 
1902(0». 



(I) El texto de esc documento, es el siguiente: 

La Plata, Septiembre 2 de 1904. 

Al señor Presidente de la Asamblea Legislatipa^ doctor don Adolfo Saldias. 

Los senadores y dipuudos que suscriben solicitan del señor presidente se sirva 
convocar á Asamblea á los miembros que forman la Honorable Legislatura para, de 
acuerdo con el articulo 109 inciso 6* de la Constitución, considerar las elecciones 
de convencionales que tuvieron lugar el 27 de Julio de 1902. 

Saludan al señor presidente con toda consideración. 

Juan F. Fernándef^, Eulogio M. Berro, Pablo L. Palacios, Francisco Roca, 
Bartolomé Oliper, Juan B. Etcheverry, Casimiro Villamayor, Ricardo A, 
Carrasco, Carmelo Destouches, Isidro Baet^, Julián Martinei( (hijo), E. 
Guerrero, Cru^ M. Sein, Alfredo Echagüe, R. Leí^ica Alvear, Ernesto 
Arana, G. Mackinlay Zapiola, Diego de Alvear, Firmo Bercetche, Horacio 
Martinei^, Agustín de Vera, Arturo Dibur, Victoriano Huisse, Julián 
O'Roarke, Andrés D. Vaccarei^^a, Arturo Scotto, Domingo F. Barceló, 
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Cumpliendo con lo que, como presidente de la 
Asamblea, entendía que era su deber, el doctor Sal- 
días citó á los miembros de ambas cámaras, que 
se reunieron en asamblea el 14 de Septiembre de 
1 904. 

Fué esta reunión la que dio lugar á la sanción 
declarada inconstitucional por una sentencia de la 
Suprema Corte, y, por tanto, hay verdadero interés 
en consignar, en este libro, todos los detalles que 
con ella se relacionan. 

Aun cuando el objeto de la reunión era, según 
rezaba la convocatoria, « para considerar las eleccio- 
nes de convencionales », sólo un senador — el doctor 
E. Oliver — sostuvo que la asamblea debía limitarse á 
hacer el escrutinio de las practicadas el 27 de julio 
de 1902, haciéndose muy breve debate al rededor 
de esta doctrina, para terminar por nombrarse una 
comisión, en la que estaban representadas las dos 
fracciones en que la asamblea estaba dividida, para 
<\ue aconsejase el procedimiento que debía seguirse. 



Sixto Rodrigue^ j Alfredo ^f adero, Francisco Lando, Guillermo A, Marli- 
ne^, Alejandro Amorettij César A. Campos , Tomds A. Guido, Mateo S. 
Casco, Carlos G. Bonorino, Benjamín Pae^, Ubaldo Ferrer, Mariano J. 
Machado^ Alberto Rosende Mitre, M. Graciano, Domingo Negri, Ataliva 
Roca (hijo), A. Ramos Mexia, Eduardo Gom^dle^ Bonorino, Manuel A, 
Castro, F. Santiago Espil, Dalmiro Castex, Tomds Lópeí^ Cabanillas, Isaías 
Mendiburu, Luis Goyena, Manuel del Castillo, Pedro Ballester, Eduardo 
Arana, José V. Martínez, E. Tomkinson, A, M. Reyna, Félix Soriano, 
J. Mdrqueí^, Mariano Castellanos, A, D. Vatteone, Julián Lynch, Antonio 
Ai^cona, Esteban Miranda, Manuel F. de la Fuente, 
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Esa comisión, como ya se ha dicho, se expidió 
con dos dictámenes, cuya diferencia he hecho notar 
en el capítulo precedente: la minoría sostenía que 
habían caducado^ tanto el plebiscito de 30 de Marzo 
de 1902, como los efectos de las elecciones de 27 
de Julio del mismo año. La mayoría mantenía el 
imperio del primero, y declaraba ineficaz la segunda. 

Es, precisamente, el dictamen de esa mayoría, con- 
vertido en sanción definitiva, el que ha creado el 
conflicto en que actualmente se encuentra envuelta 
la reforma constitucional; y, por tanto, esa sanción 
debe ser estudiada con especial interés por los en- 
cargados de resolver aquel conflicto. 

El texto de ese documento, que mereció el voto 
de la inmensa mayoría de la Asamblea, es el siguiente: 

La Asamblea Legislativa — 

Considerando: 

1° Que en vista del tiempo transcurrido desde el vencimiento del 
plazo fijado para la convocatoria de la convención, como también 
de que ha vencido con exceso el término que el artículo constitu- 
cional 217 fija para que la convención pueda legalmente reunirse^ 
corresponde declarar: Que la convocatoria del 16 de Mayo de 1902 
ha caducado y que, por lo tanto, la elección del 27 de Julio de 
aquel año debe desecharse por ser ineficaz y de ningún valor. 

2^ Que de acuerdo con la ley de 21 de Noviembre de 1901, 
que declaró la necesidad de la reforma y de la resolución de la 
Asamblea de Mayo 15 de 1902, que constató que la mayoría de 
electores había votado por la aceptación de la reforma. 
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La Asamblea Legislativa — 

resuelve: 

P Convocar á una nueva convención constituyente que deberá 
reunirse en la ciudad de La Plata, el día 14 de Diciembre del 
corriente año, en el recinto de la Honorable Cámara de Diputados, 
á las 2 p. m. 

2® El Poder Ejecutivo deberá convocar á elecciones de ciento ca- 
torce convencionales, los que serán el^idos por los mismos electo- 
res y en los mismos distritos que los señores senadores y diputados. 

3° Comuniqúese al Poder Ejecutivo y publíquese. 

La mayoría de la comisión parlamentaría, que se 
expedía en este asunto, creyó de su deber fundar, 
por escríto, su dictamen, y presentó á la Asamblea 
Legislativa un extenso informe, en el que abundaba en 
argumentaciones de hecho y de derecho para apoyar 
sus doctrínas, argumentaciones que es tanto más ne- 
cesario conocer, cuanto que ellas fueron rebatidas y 
desechadas por la Suprema Corte de Justicia de la 
provincia, al declarar inconstitucional la resolución 
que se acaba de transcríbir. 

Vale, pues, la pena de transcríbir in extenso ese 
documento. Dice así: 

«Las razones que la comisión ha considerado, para aconsejar 
este temperamento, son las siguientes: 

«El artículo 217 de la Constitución establece terminantemente 
que la convención deberá reunirse tres meses después de la con- 
vocatoria y debiendo dentro de este plazo el^irse los convencio- 
nales que han de constituir dicho cuerpo. 

«Bien. La convocatoria se hizo con fecha 15 de Mayo de 1902 
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y la elección de convencionales, que fué la consecuencia de dicha 
convocatoria, tuvo lugar el domingo 27 de Julio del mismo año. 

« Luego, el plazo fijado por el artículo 217 ha vencido con 
exceso, y no adoptar como resolución lo que aconseja la comi- 
sión bajo el número P, sería violar flagrantemente el artículo ci- 
tado, desde que implicaría la reunión de la convención fuera del 
término constitucional. 

« No habiéndose cumplido, pues, los mandatos de la resolución 
legislativa en cuanto determina especialmente la fecha en que la 
convención debía reunirse, esa disposición legal ha dejado de ser 
viable en razón de haber caducado por el transcurso del tiempo. 

« La comisión aconseja igualmente que la elección debe ser de- 
clarada ineficaz y sin ningún valor, porque ella entiende que las 
elecciones de convencionales se hacen para una convención de- 
terminada de fecha precisa, pues así lo dice la Constitución, lo 
que, caso de no realizarse, hace que la elección, lo mismo que 
los convencionales que de ella pudieran resultar, sean ineficaces 
y de valor ninguno, y cuya existencia no tiene razón de ser desde 
que el acto principal, del cual la elección y los elegidos deriban, 
que es la convención, no tiene ya lugar. 

« Se podría argumentar en contra de lo que se deja expuesto, 
diciendo que existe una elección hecha y que ella no puede ser 
anulada sino por los mismos convencionales electos y reunidos en 
convención, pero es que en esto existe un doble error. 

«1^ Porque no hay convencional electo sino después que se ha 
hecho el escrutinio de la elección; y, mientras no se haya realizado 
este acto, habrá un acto electoral producido sobre el cual deba 
pronunciarse el cuerpo encargado por la Constitución ó las leyes; 
pero no existirán convencionales electos que puedan reunirse en 
asamblea para examinar sus propios diplomas. 

« 2° Porque, para que los que resulten electos del escrutinio 
puedan considerarse jueces de sus títulos, es necesario que la Cons- 
titución ó la ley acuerden esta facultad; y, en el caso actual, como 
veremos más adelante, la convención carece de esa facultad. 

« Por otra parte, la elección del 27 de Julio de 1902 que mandó 
practicar la asamblea por resolución del 15 de Mayo, tenía por 
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objeto reunir, como ya se ha recordado, una convención en una 
fecha dada y no en otra; y, desde que ha resultado imposible que 
la convención tenga lugar en aquella época, la elección que para 
dicho fin se realizó, resulta ineficaz é inútil. 

«No se la anula porque no se la juzga, pero se la declara por 
la asamblea, que para ello tiene poder, ineficaz y sin objeto por- 
que ya no hay fecha designada para reunir la convención. 

« Podría argüirse aquí respecto de la facultad que tiene la Asam- 
blea Legislativa para proceder en la forma que se aconseja, y sobre 
este punto haremos constar que la comisión se ha inspirado para 
ello dando una interpretación justa á las disposiciones legales en 
vigor y á lo que un eminente maestro de derecho enseña en una 
obra que se ocupa de esta cuestión de las convenciones consti- 
tuyentes. 

«Nos referimos á la obra de John Alexander Jameson. «Un 
tratado sobre las Convenciones Constitucionales^, quien, de acuerdo 
con los precedentes diversos que estudia, reconoce á la Asamblea 
Legislativa facultades para proceder en la forma que indicamos. 

«Jameson ha dicho: «Una convención es sólo un cuerpo legis- 
« lativo sub modo que tiene algunas, pero no todas las funciones 
« legislativas » ; y « una legislatura, en cambio, puede extenderse so- 
« bre todas las materias de legislación tan ampliamente como podría 
« hacerlo el mismo soberano si procediese personalmente. 

« Por costumbre universal, así como disposiciones expresas de 
« la mayor paríe de las constituciones americanas, ninguna persona 
<'ó corporación en un Estado tiene facultad para convocar una 
<' convención sino la legislatura y nadie sino la legislatura puede 
« determinar y prescribir los objetos con que aquélla debe reu- 
<< nirse. Es en general un deber y un derecho de la legislatura 
« el de determinar cuándo, dónde y cómo ha de reunirse una con- 
« vención, cómo ha de proceder en sus asuntos y ha de poner en 
« vigor sus trabajos. » 

«Y después de precisar estos hechos, agrega: «Que la legisla- 
« tura es el centinela en servicio y no puede legalmente abdicar esa 
<^ posición». 

« Siendo la convocación de una asamblea extraordinaria in- 



66 REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 

cuestionablemente el lado débil de nuestras instituciones, y por lo 
tanto uno de aquéllos en que debe esperarse que la usurpación 
intente más sus asaltos, la legislatura debe preocuparse que la Re- 
pública no sólo no reciba, sino que ni siquiera se vea en peligro 
de recibir ningún perjuicio. 

« Como una convención, agrega el mismo autor, es un cuerpo 
« cuya reunión es ocasional y dependiente de circunstancias de ac- 
« tualidad, se deduce que la legislatura, cuyas funciones son es- 
« pecialmente las de declarar y producir la reunión, es el cuerpo 
« indicado para determinar la fecha y condiciones de aquella reu- 
«nión; que al proceder así la legislatura no se coloca más arriba 
«de la convención; simplemente se limitaría á manifestar la vo- 
« luntad de su soberano común, sin relación al objeto de losasun- 
<5^ tos encomendados á un cuerpo coordinado; y que, en la ausencia 
« de una disposición constitucionaly la extensión de las facultades 
«de una legislatura para fijar las reglas de conducta de una con- 
« vención, quedan sobrelimitadas, por su propio criterio, sin más 
<c requisito que el de mantenerse la armonía con los principios del 
«sistema de la convención ó más bien que sus disposiciones no 
«sean inconsistentes con el ejercicio, por la convención, de sus 
«funciones esenciales y características.» 

« Hay también numerosos ejemplos de poderes implícitamente 
« comedidos, los más notables son los que ocurren diariamente 
« con motivo de acontecimientos inesperados que reclaman la in- 
« mediata intervención legislativa para evitar malas consecuencias ó 
« para hacerlas servir al bien oúhlico. En todos estos casos, la Le- 
« gislatura, llamada á obrar como el único poder, puede hacer ó 
« autorizar á que se haga lo que debe hacerse. » 

« En estas doctrinas, enseñadas por maestro tan eminente como 
Jameson, que fué una de las autoridades más consultadas por los 
convencionales del 70, es que la comisión se ha inspirado en esta 
emergencia. 

« Por otra parte, estas doctrinas, como la interpretación dada á 
los textos legales en vigencia parece que fué también la que in- 
formó la mente de la Honorable Legislatura que dictó la ley de 21 
de Noviembre de 1901 y la resolución de Mayo 16 de 1902, pues 
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en dichas resoluciones establece, además de lo que dispone el ar- 
tículo 217 de la Constitución, las condiciones para ser miembro 
de la convención, la fecha en que deberá infaliblemente reunirse 
ésta y el sitio en que deberá hacerlo, acordando á la Asamblea 
Legislativa la facultad de declarar cesante á los convencionales 
inasistentes. 

«Y es precisamente esta cláusula (artículo 4*^ de la ley) la que, 
concordada con el artículo 217 de la Constitución que fija el tér- 
mino de tres meses después de la convocatoria para que se reúna 
la convención, ha llevado al ánimo de la comisión que la inter- 
pretación que ha dado á ellas, es exacta, y las que le han servido 
para aconsejar la caducidad de la convocatoria y la ineficacia de 
la elección de convencionales practicada el 27 de julio de 1902. 

< No tendría, á juicio nuestro, razón de ser la existencia de las 
dos disposiciones recordadas (artículo 217 y artículo 4^ de la ley) 
y redactadas en los términos precisos que lo han sido, si el pro- 
pósito de los constituyentes y legisladores no hubiera sido el de 
querer que el plazo para la reunión de la convención convocada 
fuera fatal y preciso, ni hubieran tampoco acordado á la Asam- 
blea facultad de declarar cesantes á los inasistentes, si no hubieran 
entendido que las facultades de la asamblea eran amplias á este 
respecto, y dada la razón de dependencia de que se halla la con- 
vención respecto del Poder Legislativo. 

' Pero si fuere preciso aún algo más que comprobar á la razón 
que asiste á la comisión sobre este punto, no tiene ella sino que 
referirse al proyecto presentado el lunes 12 ante el Honorable 
Senado firmado por seis distinguidos señores senadores, pues es 
ésta la prueba más evidente de la*exactitud del criterio con que 
hemos procedido en este caso al aconsejar la caducidad de la con- 
vocatoria y la eneficacia de la elección. 

«La presentación de dicho proyecto prueba que sus firmantes, 
los senadores Weigel Muñoz, Bianco, Oliver, Niño, etc., creen que 
la convocatoria y la elección han quedado sin efecto y sin valor, 
desde el momento que proyectan una nueva ley declaratoria de la 
reforma para que se pueda convocar una nueva convención y 
realizar la elección correspondiente, divergiendo tan sólo la co- 
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misión con dichos senadores, en que ella no considera caduca ó 
derogada la ley que declaró la necesidad de la reforma, y en cuya 
virtud se realizó el plebiscito de 30 de Marzo de 1902. 

« A ese extremo no llega la comisión. 

« El plebiscito fué la obra de la ley que declaró la necesidad de 
la reforma. 

« Y esta ley está en vigencia; y, en consecuencia, su cumpli- 
miento se impone mientras no se derogue ó se realice el fin para 
que se dictó; y, para realizar este propósito ó fin, es que debe 
ordenarse la reunión de una nueva convención. 

« Diferimos, pues, con los respetables senadores proyectistas 
sólo en cuanto ellos creen que para la reunión de la nueva con- 
vención es preciso una nueva ley y un nuevo plebiscito, estando 
de acuerdo en lo que se refiere á la caducidad de la convocatoria 
é ineficacia de la elección. Creemos que, en la diferencia apuntada, 
el error está de parte del proyecto. 

« Es cierto que la convención convocada ha caducado por la 
expiración del plazo fijado para su reunión, y que, por lo tanto, 
la elección que se hizo para designar los convencionales, que de- 
bían constituirla, ha resultado sin objeto é ineficaz; pero es que 
esta convocatoria fué producto de una resolución legislativa que 
no es ley; en cambio, es en virtud de una ley que la legislatura 
debe ser la primera y más empeñada en cumplir, pues es ella 
quien la puede realizar, que reordenó proceder á la reforma de 
la Constitución; y para realizar este propósito la Asamblea, no 
le está vedado tomar una ó más resoluciones tendentes á cumplir 
dicho fin. 

« La ley de 21 de Noviembre de 1901 está en todo su vigor, 
mientras ella no sea derogada ó no se haya cumplido el propó- 
sito del legislador. Esta ley no es temporaria, no tiene plazo fijo 
para que cesen sus efectos — no así la resolución de la Asamblea, 
que no es ley, que no tiene el valor de tal y que caduca ó queda 
sin efecto por cualquier causa — en este caso : por el transcurso del 
tiempo. 

« Haciendo el distingo correspondiente entre el valor de una ley 
y el alcance que tiene una resolución legislativa, la comisión cree 
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que las opiniones que deja manifestadas, sobre este punto, son 
exactas y justas. 

« Se ha argumentado también por el señor senador Weigel, al 
fundar el proyecto de la referencia, que no sólo existe la necesi- 
dad de proceder á la reforma de la Constitución sino que es ade- 
más urgente que así se proceda. 

«Y bien, así es: la urgencia todos la reconocen y la invocan, y 
es precisamente una de las razones que ha tenido la comisión 
bien presente para aconsejar el temperamento propuesto, pues si 
algún procedimiento resulta rápido y eficaz, es justamente el que 
aconsejamos. 

« Basta, para probarlo, echar una rápida mirada á las fechas en 
que se debe desenvolver el proceso de la reforma y tenemos que 
siguiendo el plan de los señores senadores, los actos iniciales de 
la nueva convención vendrían recién á verificarse en el mes de 
Marzo del año entrante. 

« De acuerdo con lo que la comisión aconseja, tendremos que, 
para cuando se pretenda — invocando urgencia — iniciar dicho pro- 
ceso, la reforma estará ya terminada, y será un hecho la inexistencia 
de las actuales cláusulas constitucionales, discutidas y viciadas, que 
la opinión reclama su desaparición, y podrán en cambio regir las 
nuevas disposiciones que contribuyan al desenvolvimiento admi- 
nistrativo, que regularicen el sistema municipal y fomenten y uni- 
formen la educación del pueblo. 

«^ Pero la comisión no ha concretado su tarea á lo que deja 
expuesto, sino que se ha planteado otra cuestión para el caso de 
que la Asamblea pensara que debíamos, á pesar de todo, practicar 
el escrutinio de la elección de convencionales. 

« He aquí la cuestión á que se refiere la comisión: ¿Al practicar 
el escrutinio debe concentrar su tarea á lo mecánico de contar vo- 
tos sin facultad para apreciar la legitimidad de ellos? ¿O puede y 
debe investigar la veracidad de los registros que se le entreguen 
y, según este examen, aconsejar la aprobación ó el rechazo de tales 
ó cuales elecciones para que, según esto, la Asamblea vote la apro- 
bación ó nulidad de las mismas? 

«Creemos que debemos proceder en la forma que se formula 
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en la segunda pregunta, pues las facultades de la asamblea son 
amplias; en este caso, ella debe — ha dicho la Constitución en su 
artículo 109 inciso 6° — practicar el escrutinio de convencionales. 

« Se ha observado, es cierto, que, al practicar el escrutinio, la 
Asamblea deberá proceder mecánicamente al recuento de los vo- 
tos. Pero hay en esto evidentemente error. 

« Si lo que tiene que escrutar son votos, debe la Asamblea, 
ante todo, precisar y fijarse que lo que cuenta son tales — y para 
esto debe analizar si los registros que se le presentan son válidos; 
si las actas están firmadas por los escrutadores l^fales y en el nú- 
mero que exige la ley ó no, y todos los demás requisitos que den 
autenticidad y veracidad al registro que se va á comprobar. 

« Hacer un escrutinio es — según el Diccionario de la Academia— 
« hacer un examen, averiguar exacta y diligentemente alguna cosa 
« para saber lo que es y formarse un juicio respecto de ella >' , 
como lo recordó el diputado Sojo, en 1902, al pedir á la Asam- 
blea Legislativa que apreciara los registros de diversas elecciones. 

« Y así también lo han entendido las Asambleas Legislativas en 
las dos últimas elecciones de gobernador como también la Junta 
del artículo 7^ de la ley electoral en diversos casos. 

« También procedió así la Asamblea Legislativa al hacer preci- 
samente el escrutinio de los convencionales que redactaron la ac- 
tual Constitución, pues dicha asamblea dejó de computar los re- 
gistros correspondientes al partido de Baradero, en razón de que 
faltaban las actas correspondientes. 

«Y si esto ha sucedido en los tres casos recordados y en los 
que, tanto los electores de gobernador como los diputados y se- 
nadores y los convencionales del 82, eran los jueces únicos de 
sus respectivas elecciones, en virtud de las siguientes prescripciones 
(artículos 82 á 130 de la Constitución y artículos 4° y 5^ de la ley 
Julio 3 de 1882); en el caso actual, en que no sucede lo mismo, 
la Asamblea debe de ser más rigurosa, más minuciosa si es permitido 
decir, y debe proceder con mayores amplitudes que en los tres 
casos mencionados, desde el momento que los convencionales ca- 
recen de facultades para apreciar y pronunciarse sobre sus elecciones. 

« Es esta Asamblea la que los va á ungir en su carácter de 
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convencionales; y, por esto, deberá proceder juiciosa y ampliamente 
en el examen de las actas y registros de que van á surgir dichos 
funcionarios. 

« Y hacemos esta afirmación en razón de que ni la Constitución 
ni la ley de la materia da ó constituye á los convencionales en 
jueces de sus elecciones que, ejerciendo funciones propias, pudieran 
analizar las elecciones que los trae á la vida. 

« Se podría argüir contra esta afirmación diciendo que los ante- 
cedentes son contrarios á esto; pero es que, precisamente, estos 
antecedentes comprueban la afirmación de la Comisión, y no la 
desvanecen. 

« Veámoslo. 

< El primer acto de la Convención del 73, como igualmente el 
de la del 82, fué practicar el estudio de los títulos que presentaban 
los convencionales que constituyeron estos cuerpos. Pero es que 
esta tarea les estaba encomendada respectivamente por las leyes de 
Mayo 10 de 1870 y de 27 de Agosto de 1882. 

« El artículo 9^ de la primera de estas leyes establecía que el re- 
sultado del escrutinio que hiciera la asamblea, se comunicaría á 
los electos siendo función de la convención la aprobación de las 
actas y registros respectivos. 

« El artículo 4° y 5° de la ley del 82 establecía, á su vez, que la 
Asamblea General haría el escrutinio y que los electos que de él 
resultaran se reunirían para resolver, como juez único, de la vali- 
dez de sus diplomas, á cuyo efecto el presidente de la asamblea 
les remitiría las actas, registros y protestas que se hubiesen pre 
sentado. 

^ Es decir que, para que los convencionales se reputen jueces 
de sus elecciones y tengan facultad de rever el escrutinio que 
hiciese la Asamblea, ha sido menester que por ministerio de la 
ley se les encomendara esta facultad. 

< Igualmente estas leyes fueron las que autorizaron á las Asam- 
bleas Legislativas para hacer el escrutinio primero de la elección. 

« Nada de esto pasa en el caso actual. 

^ Ni la ley ni la Constitución han dado ninguna facultad á la 
convención para que se pronuncie respecto de la verdad de la 



7 2 REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 

elección de que emerge; su objeto es puramente revisar, alterar ó 
enmendar la Constitución (artículo 217). 

« En cambio, una disposición constitucional que no existía ni en 
la Constitución del 54 ni en la del 73, ha autorizado, sin res- 
tricción, á la asamblea para practicar el escrutinio. 

«Que este escrutinio debe ser detenido, amplio, minucioso y 
definitivo no existe duda, desde que los convencionales que se 
diplomen no tienen ninguna facultad constitucional ni l^^al para 
observar ó alterar lo que esta soberana asamblea haga á ese res- 
pecto. 

« Reivindicado, pues, para esta Asamblea General el derecho de 
hacer el escrutinio definitivo de las elecciones de convencionales, 
es que esta comisión hace presente á la Honorable Asamblea que, 
para el caso de que se resolviese entrar al estudio de los regis- 
tros y á ella se le encomendase esta tarea, el estudio de ellos sería 
practicado con el criterio que esboza, es decir, con amplias fa- 
cultades, investigando y apreciando todos los elementos para ver 
si los registros que computara son ó no legales, para, según ello, 
aconsejar su aprobación ó rechazo. 

«/. M. Vega, A, Echagüe,J, V. Martínez, Mariano Maldonado, 
Alberto Rosende Mitre, P, Goenaga, López Cabanillas». 

Este largo informe puede resumirse en muy breves 
palabras: la Asamblea Legislativa que lo aceptó, como 
fundamento de la sanción de 14 de Septiembre de 1904, 
se consideró con facultades constitucionales para de- 
clarar ineficaces, sin juzgarlas, las elecciones practi- 
cadas el 27 de Julio de 1Q02, sin más fundamento 
que el tiempo transcurrido, que hacía imposible el 
cumplimiento, por parte de los convencionales electos, 
de la disposición contenida en el artículo 217 de la 
Constitución. 
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Al ocuparme de la sentencia de la Suprema Corte, 
que declaró inconstitucional esa sanción, será la opor- 
tunidad de estudiar los argumentos que se han adu- 
cido en favor y en contra de la sanción legislativa y 
del fallo judicial. 

Por el momento, siguiendo el plan metódico y 
cronológico que me he trazado, debo ocuparme de 
los alcances constitucionales y políticos que aquella 
sanción produjo. 
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V 

EL CUMPLIMIENTO DE LA SANCIÓN DE 14 DE SEPTIEMBRE 

DE 1904 

El artículo 2" de la resolución de 14 de Septiembre 
de 1904, mandaba que el Poder Ejecutivo convocase 
á nuevas elecciones de convencionales; y, en cumpli- 
miento de esa disposición, y respetando los plazos se- 
ñalados por las leyes para estos casos, el gobernador 
ligarte dictó un decreto convocando al pueblo para 
que, reunido en comicios el 30 de Octubre de 1904, 
eligiese los ciento catorce convencionales que debían 
formar la futura convención constituyente ( i ). 



( 1 ) [fe aquí el texto del decreto aludido : 

La Plata, Septiembre 17 de 1904. 

En cumplimiento de la resolución de la Honorable Asamblea Legislativa, de 14 
del actual, señalando el 14 de Diciembre del corriente año para que se reúna la 
Convención Constituyente, en la ciudad de La Plata y en el recinto de la Honorable 
Cámara de Diputados, el Poder Ejecutivo — 

DECRETA : 

Art. i" El domingo 3o de Octubre próximo, se procederá en la Provincia á la 
elección de ciento catorce convencionales, en la proporción siguiente: 

Primera sección Veinte convencionales 

Segunda sección Diecinueve convencionales 

Tercera sección Dieciocho convencionales 

Cuarta sección Veinte convencionales 

Quinta sección Dieciocho convencionales 

y sexta sección Diecinueve convencionales 

Art. 2' Comuniqúese, etc. 

UGARTE. 
Manuel F. Gnecco. 



I 
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Ese decreto tiene una importancia trascendental. 
Él importa el reconocimiento, por parte del Poder 
Ejecutivo, de las facultades con que había procedido 
la Asamblea Legislativa al dictar la sanción de 14 de 
Septiembre; y, ese reconocimiento, no puede dejar de 
tenerse en cuenta al estudiar el conflicto creado por 
la sentencia de la Suprema Corte de Justicia. 

Es un principio de derecho constitucional, en los 
países regidos por el sistema representativo, que la 
soberanía del pueblo no reside en ninguno de los tres 
poderes que forman aquel gobierno -r- legislativo, eje- 
cutivo y judicial — sino en los tres reunidos, de ma- 
nera que cada uno ejerza sus propias facultades, sin 
entorpecer ni estorbar el ejercicio de las facultades 
del otro. 

Como no habría sido posible que, sin establecer una 
supremacía de un poder sobre los otros, se diese, á 
cualquiera de ellos, la facultad de imponer un criterio 
determinado al ejercicio de las atribuciones conferidas 
á cada uno de los poderes del Estado, se ha reco- 
nocido universalmente, como un principio indiscutible 
del sistema representativo de gobierno, que cada uno 
de los poderes tiene el derecho de interpretar, por sí 
mismo, el alcance de sus atribuciones, y que posee 
las facultades expresas ó implícitas de emplear todos 
los medios conducentes al ejercicio de aquellos de- 
rechos. 
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Es verdad que se ha creado, en la Suprema Corte 
de Justicia, un último intérprete en todas las cuestio- 
nes que versen sobre puntos regidos por la consti- 
tución; habiendo extendido la Constitución de 1873 
esa facultad hasta dar á aquel tribunal jurisdicción 
para derimir los conflictos entre los distintos poderes 
del Estado. 

Pero estas sabias disposiciones de un gobierno esen- 
cialmente conservador, no pueden servir para cons- 
tituir una omnipotencia política ni una dictadura ju- 
dicial. 

Al investir la constitución á la Suprema Corte, 
con las facultades que le acuerda, no entendió qui- 
tarle el carácter judicial de su institución, ni darle 
otras atribuciones que las que tienen los jueces al 
decidir las contiendas entre las partes. 

Todo lo que se refiere á la política, es ageno, 
completamente ageno al Poder Judicial. 

Para conservar la misma majestad del templo, 
donde se administra la justicia, hay conveniencia en 
alejar á los magistrados de las pasiones y las luchas 
de los partidos, de manera que nunca podrá soste- 
nerse, con verdad científica y con verdad histórica, 
que los constituyentes norteamericanos, que idearon 
esa altísima concepción del gobierno representativo, 
que se llama Suprema Corte de Justicia, tuvieron ja- 

« 

más la idea de darle facultades para limitar al Poder 
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Legislativo ó al Poder Ejecutivo, en el ejercicio de 
sus funciones políticas. 

Si, por cualquier evento, un acto legislativo ó 'eje- 
cutivo, afecta derechos ó hiere intereses de una parte 
afectada por la resolución, la acción de la Suprema 
Corte podrá ser puesta en ejercicio por esa parte; y, 
si efectivamente hubiese habido agravios, la Corte po- 
dría amparar á esa parte, que había producido un 
caso judicial, sin que su fallo invalidase ni enervase 
la resolución legislativa ó ejecutiva que motivase la 
demanda. 

Durante muchos años, la Corte Suprema Federal 
declaró violatorio de la constitución nacional, el im- 
puesto conocido con el nombre de guías. Esos fallos 
no impidieron que los gobiernos de provincia siguie- 
sen cobrando aquellos impuestos y las legislaturas 
locales siguiesen dictando anualmente las mismas le- 
yes que la Suprema Corte había declarado inconsti- 
tucionales. 

¿Importaba este proceder un desacato al más alto 
tribunal de la nación? 

No. Importaba, simplemente, el uso sucesivo y alter- 
nativo de facultades completamente distintas. Dentro 
de su criterio, y en ejercicio de sus atribuciones, los 
Poderes Ejecutivos y las Legislaturas de Provincia, 
creaban los impuestos que debían gravar á los ha- 
bitantes de sus provincias respectivas. La Corte Su- 
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prema Federal, por su parte, aplicaba su propio cri- 
terio al juzgar de la constitucionalidad de esos im- 
puestos, y al declararlos contrarios á la constitución 
nacional, eximía de su pago sólo á los que habían 
hecho pleito ante ella, sin preocuparse de los demás 
que habían cumplido ó no con la ley. 

Este procedimiento es esencial en el gobierno re- 
presentativo. Si el Poder Ejecutivo ó el Poder Le- 
gislativo, al interpretar sus propias facultades, estuvie- 
sen sujetos á las decisiones de la Suprema Corte 
Federal, el gobierno representativo desaparecería para 
ser reemplazado por una dictadura judicial. 

Es por esa razón que la Suprema Corte Federal 
Argentina, repitiendo la invariable jurisprudencia norte- 
americana, ha establecido como un axioma del derecho 
constitucional de nuestro país, que: « Los tribunales 
^ no tienen jurisdicción para decidir cuestiones abs- 
^ tractas de derecho, ni para juzgar sobre la incons- 
titucionalidad de una ley, sino cuando se trata de 
su aplicación á un caso contencioso, -> (Fallos, tomo 
XII, página 372; tomo XXIV, página 240.) 

No procedió con arreglo á este principio la ma- 
yoría de la Corte Suprema de la Provincia, que, al 
declarar inconstitucional la resolución de 14 de Sep- 
tiembre de 1904, estableció categóricamente que su 
decisión era abstracta y comprendía, no sqIo á las 
partes que intervenían en el juicio, sino á la univer- 
salidad de los electores. 



« 



v^ 
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La Asamblea Legislativa que dictó la resolución 
mencionada, y el Poder Ejecutivo que la mandó 
cumplir, convocando á las elecciones de convencio- 
nales para el 30 de Octubre de 1904, procedieron 
dentro de sus facultades constitucionales, al interpretar 
el alcance de sus propias atribuciones, sin que esos 
actos pudiesen dar lugar á un caso judicial, porque 
<un caso se produce, dentro de los términos de la 
«constitución, siempre que una cuestión que afecta 
-á la constitución... ha asumido una forma concreía 
« tal que sea posible que el poder judicial intervenga >. 
(Osborn V. United States Bank — IX Wheaton, pá- 
gina 819.) 

Esa facultad que tiene, según nuestro sistema de 
gobierno, cada poder público para interpretar el al- 
cance de sus propias facultades, lo ha preconizado 
altamente la Suprema Corte Nacional Argentina, en 
el fallo que se registra en el tomo III, página 227 
de sus decisiones. 

« Es regla elemental de nuestro derecho público — 
< dice el fallo — que cada uno de los tres altos po- 
« deres que forman el gobierno de la Nación, aplica 
é interpreta la constitución por sí mismo, cuando 
ejercita las facultades que ella les confiere respecti- 
« vamente >; y como resultado de esta declaración de 
principios abstractos, la Suprema Corte resolvió el 
caso concreto, con un fallo en que establecía lite- 



« 



« 
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raímente que « no compete á esta Corte, en la pre- 
« senté demanda, examinar la interpretación y apltca- 
<^ción que las Cámaras del Congreso han dado al 
<^ artículo 71 de la Constitución y> . 

Las palabras de este fallo podrían aplicarse á la 
acción de la Asamblea Legislativa, al sancionar la 
convocatoria de 14 de Septiembre de 1Q04, y del 
gobernador Ugarte, al mandarla cumplir, convocando 
á nuevas elecciones. Ambos poderes aplicaron é inter- 
pretaron la constitución por si mismos; y, por tanto, 
el poder judicial no tenía competencia para examinar 
la interpretación y la aplicación que aquellos altos 
poderes de la Provincia habían dado á algunas cláu- 
sulas de la constitución. 

Como se comprende, por el momento sólo quiero 
precisar la situación que ha creado, al actual gobier- 
no de Buenos Aires, la ratificación de la sanción de 
14 de Septiembre de 1904, hecha por su antecesor 
en el gobierno; porque, como no hay solución de 
continuidad entre un gobierno y otro, aquella situa- 
ción creada entonces por el gobernador Ugarte, per- 
dura todavía para el Poder Ejecutivo, á pesar del 
fallo de la Corte Suprema que no puede afectarle. 

Los gobiernos son impersonales, existiendo la fic- 
ción constitucional de que la autoridad es siempre 
la misma y permanente. 

Es, pues, el actual gobernador quien debe resolver 
el conflicto. 
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La gravedad del caso nace precisamente del pre- 
cedente que él vendrá á sentar para el porvenir. 

En tanto que una ley, ó una sanción legislativa 
(como la que autorizan á dictar á la asamblea los 
artículos lOQ y 217 de la Constitución), no ha sido 
promulgada por el Poder Ejecutivo, ella no forma 
parte de las disposiciones imperativas del Estado. 

Pero, una vez promulgada, esa disposición ha ad- 
quirido ya la fuerza incontrastable de la ley, que sólo 
puede dejar de existir por medio de su derogación, 
mediante los procedimientos establecidos por la cons- 
titución. 

Cuando la Suprema Corte Federal declaró, en una 
serie de fallos sucesivos y conformes, que el impuesto 
de guías era contrario á la constitución nacional, 
aquel impuesto no quedó derogado, ni el gobierno 
de Buenos Aires habría podido invocar los fallos del 
más alto tribunal de la nación, para dejar de seguir 
cobrando aquel impuesto. 

Su deber era continuar cumpliendo la ley promul- 
gada, hasta tanto ella cesase en sus efectos temporales, 
ó fuese derogada constitucionalmente. 

En el caso de que vengo ocupándome, no cambia 
la esencia y la naturaleza del principio, la circunstan- 
cia de tratarse de una disposición política. Por el 
contrarió: esa misma circunstancia hace niás difícil 
la reacción, por parte del Poder Ejecutivo, desde que 
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el Poder Judicial nada tiene que hacer con las cues- 
tiones eminentemente políticas. 

Acatada por el Poder Ejecutivo la resolución de 
14 de Septiembre de 1904, y mandada cumplir por 
medio del decreto que convocó á elecciones de con- 
vencionales para el 30 de Octubre del mismo año, no 
puede admitirse, como buena, la doctrina que autorice 
al gobernador á prescindir de aquel acatamiento y 
aquel decreto, fundado en que un fallo de la Corte 
Suprema ha declarado inconstitucionales la resolución 
y el decreto. 

Las sentencias de los tribunales provinciales sólo 
afectan á las partes que intervienen en el juicio; y 
así como la declaración de inconstitucionalidad de 
un impuesto, no tiene más ulterioridad que la de 
eximir de su pago á la parte que ha promovido el 
juicio, sin que puedan ampararse de ese fallo los 
demás contribuyentes, lo mismo sucedería con el fallo 
que declaró inconstitucionales la resolución de 14 de 
Septiembre de 1 904 y el decreto que convocó á elec- 
ciones de convencionales para el 30 de Octubre del 
mismo año; ese fallo sólo puede, constitucionalmente, 
tener alcance en cuanto se refiere á los derechos de 
los demandantes, sin que sus ulterioridades alcancen 
al resto de los electores, por más que esa haya sido 
la intención de la mayoría del tribunal que lo dicta 
La Corte no puede derogar leyes, resoluciones legis- 
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lativas ó decretos ejecutivos, por más que declare 
inconstitucionales esas medidas: lo ünico que puede 
es declarar que ellas no son aplicables á las personas 
que, COMO PARTE INTERESADA, se han presentado al 
juicio. (Constitución provincial, artículo 153.) 

En el caso de que nos venimos ocupando, ha 
ocurrido algo más. No sólo el Poder Ejecutivo cum- 
plió la resolución legislativa de 14 de Septiembre de 
1904, sino que también el pueblo de la provincia 
la hizo práctica. 

Las elecciones de convencionales tuvieron lugar en 
el día señalado; y, reunida la Asamblea Legislativa el 
12 de Noviembre de 1904, hizo el escrutinio de esas 
elecciones y proclamó su resultado ( i ), procediendo, 
en un todo, de acuerdo con la última parte del inciso (f 



(I) He aqui el texto de esa aprobación. 

La Honorable Asamblea Legislativa — 

DECRETA : 

Art. I* Apruébense las elecciones de convencionales verificadas el 3o de Octubre 
del corriente año en la primera, segunda, tercera, cuaru, quinu y sexta secciones elec- 
torales. 

Art. 2' Declárase electos convencionales 

Por la primera sección : — 

LISTA «PARTIDOS UNIDOSi» 

A los ciudadanos: Manuel Lainez, Mariano Demaria (hijo), Carlos Monsalve, 
Juan F. Fernández, Carlos B. Palacios, José M. Bidau, Fernando Sotuyo, Agustín 
Roca. Pedro Ballester, Luis Goyena, Alcibiades Reyna, Félix Soriano, Alberto Ra- 
mos Mejia, Julio Fonrouge, Claudio D. Mejia, Alfredo Madero, Agustín D. García, 
Banolomé C. Podestá, Casimiro Villamayor y Ernesto Vergara Biedma. 

Par la segunda sección : — 

LISTA «PARTIDOS L'NIDOS» 

Mariano Castellanos, Gregorio de Laferrére, Bernabé Artayeta Castex, Rufino Vá- 
rela Ortiz, Mariano H. de la Riestra, César Pacheco, Alfredo de Urquiza, Mateo S. 
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del artículo 1 09 de la Constitución de la Provincia, y 
sin que nada entorpeciese la regularidad del acto. 

El resultado de ese escrutinio le fué comunicado 
al Poder Ejecutivo, sin que, más adelante, se hayan 
producido ulterioridades, debido á que el fallo de la 
Suprema Corte de Justicia, que declaraba inconstitu- 



Casco, Julián O'Roarke, Enrique Tomkinson, Dalmiro Castex, Tomás Márquez, 
Eduardo Arana, Tomás Guido, Bernardo Solveyra, Horacio C. Várela, Agustin de 
Vera, Horacio Martínez y Vicente T. Souza. 
Por la tercera sección : — 

LISTA «PARTIDOS UNIDOS» 

Félix Rivas, Diógenes Diez Gómez, Mariano A. Pinedo, José Fonrouge, José V. 
Martínez, Ezequiel de la Serna, Juan Ángel Martínez, Emilio F. Gnecco, Antonio 
Robirosa, Antonio J. Márquez, Andrés de Ugarrtza, Ricardo Marcó del Pont, Eduardo 
della Croce, Cesáreo Amcnedo, Arturo Dibur, Héctor C. Quesada, Pedro Goenaga, 
Manuel Castro. 
Por la cuarta sección : — 

LISTA «PARTIDOS UNIDOS» 

Carlos Arias, Federico Pinedo, Manuel González Bonorino, Carlos Saavedra La- 
mas, Fermín Moyano, Alfredo EchagOe, Diego Lezica Alvear. Florencio Fernández 
Gómez, Ignacio D. Irigoyen, Guillermo Lacroze, Alfredo D. Artiaga, Felipe S. 
Espil, Faustino Lezica, Antonio Azcona, Alfredo Peña, Guillermo A. Martínez, Ma- 
nuel del Castillo, Andrés Macaya. Ángel T. de Alvear y Andrónico Castro. 
Por la quinta sección : — 

LISTA «PARTIDOS UNIDOS» 

Julio S. Dantas, Zenón Videla Dorna, Enrique S. Pérez, Teodoro Serantes, 
Francisco Seguí, José Adrián Viale, Vicente R. Peralta Alvear, Francisco Uriburu, 
Juan Cecilio López Buchardo, Carlos Luro, Nicolás Avellaneda, Estanislao A. Ca- 
ray, Luis GanduUa, Juan Antonio Uriburu, Domingo J. Negri, Julián Lynch, Be- 
nigno A. Martínez y Martin Lian de Rosas. 
Por la sexta sección : — 

LISTA «PARTIDOS UNIDOS» 

Manuel J. Campos, Antonio M. Piran, Pastor Lacasa, Juan José Díaz Arana, 
Tomás López Cabanillas, Santiago Luro, Ernesto Arana, Carlos González Bonorino, 
Eduardo B. Bambil, Isaías Mendiburu, Bernardino Parejas, Alberto Rosende Mitre, 
Emilio Vivot, Pablo L. Palacios, Sixto Rodríguez, Arturo Scotto, Mariano Maldo- 
nado, Cecilio López y Lorenzo Lassalle. 

Art. 3* Comuniqúese al Poder Ejecutivo para que se sirva hacerlo saber á los 
electos á los efectos del artículo primero. 

Dado en la sala de sesiones de la Honorable Asamblea, el 14 de Septiembre pró- 
ximo pasado. 
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dónales la resolución de 14 de Septiembre de 1904 
y el decreto de convocatoria á elecciones, fué casi 
simultáneo con aquel escrutinio. 

La Asamblea, que practicó éste, se reunió el 12 de 
Noviembre de 1904, y el fallo de la Suprema Corte 
se dictó el 19 del mismo mes y año. 

Resulta, pues, de éstos hechos y de estas fechas 
históricas, que, cuando la Corte se pronunció sobre 
la constitucionalidad de la resolución legislativa de 14 
de Septiembre de 1904 y del decreto consiguiente 
del Poder Ejecutivo, ambas disposiciones habían sido 
cumplidas definitivamente. 

¿Qué alcance debe darse por el Poder Ejecutivo 
al fallo de la Suprema Corte, dictado en esas con- 
diciones ? 

Esa es la cuestión que debe resolver el actual go- 
bernador de Buenos Aires, puesto que, aun cuando 
el resultado del escrutinio practicado por la Asamblea 
el 12 de Noviembre de 1904, le fué comunicado al 
gobernador ligarte, éste no comunicó su designación 
á los convencionales declarados electos, ni adoptó 
resolución alguna con respecto al fallo de la Suprema 
Corte. 

Para estudiar la actitud que debe asumir el go- 
bierno actual de la provincia, en vista del conflicto 
existente, es indispensable empezar por estudiar el 
fallo de la Corte Suprema que ha creado aquel con- 
flicto. 
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VI 



LA SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA 

Como se ha dicho, la Asamblea Legislativa, que 
practicó el escrutinio de las elecciones de convencio- 
nales, que habían tenido lugar el 30 de Octubre de 
1904, se celebró el 12 de Noviembre del mismo año. 

Con ese escrutinio terminaban los procedimientos 
determinados por la constitución, para la reunión de 
las convenciones constituyentes, encargadas de revisar, 
enmendar ó reformar aquélla. Después de ese acto, 
ni la Asamblea Legislativa, ni el Poder Ejecutivo, tie- 
nen misión alguna que llenar. Sólo las cámaras, sepa- 
radamente, pueden hacer algo. 

Son los convencionales electos los que, de acuer- 
do con el artículo 217, deben reunirse, en mayoría 
absoluta, dentro de los tres meses siguientes á la 
convocatoria. 

En el presente caso, así habrían pasado las cosas 
lógicamente; pero una demanda llevada ante la Su- 
prema Corte por algunos ciudadanos, que impugnaban 
de inconstitucional la sanción legislativa de 14 de Sep- 
tiembre de 1904 y el decreto del Poder Ejecutivo 
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que convocó á elecciones, vino á complicar la cues- 
tión á tal extremo, que, hasta ahora, permanece sin 
solución. 

La Corte Suprema admitió la demanda; la sus- 
tanció en la forma que la ley determina para los re- 
cursos de inconstitucionalidad, y siete días después de 
haber aprobado la Asamblea el escrutinio de las elec- 
ciones, aquel alto tribunal dictaba, con fecha 19 de 
Noviembre de 1904, un largo fallo que terminaba por 
^^ declarar inconstitucionales, y, en consecuencia, SIN 
VALOR NI EFECTO LEGAL ALGUNO, tanto la convo- 
catoria de la Asamblea Legislativa, fecha 14 de Sep- 
tiembre último, para la reunión de una convención 
constituyente, como el decreto del Poder Ejecutivo, 
fecha 17 del mismo mes, en que se convoca al pue- 
blo de. la provincia para elegir convencionales (O». 



(i) El texto integro del fallo de la mayoría de la Suprema Corte, dice asi: 

La Plata, Noviembre 19 de 1904. 

Y considerando: En cuanto al fondo de la demanda. La Honorable Asamblea Le- 
gislativa, fundándose en haber vencido con exceso el termino de tres meses que fíja 
el artículo 2 i 7 de la Constitución para la reunión de la convención constituyente, y 
en que ha caducado la convocatoria de i 6 de Mayo de 1904, ha declarado que la 
elección de convencionales de 27 de Julio de aquel año debe desecharse, por ser ine- 
fícaz, y resuelto en i 4 de Septiembre del año actual convocar una nueva convención, 
de acuerdo con la ley de 2 i de Noviembre de i 90 i , que declaró la necesidad de la 
reforma, y con su propia resolución de Mayo i5 de 1902, que comprobó que la 
mayoría de los electores había votado por la aceptación de la reforma. 

Contra dicha resolución de 14 de Septiembre se ha deducido esta demanda por 
inconstitucionalidad, que se funda en que la asamblea carece de facultades para de- 
clarar la caducidad de una convención constituyente, y para convocar nuevamente á 
elecciones de convencionales sin haber hecho el escrutinio de las que anteriormente 
se practicaron. 
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En la misma resolución se mandaba que ella fuese 
transcripta, « á sus efectos, al Poder Ejecutivo y al pre- 
sidente de la Honorable Asamblea Legislativa», 



Para resolver si la Asamblea Legislativa ha extralimitado ó no sus facultades al de- 
cretar la convocatoria de una convención prescindiendo de la elegida anteriormente 
y cuyo escrutinio no ha practicado, suministran elementos decisivos de juicio, la 
misma constitución, los principios fundamentales que la informan y nuestros propios 
antecedentes legislativos y parlamentarios. 

Debe recordarse, desde luego, un hecho que es de importancia en cuanto á expli- 
car claramente las funciones de la asamblea y el alcance que ellas tienen. En la 
Constitución de 1873 se hacia referencia á la asamblea legislativa en el articulo 61, 
dividida en dos cámaras y á la «Asamblea General» en el i 10, y esto había originado 
la confusión de dos entidades con atribuciones distintas: la legislatura y la asamblea. 

Para evitar esa confusión y deslindar claramente las atribuciones de una y otra, 
se cambió en la constitución vigente la denominación de asamblea legislativa por la 
de legislatura (artículo 6 3), llamándose asamblea general (artículo 1 10), únicamente 
á la reunión de ambas cámaras funcionando en una sola «para objetos espccialmenie 
determinados en la constitución», como lo expresa El Redactor (informe de la co- 
misión revisora, página 61). 

La diferencia de funciones de una y otra es, pues, constitucionalmenie bien mar- 
cada. Así, en tanto que la Legislatura, dividida en dos cámaras, se le reconocen todas 
las facultades enumeradas en el artículo 99 y además la muy amplia de dictar todas 
aquellas leyes necesarias para el mejor desempeño de las anteriores atribuciones y para 
todo asunto de interés público y general de la provincia (inciso 46), arabas cámaras, 
funcionando unidas y sin «facultades deliberativas» porque éstas son inherentes á 
nuestro sistema bicamarista, sólo pueden reunirse en asamblea general, para el des- 
empeño de las funciones que taxativamente comprende el articulo 109 para esos 
objetos especialmente autorizados y no para otro alguno, por ser ese el concepto gra- 
matical preciso del adverbio «sólo» empleado por el constituyente, con un propósito 
limitativo y excluyeme bien claro. 

Ahora bien: el inciso 9* del artículo 109 relativo á la reforma de la Constitución » 
sólo autoriza á la asamblea para practicar el escrutinio de plebiscito, y según su re- 
sultado para convocar la convención constituyente, haciendo «también el escrutinio» 
de la elección de convencionales, «únicamente», el escrutinio. 

Pero la Asamblea, sosteniendo que la convocatoria anterior ha caducado por haber 
vencido los tres meses que fíja el articulo 217 de la constitución para la reunión de 
la convención, en vez de practicar el escrutinio de la elección de convencionales ve- 
rifícada el 27 de Julio de 1902 y pendiente ante ella, decreta una nueva convoca- 
toria, la que si «virtualmente» implica la anulación de la primera elección de 
convencionales, dicha anulación sólo podría decretarse por el juez de la elección. 

Y la asamblea no tiene con relación á la convención ul carácter de juez, sino el 
de simple junta de escrutinio, porque así resulta del inciso ya citado del artículo 109 
que no le atribuye expresamente aquel carácter. 
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La disposición fué cumplida; y, recibidas las comu- 
nicaciones por los altos mandatarios á quienes iban 
dirigidas, ni el Gobernador ni la Asamblea produjeron 



Es de esencia del sistema republicano de gobierno que cada uno de los cuerpos 
electivos sea juez de las elecciones y títulos de sus miembros. 

Al respecto ha dicho Cushing: «El poder de juzgar los cuerpos electivos sobre los 
escrutinios, las elecciones y las califícaciones de sus miembros en tan «esencial» á la 
libre elección y á la «existencia independiente» de una asamblea legislativa que puede 
ser considerada como un incidente necesario á «cualquiera corporación» de esa clase 
que emane direcumente del pueblo; es también por «abundante precaución» confe- 
rido ó garantido el mayor número de las asambleas legislativas de los Estados Unidos 
por expresas disposiciones constitucionales». (Cushing: Asambleas Legislativas, pá- 
gina 67.) 

No puede, pues, concebirse lógicamente que la convención constituyente, cuerpo 
electivo y en el que además el pueblo ha delegado facultades amplias para fijar la 
organización política del Estado dentro de los límites trazados por la constitución na- 
cional, convención que puede limitar ó suprimir facultad de que estén investidos los 
poderes existentes, queda, sin embargo, subordinada en lo referente á su propia or- 
ganización á la asamblea legislativa, á pesar de tener ésta facultades mucho más li- 
mitativas que la misma legislatura en sus funciones ordinarias. 

La convención constituyente por su origen, por la naturaleza de sus funciones, 
por la extensión de sus facultades y como condición esencial de su propia existencia, 
es, pues, necesariamente único juez de la elección de los títulos y de la capacidad de 
los electos y en ese carácter ha procedido sin suscitar, la mínima duda, tanto la 
convención del 7 3 como la del 82; precedentes que son de fuerza incontrastable, 
como aplicación del principio reconocido sobre el juicio de la elección. 

La caducidad declarada por la asamblea supone «deliberación y juicio», y ya 
queda establecido que ni ella tiene facultades deliberativas, porque su constitución es 
inconciliable con nuestro sistema bicamarista, ni es juez de la elección de convencio- 
nales. 

Pero resulta que la asamblea no ha entendido anular aquella elección, sino revo- 
carla declarándola inefícaz: así lo expresó el miembro informante de la comisión que 
formuló el despacho votado por la asamblea, con relación á dicha elección: «no se 
la anula porque no se la juzga». 

Como expresión de la voluntad del pueblo, manifestada en los comicios, aquella 
elección es irrevocable. Mientras no sea juzgada y resuelta su aprobación ó desapro- 
bación, su validez ó nulidad, ella subsiste. 

La caducidad de una elección no tiene precedentes, porque ella importa el retiro 
del voto emitido por el ciudadano y esto no se halla autorizado ni en la constitución 
ni en la ley. Si el ciudadano mismo no puede retirar su voto, menos puede hacerlo 
su mandatario, que es el legislador, porque lo contrario sería, según la exposición de 
El Federalista, afirmar que los representantes del pueblo son superiores al pueblo 
mismo, y como lo enseña Cushing «una elección, siendo hecha por el número re- 
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acto alguno, que tuviese . relación con aquella sen- 
tencia. 

Desde entonces han pasado más de dos años; y, 



querido de electores en ejercicio de sus derechos de sufragio, es «una regla estable- 
cida» que cuando ha sido efectuada una elección, el derecho de los electores está 
«exhausto», y que no tienen ya más poderes en la materia para revocar la elección 
ni para hacer una elección ulterior». (Asambleas Legislativas, número 2o5.) 

Se ha dicho que el plazo fíjado por el articulo 207 de la constitución es de ca- 
rácter perentorio, pero nada autoriza para declararlo tal, no expresándolo en la mis- 
ma constitución y mucho menos para establecer que esa expiración de término im- 
plique la caducidad declarada por la asamblea, tratándose de actos irrevocables por 
su propia naturaleza, como se ha visto que es la elección ya practicada. 

La perentoriedad de dicho plazo no resiste la mínima ligera critica, porque no es 
permitido suponer siquiera que la instalación y la existencia misma de los poderes 
públicos puede, en caso alguno, depender de un acontecimiento incierto é imprevisto. 
Cuando la constitución íija un plazo ó señala una fecha para la realización de un acto, 
es indudable que éste no puede efectuarse antes de ese termino; no podría tampoco 
anticiparse por ley ó por decreto; pero si el término ha vencido por cualquier causa, 
debe entenderse que esta circunstancia no obsta para la realización del acto previsto 
como esencial para la existencia del gobierno constituido ó necesario para el juego 
regular de las instituciones. 

Si, pues, la constitución prescribe que tres meses después de la convocatoria de- 
ben reunirse los «convencionales electos», es evidente que éstos no pueden hacerlo 
así sino mediante el escrutinio de la elección, que es, por lo tanto, condicióp esen- 
cial y previa para que corra el término á fín de instalarse la convención. 

«El constituyente ha supuesto que antes de su vencimiento estarían llenados los 
procedimientos de «elección» y de «escrutinio», y es regla de interpretación que 
ninguna cláusula de la constitución puede interpretarse de manera que destruya sus 
fínes obvios; cuando otra interpretación igualmente concordante con las palabras y 
el sentido de ellas las robustezca y proteja». (Decisiones constitucionales. Orlando 
Bump, traducción de Calvoi, tomo I, página 5.) Seria contrariar esta regla conside- 
rar inalterable la fecha señalada para la reunión de la convención, y prevista parala 
marcha normal de los procedimientos prescriptos cuando ocurran inconvenientes im- 
previstos ó extraordinarios, y mucho menos cuando éstos deriven de omisiones, que 
el constituyente no ha podido suponer por parte de los poderes que deben de con- 
currir á aquel fín, por actos propios. 

Cuando la constitución impone á un poder público una obligación, no lo autoriza 
á no cumplirla oportunamente. 

Por otra parte, el carácter del plazo constitucional ha sido interpretado como re- 
sulta de lo dispuesto por el artículo 4' de la ley de 20 de Noviembre de 1901, á 
raíz del proceso de la reforma, que al declarar su necesidad dispuso que, «si la con- 
vención no se «constituyese» antes de los tres meses subsiguientes al «escrutinio» de 
las elecciones de sus miembros, la asamblea legislativa declarará cesantes á los con- 
vencionales inasistentes, mandando practicar nuevas elecciones». 
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sin embargo, las cosas se encuentran hoy en el mismo 
estado en que se hallaban el 19 de Noviembre de 
1904, en que se dictó la sentencia recordada. 



Es evidente que al autorizar así la reunión de la convención hasta tres meses des- 
pués del «escrutinio», el término establecido para casos ordinarios, de tres meses á 
contar desde la convocatoria, se hallaría agotado y mucho más hasta la realización y 
escrutinio de las nuevas elecciones que fueron ordenadas. 

No obstante esto, la legislatura ha considerado así hábil á la convención para cons- 
tituirse, vencido el plazo constitucional, y no ha podido más tarde, reunida en asam- 
blea, derogar implícitamente aquella ley interpretativa y reglamentaria de aquel plazo. 

No ha tenido, además, presente la asamblea, que á pesar de fundarse en el trans- 
curso del término, en el concepto de ser perentorio, declara también que procede de 
acuerdo con la ley de i 90 i , que lo aplica con el alcance que de ella resulta. 

Para fundar la caducidad declarada se han invocado especialmente las faculudes 
implícitas, que todos los cuerpos legislativos tienen sin duda alguna, pero ellas son 
para ejerciur facultades expresas; entre unto se invocan, no para «efectuar» el es- 
crutiniOj que es el cometido «expreso» de la asamblea, sino para producir otro acto, 
que da por resultado inmediato, el no «realizarlo». 

La asamblea no tiene tampoco como facultad expresa y aislada la de convocar una 
convención; no le está conferido todo el proceso de la reforma. 

La convocatoria se produce según sea el resultado del plebiscito. Es, pues, un 
mandato directo y restringido, que no le confícre facultades deliberativas. 

Por otra parte, la distinción entre poderes expresos é implícitos no es fundamental. 
«Estos términos son usados meramente por comodidad. En efecto, los poderes «au- 
xiliares», aquellos apropiados para la ejecución de otros poderes especialmente des- 
cripios, son tan expresamente dados como cualesquiera otros poderes». (Decisiones 
constitucionales j traducción de Calvo, tomo I, página 46, número 102.) Si, pues, 
no ha sido diferida la reforma de la constitución á la asamblea, reunida al solo efecto 
del artículo 109, inciso 6*, no ha podido invocar facultades «implícitas» para am- 
pliar y modifícar «restricciones» expresas; en el caso sometido á juicio, tan «sólo» 
practicar el escrutinio. 

Aun en el supuesto de que el fín propuesto á su acción fuera el proceso complejo 
de la reforma constitucional, los procedimientos adoptados para llegar á ello como 
íin serían no sólo violatorios de tales cláusulas restrictivas, sino también de las que 
garanten los derechos electorales, al desechar una elección en pleno vigor; y los me- 
dios formulados, en el concepto de facultades implícitas, son únicamente aquellos que 
sean conducentes al fín propuesto, y que no vulneren garantías ó derechos consa- 
grados por la constitución. 

Las facultades implícitas, con otro alcance, importarían la facultad de crear una 
constitución distinta de la escrita, ó complementaria de ésta, lo que podría implicar 
la concesión de facultades discrecionales, y, por lo tanto, arbitrarias. 

Resulta de las consideraciones precedentes, que la Asamblea Legislativa, al decretar 
la convocatoria impugnada, lo ha hecho extralimitando sus facultades, y por lo tanto 
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¿Qué significado puede tener ese silencio? ¿Im- 
porta él la sumisión completa y consciente del Poder 
Ejecutivo á la declaración del fallo, de que su decreto 
de 17 de Septiembre de 1904, convocando á eleccio- 
nes, ha quedado sin valor ni efecto legal alguno, como 
lo declaró la sentencia de la mayoría de la Corte 
Suprema? 

No lo creo. Y debo ratificarme con tanta más ra- 
zón en esta creencia, cuanto que, desde entonces, no 
se ha producido acto alguno por parte de la Asam- 
blea Legislativa, ni tampoco por parte del Poder Eje- 
cutivo, que demuestre ese acatamiento. 



viciando aquélla de inconstitucional idad, de acuerdo con lo preceptuado -en el ar- 
ticulo 48 de la Constitución de la Provincia. 

El decreto del Poder Ejecutivo convocando á elecciones de convencionales en cum- 
plimiento de la resolución de la asamblea, resulta igualmente inefícaz y con el mismo 
vicio que reviste la resolución que le ha dado origen. 

Y en cuanto al alcance de la inconstitucionalidad pedida por los demandantes, 
basta tener presente para ñ jarla que, unto la convocatoria de la asamblea, como el 
decreto gubernativo, que es su consecuencia, no son susceptibles de aplicación par- 
cial, por ser por su propia naturaleza indivisibles, en cuanto afectan á todo el cuer- 
po electoral de la provincia en conjunto, y no individualmente, y, por lo lanto^ su 
insubsistencia por inconstitucionalidad es virtualmentc extensiva á todos los que for- 
man ese cuerpo, y no únicamente á los demandantes, como ha sido resuelto por esta 
corte en casos análogos. 

Por estos fundamentos y concordantes del señor procurador general, la Suprema 
Corte resuelve: Declarar inconstitucionales, y en consecuencia sin valor ni efecto legal, 
tanto la convocatoria de la Asamblea Legislativa, fecha de i 4 de Septiembre último, 
para la reunión de una convención constituyente, como el decreto del Poder Ejecutivo 
fecha I 7 del mismo mes, en que se convoca al pueblo de la provincia para elegir 
convencionales. 

Transcríbase esta resolución, á sus efectos, al Poder Ejecutivo y al señor Presi- 
dente de la Honorable Asamblea Legislativa. 

NÉSTOR French, José A. Capdevila, Dalmiro Alsina. 
-\nie mí: — Héctor Perdriel. 
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Es verdad que tampoco se han producido hechos 
que importen una insistencia por parte de aque- 
llos poderes en sus anteriores resoluciones; pero esto 
tiene una explicación sencillísima: cuando la senten- 
cia de la Corte fué comunicada al Poder Ejecutivo y 
al presidente de la Asamblea Legislativa, los dos 
actos que se declaraban inconstitucionales y sin va- 
lor ni efectos legales, — la resolución legislativa de 14 
de Septiembre de 1904 y el decreto gubernativo de 
1 7 del mismo mes y año — ya se habían cumplido y 
habían producido todos los efectos á que estaban des- 
tinados. 

La Asamblea no podía ya impedir que el Poder 
Ejecutivo dictase el decreto convocando á elecciones, 
ni el gobernador podía impedir que las elecciones se 
hubiesen practicado el 30 de Octubre y su escruti- 
nio se hubiese aprobado siete días antes de que un 
fallo de la Corte declarase la inconstitucionalidad de 
todos aquellos procedimientos. 

El conflicto se ha producido, pues, no sólo por 
razón de doctrinas ó teorías jurídicas, sino también 
por cuestión de hechos y de fechas: un fallo de 19 
de Noviembre, no puede pretender que no se pro- 
duzcan actos políticos que se habían ya producido 
el 30 de Octubre y el 12 de Noviembre. 

Como se comprende, no es mi propósito exami- 
nar los fundamentos del fallo de la mayoría de la 
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Cene Suprema, en cuanto al fondo de la cuestión. 
Nc Enina objeto un trabajo de esa naturaleza en 
ese lugar, y mucho menos cuando, al hacerlo, ten- 
ira que repetir los fundamentos de la disidencia de 
¡a tT!i noria de aquel mismo tribunal; disidencia que, 
firmada por dos ministros de la Corte, quitan una 
gran parte de su importancia al fallo de la mayoría, 
formada sólo por tres ministros (i). 



c 31c parece oportuno que se conozca también el voto de esa minoría, siquiera 
para que quede, en este libro, la historia documentada de este incidente. Helo aquí: 

Considerando : 

Por ley i8 de Noviembre de 190 i la Honorable Legislatura declaró la necesidad 
de U rctorma constitucional; y, de acuerdo con lo que dispone el articulo 2 i 7 de la 
CaasUtución, ordenó se efectuara el plebiscito á que dicha disposición se reñere. 

Con fecha 3o de Marzo del año siguiente, dia fíjado para las elecciones de dipu- 
tados y senadores, se sometió á los electores, á fín de que votasen en pro ó en contra 
Je la convocatoria de una convención constituyente; y, practicado el correspondiente 
escrutinio por la Honorable Asamblea. Legislativa, en Mayo i5 de 1902, de con- 
formidad con lo preceptuado por el inciso 6* del artículo 109 de la Constitución, 
del que resultó que la mayoría había votado por la reforma, resolvió la misma asam- 
blea convocar una convención, fijando para reunirse el 1 5 de Agosto del mismo año, 
en el recinto de la legislatura; procediendo asi en uso de la facultad conferida por el 
recordado artículo 217. 

Dftftdo cumplimiento al expresado mandato, el Poder Ejecutivo, con fecha i 6 de 
Mayo, hizo la correspondiente convocatoria á elecciones de convencionales, las que 
tuvieron lugar el día 2 7 de Julio del mismo año. La Honorable Asamblea no se reu- 
nió para practicar el escrutinio de esa elección, cuya función le correspondía según 
el inciso 6* del articulo 109 de la constitución. 

En 1 4 de Septiembre del corriente año, la asamblea, con cl objeto de llevar ade- 
lante la reforma constitucional, declaró que, en virtud del tiempo transcurrido desde 
la expiración del plazo fíjado para la convocatoria de la convención, como también de 
que había vencido con exceso el término que el articulo 217 de la Constitución fija 
para que aquélla pudiera Icgalmente reunirse, la convocatoria de i 5 de Mayo había 
caducado y que, por lo tanto, la elección de 27 de Julio de aquel año, debe dese- 
charse por ser ineficaz y de ningún valor. 

Consecuente la asamblea con esa decisión, y de conformidad con la ley que de- 
claró la necesidad de la reforma y d^ plebiscito que la ratificó, resolvió convocar una 
nueva convención constituyente, fijando para su reunión el dia 1 4 de Diciembre del 
año actual. 
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Pero me es indispensable, al ocuparme de la situa- 
ción actual del asunto, estudiar los deberes de los 
poderes públicos de la provincia, en presencia de los 



Ahora bien: de las objeciones hechas por los demandantes á la aludida resolución 
de la asamblea, resulta que la cuestión sometida á juicio puede concretarse en la si- 
guiente proposición: ¿tiene la Asamblea Legislativa facultad para declarar la caducidad 
de la convocatoria á una convención constituyente después de la elección de conven- 
cionales, y convocar á una nueva convención, sin haber practicado el escrutinio de 
dicha elección? 

El fundamento de la resolución impugnada se apoya en el hecho de haber vencido 
el plazo establecido para la convocatoria ( i 5 de Agosto de 1902), y el que fíja el 
articulo 2 I 7 de la Constitución. La asamblea, en presencia del citado precepto cons- 
titucional, ha debido abstenerse, como lo ha hecho, de practicar el escrutinio, por 
haber pasado la oportunidad de hacerlo, y, con ello, no ha infringido ninguna dis- 
posición de la Constitución, sino que, por el contrario, se ha ajustado á sus mandatos 
expresos é impliciios. 

En la demanda se pretende dar á la última cláusula del articulo 2 1 7 una inteli- 
gencia que no está de acuerdo ni con su texto, ni con la razón que la informó. «Esta 
convención se reunirá, dice, tres meses después de hecha la convocatoria, con el 
objeto de revisar, alterar ó enmendar esta constitución....» Como se ve, de esos tér- 
minos intergiversables, resulta, sin ninguna duda, que el constituyente ha querido, 
que entre la convocatoria y la reunión de la convención, sólo transcurra el intervalo 
de tres meses. De manera que con el vencimiento de éstos, quede fíjado el dfa de la 
reunión. 

Asi se entendió por la asamblea en la convocatoria de i 5 de Mayo de 1902, fijando 
para reunirse la convención el i 5 de Agosto del mismo año. El motivo que ha ins- 
pirado la fijación del plazo, confirma loque resulta del propio texto de la disposición . 

En nuestro sistema constitucional, el pueblo no delibera ni gobierna, sino por 
medio de sus representantes, de manera que lo que caracteriza al régimen represen- 
tativo, es la renovación periódica de los elementos de gobierno, buscando con ello, 
la inmediata voluntad de la mayoría de los electores. 

Tratándose de organizar el poder constituyente, ese propósito tiene una señalada 
eficacia desde que. con su aplicación, se consigue que las enmiendas ó reformas se 
hagan de acuerdo con la opinión predominante en la época en que la convención va 
á pronunciarse, y no con elegidos en tiempos anteriores, más ó menos remotos, y 
que podrían no reñejar en dicha asamblea los cambios ó alteraciones sufridos en la 
opinión respecto de los puntos á reformarse ó sistemas á adoptarse. 

El constituyente, al señalar para la reunión de la convención una fecha determinada 
que la asamblea ha precisado fijando el dia, lo ha hecho, pues, con el propósito evi- 
dente de que, por ningún motivo ó bajo ningún concepto, pueda autorizarse la orga- 
nización de la convención con personas elegidasicon mucha anterioridad á su fun- 
cionamiento. 

Por otra parte, la constitución debe ser considerada como un instrumento per- 



96 REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 



documentos emanados de ellos mismos, de los he- 
chos producidos en virtud de sus propias órdenes, y, 
finalmente, en presencia de la necesidad urgente de 



fecto, y las palabras empleadas debe presumiree que lo han sido en su sentido más 
exacto; de manera que donde dice: «Esta convención se reunirá», no se supone que 
ha querido expresar «podrá reunirse». 

Sólo prescindiendo del texto y de los motivos que lo fundan, puede convertirse el 
mandato en la concesión de una «mera facultad», haciendo de todo punto inútil la 
determinación de la fecha en que ha de reunirse la convención. 

Una recta razón aconseja desechar en absoluto toda interpretación que no atri- 
buya fuerza y efícacia á un precepto constitucional. La inobservancia del plazo fíjado 
para practicar el escrutinio de la elección de electores de gobernador, asi como um- 
bién la de la fecha en que han de reunirse los electores, para llenar su cometido, no 
produce ni puede producir los mismos efectos que si se tratase del escrutinio de con- 
vencionales y reunión de la convención. 

En el primer caso, la Honorable Asamblea no tiene otra facultad que la de prac- 
ticar el escrutinio provisorio de la elección de electores. Su abstención al respecto, 
importaría asumir una actitud verdaderamente revolucionaria y fuera, por lo tanto, 
de la Constitución. 

Lo mismo sucedería si el colegio electoral no se reuniera á hacer la elección de 
gobernador. 

El caso sometido á juicio, no tiene, pues, analogía, con el del nombramiento del 
que ha de desempeñar las funciones de uno de los poderes permanentes. 

Se trata, tan sólo, de construir una asamblea ocasional, con el encargo de refor- 
mar la constitución, de acuerdo con la opinión predominante del cuerpo electoral que 
ha elegido los convencionales. Si éstos no se reúnen, por cualquier circunstancia, y 
pasa el tiempo fíjado en la convocatoria, la situación no puede perdurar y la Hono- 
rable Asamblea,- á quien la Constitución ha atribuido una ingerencia tan señalada, en 
la formación del poder constituyente, debe tener los medios de salvar las dificultades 
que obsten á una nueva convocatoria. 

Se pretende hacer valer como un argumento eñcaz para dilucidar el punto some- 
tido á juicio, la circunstancia de no haber cumplido la asamblea con el deber que le 
imponía el inciso 6* del articulo loo de la Constitución, al no practicar, oportuna- 
mente, el escrutinio de la elección verífícada el 27 de Julio de 1902. De esa omisión, 
que puede haber obedecido á razones de carácter político, que no incumbe á esta 
Corte apreciar, no se sigue que la asamblea esté imperiosamente obligada á cumplir 
hoy con ese deber, perqué no podría hacerlo sin faltar á la constitución. 

Se sostiene, además, que el tiempo señalado para la reunión de la convención, no 
ha vencido aún, por cuanto el artículo 4* de la ley de 2 i de Noviembre de i 90 i , fíja 
otra fecha que la de la convocatoria y la de la Constitución. 

« Si la convención no se constituyera, dice esa ley, antes de los tres meses subsi- 
guientes al escrutinio de las elecciones de sus miembros, la Asamblea Legislativa decía- 
rara cesantes á los convencionales inasistentes, mandando practicar nuevas eleccio- 
nes.» 
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adoptar alguna medida, en vista de las resoluciones 
cantradictorias existentes. 

Porque nadie puede dejar de reconocer que lo 



Esa disposición legisla, como se ve, para un caso distinto al actual, desde que su- 
pone la convención habilitada para organizarse al hablar de « convencionales inasis- 
tentes», y debe entenderse, que el punto de partida para contar el plazo que fija á 
los efectos que establece, es la fecha en que se hizo el «escrutinio de la elección de 
5US miembros», refiriéndose, sin ninguna duda, al practicado por los convencionales 
electos, en la reunión celebrada en la fecha que fija la convocatoria. 

Como esa disposición, que seria inexistente, si no armonizara con el citado articulo 
217 de la Constitución, nada tiene, pues, que ver, en la solución del punto que nos 
ocupa: queda demostrado, que según la ley fundamental, los convencionales electos 
el 27 de Julio de 1902 no podían ya reunirse en la fecha en que celebró sesión la 
Asamblea, con el objeto de llevar adelante la reforma constitucional, por haber ven- 
cido, con exceso, el plazo fijado por el articulo 2 i 7 de la Constitución. 

Si se acepta otra interpretación que permita que una constituyente pueda reunirse 
después de la fecha indicada, sin que por esa circunstancia quede sin efecto, se auto- 
rizaría una situación sin salida, desde que la época para su reunión, podría prolon- 
garse indefinidamente y no habría ningún medio regular de salvar la dificultad. 

No obstante la ley que declaró la necesidad de la reforma, ésta quedaría paralizada 
ante un obstáculo insalvable. 

«Ningún tribunal de justicia puede ser autorizado á interpretar ninguna cláusula 
de la Constitución, de manera que destruya sus fines obvios, cuando otra interpreta- 
ción igualmente concordante con las palabras y el sentido.de ellas, las robustezca y 
proteja.» (Decisiones constitucionales. Orlando Bump, traducción de N. A. Calvo, 
lomo I, página 5). 

Esto no quiere decix que el término constitucional sea perentorio, en el sentido 
de que fatalmente debe reunirse la convención el día fijado, so pena de caducar, no 
obsunte haber mediado causas graves que hayan impedido la reunión en ese día ó 
en los subsiguientes inmediatos. La apreciación de esas causas, quedaría librada al 
criterio político de la asamblea, para determinar la oportunidad de una nueva convo- 
catoria . 

Pero cuando el intervalo ha sido, como en el caso sometido á juicio, de más de 
dos años, se puede sostener, sin la mínima vacilación, que la convención no puede 
ya reunirse, sin incurrir en la violación flagrante del artículo 2 i 7 de la Constitución . 

No obstante la existencia de ese obstáculo constitucional, se arguye que, no teniendo 
la Asamblea Legislativa otras facultades al respecto que las expresamen^tc conferidas por 
la Constitución, no pudo pronunciarla declaración de caducidad de la convocatoria y 
debió limitarse á practicar el escrutinio de la elección; de manera que, en el sentir 
de los querellantes, aun cuando hubiesen pasado diez años ó más sin practicarse aquel 
«escrutinio, la asamblea no habría podido dejar de hacerlo, porque cualquiera que fuese 
«1 tiempo transcurrido, la situación jurídica sería la misma y una misma tendría que 
-ser la solución. 

8 
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Único que la constitución no quiere, es que sus dis- 
posiciones se inmovilicen y queden sin reformarse, 
simplemente porque se haya producido un conflicto 



Esta consecuencia por si sola, basta para demostrar lo inaceptable de la tesis que 
se sostiene, sino existieran otras razones fundamentales, en mérito de las que debe 
reconocerse en la asamblea la facultad necesaria para la resolución del problema sur- 
gido de la circunstancia de haber expirado, con extraordinario exceso, el plazo cons- 
titucional para que la convención pudiera reunirse. 

No es, seguramente, al juez de la elección á quien habría incumbido salvar la 
diñcultad suscitada, es decir, á los mismos convencionales que hablan rcsuludo electos, 
según el escrutinio que debió practicar la asamblea, pues á este respecto conviene 
observar que, de acuerdo con los precedentes y lo que es de práctica en todo cuerpo 
colegiado, de origen electivo, cuando recién va á organizarse, las facultades sólo 
alcanzan á conocer del acto electoral, los escrutinios y el título de los electos; pero 
no son jueces para decidir acerca de la propia existencia del cuerpo, que es de io 
que se tratarla en este caso, ante el precepto constitucional que se opone á su orga- 
nización, desde queá aquéllos les estaría prohibido reunirse para ejercer sus funciones 
de convencionales, entre las que está comprendida la preliminar de decidir acerca de 
la elección. 

Hay, indudablemente, error al atribuir á la Asamblea Legislativa una intervención 
puramente mecánica en el proceso de la reforma constitucional, hasta el punto de 
pretenderse que ha debido practicar el escrutinio, á pesar de incurrir en la violación 
de un precepto de la Constitución, al permitir, con su alta autoridad, se congreguen 
los convencionales electos, después de la expiración del plazo fijado para su reunión. 
A este respecto se alega que la asamblea no puede ejercer otras facultades que las 
que le están expresa y taxativamente acordadas por el artículo 109 de la Constitución, 
entre las cuales no se halla contenida la de declarar la caducidad de la convocatoria 
de una convención constituyente. En efecto, no existe concesión expresa de esa fa- 
cultad, pero resulta que ha sido implícitamente acordada como necesaria y conveniente 
para cumplir el mandato y llevará su debido término el propósito de la convocatoria, 
que es la instalación del poder constituyente. 

Asi como le ha conferido la atribución de practicar el escrutinio del plebiscito y 
proclamar su resultado, le ha conferido igualmente la facultad de conocer y pronun- 
ciarse acerca de la validez de las actas del sufragio y resolver toda controversia que 
al respecto se hubiese suscitado, y esta innegable facultad no está tampoco concedida 
en términos expresos. 

^Podría acaso negarse que en la facultad do convocar va también implícita la de 
dejar sin efecto una convocatoria anterior, en mérito de circunstancias que imperio- 
samente impusieron esa medida como necesaria y conveniente á los intereses públicos? 
En el caso ocurrente, en el que era ya imposible la reunión de los convencionales 
electos el 27 de Julio de 1902, por el inconveniente constitucional apuntado, y en 
que esa situación perduraría, no obstante la vigencia de la ley que declaró la necesidad 
de la reforma y del plebiscito que la ratificó^ era de todo punto necesario para He- 
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entre una resolución de la Asamblea Legislativa, que 
ha aprobado las elecciones de convencionales practi- 
cadas el 30 de Octubre de 1904, y un fallo de la 



varia adelante, una nueva convocatoria; para lo cual era indispensable declarar caduca 
la anterior, que fijó el i 5 de Agosto de 1902 para la reunión de la convención, con 
lo que, de hecho, quedaba sin efecto la elección de convencionales. 

Ocupándose Madison, en «El Federalista», de los poderes implícitos, dice que 
sin la «esencia» de esc poder, las constituciones serian letra muerta, y agrega estas 
conceptuosas palabras, que justiñcan esa aserción: «Ningún axioma está más clara- 
« mente fundado en el derecho y la razón, que donde se requiere el fín, están auto- 
« rizados los medios, donde se da una facultad general para hacer una cosa, por 
«necesidad encuéntrase en ella toda atribución particular para hacerla.» 

Es por esto, que en materia constitucional, debe entenderse por poder, la capa- 
cidad ó la facultad de hacer una cosa, empleando los medios necesarios para su 
ejecución. 

Siory, al comentar la cláusula de la Constitución de los Estados Unidos que 
acuerda al Congreso el poder para dicur todas las leyes necesarias y convenientes á 
fin de llevar á efecto las facultades expresamente conferidas, dice: « Las operaciones 
« constitucionales del gobierno, serian las mismas con ó sin la cláusula de la Cons- 
«titución, porque de otra manera, sucedería que el poder nunca seria ejercido y 
« porque sería una cosa absurda crear poderes para retenerlos comprimidos y en un 
«estado de entorpecimiento y de inercia. 

«No se puede negar, pues, que los poderes acordados por la Constitución, encie- 
« rran implícitamente los medios ordinarios de ejecución, pues sin ellos la Constitución 
«sería letra muerta.» (Comentarios sobre la Constitución de Estados Unidos, tra- 
ducción de Calvo, tomo II, página 127.) 

Nuestra Constitución no ha impuesto á la Honorable Asamblea el deber puramente 
mecánico de expedir un decreto de convocatoria, si no que le ha atribuido el encargo 
de convocar una convención, con el objeto deque se reúna y funcione. 

Para llegar á este resultado y conseguir se realice el propósito de la Constitución, 
tiene la Asamblea la facultad implícita de emplear fos medios necesarios para que la 
convención se organice, salvando los obstáculos que á ellos se opongan. Es pues, en 
ejercicio de esta faculud innegable, que, interpretando la segunda cláusula del ar- 
ticulo 217 de la Constitución y juzgando que la convención convocada para el i 5 de 
Agosto de 1902, no podría ya reunirse, declaró caduca la convocatoria y procedió á 
dictar una nueva. 

La doctrina exige que en el ejercicio de los poderes implícitos, los medios emplea- 
dos sean «necesarios^ y «convenientes», es decir, que sean «requeridos, útiles ó con- 
ducentes y de buena fe, apropiados al fín». (Anotaciones á la Constitución de los 
Esudos Unidos, G. W. Paschal, traducción de N. A. Calvo.) 

Como ya se ha dicho y demostrado, sin la intervención déla Honorable Asamblea, 
la reforma constitucional habría quedado i ndefín idamente paralizada: luego el medio 
empleado, es decir, el de declarar caduca la convocatoria para el i 5 de Agosto, era 
el único conducente y apropiado para poder autorizar una nueva convocatoria. 



I 
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Corte Suprema que declara sin valor ni efecto legal 
los actos que prepararon y ordenaron esa elección, 
pero sin haberse pronunciado con respecto á esta úl- 
tima. 



Jameson, que se ha ocupado con especialidad de las convenciones consti'.uyentes, 
dice, después de explicar la intervención que se da á la legislatura en la organización 
de la convención: « Hay también numerosos ejemplos de poderes implícitamente co- 
« medidos. Los más notables son los que ocurren diariamente, con motivo de acon- 
« tecimien tos inesperados que reclaman la inmediata intervención legislativa, para 
« evitar malas consecuencias ó para hacerlos servir al bien público. En todos estos 
« casos, la legislatura está llamada á obrar como el único poder que puede hacer ó 
«autorizar á que se haga lo que debe hacerse». (Párrafo 37 3, página 3 61.) 

Se objeta que la opinión de Jameson no tiene aplicación, porque se refíere á la 
Legislatura, mientras que entre nosotros es la Asamblea Legislativa la que interviene. 
La diferencia entre legislatura y asamblea ninguna influencia tendría en este caso, 
porque el ejercicio de las facu ludes implícitas de que se ha hablado, corresponde á 
la asamblea legislativa, que es la que por nuestra constitución tiene el encargo de 
formar la convención constituyente. Pero se agrega que los poderes implícitos, no 
pueden derivarse sino de los expresos, conferidos á la legislatura para dictar leyes, 
y que la asamblea no tiene esta facultad y sólo se halla investida de las funciones 
que se le asignan por el articulo 109 de la Constitución. 

Si la doctrina se funda en que todo poder conferido, encierra implícitamente los 
medios requeridos de ejecución respondiendo á un principio de inflexible lógica, su 
aplicación no puede racionalmente restringirse á los poderes para legislar, porque los 
demás conferidos por la Constitución, serian letra muerta, según la expresión de Ma- 
dison. 

A. este respecto, dice un reputado constitucionalista: «Las implicancias de las dis- 
posiciones de una constitución, son algunas veces de la mayor importancia, y tienen 
considerable influencia sobre su interpreución. 

«En lo que respecta á la Constitución de los Estados Unidos ha sido establecido 
como regla, que cuando se confíere un poder ó facultad general, ó se impone un de- 
ber, cada una de las faculudes particulares necesarias para el ejercicio de aquel poder 
ó para el cumplimiento del deber, están igualmente conferidos.» 

La misma regla ha sido aplicada á la Constitución de los Estados, con una modifi- 
cación importante por la Suprema Corte de Illinois: 

« El hecho de que otros poderes, además de aquellos conferidos, pueden ser, y 
«frecuentemente son, conferidos por implicancia, es demasiado sabido para que 
«pueda ponerse en duda. En toda Constitución, debe recurrirse á lo implícito, con 
«el objeto de cumplir las disposiciones generales del poder ó facultad. Una constitu- 
« ción no puede entrar, por su misma naturaleza, en especificaciones minuciosas de 
« todas las facultades menores, natural y obviamente incluidas, y que surgen de 
«aquellas mayores y más importantes que han sido expresamente concedidas.» 
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El Gobernador actual de la Provincia y sus minis- 
tros han manifestado, por actos públicos, su decidido 
propósito de llegar hasta la reforma de la Constitu- 



« Está por lo tanto establecido, como regla general, que cuando una constitución 
«confiere un poder ó facultad general, ó impone un deber, confiere también, por 
« implicancia, todo el poder particular necesario para el ejercicio de la una ó el cum- 
« plimiento del otro. La implicancia, según esta regla, sin embargo, debe ser nece- 
as saria y no congetural ó argumentarla, y está además modificada por otra regla: 
« que cuando los medios para el ejercicio de un poder ó facultad conferida, han sido 
« dados, no pueden implicarse otros medios diferentes, por el hecho de considerar- 
« los má.s eficientes ó convenientes. Esta regla, se aplica al ejercicio de poderes por 
«todos los departamentos y funcionarios.» (Cooley: Limitaciones constitucionales, 
« página 63 y 64). 

Ante la opinión tan claramente expresada por una de las más eminentes autorida- 
des en materia constitucional, nada resta que agregar en apoyo de la tesis que se ha 
sostenido, deque la Honorable Asamblea Legislativa, pudo hacer uso de facultades que 
le estaban implícitamente acordadas, y que al dictar la resolución que ha dado origen 
'. la presente controversia procedió en el ejercicio de esas facultades. 

El caso presente, seria análogo al que ocurriese si efectuada la elección de con- 
vencionales, no hubiesen sufragado en cada sección electoral el número de distritos 
requeridos, para que se repute que ha habido elecciones, según el articulo 10 de la 
ley de i o de Febrero de 1896. 

La Honorable Asamblea no e.staría obligada á practicar un escrutinio ilegal, y de 
todo punto inútil ¿podría negársele la facultad de declarar caduca la convocataria, 
en virtud de la cual se hizo la elección que resultó ineficaz, y convocar á una nueva 
convención? ¿Podría acaso decirse que al proceder asi, no usó de una facultad que 
le estaba ¡mpHciíamente acordada por la Constitución? Indudablemente que no. 

Si en ese caso no había ultrapa.sado sus facultades, no las ultrapasó tampoco al 
diciar la resolución que ha motivado este juicio. 

Por la demanda, se ha impugnado también el decreto del Poder Ejecutivo de fe- 
cha 17 de Septiembre, convocando al pueblo á elecciones de convencionales, dictado 
en cumplimiento de la resolución de la Honorable Asamblea que, según se ha demos- 
trado, se ajusta á los preceptos de la Constitución; en consecuencia, dicho decreto no 
infringe ninguna cláusula de la ley fundamental. 

Por estas consideraciones se declara que no existe inconstitucionalidad en la reso- 
lución de la Honorable Asamblea de fecha 1 4 de Septiembre del corriente año, por 
la que se convoca á una convención para el i 4 de Diciembre próximo, ni en el de- 
creto del Poder Ejecutivo de fecha i 7 de Septiembre, llamando al pueblo á elecciones 
de convencionales. 

Comuniqúese á quiches corresponda y archívese. 

Carlos Dimet, José M. Rojas. 
Ante mi: — Héctor Perdriel. 
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ción, satisfaciendo los anhelos del pueblo, y cum- 
pliendo con los deberes que les impone el plebiscito 
de 1902. Es, pues, menester averiguar cuál es la im- 
portancia que tiene la sentencia de la Suprema Corte 
en este asunto, y, cuáles son las facultades de la 
Asamblea Legislativa á que aquella sentencia se re- 
fiere. 

¿Ha tenido jurisdicción la Suprema Corte de Jus- 
ticia para dictar el fallo á que vengo refiriéndome? 

¿Invade esa decisión judicial las facultades priva- 
tivas de los poderes políticos de la provincia? 

Un error muy frecuente y repetido ha hecho creer 
á muchas gentes que, por el hecho de haberle enco- 
mendado la constitución á la Corte Suprema la de- 
cisión sobre la constitucionalidad de los actos pro- 
ducidos por los demás poderes públicos del Estado, 
aquel alto tribunal es omnipotente é infalible, y sus 
actos no son siquiera susceptibles de ser discutidos. 

Este es un error jurídico que conviene disipar, no 
sólo para que cada uno de los departamentos coor- 
dinados del gobierno representativo giren dentro de 
su propia órbita, sin chocarse ni estorbarse, sino 
también para que todos los habitantes del país sepan 
que, dentro de la constitución, no existe ningún poder 
absoluto, cuyos actos puedan inspirar el temor de una 
dictadura que subordine á su imperio todas las demás 
autoridades del Estado. 
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Es indudable que la Suprema Corte de Justicia, 
completada con la Corte de Reclamos de los Estados 
Unidos, es una de las más altas concepciones del ta- 
lento humano. Los efectos que ha producido en la 
Unión Americana el ejercicio tranquilo del poder 
inmenso confiado al pequeño número de jueces que 
forman aquel tribunal, bastan para justificar la ad- 
miración con que los publicistas del orbe entero se 
han ocupado siempre de tan notable institución. 

Sin embargo de las múltiples funciones confiadas 
á la Corte Suprema, son contados los casos en que 
sus fallos han sido motivo de desacatos ó de discu- 
siones. 

Entre las más altas prerrogativas confiadas á la 
Corte Suprema, tanto en los Estados Unidos, como 
entre nosotros, está la jurisdicción que ella ejerce 
para conocer y resolver acerca de la constituciona- 
lidad ó inconstitucionalidad de las leyes, decretos, or- 
denanzas ó reglamentos, que estatuyan sobre materias 
regidas por la Constitución; y, en la Provincia de 
Buenos Aires, la facultad de conocer y resolver ori- 
ginaria y exclusivamente en las causas de competencia 
entre los poderes públicos de la provincia. 

Estas atribuciones no son absolutas, ni su ejercicio 
puede ser abstracto. Es indispensable que haya una 
parte interesada que produzca una controversia en 
defensa de sus derechos, para que la Suprema Corte 
pueda poner en ejercicio su jurisdicción. 
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El artículo 339 del Código de Procedimientos, regla- 
mentando el recurso de inconstitucionalidad creado 
por el artículo 157 de la Constitución, ha dicho que 
procede la jurisdicción originaria de la Corte, «en 
todos los casos en que los poderes legislativo y eje- 
cutivo, municipales, corporaciones ú otras autoridades 
públicas, dicten leyes, decretos ó reglamentos, y las 
partes interesadas comprendidas en sus disposiciones 
y á quienes deban apücarsej se consideren agraviadas 
por ser contrarios á derechos, exenciones ó garantías 
que estén acordadas por alguna cláusula de la Cons- 
titución y>. 

En el recurso llevado ante la Corte Suprema, im- 
pugnando la constitucionalidad de. la resolución le- 
gislativa de 14 de Septiembre de 1904, se han invo- 
cado por los recurrentes, para sostener la jurisdicción 
de la Suprema Corte en el pleito, las disposiciones 
que acaban de transcribirse. 

Considero un completo error el cometido por aquel 
tribunal al entender en este asunto. Las funciones 
que desempeña la Asamblea Legislativa, en virtud de 
lo establecido en el artículo 109 de la Constitución, 
son meros mandatos políticos, que no pueden jamás 
formar la materia de un juicio contencioso, que dé 
lugar á la intervención de los tribunales judiciales. 

La Asamblea Legislativa — es decir, la reunión del 
Senado y de la Cámara de Diputados en un solo 
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cuerpo — no ejerce funciones como legislador, ni hay 
caso alguno de los que autorizan esa reunión que 
pueda dar lugar á una sentencia que anule lo que la 
Asamblea resuelva. 

Al llenar las funciones que le encomienda el ar- 
tículo 109 de la Constitución, la Asamblea procede 
como un cuerpo^ político, en el que sólo puede primar 
el criterio de la mayoría 

En estos casos, es la misma asamblea la que tiene 
el derecho de interpretar el alcance de sus atribu- 
ciones, y «sus decisiones no pueden ser controver- 
^ tidas por el departamento judicial ni pueden con- 
« testarse las facultades de aquéllos para decidir tanto 
« sobre el fondo como de las formas de sus delibe- 
« raciones; así cuando se dicta la ley, como cuando 
«se resuelve todo asunto comprendido en sus atri- 
«buciones constitucionales»; porque: «es una regla 
«elemental de nuestro derecho público que cada uno 
«de los tres altos poderes que forman el gobierno 
« de la nación, aplica ó interpreta la constitución por 
« si mismo, cuando ejercita las facultades que ella les 
«confiere respectivamente». (Fallos de la Suprema 
Corte Federal, serie cuarta, tomo III, página 427.) 

La Asamblea Legislativa de Buenos Aires, al adop- 
tar la resolución impugnada el 14 de Septiembre de 
1904, se limitó á ejercer un mandato constitucional, 
dándole los alcances que su mayoría entendió que 
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estaba dentro de sus facultades; pero aquella sanción 
no podía herir intereses individuales, de manera que 
fuese posible producir un caso judicial en amparo de 
derechos vulnerados. 

La demanda se llevaba contra los efectos genera- 
les que debía producir la resolución impugnada, y 
no contra los daños ó perjuicios personales que ella 
pudiese infligir á los demandantes. 

Y es tanto así, que la misma Corte Suprema, en 
el fallo de que vengo ocupándome, saliéndose del 
camino trillado y jurídico, que manda concretar las 
sentencias á sólo las partes que intervienen en el jui- 
cio, se vio obligada á terminar su sentencia con la 
siguiente declaración, que no se encuentra en ningún 
otro fallo de tribunal alguno, y que es de esperarse 
no vuelva á reproducirse jamás entre nosotros: 

< Y en cuanto al alcance de la inconstitucionalidad 
^pedida por los demandantes — dice la Corte — basta 

< tener presente para fijarla que, tanto la convoca- 

< toria de la asamblea, como el decreto gubernativo, 

< que es su consecuencia, no son susceptibles de apli- 
<> cación parcial, por ser por su propia naturaleza 
^ indivisibles, en cuanto afectan á todo el cuerpo elec- 
« toral de la provincia en conjunto, y no individual- 

< mente; y, por lo tanto, su insubsistencia por incons- 
« titucionalidad es virtualmente extensiva á todos los 

< que forman ese cuerpo y no únicamente á los de- 
« mandantes, > 



LA SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA IO7 



Los principios universales del derecho, la consti- 
tución de la provincia, las leyes de forma y la juris- 
prudencia invariable de todos los tribunales, declaran 
y establecen que « los tribunales no tienen jurisdicción 
para decidir cuestiones abstractas de derecho, ni para 
juzgar sobre la inconstitucionalidad de una ley, sino 
cuando se trata de su aplicación á un caso conten- 
cioso»; porque «uno de los caracteres esenciales del 
poder judicial consiste en pronunciarse en casos par- 
ticulares y no sobre principios generales, ni por vía 
de medida general y>. (Fallos de la Suprema Corte Fe- 
deral, tomo XII, página 372; tomo XXIV, página 240; 
tomo XXX, página 281.) 

Y, no obstante la claridad y la universalidad de 
estos principios, la sentencia de la Suprema Corte 
que declaró inconstitucionales la sanción legislativa 
y el decreto del Ejecutivo de Septiembre de 1904, 
declaró expresamente que la insubsistencia de aquellas 
medidas por inconstitucionalidad, era extensiva á to- 
dos los que forman el cuerpo electoral, y no única- 
mente á los demandantes, produciéndose así el caso 
insólito de una sentencia que afecta á la universali- 
dad de un pueblo que no ha sido consultado, en 
virtud de la demanda de dos ciudadanos que no te- 
nían más que la representación de sus propios de- 
fechos. 

Es verdaderamente lamentable que, al dictar el fallo 
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de que me ocupo, la mayoría de la Corte que lo 
suscribe no haya pensado como la Corte Federal en 
uno de sus más notables fallos; no haya pensado 
que estas demandas «no traen á discusión una con- 
tienda entre partes por derechos individuales de par- 
ticulares ó del Estado mismo, vulnerados por la eje- 
cución de una ley, y que se encuentren protegidos 
por la constitución directamente; no producen un 
verdadero caso judicial, en la acepción propia de 
este concepto jurídico;-., reclaman una decisión de 
carácter general, que comprenda todo el régimen 
del gobierno; una sentencia de naturaleza política 
y de efectos puramente políticos, controlando y re- 
vocando disposiciones y actos del Poder Legislativo 
y del Poder Ejecutivo, en asunto de la exclusiva 
« competencia de dichos poderes, b que se encuentra 
«fuera de las atribuciones de esta Corte, como ha sido 
« también declarado por los tribunales de los Estados 
«Unidos». (Fallos de la Suprema Corte de Justicia 
Federal, sene cuarta, tomo III, página 438.) 

Una sentencia en tales condiciones, ¿puede ser 
obligatoria para los poderes públicos de la provincia, 
por el solo hecho de haber sido dictada por el más 
alto tribunal del Estado? 



« 
« 
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INEFICACIA DEL FALLO DE LA SUPREMA CORTE 

Pienso que habría peligro para las instituciones, si 
se reconociese en el Poder judicial la facultad de de- 
clarar « sin valor y sin efecto legal » los actos políticos 
que produzcan la Legislatura y el Poder Ejecutivo. 

No habría gobierno posible, si existiese un poder 
constitucional con la facultad de que se ha abrogado 
la mayoría de la Corte Suprema de la Provincia de 
Buenos Aires, en el caso recordado. 

El célebre juez Marshall, ocupándose de la situa- 
ción en que se encuentra el Poder Ejecutivo de los 
Estados Unidos, cuando ejerce sus facultades políti- 
cas, ha dicho lo siguiente: 

« Por la Constitución de los Estados Unidos, el 
« presidente está investido de ciertos poderes políticos 
«^importantes; cuando los ejerce, es guiado por su 
«propio juicio; y, como hombre político, no es res- 
« ponsable sino ante el pueblo y ante su conciencia.» 

« En esos casos, los actos que ejecuta son sus ac- 
«tos, y cualquiera que sea el juicio que se forme 
« sobre la manera cómo obra el ejecutivo, no existe 
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ni puede existir el poder de atacarlos. Esas materias 
son políticas. Atañen á la nación; son extrañas al 
derecho individual; y, como están confiadas al pre- 
sidente, la decisión que él toma es definitiva... los 
V actos de tal funcionario, en ese carácter, no pueden 
'< ser sometidos al examen de las cortes.» 

Y en otro caso, en el que quiso repetirse en tér- 
minos más expresos esa doctrina establecida ya en 
cien fallos,, por la corte americana ( i ), aquel tribunal 
dijo lo siguiente: 

« Difícilmente podrá negarse que estas materias, 
tanto como están expuestas en el cuerpo de la 
demanda y en la contestación de los demandados, 
reclaman el fallo de la Corte sobre cuestiones po- 
líticas, y sobre derechos, no de las personas ó de 
la propiedad, sino de un carácter político. Porque 
los derechos, para cuya protección nuestra autoridad 
es invocada, son los derechos de soberanía, de ju- 
risdicción política del gobierno, de la inexistencia or- 
gánica (corporated) como Estado, con todos los 
poderes y privilegios constitucionales. Ningún caso 
de derecho privado ó de propiedad privada violados, 
ó en peligro actual, ó amenazada de violación, se 



« 

« 
« 
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(i) Véase Decisions of the Supreme Court of the United States: Wheaton, III, 
pág. 246 y 610; id. IV, pág. 62 y 467 ; id. VI, pág. i gS ; Peters, II, pág. 268; 
id. XI, pág. 5 I I ; id. XIII, pág. 4 i 5, id. XIV, pág. i 70 ; Crauch, I, pág. 137; 
id. IV, pág. 241; id. IX, pág. 388; Howard, V, pág. 843; id. XIV, pág. 38; 
id. XVI, pág. 635; y Wallace, III, pág. 400; id. VI, pág. 5o. 
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ha presentado por la demanda, en una forma ju- 
dicial, al juicio de esta Corte. » (Wallace : tomo VI, 
página 770.) 

Sería insistir sobre cosas completamente conocidas, 
si continuase demostrando que las cuestiones de na- 
turaleza política no pueden ser motivo de juicios 
contenciosos, porque « la acción legislativa y ejecutiva 
sufrirían entorpecimientos graves, si los tribunales de 
justicia invadiesen las otras ramas del poder, prejuz- 
gando sobre cuestiones que sólo éstas deben decidir, 
y reviendo decisiones ya adoptadas. (Georgia versas 
Stanton; Wallace: tomo VI, página 50.) 

No obstante todo lo que acabo de exponer, creo 
que el Poder Ejecutivo de la Provincia no debe 
preocuparse de adoptar medida alguna para desauto- 
rizar ó desconocer la sentencia de la Corte de que 
vengo ocupándome. 

Otro será mi dictamen con respecto á la manera 
de solucionar el conflicto existente, á fin de hacer 
posible la reunión inmediata de la convención cons- 
tituyente. 

Encargado del estudio de todos los puntos conexos 
con este asunto, no podía guardar silencio en pre- 
sencia de la Suprema Corte, que detuvo los procedi- 
mientos que debieron seguirse, después del 12 de 
Noviembre de 1904, en que fueron escrutadas las 
elecciones practicadas en Octubre del mismo año. 
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He emitido leal y francamente mi juicio, no sobre 
el fondo dé ese fallo, sino sobre la jurisdicción del 
tribunal para dictarlo; y lo he hecho, por la gravedad 
que entraña el precedente, si él fuese aceptado como 
correcto. 

La Corte Suprema, interviniendo en la acción po- 
lítica de la Legislatura y del Poder Ejecutivo, es un 
peligro constante para las instituciones. El prestigio 
de la corte norteamericana está basado precisamente 
en su completo alejamiento de todas las cuestiones 
políticas, y en la reiterada insistencia con que ha de- 
clarado su falta de jurisdicción para conocer en de- 
mandas que las afecten. 

En la República Argentina — antes del fallo de que 
me ocupo — tampoco se habían dictado sentencias 
que tuviesen objetos partidistas. 

La dificultad creada por ella, en cuanto se refiere 
á la reforma de la constitución, nació también de 
causas más políticas que jurídicas. 

En 1904, los poderes públicos, cuyos actos eran 
afectados por aquel fallo, tenían necesidad de con- 
temporizar con las oposiciones en lucha, impidiendo 
que un acto tan trascendental, como lo es la revisión 
de la constitución, se hiciese bajo la presión de pa- 
siones y de intereses partidistas. 

Era preferible dejar las cosas en la situación en 
que las colocaba el fallo, sin entrar á agravar los 
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conflictos con represalias y choques entre los poderes 
públicos. 

El tiempo ha alterado el orden de los factores .po- 
líticos de la actualidad, y hoy nadie tiene interés de 
partido en defender la sentencia. 

En esa misma época — en 1 904 — la unanimidad 
de la asamblea admitía como legal y constitucional 
la anulación de las elecciones de 1 902. La divergencia 
• sólo se produjo en cuanto á la anulación del plebis- 
cito. Ahí están los diarios de sesiones para probarlo. 

La sentencia, pues, sólo respondió á propósitos y 
esfuerzos ajenos á los mismos partidos representados 
en las Cámaras Legislativas. 

Si las oposiciones aceptaron el fallo, fué sólo porque 
ellas no querían que la convención se reuniese; y 
quien busca un resultado determinado, fácilmente 
acepta un medio, de aparente legalidad, que lo con- 
duzca á él. 

Hoy sucede lo contrario. Hoy es general, es uni- 
versal el clamor por la reforma; pero todos los ór- 
ganos de la prensa metropolitana y la de la provincia, 
están conformes en pedir que la reforma se lleve á 
cabo sobre la base de una nueva elección de con- 
vencionales, que trajese á la convención la represen- 
tación de las opiniones actuales de la provincia. 

Esa es también mi opinión; y, para hacer viable 
constitucionalmente ese procedimiento, debo empezar 
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por negarle todo valor á la sentencia de la Corte 
de que me he ocupado. 

No debe sorprender á nadie que yo me coloque 
en el caso posible de un desconocimiento de una 
decisión judicial, producido por una autoridad cuyas 
prerrogativas se consideraran invadidas por el fallo. 
« En el célebre caso del Banco Nacional de los 
Estados Unidos, reclamando una nueva concesión 
(charter)y el presidente Jackson se sintió con liber- 
tad bastante para proceder según sus propias opi- 
niones, sobre sus facultades constitucionales, en opo- 
síción á lo que previamente había declarado la Corte 
Suprema; y el presidente Lincoln procedió de idén- 
tica manera con respecto á las conclusiones de la 
Suprema Corte en su decisión en el caso de Dread 
Scott, en lo que esa decisión se refería á la acción 
de los poderes ejecutivo y legislativo.» (Cooley: A 
Treatise on Constitutbnal Límítations, pág. 66, quinta 
edición, nota; v. Story: On the Constiíution, cuarta 
edición, § 375, nota). 

Sin embargo, no todos admiten estas doctrinas. 
En algunos artículos de la prensa periódica, tra- 
tando de la solución que debiera darse al conflicto, 
se ha afirmado que lo único que debía y podía ha- 
cerse, era cumplir el fallo de la Corte Suprema, pues 
que esos fallos deben siempre acatarse, sin discutirlos. 
En otro lugar — al estudiar el origen de la situa- 
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ción actual del conflicto — he manifestado mi opinión 
contraria á las facultades ejercidas por la Corte al 
dictar la sentencia de 19 de Noviembre de 1904. Me 
corresponde demostrar aquí — al aconsejar que no se 
acepte como solución de ese conflicto, lo que aquella 
sentencia resolvió — demostrar que, dentro de los prin- 
cipios del derecho constitucional que nos rige, los po- 
deres públicos no están obligados á acatar los fallos 
que los tribunales dictan excediendo su mandato. 

El célebre Jefferson, llamado en los Estados Uni- 
dos «el gran apóstol de la libertad», siendo presi- 
dente de la Unión Americana, prescindió de las sen- 
tencias de los tribunales con respecto á algunos 
individuos presos; y, no obstante aquellos fallos, les 
mandó poner en libertad. 

Criticado por su proceder, Jefferson, constestando 
el argumento de que bs jueces son los que deben de- 
cidir sobre la constitucionalidad de las leyes, dice en 
una de sus famosas cartas: 

« Usted pensará, tal vez, que corresponde á los jue- 
ces decidir sobre la validez de la ley de sedición. 
Pero nada en la Constitución les ha dado derecho 
para decidir cómo debe obrar el Ejecutivo, más que 
al Ejecutivo para decidir cómo deben proceder ellos. 
Ambos magistrados son igualmente independientes en 
la esfera de acción que les está designada. Los jue- 
ces, creyendo que la ley era constitucional, tuvieron 
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derecho para dar una sentencia de multa y prisión, 
porque la Constitución puso el poder en sus manos. 
Pero el Ejecutivo, creyendo que la ley era inconstiíU' 
cional, estaba obligado á suspender su ejecución, por- 
que la Constitución le ha confiado ese poder. 

«Aquel instrumento se propuso que sus ramas 
coordinadas fuesen contrapesos las unas de las otras. 
Pero la opinión que da á los jueces el derecho de 
decidir cuáles leyes son constitucionales y cuáles no, 
no sólo para ellos mismos, en su esfera de acción, 
sino para la Legislatura y para el Ejecutivo en las su- 
yas, hcLce del departamento judicial un poder despó- 
tico.^ {Jeffersorís Works, tomo IV, página 556.) 

Este acto personal de Jefferson, actuando como 
Presidente, bastaría para justificar mis afirmaciones; 
pero puedo también apoyarlas, no sólo en actos de 
otros presidentes norteamericanos: Jackson y Lincoln, 
á quienes he citado — sino en fallos de la misma 
Corte Suprema de los Estados Unidos, fallos que 
declaran sin valor alguno sus propias decisiones, 
cuando los tribunales se pronuncian sobre materias 
que no están sometidas á su jurisdicción. 

« No son anulables esas decisiones » , dice la Corte 
americana. « Son simplemente nulas. » 

He aquí el texto de uno de esos interesantes fallos: 

« Esta proposición (en cuanto al alcance de la 
resolución definitiva de un juicio) es exacta con reía- 
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ción á todos los tribunales que actúan judicialmente,. 
Mientras obran en la esfera de su jurisdicción, donde 
no se ha creado un tribunal de apelación, el juicia 
es concluyente cuando sólo colateralmente se trae á 
cuestión y mientras no está revocado. Pero sucede 
justamente lo contrario con relación al juicio ó sen- 
tencia de una corte que obre más allá del círculo 
de su autoridad. 

« El principio en que se basa este asunto, está 
concisa y perfectamente establecido por esta Corte, en 
el caso de Elliot et al. v. Peirsol et al. (1 Pet 340), 
en estos términos: «Cuando una Corte tiene jurisdic- 
ción, tiene derecho de decidir todas las cuestiones 
que ocurren en la causa; y sea ó no exacta su de- 
cisión, su fallo, en tanto no se revoque, se reputa 
obligatorio en todas las demás Cortes. Pero si obra 
sin autoridad, sus juicios y órdenes son mirados 
como nulos. No son anulables sino simplemente nu- 
los.» (Wilcox V. Jackson, 13 Pet. 510, 511.) 
Estas mismas opiniones fueron invocadas por el 
eminente constitucionalista George W. Paschal, autor 
de The Constitution of the United States annotated, 
en su célebre carta al presidente Grant, pidiéndole 
que no diese cumplimiento á la sentencia de las cor- 
tes marciales, por ser inconstitucional la ley que so- 
metía á los ciudadanos civiles á tribunales militares (i). 



« 
« 
« 

« 

« 



(I) Obra citada, p. XLV. 
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La misma constitución, que se trata de reformar, 
prevé el caso de estos desconocimientos de fallos de 
la Suprema Corte de Justicia. 

El artículo 159 dice textualmente que: «En las 
causas contencbso-administrativas (es decir, en aqué- 
llas en que forzosamente es parte una autoridad), la 
Corte Suprema tendrá facultad de mandar cumplir 
directamente sus sentencias por las oficinas ó em- 
pleados respectivos, si la autoridad administrativa no 
lo hiciese dentro de los sesenta días de notificada la 
sentencia. » 

Esto demuestra que los constituyentes previeron el 
caso en que el Poder Ejecutivo no diese cumplimiento 
á un fallo de la Suprema Corte, considerando inva- 
didas sus atribuciones, y quisieron garantizar a los 
particulares en sus intereses, autorizando á la Corte 
á cumplir directamente sus sentencias sólo en las cau- 
sas contenciosO'Odministrativas. 

En el caso ocurrente, se trata de un asunto esen- 
cialmente político, en el que se encuentran compro- 
metidas facultades del Poder Ejecutivo y de la Asam- 
blea Legislativa; y, por tanto, con mayores fundamen- 
tos que en los casos simplemente contenciosos, puede 
suponerse abusiva la intervención de la Corte; con 
tanta más razón cuanto que el fallo está dictado por 
simple mayoría de un voto, y con efectos generales, 
sobre principios generales, y no concretos é indivi- 
duales. 
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Por otra parte, el acatamiento incondicional del 
fallo de la Corte, importaría lisa y llanamente el re- 
conocimiento, en la Suprema Corte de Justicia, de 
la facultad de detener la acción del Poder Ejecutivo 
y de la Legislatura, impidiéndoles desempeñar sus 
funciones propias, aun antes de que la acción se hu- 
biese producido. 

Obsérvese que las demandas, en que se ha dictado 
la sentencia en cuestión, fueron presentadas con el 
objeto de que la Corte impidiese que se cumpliese 
la resolución legislativa y el decreto ejecutivo que 
mandaban hacer nuevas elecciones. 

La Corte no sólo aceptó esas demandas, sino que, 
al fallar sobre ellas, les dio un carácter de generali- 
dad inusitada, declarando «sin valor ni efecto legal», 
actos de los otros poderes que, para el tribunal, aun 
no se habían cumplido. 

Ahora bien: este punto ha sido especialmente es- 
tudiado y resuelto en un notable fallo de la Corte 
Suprema norteamericana; fallo cuyos fundamentos 
bastan para que los gobernantes actuales de Buenos 
Aires comprendan que no deben amenguar su pro- 
pia autoridad, y dejarla disminuida á sus sucesores, 
como sucedería si se aceptase la sentencia de que 
me ocupo. 

La semejanza del caso en que se dictó el fallo 
norteamericano que voy á transcribir, con el caso 
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resuelto aquí, es completa. En los Estados Unidos, 
Misisipi ocurrió á la Corte Suprema de la Unión, 
pidiéndole que impidiese que el presidente Andrew 
Johnson, cumpliese una ley dictada por el congreso 
y sobre la cual había expedido un decreto. 

Aquí las demandas pedían á la Corte que impi- 
diese que el Ejecutivo cumpliese la resolución de 14 
de Septiembre de 1 904, anulando al efecto el decreto 
de 17 del mismo mes. 

El fallo de la mayoría de la Corte de Buenos 
Aires, ya se conoce. El de la Suprema Corte de los 
Estados Unidos es el siguiente, limitando la traduc- 
ción sólo á una parte pertinente: 

« Es verdad que en la demanda pendiente ante 
« nosotros no se busca la interposición de la Corte 
para que obligue al Ejecutivo á producir actos bajo 
el imperio de una legislación constitucional, sino 
que, por el contrarío, se busca restringir su acción 
bajo una legislación impugnada como inconstitucio- 
nal. Pero nosotros no estamos habilitados para de- 
« cidir si esta circunstancia saca el caso de los prin- 
cipios generales que prohiben la intervención judi- 
cial en el ejercicio de la discreción del Ejecutivo.» 
Se ha admitido el argumento de que la demanda 
que hoy se nos hace no tiene precedentes; y esto 
tendría mucho peso en contra de la demanda.» 
« Si se supiese que esta Corte alguna vez intervi- 



« 
« 
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« 

« 
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niese con una decisión para impedir la ejecución 
de una ley inconstitucional del Congreso, difícilmente 
se pondría en duda de que en lo sucesivo se in- 
« tentarían acciones semejantes. » 

« Sin embargo, las ocasiones no han faltado. La 
« constitucionalidad de la ley que anexó á Texas fué 
« vehementemente nagada. Ella hacía cambios impor- 
« tantes y permanentes con relación á la importancia 
« relativa de Estados y Secciones, y por muchos fué 
« considerada llena de desastrosos resultados para 
«grandes intereses de algunos Estados en particular. 
« Sin embargo, ninguno parece que hubiera pensado 
« en que fuese posible promover una demanda pi- 
« diendo que se prohibiese la ejecución de la ley por 
« el presidente. » 

« Es difícil concebir, pues, en virtud de qué prin- 
«cipio ha de prosperar la demanda pendiente ante 
«nosotros, desde que otras demandas similares han 
«sido rechazadas.» 

« El hecho de que jamás se haya promovido una 

«petición semejante en caso alguno, indica el juicio 

I «general de los profesionales de que semejantes de- 

«mandas no deben instaurarse...^ 
« El Congreso es el departamento legislativo del 
gobierno; el Presidente es el departamento ejecu- 
tivo; ninguno de ellos puede ser restringido por el 
«departamento judicial, aunque los actos de ambos, 



« 
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« « 
« 



una vez ejecutados », están, en los casos pertinen- 
tes, sujetos á su conocimiento.» (WAllace: tomo 
IV, página 500.) 

« La impropiedad de semejante intervención se verá 
« claramente si se tienen en consideración sus conse- 
«cuencias posibles.» 

« Supóngase que fuese concedida la orden que se 
« solicita. Si el Presidente rehusa obedecer á la Corte, 
< es inútil observar que ésta no tiene los medios de 
« hacer ejecutar su decisión. Pero si, por el contrario, 
« el Presidente se sometiese, y si declarase no querer 
« ejecutar el acto del Congreso, ¿ no es evidente que 
podría estallar una colisión entre el ejecutivo y el 
cuerpo legislativo? ¿Acaso la Cámara de Represen- 
tantes no podría promover acusación contra el Pre- 
sidente por esa negativa? ¿Estaría habilitada enton- 
« ees la Corte para intervenir en favor del Presidente, 
puesto así en peligro por haber ejecutado la orden 
que ella le había dado? ¿Podría ella impedir que 
el Senado se constituyese en Corte de Justicia á 
« los efectos del impeachment? » 

« ¿ Se ofrecería al público del mundo el extraño 
^ espectáculo de un intento de esta Corte para dete- 
« ner los procedimientos en la Corte del juicio polí- 
« tico ? » 

«Estas preguntas se contestan por sí mismas. > 
« Es verdad que un Estado puede promover una 



« 



« 



« 



« 
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« demanda original ante esta Corte. Y puede ser cierto 
« que, en algunos casos, esa demanda puede enta- 
« blarse en contra de los Estados Unidos. Pero es- 
liamos COMPLETAMENTE CONVENCIDOS DE QUE 

«ESTA Corte no tiene jurisdicción para com- 
«PELER AL Presidente en el ejercicio de sus 

«DEBERES OFICIALES; y que semejantes demandas 
« no debieran ser recibidas por nosotros.» 

^ Se ha hecho indicación de que la demanda con- 
« tiene un pedimento para que, si la acción se juz- 
« gase que no puede llevarse contra Andrés Johnson, 
«como presidente, podría deducirse contra Andrés 
«Johnson como ciudadano de Tennessee. Pero es 
«claro que deducida contra la ejecución de una ley 
« del Congreso por Andrés Johnson, se deduce contra 
« su ejecución por el presidente. La demanda inten- 
«tada contra la ejecución de un acto del Congreso 
« por el desempeñante del puesto presidencial no 
« puede ser recibida, ya sea que ella lo presente como 
<< presidente ó como ciudadano de un Estado.» (Wal- 
LACE: tomo IV, páginas 500 y 501.) 

Vale la pena de recordar que, cuando la Corte 
Suprema de los Estados Unidos dictó este fallo, re- 
conociendo las facultades del Presidente de la Repú- 
blica, y limitando la jurisdicción de los tribunales, las 
oposiciones coaligadas habían llegado hasta el juicio 
político del primer magistrado de la República. 
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<r ¿rthargo, el poder judicial comprendió que la 

- ► -í ie la Unión estaba en el respeto recíproco 

• o? -videres públicos, y en ese fallo monumental, 

,T-x-í Chiefjustice Chase legó una enseñanza que 

.^oe-x^ desear que sea fructífera. 

>.^jependíentemente de todo lo que se ha dicho, 
T>¿i\ia tiene la sentencia de la Corte de Buenos 
\::ís otros inconvenientes que se verán más adelante. 



\ 
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VIH 

LAS SOLUCIONES DEL PROBLEMA 

En todo lo expuesto, se ha hecho la historia de 
los procedimientos seguidos hasta ahora para procurar 
llegar á la reforma de la constitución. 

Compendiando la situación, resulta que el Poder 
Ejecutivo se encuentra con: 

I"" Una comunicación de la Asamblea Legislativa, 
que le comunica el escrutinio de las elecciones de 
escrutadores de 30 de Octubre de 1904, y cuyos 
diplomas debe enviar á los electos. 

2° Una comunicación de la Suprema Corte de 
Justicia, en la que le transcribe una sentencia que 
declara «sin valor ni efecto legal» el decreto en 
virtud del cual se han hecho las elecciones aprobadas 
por la Asamblea. 

En este conflicto de dos comunicaciones contrarias, 
emanadas de los dos otros poderes que forman el 
gobierno de la provincia, el Poder Ejecutivo está 
empeñado en encontrar una solución que, sin vio- 
lencias ni irregularidades, satisfaga los clamores de 
la opinión pública. 



1 
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Tres fórmulas se presentan para resolver el pro- 
blema : 

1* Prescindir de la sentencia de la Suprema Corte, 
y continuar los procedimientos iniciados, reuniendo 
la convención con los convencionales electos el 30 
de Octubre de 1904, y cuyas elecciones fueron es- 
crutadas por la Asamblea Legislativa el 12 de No- 
viembre del mismo año. 

2* Acatar el fallo de la Suprema Corte, é invitar 
á la Asamblea General á practicar el escrutinio de 
las elecciones declaradas caducas, y que se verificaron 
el 27 de Julio de 1902. 

3* Prescindir del fallo de la Corte Suprema y de 
las resoluciones de la Asamblea Legislativa; y, dando 
por existente y válido el plebiscito que autorizó la 
reforma, presentar á la Legislatura un provecto de 
LEV que, declarando sin efecto las anteriores elecciones 
de convencionales, convoque al pueblo á otras nuevas, 
para que la reunión de la Asamblea se verifique en 
el corriente año. 

Cada una de estas soluciones tiene sus ventajas y 
sus inconvenientes; y, aun cuando no tengo dificul- 
tad en anticipar que tengo preferencia por la última, 
creo de mi deber estudiar cada una separadamente. 
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SI 

Primera solución 

Prescindir de la sentencia de la Suprema Corte, y con- 
tinuar los procedimientos iniciados, reuniendo la conven- 
ción con los convencionales electos el 3 o de Octubre de 
1904, y cuyas elecciones fueron escrutadas por la Asam- 
blea Legislativa, en la sesión del i 2 de Noviembre del 
mismo año. 

Esta solución ofrecería tres graves inconvenientes, 
no obstante su aparente constitucionalidad. 

En primer lugar, ella vendría á dejar consagrada 
la facultad de la Asamblea General, para declarar ca- 
duca una elección practicada, sin juzgar de su lega- 
lidad, y fundada sólo en que han transcurrido dos 
años entre el día de la elección y el de la reunión 
de la Asamblea. 

En segundo lugar, esta solución importaría pro- 
nunciarse con respecto á la sentencia de la Corte, 
haciendo completa abstracción de ella; cosa que no 
es necesario y, menos, indispensable. 

En tercer lugar, presentaría la incongruencia de 
haberse anulado, sin escrutarlas, las elecciones de 
1902, porque en 1904 los electos no representaban 
la opinión inmediata del pueblo; y de aceptarse, en 
1907, como convencionales de actualidad, los que 
fueron elegidos en Octubre de 1904, es decir, más 
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de dos años antes, y quienes, por tanto, deben ha- 
llarse, para la Asamblea, en las mismas condiciones 
de los que ella declaró caducos. 

Cada uno de estos inconvenientes tiene grande y 
trascendental importancia para las instituciones per- 
manentes del país. 

Aceptar, como legal y constitucional la sanción de 
la Asamblea de 14 de Septiembre de 1Q04, después 
de tres años, en que han podido estudiarse los he- 
chos y medirse sus consecuencias, me parecería un 
error tan grave como el de aceptar las conclusiones 
de la sentencia de la Suprema Corte. 

Es menester no desnaturalizar el carácter del Po- 
der Legislativo, confundiendo sus atribuciones con 
los mandatos taxativos y limitados que la constitu- 
ción ha dado á la asamblea general de senadores y 
diputados. 

La facultad de dictar las leyes, de acusar y de juz- 
gar á los altos funcionarios del Estado, de prestar 
acuerdo para ciertos nombramientos, etc., pertenece 
al Poder Legislativo, en su constitución institucional, 
dividido en dos cámaras, funcionando separada y si- 
multáneamente y observando procedimientos sacra- 
mentales, sin cuya observancia es imposible dar vali- 
dez á los actos de aquel poder. 

La Asamblea General no es un poder del Estado, 
ni tiene en él funciones de gobierno. Todos los en- 
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cargos que le ha dado el artículo lOQ de la consti- 
tución, podría desempeñarlos otro poder público — 
la Corte Suprema, por ejemplo — ú otra autoridad 
creada en su reemplazo. 

Para la apertura del período legislativo (que es el 
caso del inciso 1° de ese artículo), no es indispensa- 
ble la reunión de la asamblea, pues aquella podría 
producirse, como en muchos Estados de la Unión 
Americana, sin esa solemnidad, inaugurando, cada cá- 
mara, separadamente, sus sesiones en un día fijado 
en la constitución. 

Para recibir el juramento de ley al gobernador y al 
vice, tan no es indispensable la reunión de la Asam- 
blea, que la ley federal de acefalía ha previsto el caso 
en que, por receso del Congreso, el funcionario que 
deba ejercer la presidencia de la República, preste 
juramento ante la Suprema Corte Nacional, como ha 
sucedido recientemente. Esto demuestra que tampoco 
son funciones del poder legislativo, las que enco- 
mienda á la Asamblea General el inciso 2' del ar- 
tículo 109 de la Constitución. 

En cuanto al inciso 3°, que ordena la reunión de 
la asamblea general «para tomar en consideración 
las renuncias del gobernador y vice», basta recordar 
que, en otras provincias, el colegio electoral de aque- 
llos funcionarios dura en su mandato todo el período 
que éstos deben gobernar, y es ese colegio, y no 
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los miembros de la Legislatura reunidos, el que acep- 
ta ó rechaza las renuncias del gobernador y vice, 
nombrándoles sus reemplazantes. 

Las funciones electorales que le encomienda el in- 
ciso 4"^, — verificar la elección de senadores al Con- 
greso, — es una misión confiada por la constitución 
nacional; misión que nada tiene de legislativa, que 
es muy combatida institucionalmente, y que, en la 
capital de la República, la desempeña un colegio ele- 
gido al efecto. Lo mismo sucede con el inciso 7°, 
que se refiere á las renuncias de los senadores y di- 
putados electos al Congreso Nacional, cuando aqué- 
llos no se han incorporado todavía á su cámara res- 
pectiva. 

Estas funciones de la Asamblea provincial desapa- 
recerán el día en que la constitución nacional se las 
retire. 

Quedan los incisos 5° y (f, que son los que auto- 
rizan la reunión de la asamblea general para practicar 
escrutinios. Esta función no sólo no es legislativa, sino 
que ni siquiera es definitiva en sus efectos, puesto 
que los electores de gobernador y los convencionales, 
diplomados por la asamblea, están todavía sujetos al 
juicio definitivo de las asambleas de que deben for- 
mar parte. 

En el mismo mecanismo institucional de la pro- 
vincia, hay una autoridad colectiva, conocida con el 
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nombre de Junta del artículo 40 (por la disposición 
legal que le da origen), que tiene también misión de 
practicar escrutinios. 

Examinados así en detalle, uno por uno, los inci- 
sos del artículo lOQ, que son los únicos que autori- 
zan la reunión de las dos cámaras en asamblea, se 
ve que ninguna de las funciones que á ésta se en- 
comiendan, son funciones legislativas, ni que afecten 
al Poder Legislativo. 

Suprimidas de la Constitución, no sufrirá menos- 
cabo alguno la soberanía delegada en esa rama del 
gobierno que se llama Legislatura. 

Son esas funciones especiales, misiones importantes 
que los constituyentes han querido confiar á los di- 
putados y senadores, dejándoles una absoluta libertad 
de criterio y de acción para desempeñarlas; pero que, 
en realidad, no pueden confundirse con las funciones 
del Poder Legislativo, ni tampoco incluirlas entre ellas. 

Cuando la Asamblea General se reunió el 14 de 
Septiembre de 1904, y declaró caduca la elección 
que se había practicado en 27 de Julio de 1902, — en 
mi concepto, excedió los términos de su mandato 
constitucional, y habría peligro en ratificar hoy lo que 
entonces resolvió aquel cuerpo. 

Es fuera de duda que, por más abusivo que hubiera 
sido el proceder de la Asamblea, la Corte Suprema 
no habría tenido jurisdicción para intervenir, por las 
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razones ya dadas; pero esto no puede bastar para 
que se apruebe lo que entonces se hizo. 

El inciso ó*" del artículo 109 autoriza á «ambas 
cámaras reunidas » para practicar escrutinios diversos. 

Es un principio indiscutible de derecho constitu- 
cional que, concedida una facultad expresamente, se 
considera implícitamente acordada la facultad de em- 
plear los medios conducentes á su ejercicio. 

« Practicar un escrutinio » no es, como se ha sos- 
tenido por algunos en aquella época, hacer una 
operación aritmética para averiguar cuáles son los 
candidatos que tienen más votos. 

Escriche, en su Diccionario razonado de Derecho 
y Jurisprudencia, definiendo la palabra escrutinb, dice 
que es « el examen y averiguación exacta y diligente 
que se hace de alguna cosa para saber lo que es, y 
formar juicio de ella^. 

Esta definición está de perfecto acuerdo con los 
términos del inciso (f del artículo 109 de la Cons- 
titución que establece que la asamblea general debe 
reunirse « para practicar el escrutinio del plebiscito 
sobre reforma de la constitución, y, según su resul- 
tado, convocar la convención constituyente, haciendo 
también el escrutinio de la elección de convencio- 
nales ». 

Desde el momento en que la actitud de la Asam- 
blea para convocar la convención constituyente, de- 
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pende del resultado del escrutinio del plebiscito que 
practique, no puede ponerse en duda de que aquel 
cuerpo, no sólo tiene el derecho sino que tiene el 
deber de formar juicio de las elecciones que escruta. 

Practicando el escrutinio de las elecciones de 27 
de Julio de 1Q02, la asamblea general pudo proceder 
á su examen y estudiar la manera cómo se habían 
verificado esas elecciones; y, si encontraba en ellas 
vicios y nulidades, pudo anularlas, provocando la 
inmediata convocación á nuevas elecciones. 

Esto habría sido correcto, y habría encuadrado 
dentro de las atribuciones de la Asamblea, porque la 
anulación de las elecciones habría aparecido como el 
resultado del juicio que aquélla hubiera formado al 
practicar el escrutinio. 

Pero declarar «que, en vista del tiempo transcu- 
rrido desde el vencimiento del plazo fijado para la 
convocatoria de la convención, como también de que 
ha vencido con exceso el término que el artículo 
constitucional 217 fija para que la convención pueda 
legalmente reunirse, corresponde declarar: que la con- 
vocatoria del 16 de Mayo de 1902 ha caducado; y 
que, por lo tanto, la elección del 27 de Julio de aquel 
año debe desecharse por ser ineficaz y de ningún 
valor»; — es decir, declarar la caducidad de actos per- 
fectamente legales, y cumplidos con arreglo á la cons- 
titución, sin más fundamento que el de haber trans- 
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currido dos años sin que la misma Asamblea hubiese 
cumplido el deber de practicar el escrutinio: — tal 
proceder, es una evidente extralimitación de las fa- 
cultades constitucionales de aquel cuerpo. 

La constitución ha dado á la Asamblea atribuciones 
para juzgar de la validez de las elecciones con- 
vencionales, mediante el juicio de los procedimientos 
seguidos al efectuarlas; pero la constitución no ha 
hecho á la asamblea juez de la oportunidad en que 
debe reunirse la convención, ni menos del personal 
de convencionales elegidos, para autorizarla á declarar 
caduca una convocatoria ordenada por un plebiscito 
popular y unas elecciones practicadas sin aparentes 
vicios de nulidad. 

■ 

Reconocer semejantes facultades á la^ Asamblea Le- 
gislativa, importaría dejar en sus manos el derecho 
de entorpecer las convenciones constituyentes, con sólo 

omitir el cumplimiento del deber de hacer el escru- 

* 

tinio de las elecciones de convencionales, como su- 
cedió en el caso de que nos ocupamos. 

Por otra parte, el mismo fundamento invocado por 
la Asamblea, en su resolución de 14 de Septiembre 
de 1904, es inconsistente y habría peligro en dejarlo 
pasar como una interpretación correcta del artículo 
217 de la Constitución. 

Es éste, precisamente, otro de los inconvenientes 
que yo encuentro á la adopción de esta solución en 
el problema que se trata de resolver. 
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Cuando el artículo 217 ha dicho que la conven- 
ción « se reunirá tres meses después de hecha la con- 
vocatoria », no ha señalado un término fatal, vencido 
el cual los convencionales no tuviesen ya mandato 
ni pudiesen reunirse. 

Para demostrarlo, bastaría recordar el precedente 
de las convenciones de 1870 y 1882, que siguieron 
funcionando, la primera durante tres años y la se- 
gunda durante siete, sin que la Legislatura se consi- 
derase con atribuciones para mandarlas cesar en sus 
funciones, no obstante las incidencias que se produ- 
jeron á causa de la demora. 

Esas fechas constitucionales no son nunca fatales, 
ni traen aparejada la pérdida de derechos ó de re- 
presentaciones, cuando los hechos no se han produ- 
cido en los términos señalados. 

La Constitución fija también fecha para la aper- 
tura de las cámaras legislativas — el P de Mayo de 
cada año — y, sin embargo, casi nunca se inauguran 
los períodos legislativos en esa fecha. 

En el mismo año de 1Q04, en que se produjo la 
resolución que vengo estudiando, el período legisla- 
tivo se inauguró el 7 y no el 1° de Mayo. 

Esto no obstante, jamás á nadie se le ha ocurrido 
sostener que, por el hecho de haber pasado la fecha 
precisada en la constitución para la reunión de las 
cámaras, éstas no podían hacerlo posteriormente. 
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Si ahora se adoptase, para resolver el conflicto 
actual, el cumplimiento de la resolución de 12 de 
Noviembre de 1Q04, convocándose para formar la 
convención constituyente á los electos el 30 de Oc- 
tubre del mismo año, se produciría la aprobación de 
la resolución que declaró caducas las elecciones de 
1902, incurriéndose en la incongruencia de haber anu- 
lado, en 1904, unas elecciones de convencionales por 
haber transcurrido dos años desde el día en que ellos 
fueron electos, y de aprobar, en 1907, otras eleccio- 
nes verificadas casi tres años antes. 

Si ahora se reuniese la convención constituyente, 
con el personal de convencionales elegido en 30 de 
Octubre de 1904, en virtud del decreto de 17 de 
Septiembre del mismo año, por ese solo hecho se 
resolvería sobre la validez y eficacia de la sentencia 
de la Suprema Corte, punto sobre el que no es in- 
dispensable que se pronuncien los poderes públicos, 
desde que puede llegarse á la reunión de la con- 
vención reformadora, sin llegar á esos extremos. 

Además, existiendo divergencias de opiniones, con 
respecto á los procedimientos de la Asamblea y á 
la sentencia de la Suprema Corte, una constitución 
sancionada por los convencionales electos el 30 de 
Octubre de 1904, podría dar lugar á complicaciones, 
como las que se produjeron en el Estado de Rhode 
Island, en los Estados Unidos, cuando el pueblo se 
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dividió, sosteniendo una parte la vieja Charter otor- 
gada por Carlos 11, y, otra parte, la nueva constitu- 
ción sancionada por una Convención Popular. 

La Corte Suprema norteamericana tuvo que re- 
solver ese interesantísimo conflicto, pronunciando el 
notabilísimo fallo que se encuentra en el tomo Vil, 
página 1 de la cokcción de HOWARD, y conocido 
por Luther versus Barden. 

En esa decisión, la Corte Suprema de la Unión 
sentó principios de derecho federal de inmensa im- 
portancia para las autonomías locales, á las que se 
les reconocieron atribuciones y facultades que, hasta 
entonces, le habían sido discutidas por el gobierno 
central. 

Sin embargo, no es necesario, á los efectos de este 
estudio, ocuparse de aquella' decisión, que, probable- 
mente, tendré ocasión de recordar en otra oportu- 
nidad. 

Es indudable que, el más rápido procedimiento 
para llegar á la reforma constitucional que todos an- 
helan, sería la adopción de esta primera solución del 
problema que he estudiado. 

Para ello bastaría, como se ha dicho, repartir los 
diplomas á los convencionales cuyas elecciones fue- 
ron aprobadas por la Asamblea el 12 de Noviembre 
de 1904, y hacer que ellos se reunieran dentro de 
los tres meses siguientes. 
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Sin embargo, tal proceder tendría los muchos in- 
convenientes que he apuntado; y, por tanto, me pa- 
rece que no debe adoptarse. 



S2 

Segunda solución 

Acatar el fallo de la Suprema Corte, é invitar i la 
Asamblea General á practicar el escrutinio de las eleccio- 
nes declaradas caducas^ y que se verifícaron el 27 de Ju- 
lio de I 902. 

Este segundo temperamento, prestigiado por una 
parte de los que sostuvieron, en 1904, la sentencia 
de la Suprema Corte, podría también hacer posible 
la inmediata reunión de la convención; pero tiene 
inconvenientes legales y* morales de muchísima gra- 
vedad. 

La Suprema Corte, al declarar inconstitucionales la 
resolución legislativa de 14 de Septiembre de 1904 
y el decreto ejecutivo de 17 del mismo mes y año, 
ha tenido como principal fundamento su opinión de 
que « como expresión de la voluntad del pueblo, ma- 
« nifestada en comicios, la elección de 27 de Julio 
« de 1 902 es irrevocable. Mientras no sea juzgada, y 
« resuelta su aprobación ó desaprobación, su validez 
«ó nulidad, ella subsiste.>^ 

Este es el punto culminante del fallo de la Corte, 
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porque en él se precisa el alcance que aquel tribu- 
nal da á sus declaraciones de la parte dispositiva, en 
que declara la insubsistencia por falta de valor legal, 
de los actos á que la sentencia se refiere. 

Dados los términos de ese fallo, parece que la 
única solución que la Corte encuentra á la situación 
creada á la reforma constitucional por ella, es que 
la asamblea general vuelva á reunirse y haga el es- 
crutinio de las elecciones de 27 de Julio de 1902, 
convocando á los electos en ella, para que, reunidos 
en convención, aprueben ó desaprueben, declaren vá- 
lidas ó nulas sus propias elecciones. 

La sentencia desconoce á la asamblea el derecho 
de juzgar de la validez de las primeras elecciones de 
convencionales, sosteniendo que «su anulación sólo 
podría decretarse por el juez de la elección », agre- 
gando textualmente lo siguiente: 

Y la asamblea no tiene, con relación á la con- 
vención, tal carácter de juez, sino el de simple junta 
de escrutinio, porque así resulta del inciso ya citado 
del artículo 109 que no le atribuye expresamente 
aquel carácter. 

Es de esencia del sistema republicano de gobierno 
que cada uno de los cuerpos electivos sea juez de 
« las elecciones y títulos de sus miembros. » 

No es exacto que sea de la esencia del sistema 
republicano de gobierno, el entregar el juicio de las 
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elecciones de sus miembros á las asambleas popu- 
lares. Esto es una práctica del gobierno representativo, 
sea ó no republicano, pues la democracia nada tiene 
que hacer con el principio de la soberanía popular 
delegada, desde que, en las instituciones modernas, 
la soberanía reside en el pueblo y no en los monarcas* 
No es, pues, exacta la afirmación doctrinaria de la 
sentencia; pero aún lo es menos en cuanto ella pre- 
tende que la asamblea no desempeña, al hacer el es- 
crutinio, sino un papel mecánico de contador de votos. 
« La convención constituyente por su origen, por 
« la naturaleza de sus funciones — agrega la Corte — 
< por la extensión de sus facultades y como condi- 
ción esencial de su propia existencia, es, pues, ne- 
cesariamente único juez de la elección de los títulos 
y de la capacidad de los electos y en ese carácter 
ha procedido sin suscitar la mínima duda, tanto la 
« convención del 73 como la del 82; precedentes que 
son de fuerza incontrastable, como aplicación del 
principio reconocido sobre el juicio de la elección. 
La caducidad declarada por la asamblea supone 
deliberación y juicio », y ya queda establecido que 
« ni ella tiene facultades deliberativas, porque su 
« constitución es inconciliable con nuestro sistema bi- 
« camarista, ni es juez de la elección de convencio- 
« nales. » 

Para probar el error en que incurre el fallo en los 
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párrafos precedentes, basta observar que no es po- 
sible que la convención constituyente sea el juez de 
las elecciones de sus propios miembros, sin comenzar 
por formar el cuerpo que se llama convención. 

La Corte niega el derecho á la Asamblea para 
juzgar de las elecciones cuyo escrutinio debe prac- 
ticarse, sosteniendo que ella no tiene facultades deli- 
berativas, de manera que, según esa doctrina, hoy 
estaría obligado aquel cuerpo á hacer una suma de 
los votos de los registros de las elecciones de 27 de 
Julio de 1902, cualesquiera que fueran sus vicios, 
extrínsecos é intrínsecos, cualquiera que fuera su nú- 
mero y su origen, sin deliberación y sin juicio, á fin 
de que los ciudadanos que obtuvieron la mayoría, se 
convirtiesen en convención y en juez único de sus 
propias elecciones viciosas. No han pensado así los 
constitucionalistas norteamericanos y los jurisconsultos 
que han estudiado especialmente la organización de 
las convenciones constitucionales. 

La constitución de 1831, del Estado Delaware, 
contenía la siguiente cláusula: «No se convocará 
«convención alguna sino por la autoridad del pueblo; 
« y será sin excepción la manera de conocer su vo- 
« luntad, haciéndole votar por boletas, el tercer martes 
« de Mayo, de cualquier año, en favor ó en contra 
« de una convención ; y, si la mayoría de TODOS LOS 
« CIUDADANOS del Estado que tienen derecho á votar 
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« para diputados, votan por una convención, la si- 
<^ guiente asamblea general convocará una; debiendo 
hacerse comprobar la mayoría de todos los ciuda- 
danos del Estado, con derecho á votar por diputados, 
comparando el número de votos en favor de una 
convención, con la mayor cifra de votos obtenida 
« en cada una de las tres elecciones generales pre- 
« cedentes. » 

El 28 de Febrero de 1851, la asamblea general 
del Estado de Delaware dictó una resolución man- 
dando consultar la opinión del pueblo en cuanto á 
la convocatoria de una convención, acto semejante 
al producido por la Asamblea General de Buenos 
Aires, el 15 de Mayo de 1901. 

El 4 de Febrero de 1852, se sancionó otra reso- 
lución por la misma asamblea general, en la cual, 
estableciendo que, en las elecciones anteriores, se 
había emitido una mayoría de votos en favor de una 
convención, se convocaba una que debía reunirse en 
Dover, el primer martes de Diciembre siguiente. 

Sin embargo, de acuerdo con la regla establecida 
en la constitución, no existía la mayoría de votos 
en favor de la convención, aun cuando existía una 
mayoría de todos los votos emitidos. La diferencia 
consistía en que, si bien el mayor número de los 
electores consultados en virtud de la resolución de 
la asamblea de 1851, fué favorable á la reunión de 
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la convención, esa mayoría no la constituían la ma- 
yoría de todos los ciudadanos del Estado habilitados 
para votar por diputados. 

Cuando la convención se reunió en Diciembre de 
1852, algunos negaron la legitimidad de su convo- 
catoria, fundados en que la constitución había esta- 
blecido como ineludible el voto de la mayoría de 
todos los electores del Estado, como el único medio 
de llegar á la convocatoria de una convención legal. 

Los que sostenían la legalidad de aquel cuerpo, 
argumentaban que la cláusula de la constitución no 
era perentoria sino meramente recomendatoria, y así 
se resolvió en definitiva. 

Extracto este caso de la célebre obra de J. Ale- 
xander Jameson: A Treatise on Constitational Con- 
ventions, en la nota al párrafo 219, página 210. 

El ¡lustrado constitución alista, después de referir 
los hechos, agrega: 

« Me inclino á opinar que se procedió bien. Debo 
los detalles de los hechos, que consigno en esta nota, 
al honorable Willard Hall, de Wilmington, Delaware, 
que fué un miembro de la convención.» 

Agregaré, por mi parte, que la constitución votada 
por la convención reunida en Diciembre de 1852, 
fué sancionada sin tropiezos y sometida al pueblo 
en 10 de Marzo de 1853. 

He recordado, en este lugar, el caso de Delaware, 
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para demostrar que las facultades de la Asamblea 
General, al hacer los escrutinios relativos á los ple- 
biscitos y á las elecciones de convencionales, lejos 
de ser puramente materiales y aritméticas, son «de 
deliberación y de juicio ». 

Las atribuciones conferidas por la constitución de 
Delaware á la asamblea general, son las mismas que 
las conferidas á la Asamblea Legislativa por la cons- 
titución de Buenos Aires; y, por tanto, en principio, 
lo que aquélla pudo hacer, puede hacerlo ésta. 

Parece, según el mismo Jameson lo reconoce, que 
era indubitable que la cláusula constitucional exigía 
que la mayoría de los electores del estado — y 
no de los que concurriesen al acto electoral — votase 
en favor de la reunión de una convención, para que 
ésta pudiese ser convocada. 

Sin embargo, la asamblea general de Delaware, en 
vista de las dificultades que se oponían á la reunión 
de tal número de sufragios, resolvió que aquella cláu- 
sula no era compulsiva ni perentoria, sino una mera 
recomendación al pueblo; y, habiendo la mayoría de 
los votantes en las elecciones generales de 1 852, ma- 
nifestado su voluntad en favor de la reunión de la 
convención, la asamblea general la convocó, no obs- 
tante constar de que no existía la mayoría constitu- 
cionalmente exigida. 

Este caso típico demuestra que, en el ejercicio de 
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las funciones que expresamente le están encomenda- 
das, la asamblea tiene deliberación y juicio para pro- 
ceder; y, por tanto, la sentencia de la Corte, que 
pretende señalarle reglas para el futuro, no puede ser 
tenida en cuenta por el cuerpo legislativo. 

Suponiendo que quisiese respetarse la sentencia de 
la Corte, lo único que podría hacerse hoy, sería con- 
vocar á la Asamblea Legislativa, para que procediese 
á «practicar el escrutinio de las elecciones». 

¿Cómo llenaría su misión esa Asamblea? 

La composición actual de aquel cuerpo no es la 
misma de las Asambleas de 1902 y de 1904. Su per- 
sonal ha cambiado, y es imposible conocer la opi- 
nión que en esa Asamblea predominaría. 

Espíritus liberales y levantiscos, muchos de los que 
forman parte de la actual Legislatura, se han de re- 
sistir á reconocerie á la Suprema Corte el derecho 
de señalarles reglas de procedimientos y de fijaries 
opiniones anticipadas, al ocuparse de una misión que 
les es exclusiva é independiente de la intervención de 
todo otro poder público del Estado, tal cual es la 
práctica del escrutinio de convencionales. 

Esto ya ofrecería un gran peligro, para la solución 
del problema por medio del cumplimiento de la sen- 
tencia de la Suprema Corte. 

Por otra parte, la Corte Suprema, en su fallo de 
19 de Noviembre de 1904, no se ha ocupado sino 
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de la resolución de 14 de Septiembre y del decreto 
de 17 del mismo mes y año; pero nada ha dicho 
ni resuelto sobre la aprobación de las elecciones, 
hecha por la misma asamblea el 12 de Noviembre; 
es decir, siete días antes del fallo judicial; y, por tanto, 
con tiempo para que el tribunal hubiese conocido el 
hecho, públicamente comentado en esa época. 

Si, según la sentencia, una elección es un acto irre- 
vocable, no hay motivo para que ese criterio, que el 
fallo aplica á las elecciones de 27 de Julio de 1902, 
no le sea aplicado también á las elecciones de Oc- 
tubre de 1904, con tanta más razón cuanto que 
éstas son posteriores á aquéllas, y no fueron protes- 
tadas por los votantes de la anterior; y, sobre todo, 
han sido escrutadas y aprobadas por la Asamblea 
Legislativa, de acuerdo con la Constitución. 

Reunida ahora la Asamblea Legislativa, es seguro 
que sus miembros no renunciarían al derecho de dis- 
cutir y juzgar las elecciones de 1902 y 1904, resol- 
viendo de acuerdo con la opinión de su mayoría, y 
prescindiendo de las reglas que les haya querido fijar 
la sentencia. 

Y esto es tanto más seguro cuanto que los hechos 
se producirían precisamente en momentos en que la 
llamada «Junta del artículo 40», — que también tiene 
funciones puramente escrutadoras, — acaba de expe- 
dirse en algunos casos, deliberando, juzgando y hasta 
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declarando nulas elecciones municipales, como ha su- 
cedido recientemente con las del partido de Avellaneda. 

Si esa junta se ha reconocido las facultades que 
ha ejercido, ¿con cuánto más derecho no las recla- 
maría para sí la Asamblea Legislativa? 

Y si este cuerpo no limitase su acción á hacer 
lisa y llanamente el cómputo de los votos de las elec- 
ciones de 27 de Julio de 1Q02, y á expedir los di- 
plomas á los convencionales, entonces no habría 
objeto en resolver el problema sometiéndose al fallo 
de la Suprema Corte, desde que ese procedimiento 
lo único que haría, sería complicar más la cuestión, 
creando nuevos conflictos de poderes y de opinión. 

Por otra parte, no sólo se han modificado los ele- 
mentos y la composición del Poder Legislativo, sino 
que también la Suprema Corte ha sufrido una reno- 
vación en su personal, modificando, por tanto, las 
opiniones existentes en la época en que el fallo se 
dictó. 

Esto mismo autoriza á creer que, cualesquiera que 
fueran las ulterioridades que algunos espíritus apa- 
sionados y obstruccionistas quisiesen dar á los acon- 
tecimientos que deben producirse para llegar á la 
reunión de la Convención, es casi seguro que la 
mayoría, que antes produjo la sentencia política tan 
comentada, no alcanzaría á formarse hoy. 

Esta segunda fórmula de solución del problema 
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ofrece más inconvenientes que la primera. No sólo 
vendría á obligar al Poder Ejecutivo y al Legislativo á 
reconocer, en el Judicial, jurisdicción sobre sus actos 
políticos y facultades privativas, sino que nos lanza- 
ría en lo desconocido, exponiendo la reforma á que 
no se practicase nunca. 

En cuanto á los inconvenientes de otro orden, que 
he dicho que ofrecía esta solución, basta recordar 
que ella nos llevaría á formar una convención con 
los electos en Mayo de 1902, que, si bien podían re- 
presentar los partidos y las opiniones militantes en 
esa época, no serían, seguramente, los representantes 
directos y genuinos de las opiniones actuales de la 
Provincia. 

En los cinco años que han transcurrido, han cam- 
biado mucho las cosas; y hay nuevas ideas y nuevos 
factores que deben tenerse en cuenta al reformar la 
constitución vigente. 

Vamos, pues, á estudiar la última de las soluciones 
que existe, y que, en mi concepto, es la mejor. 
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í?3 
Tercera solucidn 

Prescindir del fallo de la Suprema Corte y de las reso- 
luciones de la Asamblea Legislativa; y, dando por existente 
y válido el plebiscito de Marzo de 1902, que autorizó la 
reforma, presentar Á la legislatura un proyecto de ley, 
que, declarando sin efecto las anteriores elecciones de con- 
vencionales, practicadas en 27 de Julio de 1902 y 3o de 
Octubre de 1904, convoque al pueblo á otras nuevas^ para 
que la Convención Constituyente se reúna el corriente año. 

No me parece que cometo una exageración, al 
asegurar que la manera de resolver las dificultades 
creadas á la refonna de la constitución por el fallo 
de la Corte, preocupa más á las autoridades y al 
pueblo, que la misma deteroainación de los puntos 
que han de ser reformados. 

Sin embargo, al mismo tiempo que se busca llegar 
á la reforma, todos tienen empeño en que se llegue 
á ese resultado, sin hacer violencia á las instituciones 
y sin agraviar á ningún poder público. 

Si se cumpliese la resolución de la Asamblea Le- 
gislativa de 12 de Noviembre de 1904, reuniendo la 
Convención con los electos en Octubre del mismo 
año, quedaría desconocida la sentencia de la Suprema 
Corte, y, probablemente, nuevas acciones judiciales se 
intentarían. 

Si, por el contrario, se acatase el fallo, quedarían 
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desprestigiados el Poder Ejecutivo y la Legislatura, 
cuyos actos habrían sido anulados por la Suprema 
Corte. 

Además, en uno d otro caso, el pueblo actual de 
la Proviritia no tendría representación en la conven- 
ción futura, cuyos miembros resultarían elegidos hace 
cinco años los unos, tres años los otros. 

Estas consideraciones me hicieron preocuparme de 
buscar un medio de llegar á la reforma constitu- 
cional, salvando todos aquéllos inconvenientes; es 
decir, sin herir las susceptibilidades de la Asamblea 
Legislativa ni de la Corte Suprema, y realizando los 
propósitos del gobierno y de la opinión pública, de 
que una nueva elección libre y sin fraudes, sirviese 
de base á la composición de los representantes de la 
voluntad actual del pueblo en la convención consti- 
tuyente. 

Partiendo de la base de que el plebiscito popular 
de Marzo de 1902 es un hecho inconmovible, y, por 
tanto, tiene que respetarse, he concluido por conven- 
cerme de que la solución está en la intervención de 
la Legislatura, en su carácter de Poder Legislativo, 
procediendo cada cámara separadamente y no reu- 
nidas en asamblea general. 

En 1901, la Legislatura votó la ley de 21 de No- 
viembre, que fué la que convocó á una convención 
constituyente, previa la aceptación de esa convoca- 
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toria por el pueblo de la provincia reunido en co- 
micios públicos. 

Aquella ley está en vigor, y ni la resolución de la 
Asamblea Legislativa ni la sentencia de la Corte se 
han ocupado de ella. 

Como el caso actual no está previsto en la Cons- 
titución, y es forzoso salir de él por medios legales, 
sólo el Poder Legislativo de la Provincia puede adoptar 
las medidas necesarias y oportunas para llegar á una 
solución. 

Para proceder así, la Legislatura es el único poder 
del Estado que tiene facultades; porque, aun cuando 
en nuestro sistema de gobierno coordinado, ninguno 
de los tres poderes es superior á los otros, el pueblo 
ha depositado en el Legislativo más amplias facul- 
tades, pues le ha encargado de proveer á todo lo 
imprevisto. 

Bastaría abrir cualquier libro de derecho constitu- 
cional donde se estudien las funciones que, en el 
régimen representativo del gobierno, desempeña el 
Poder Legislativo, para que se reconozca que la Le- 
gislatura de Buenos Aires puede, en el caso ocurrente, 
tomar en cuenta el silencio de la constitución á su 
respecto, y dictar las leyes que considere indispensa- 
bles para volver á encarrilar la reforma de la consti- 
tución dentro de los procedimientos constitucionales. 

Para citar con la mayor oportunidad posible los 
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publicistas que han tratado estas cuestiones, voy á 
traducir de la reputada obra de Jameson, On Cons- 
titutional ConventionSj lo que este eminente autor dice 
sobre las facultades de las legislaturas, precisamente 
en lo que se refiere á la reunión y funcionamiento 
de las convenciones constituyentes. 

Aun exponiéndome á ser criticado, voy á trans- 
cribir de ese autor algunos párrafos pertinentes. 

§ 372. « Respecto á las legislaturas mismas, repe- 
« timos que está bien establecido, que dentro de la 
« concesión general de poderes legislativos contenidos 
en nuestras Constituciones de Estado, son competen- 
tes para dictar leyes de cualquier naturaleza, de ca- 
rácter no fundamental, y no prohibidas por las le- 
« yes de la moral ó por las constituciones á las cuales 
están sujetas, sean de Estado ó Federal. Dentro de 
estos límites, ja única cuestión que nuestros legis- 
ladores están facultados para plantear, es la siguiente: 
¿Es la ley propuesta la expresión de lo que ver- 
daderamente conviene hacer? No hay asunto tan 
sagrado que no se pueda legislar respecto de él, 
«con tal que no se ultrapasen los límites menciona- 
dos. Y aunque una legislatura no es sino uno de 
los muchos departamentos coordinados del gobier- 
« no de un Estado, á cada uno de los cuales se ha 
< asignado una esfera de acción separada y general- 
« mente bien definida, tiene sin embargo los más 
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amplios de todos los poderes — poderes casi sobe- 
ranos, y en cierto modo suplementarios á los de 
todos los demás. Algunos de estos poderes son 
conferidos por la Constitución á la Legislatura en 
términos expresos, y otros recaen en ella por ímplh 
cación necesaria, puesto que están comprendidos en 
la concesión general del poder legislativo. Así, á la 
Legislatura se le da generalmente la facultad de 
determinar los detalles de la organización, y á me- 
nudo la actuación de otros departamentos; como 
por ejemplo, las épocas de convocación de los elec- 
«tores y del poder judicial; las reglas de su procedi- 
<^ miento; y, respecto al último, el establecimiento de 
«sus jurisdicciones y de las de sus tribunales infe- 
X riores; la elección, en ciertos casos, de funcionarios 
ejecutivos ó judiciales; «n otros casos, se le confiere 
á ella ó á sus presidentes el ejercicio de las fun- 
ciones de ésos dos departamentos. Ejemplos de 
«estos poderes se encuentran en todas las páginas 
de nuestras constituciones. >^ 
§ 373. « Hay también numerosos ejemplos de po- 
«deres implícitamente concedidos. Los más notables 
« son los que ocurren diariamente con motivo de acón- 
^tecimientos inesperados que reclaman la inmediata 
« intervención legislativa para evitar malas consecuen- 
« 005 ó para hacerlas servir al bien público. En todos 
« estos casos, la Legislatura está llamada á obran 
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« como el único poder que puede hacer ó autorizar á 
« que se haga lo que debe hacerse. Estos casos en- 
«cuentran generalmente al Ejecutivo del Estado ó á 
« la justicia desarmados, por carecer de poderes, á 
«menos que se abroguen el poder de hacer sin la 
«ley lo que solamente la ley podría legitimar. La 
« teoría de nuestros gobiernos no* da lugar á esa 
« usurpación, excepto en el único caso de poder 
« constitucional imperfecto; como el caso en que actos 
« evidentemente necesarios para la seguridad pública 
« han sido directamente prohibidos por la Constitu- 
« ción. Descartando este caso extremo y tal vez impro- 
« bable, quedan aquéllos, infinitamente numerosos, en 
« los cuales nuestras legislaturas, con una concesión 
« de poderes legislativos generales, están habilitadas 
« para suplir á otros departamentos del gobierno, y 
«á dictar medidas para las exigencias imprevistas 
« del Estado. » 

§ 374. « Pero nótese que para los propósitos y en 
« las crisis indicadas, la legislatura es el único poder 
« competente para proceder. Los electores, ciertamente, 
« no podrían hacerlo, porque su única y exclusiva 
«función — y no son competentes para ninguna otra 
« — es elegir á sus representantes y votar, de una 
<:< manera general, proposiciones constitucionales; el 
« Ejecutivo no podría hacerio, porque su misión es sim- 
«plemente la de hacer efectivas las leyes dictadas 
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«por la autoridad legislativa misma; no puede deli- 
« berar ; tampoco podría hacerlo el poder judicial, por- 
« que sus atribuciones se concretan Á la interpre- 

«TACIÓN DE LAS LEYES Y Á SU APLICACIÓN en el 

« complicado laberinto de hechos que surgen en la vida 
«y en los negocios. Si ninguno de estos es compe- 
« tente para autorizar lo que conviene hacer en las 
« emergencias políticas ó sociales, y si la Legislatura 
« no pudiera hacerlo, el Estado se encontraría del todo 
« impotente, exceptuando el caso en que pueda mos- 
«trarse una disposición constitucional expresa, perti- 
« nente al caso — lo que es casi imposible. » 

§ 375. «Finalmente, en toda crisis que demande 
« la acción de la autoridad legal y en que no exista 
ninguna disposición constitucionalj autoritativa ó res- 
trictiva, si la Legislatura asume, dentro de los límites 
de un procedimiento razonable, el poder de obrar 
« para dar la autoridad y dirección requeridas, NO 

«HAY DEPARTAMENTO DEL GOBIERNO QUE PUEDA 
«OBJETAR SU DERECHO DE PROCEDER ASÍ; y no 

« sólo esto, sino que su falta de acción podría sin- 
«dicaria como falta á su deber. Teniendo completo 
« poder legislativo dentro de los límites indicados, el 
«tomar las disposiciones necesarias para salvar al 
« Estado de dificultades, pérdida ó peligro, define con 
« precisión el ejercicio legítimo de ese poder. El ha- 
<í^cerlo es deber imperativo. Para ello es constitucio- 
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« nalmente competente, y todos los departamentos del 
«gobierno, todos los agentes y representantes del 
«soberano, investidos de funciones colaterales, están 
« obligados, dentro del objeto de ese poder, á obede- 
«cer sus mandatos, como la expresión auténtica de 
« la voluntad de dicho soberano. » 

No debe extrañarse que Jameson; que escribe es- 
pecialmente una obra sobre «Convenciones Consti- 
tucionales», se ocupe con esta extensión y esta 
claridad, con respecto á las facultades de las legis- 
laturas, puesto que, en la doctrina de los tratadistas 
norteamericanos, es general la afirmación de que «la 
regla es que la legislatura tiene la plenitud de fa- 
cultades para todas aquellas disposiciones necesarias 
al gobierno civil del Estado » ; « la excepción es que 
algo le esté prohibido; y, por tanto, al averiguar si 
una ley determinada es inconstitucional, corresponde 
á los que discuten su validez, la prueba de que ello 
le está prohibido á la legislatura ( i ) » . 

« Existen dos reglas fundamentales — dice Cooley — 
por medio de las cuales puede medirse el alcance 
de la autoridad legislativa en los Estados: I"* Al 
crear el departamento legislativo, y conferirle el 
poder legislativo, debe entenderse que el pueblo ha 
conferido la plenitud é integridad del poder (the 



« 



« 



« 



«. 



(I) People V. Draper, i5, New York Rep. p. 5 32. 



« 



« 
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«/ü// and complete power) que existe y puede ser 
ejercido por el poder soberano de cualquier país, 
sujeto sólo á^ aquellas restricciones que se ha con- 
« siderado necesario enumerar, y á las limitaciones 
« establecidas en la constitución de los Estados Unidos. 
« El departamento legislativo no es un agente especial 
« creado para desempeñar poderes legislativos especí- 
« FICAMENTE DEFINIDOS, sino que está investido con 
« la autoridad general de hojcer leyes según su crite- 
« rb (tú make laws at discretionj. 2^ Pero la designa- 
ción de este departamento del poder legislativo, no 
sanciona el ejercicio de funciones ejecutivas ó judi- 
ciales, sino en los casos establecidos por las prác- 
ticas parlamentarias, en que ellas son incidentales, 
« necesarias, adecuadas al ejercicio de la autoridad 
«legislativa, ó cuando la constitución misma, en de- 
« terminados casos, puede permitirlo expresamente » ( i ). 
En la teoría y en la práctica de las instituciones 
libres, al poder legislativo le está permitido, en ma- 
teria de legislación, todo lo que expresamente no le 
está prohibido; siendo, por otra parte, ese poder el 
encargado de suplir las omisiones de la constitución 
ó las imposiciones de lo desconocido é inesperado; 
porque las sociedades humanas no pueden quedar 
sin gobierno y sin dirección legal, sólo porque se 



« 

« 
« 
« 



(i) Cooley: « Constitutional Limitations » , página io6. 
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produzca un acontecimiento que no fué anticipada- 
mente previsto por los constituyentes. 

En el caso de que nos ocupamos, no es posible 
que no se encuentre, en las facultades legislativas, el 
poder de normalizar la situación. 

Así lo han pensado también todos los que negaron, 
en 1904, á la Asamblea General, la facultad de de- 
clarar caducas las elecciones de 1902. 

En uno de los capítulos anteriores, he recordado 
que la oposición, que tenía asiento en el Senado de 
la Provincia, presentó un proyecto de ley k esa cámara, 
por medio del cual pretendía que la Legislatura ejer- 
ciese con el trámite de la sanción de las leyes, las 
mismas facultades que les desconocían á las dos cá- 
maras reunidas en asamblea. 

Por ese proyecto de ley, se prescindía completamen- 
te de la ley de 1901, del plebiscito de 1902 y de las 
elecciones de ese mismo año; y se declaraba nueva- 
mente la necesidad parcial de la reforma de la cons- 
titución, ordenándose nuevas elecciones, etc., etc(i). 



( I ) He aquí el texto de ese proyecto, presentado al Senado en la sesión de i * de 
Septiembre de 1904, es decir, pocos días antes de la reunión de la Asamblea: 

PROYECTO DE LEY 

El Senado y Cámara de Diputados, etc, 

Ari. 1' Declárase necesaria y urgente la reforma de la Constitución de la Pro- 
vincia, en las siguientes cláusulas y sus concordantes. 
I* Los artículos 53 y 54. 
2* Los artículos 82 y 90. 
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Al discutirse ese proyecto, los senadores que repre- 
sentaban á las fracciones contrarias á la mayoría 
parlamentaria, usaron extensamente de la palabra, no 
sólo para sostener que el plebiscito y las elecciones 
habían perdido toda eficacia, por el mero transcurso 
del tiempo, sino también, para reconocer que sólo 
la Legislatura, por medio de una ley nueva, podía 
hacer una nueva convocatoria (i). 

Pocos días después, al iniciarse en la Asamblea la 
discusión de la resolución de 14 de Septiembre de 
1904, se renovó la discusión, repitiéndose, por algunos 
miembros de aquella reunión, la misma argumenta- 
ción que sostenía la caducidad del plebiscito y de 
las elecciones, reconociendo á las cámaras, separada- 



3' Los artículos 99 inciso 3* ii5, 106 y 141 inciso 17. 

4' £1 articulo 2 i 3. 

5* Los artículos 2 i 5 á 2 i 7 . 

Art. 2* De acuerdo con el articulo 217 de la Constitución, el Poder Ejecutivo 
mandará publicar esta ley, durante tres meses consecutivos, en todos los distritos de 
la provincia y convocará al pueblo para que, en las próximas elecciones de senadores 
y diputados, vote en pro ó en contra de la necesidad de la reforma. 

Art. 3* En aquellas secciones eft que no deben tener lugar elecciones de senadores 
ni de diputados, el Poder Ejecutivo hará la convocatoria al solo efecto de pronun- 
ciarse en plebiscito. 

Art. 4* Si ia convención no se constituyese, dentro de los dos meses subsiguientes 
al escrutinio de la asamblea, ésta declarará cesantes á los miembros de aquélla, or- 
denando practicar nuevas elecciones. 

Art. 5* El cargo de convencional será gratuito, y para desempeñarlo serán exigidas 
las condiciones necesarias para ser elegido diputado provincial. 

Art. 6* Comuniqúese, etc. 

Ernesto J, Weigel Muñoj(, José Bianco, Liborio Luna, José 
M. Niño, Eduardo E. Oüptr, Manuel Gallardo. 

(I) Diario de Sesiones del Senado, 1904, página 317 y siguientes. 
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mente, el derecho de volver á renovar los procedi- 
mientos de la reforma. 

Esto autoriza á afirmar que, si hoy procediese la 
Legislatura á discutir una ley, por la cual convocase 
al pueblo á nuevas elecciones de convencionales, esa 
ley sería sostenida por los mismos que antes presen- 
taron el proyecto depositado en el Senado por las 
oposiciones de 1904. 

La misma sentencia de la Suprema Corte no ex- 
cluye el derecho de las cámaras, separadamente, para 
producir una sanción constitucional semejante á la 
que, producida por la Asamblea, fué declarada incons- 
titucional. 

En todos los casos, se reconoce que el Poder Le- 
gislativo reside en las cámaras, funcionando separa- 
damente, y no en la reunión de ambas en un solo 
cuerpo. 

Los procedimientos constitucionales para la sanción 
de las leyes, dando intervención al Ejecutivo, colegis- 
lador y con derecho de veto, ofrecen mayores ga- 
rantías de acierto en las sanciones; porque la verdad 
es que no hay peligro alguno en reconocer en la 
Legislatura todas las facultades no enumeradas en la 
Constitución, desde que esas facultades sólo puede 
ejercerlas dictando leyes, y al hacerlo, tiene que contar 
forzosamente con el concurso del Poder Ejecutivo. 

De ahí nace que la Suprema Corte, en su sen- 
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tencia, no ha negado á la Legislatura las facultades 
legislativas que yo le reconozco; pero se las ha ne- 
gado á la Asamblea General, no considerando que 
una y otra institución sean idénticas, según lo dice 
<n el siguiente párrafo: 

« La diferencia de funciones de una y otra, es 
« pues, constitucionalmente, bien marcada. Así, en 
« tanto que á la legislatura dividida en dos cámaras, 
« se le reconocen todas las facultades enumeradas en 
« el artículo 99 y además la muy amplía de dictar 
« todas aquellas leyes necesarias para el mejor des- 
«empeño de las anteriores atribuciones y para todo 
« asunto de interés publico y general de la provincia 
«(inciso 46), ambas cámaras, funcionando unidas y 
« sin facultades deliberativas, porque éstas son inhe- 
rentes á nuestro sistema bicamarista, sólo pueden 
reunirse en asamblea general para el desempeño de 
< las funciones que taxativamente comprende el ar- 
tículo 109 para esos objetos, especialmente autori- 
zados, y no para otro alguno, por ser ese el con- 
«cepto gramatical preciso del adverbio sób, emplea- 
« do por el constituyente, con un propósito limitativo 
«y excluyente bien claro.» 

Partiendo, pues, de la base de que es indiscutible 
la facultad de la Legislatura para dictar las leyes ne- 
cesarias, en este asunto de interés público y general 
de la Provincia, pienso que, en esas leyes, está la 



« 



« 
« 



I 2 
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solución más acertada y conveniente del actual con- 
flicto. 

Al efecto, el Poder Ejecutivo ó un diputado ó se- 
nador, podrían presentar, en cualquiera de las cáma- 
ras, un proyecto de ley, por el cual se mandasen 
practicar nuevas elecciones de convencionales, previa 
declaración de quedar sin efecto legal alguno las prac- 
ticadas en 27 de Julio de 1902 y 30 de Octubre 
de 1904. 

Los fundamentos para esta última declaración abun- 
darían, sobre todo si quiere hacerse una elección en 
la que la opinión publica pueda llevar al seno de 
la convención constituyente, verdaderos representan- 
tes de su voluntad. 

Bastaría tomar como motivo para proceder de esta 
manera, la necesidad de dar á la asamblea, que debe 
reformar la constitución, el carácter de actualidad que 
no tendría, si hubiesen de aceptarse las elecciones de 
1902, como lo quiere el fallo de la Corte Suprema, 
ó si se hubieran de reunir los elegidos del 30 de 
Octubre de 1904, como lo resolvió la Asamblea Le- 
gislativa en la sanción repudiada judicialmente. 

Los partidos políticos tendrían oportunidad de ir 
á comicios libres, con padrones formados ó comple- 
tados nuevamente; y con motivo de esas elecciones, 
pudiendo llegar á esperarse que, poseido cada uno 
de su deber, en estas circunstancias, se llegase á una 
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armonía de propósitos, como la que presidió la elec- 
ción de los convencionales de 1870, en que todos 
los partidos estuvieron de acuerdo en elegir lo mejor 
y más competente, sin preocuparse del color político 
del candidato. 

Por otra parte, siendo una ley de la Legislatura 
la que resuelva el problema, no hay para qué ocu- 
parse de la sentencia de la Corte Suprema ni de la 
resolución última de la Asamblea Legislativa. 

Todas las ventajas y ningún inconveniente tiene 
este temperamento; y, cómo él está conforme con los 
anhelos del gobierno, de la opinión, de la prensa en 
general, podrá decirse, con vkdad, que esta solución 
cuenta en su favor con la universalidad de las opi- 
niones. 

Los mismos que han disentido sólo en cuanto creen ' 
que debe declararse caduco también el plebiscito de 
Marzo de 1902, convocándose al pueblo á otro nuevo, 
tienen que reconocer hoy, que ese plebiscito sería 
innecesario, pues que no hay dos opiniones en el 
país entero con respecto á la necesidad de la reforma 
constitucional. 

El punto de doctrina y de precedente también 
pierde su importancia, porque, como esa cuestión ha 
sido materia de discusiones en las cámaras y en la 
prensa periódica, y como tiene mucha importancia 
institucional, es seguro que, en la nueva constitución. 
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se establecerá clara y terminantemente cuándo cadu- 
can los plebiscitos y las elecciones de convencionales, 
y cuáles son las verdaderas facultades de las asam- 
bleas legislativas, si, lo que no creo, se conserva su 
institución para funciones provinciales. 



He dicho en otra parte, que en trabajos de esta 
naturaleza, debe buscarse el concurso del mayor nú- 
mero de opiniones, quitándoles el carácter personal, 
para que aparezcan cómo una obra anónima y co- 
lectiva. 

Al terminar esta primera parte de la tarea que se 
me ha encomendado — acaso la más urgente y la- 
boriosa, ya que no la más importante, — debo de- 
clarar que son muchas las opiniones que he consultado 
y que he oído, con respecto á la solución que debía 
darse al conflicto actual. 

En las instrucciones que recibí del señor Ministro 
de Gobierno se me recomendó buscar el medio de 
« llegar á la reunión de la Convención lo más pronto 
posible, sin decidir nada con respecto á la sentencia 
de la Corte Suprema y á las resoluciones de la Asam- 
blea, y yendo á una nueva elección de electores ». 

Muchas veces he hablado, á medida que trabajaba. 
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con el Gobernador y el Ministro doctor Carranza, y 
hoy estoy convencido de que ambos están satisfechos 
del resultado á que he llegado. 

La intervención de la Legislatura, proveyendo á 
todo lo necesario, hará que la reunión de la Conven- 
ción se verifique inmediatamente; no será menester 
ocuparse de la sentencia de la Corte Suprema ni de 
los actos de la Asamblea, y podrá hacerse una nueva 
elección, con padrones depurados y garantías efectivas 
de imparcialidad en la acción oficial y libertad abso- 
luta en el comicio. 

Creo haber llenado la misión que se me confió, 
dentro del programa que se me había trazado. 

Resuelta la cuestión de forma, que es la que he^ 
tratado en esta Primera Parte, paso ahora á estudiar 

la más seria y trascendental cuestión de fondo: — los 

« 

puntos que deben ser motivo de la reforma consti- 
tucional. 
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PLAN DE REFORMAS Á LA CONSTITUCIÓN 



PROLEGÓMENOS 



I 

LA EXCESIVA DESCENTRALIZACIÓN 

La Constitución de 1873, no obstante ser la más 
científica, la más liberal y más perfecta de todas las 
constituciones de la América latina, ha hecho un in- 
menso mal á la Provincia de Buenos Aires, para la 
que fué sancionada y promulgada. 

Aquella famosa Convención, que en 1870, se reu- 
nía inspirada de los más patrióticos anhelos, y aus- 
piciada por el concurso leal de todos los partidos 
políticos, hizo la obra mejor que podía salir de ma- 
nos de hombres tan bien preparados como intencio- 
nados. 

Pero la más rica y fecunda semilla, no da opimos 
frutos, cuando la tierra en que se siembra no ha 
sido, previamente, abonada y preparada para recibirla. 
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Fué lo que sucedió con la Constitución de 1873. 

Los convencionales que la dictaron habían podido 
seguir desde la metrópoli, la desmoralización de las 
campañas y el entronizamiento de la barbarie, bajo 
el amparo de la pésima constitución de 1854, que 
conservó la supremacia del poder central, dilatado 
en todo el territorio provincial, por aquellos terribles 
dos factores de todas las opresiones y los fraudes: — 
el juez de paz de campaña y el comandante militar. 

El primero era el representante genuino de la vo- 
luntad y la influencia del señor dé la comarca, en- 
carnado en el hacendado metropolitano, que conser- 
vaba la mayor extensión de tierras. Sus estancias 
eran el señorío, hasta donde no llegaba sino debili- 
tada la acción del gobernante, que, en esas circuns- 
tancias, necesitaba halagar á aquel potentado, para 
servirse de él, en las elecciones que conservaban á 
su partido en el poder. 

El segundo — el comandante militar — era el eje- 
cutor de todas las venganzas y de todas las perse- 
cuciones. El paisano vivía siempre sujeto á la ame- 
naza de aquel capitanejo, sin instrucción militar, pero 
con medios legales de arrancarle de su hogar y de 
su pago, para llevarle á la temida frontera, vecina 
entonces de las poblaciones expuestas constantemente 
á las depredaciones de los salvajes. 

Felizmente, aquellas épocas y aquellas situaciones 
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han pasado, y ya sólo queda de ellas la leyenda, 
narrada con exageraciones en la vida de Juan Mo- 
reira, ó de algún otro gaucho malo. 

Pero la Convención de 1870, se reunió bajo la 
presión jde los acontecimientos que se producían en- 
tonces en la campaña, en donde era menester des- 
truir al juez de paz, instrumento político de los po- 
derosos metropolitanos, y al comandante militar, ins- 
trumento de terror y de venganzas locales en los 
partidos. 

Se pensó, entonces, que el medio más eficaz para 
conseguir ese resultado, era. introducir en la campaña 
el self government, que tía servido de base á las liber- 
tades del pueblo inglés, difundiéndolas por el mundo 
entero. 

Es indudable que, científicamente, la Constitución 
de 1873 realizaba, en teoría, el pensamiento de sus , 
autores. Hay, en ese código político, verdaderos ele- 
mentos de gobierno propio para cada partido dg 
campaña, pues que, la descentralización administra- 
tiva, se lleva hasta el extremo de convertir el régi- 
men interno de la provincia, en un verdadero sistema 
federal, en el que cada partido representa el papel 
de una provincia. 

Pero, el error de los convencionales de 1 870 — 1 873, 
fué el de legislar para un pueblo que no existía. Las 
buenas constituciones no son las más sabias ni las 
más eruditas: — son las más prácticas. 
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Y ese es el defecto que tiene capitalmente la que 
se dictó para la Provincia de Buenos Aires, en 1873, 
y de la que, la de 1889 no es sino una repetición, 
empeorada por las reformas que introdujo la larga 
convención que empezó sus tareas en 1882. 

En ambas sobran instituciones, porque falta pre- 
paración y educación cívica en el pueblo que debe 
practicar aquellas instituciones. 

Se puede hacer triunfar en una asamblea de eru- 
ditos, de intelectuales y de patriotas, un principio 
simpático por su equidad y su justicia; pero no será 
posible conseguir, con la misma facilidad, que el 
pueblo haga prácticos aquellos principios escritos en 
las constituciones por el voto de los pensadores. 

Esto es lo que nos ha pasado con las constitu- 
ciones de 1873 y 1889. Nadie podría atacar su 
estructura científica; pero, todos los hombres prácti- 
cos, todos los estadistas y personas que, desde el 
gobierno, hayan tenido que aplicar esas constitucio- 
nes, han debido reconocer que su reforma es indispen- 
sable, porque toda autoridad regular y eficaz ha des- 
aparecido entre las reglamentaciones institucionales 
vigentes. 

El primer inconveniente que ofrece la actual cons- 
titución, es el de que, al debilitar al poder central — 
el Poder Ejecutivo — para dar vida á los gobiernos 
municipales, no vigoriza la autoridad de éstos, porque 
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la Constitución ha confundido el municipio — la planta 
urbana de los partidos — con el partido: la extensión 
territorial de una circunscripción determinada, forma- 
da, en su mayor parte, por campañas inmensas, que 
muchas veces pertenecen á poquísimos propietarios de 
latifundios. 

De aquí ha resultado que, mientras la acción eficaz 
del gobernador de la provincia, no puede llevarse 
constitucionalmente^ á los municipios ni á los partidos 
de campaña, son impotentes las autoridades locales 
de aquellos municipios, para hacer efectivo el gobierno 
propio de las localidades. ' 

La Legislatura misnla no ha podido impedir esas 
consecuencias, porque las reglas fijadas por la cons- 
titución á la organización y á las funciones de los 
gobiernos comunales, han sido tan minuciosas y pro- 
lijas, que nada han dejado al criterio de los legisla- 
dores ni á las enseñanzas de la experiencia. 

Es precisamente esto, lo que nos ha llevado, á los 
mismos convencionales de 1873 y 1889, á las filas 
de los que prestigian la reforma, como un medio 
inevitable de normalizar la situación política, finan- 
ciera y electoral de la provincia. 

La reforma debe dirigirse especialmente á dismi- 
nuir esa descentralización excesiva, que tan malos re- 
sultados ha dado en la práctica. 

Si antes se vio un peligro en dejar que, desde la 
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capital, el Poder Ejecutivo gobernase directamente en 
las campañas, el peligro ha aumentado cuando, al 
amparo de la actual constitución, se han organizado, 
dentro del territorio de la sola provincia de Buenos 
Aires, cien partidos, que representan cien gobiernos, 
con su respectivo poder ejecutivo, legislativo y judi- 
cial, autónomos é independientes, rigiendo directa- 
mente la vida comunal y política de los habitantes 
de zonas que, á veces, alcanzan á una extensión de 
cuatrocientas leguas cuadradas. 

Dentro de la constitución actual, prima el gobierno 
municipal sobre el general La provincia desaparece 
ante el municipio. 

Este no es, no puede ser el ideal -del gobierno que 
anhelan los hombres prácticos, por más que esa or- 
ganización pueda obedecer á las más avanzadas doc- 
trinas de los maestros de la ciencia constitucional. 
• Convencido de que el engrandecimiento futuro de 
la Provincia de Buenos Aires, dependerá especial- 
mente de la manera cómo se organice definitivamente 
su gobierno general y comunal, en el lugar respectivo 
de esta obra se encontrarán las reformas que pro- 
pongo á la constitución actual. 

Allí se verá que he procurado harmonizar la cien- 
cia con nuestras prácticas y nuestras costumbres, con- 
servando el self government para los municipbs, que 
es lo tradicional y jurídico, y dejando al poder cen- 
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tral el gobierno y las atenciones de todo lo que no 
sea planta urbana de poblaciones con ejidos deter- 
minados. 

Procediendo de esta manera, se habrán conseguido 
los propósitos que tuvieron los convencionales de 
1873, de destruir las onmipotencias metropolitanas y 
de darles á los hombres de las localidades ingerencia 
en el gobierno de sus propios intereses, sin pertur- 
bar la marcha general de la provincia. 
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II 

REFORMAS EN EL PODER LEGISLATIVO 

La Convención de 1873, aceptó transacciones na- 
cidas en los luminosos debates que en ella tuvieron 
lugar, cuya importancia no se alcanzó á comprender 
entonces. 

Entre ellas, se encuentra el acuerdo de la Legisla- 
tura, para ciertos nombramientos de empleados y fun- 
cionarios de la administración, y especialmente para 
los ministros del Poder Ejecutivo. 

Esta medida fué adoptada, después de haberse 
rechazado la organización del ministerio parlamentario, 
tal como existe en los países donde el parlamento 
es el que gobierna por medio de sus mayorías. 

La Convención de 1870-73 aceptó el acuerdo del 
Senado para el nombramiento de los ministros, como 
un medio de evitar el parlamentarismo, pero no como 
su institución. 

Nuestra Constitución Nacional, como la de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, establecen el régimen del 
gobierno representativo presidencial, es decir, en que 
el Poder Ejecutivo está formado por una sola persona, 
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que ejerce el poder con el nombre de Presidente de 
la República ó de Gobernador de Buenos Aires, pero 
sin la intervención inmediata ni directa de otra auto- 
ridad en la constitución de ese poder. 

Los ministros de Estado — que no forman pro- 
piamente parte del Ejecutivo — no tienen, en nuestro 
sistema, por qué salir del parlamento, formando parte 
de él, ni por qué ser «personas gratas» á la mayoría 
parlamentaria. 

El jefe del Estado los elige por sí, como sus pro- 
pios secretarios y colaboradores. Su misma existencia 
no es forzosa, en el régimen presidencial de gobierno. 

En Inglaterra, el rey reina, pero no gobierna. El 
gobierno lo ejerce el gabinete, que debe constituirse 
con miembros de la mayoría parlamentaria. 

Cuando los Estados Unidos escribieron su cons- 
titución, tuvieron tan decidido propósito de huir de 
esa forma de gobierno, que, en toda aquella admi- 
rable organización del más perfecto, más liberal y 
más poderoso de los gobiernos republicanos, no hay 
un solo artículo en el que, ni siquiera por inciden- 
cia, se hable de ministros del presidente ó de secre- 
tarios de estado del Poder Ejecutivo. 

El Presidente — una sola persona — forma el poder 
administrador del país. La ley le ha dado los fun- 
cionarios y empleados que necesita para desempeñar 
su mandato. 



i3 
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Por otra parte, el sistema parlamentario de go- 
bierno, no depende de estas nonadas nimias. 

El régimen parlamentario de gobierno, no consiste 
en que una de las cámaras preste su acuerdo ó lo 
niegue al nombramiento de los ministros del Poder 
Ejecutivo. El pariamentarismo es la acción, directa y 
constante, de la Legislatura en la administración y 
en el gobierno, teniendo la mayoría parlamentaria su 
representación permanente en el gabinete, que, por 
otra parte, está formado por miembros de las mismas 
cámaras. 

Para defender al Poder Ejecutivo de las sorpresas 
de oposiciones ocasionales, es de esencia en el go- 
bierno pariamentario, la facultad del Ejecutivo de 
suspender las sesiones de las cámaras y hasta de 
disolver el pariamento,' para que, el pueblo, en nue- 
vas elecciones, al designar diputados, opte por la po- 
lítica que mejor consulte sus intereses, entre los dos 
extremos señalados por la mayoría actual pariamen- 
taria, contraria al gabinete, y el pensamiento de éste, 
sostenido por el jefe del Estado por medio del ga- 
binete. 

En ese sistema, hay una compensación de faculta- 
des ejecutivas y pariamentarias, que hace imposible 
el predominio de un poder sobre el otro, y por tanto, 
imposible la anarquía del gobierno. 

En la Constitución actual de la Provincia, el ex- 
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ceso de facultades parlamentarias no responde á nin- 
gún criterio científico, sino al propósito confesado 
por algunos convencionales en los debates de las con- 
venciones, de someter al Poder Ejecutivo á la ma- 
yoría parlamentaria; sin armarle, sin embargo, de me- 
dios de defensa contra las coaliciones oposicionistas. 

Por otra parte, el acuerdo del Senado para el nom- 
bramiento de los ministros, tal como figura en la 
Constitución de Buenos Aires, no es una copia de 
la Constitución de Estados Unidos. 

Allí, ese acuerdo no tiene un carácter de institu- 
ción política, ni tiene por objeto dar á las cámaras 
del congreso intervención en el gobierno, como su- 
cede en el sistema parlamentario. 

En Estados Unidos, se requiere el acuerdo del 
Senado para el nombramiento de todos los empleados 
de la administración y todos están sujetos al juicio 
político, como una simple medida de precaución para 
el mejor acierto en el nombramiento de los adminis- 
tradores de la cosa pública. Si, en la Constitución 
de los Estados Unidos, se hubiera tratado de una 
prerrogativa parlamentaria, se le habría conferido la 
facultad de prestar esos acuerdos á la cámara de 
diputados, que es la que, en todos los países regidos 
por el régimen parlamentario, tiene esa participación. 

En la Constitución de Buenos Aires, esa cláusula 
ha dado resultados negativos, impidiendo que ocu- 
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pasen los ministerios personas de reconocida compe- 
tencia, que hubiesen propendido al progreso de la 
Provincia. 

Institucionalmente, esta participación de la mayoría 
del senado, en la designación de los ministros del 
Poder Ejecutivo, no representa siquiera la interven- 
ción de la Legislatura, en esa designación, puesto 
que deciden definitivamente de la aceptación ó del 
rechazo del ministro propuesto, sólo la mitad más 
uno de los senadores presentes á la sesión, dándose 
así el caso de que, propuesto un candidato por el 
gobernador, y apoyado ese candidato por la unani- 
midad de los diputados y la minoría del senado, no 
podría ocupar el ministerio si la mayoría del senado 
le rechazaba. 

Esto no es régimen parlamentario ni régimen cien- 
tífico alguno. Esta fué sólo una transacción, mal com- 
prendida en su origen, entre los parlamentaristas y 
los ejecutivistas de la Convención de 1873. 

Como esa disposición, hay otras muchas, en la 
constitución vigente, que da á la Legislatura facultades 
que no debiera ejercer el Poder Legislativo; y, en 
cambio, le ha quitado otras que le son peculiares é 
indispensables. 

Al proyectar las reformas, en esta parte, me pro- 
pongo hacer de la Legislatura el poder que dicta las 
leyes, con todas las amplias atribuciones explícitas 
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é implícitas que le confiere el sistema de gobierno 
que hemos adoptado. 

En la armonía de los poderes coordinados que 
forman el gobierno representativo republicano, bajo 
el sistema unipersonal, la Legislatura no necesita 
inmiscuirse en la administración, por medios directos, 
para ejercer el contralor necesario á la institución. 

Dentro de sus inmensas facultades de legislación, 
tienen las cámaras legislativas todas las atribuciones 
convenientes y necesarias, para mantener al gober- 
nador dentro de los límites de su deber, sin haber ne- 
cesidad de llegar á los extremos del juicio político. 

Dentro de estas líneas generales, propondré, en 
los artículos correspondientes, las reformas y supre- 
siones necesarias. 
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III 

REFORMAS EN EL RÉGIMEN ELECTORAL 

El régimen electoral actual y el sistema de elec- 
ciones empleado, han de ocupar una de las principa- 
les partes de este trabajo. 

Antes de ahora, en obra publicada en París, y que 
hasta hoy sirve de texto de consulta en las Univer- 
sidades de la América Latina (O, he estudiado todos 
los problemas que se vinculan con las cuestiones 
electorales. 

Desde entonces he combatido la base del nuestro 
— el sufragio universal; — y si he recorciado la ciudad 
donde publiqué un libro, ha sido para demostrar 
cuan grande será mi convicción á este respecto, 
cuando he combatido esa institución en la misma 
fuente de su origen. 

Sin embargo, en un trabajo práctico como éste, 
y destinado, más que á reflejar el pensamiento doc- 
trinario de su autor, las reformas á la constitución 
que la experiencia haya aconsejado, no me creo auto- 



(1) Luis V. Várela: La Democracia Práctica, París, Bourel, 1875. 
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rizado á proponer que se reemplace el sufragio po- 
pular por el voto calificado. 

Es cuestión de ambiente propicio. La opinión no 
está preparada para ver desaparecer, en un día, la 
inmensa mayoría de los electores. 

Las muchedumbres de nuestras campañas son casi 
analfabetas, y el voto calificado, que es una aspira- 
ción y un desiderátum, no puede todavía implantarse 
en ellas. 

Precisamente éste es un ejemplo de los inconve- 
nientes que tiene la aplicación inconsciente de las más 
avanzadas teorías científicas, á pueblos cuyas cos- 
tumbres y cuya educación no están preparadas para 
practicarlas. 

En muchas de las constituciones parciales de los 
Estados Unidos — sobre todo en las últimas (O — se 
ha suprimido el sufragio universal, y sólo se ha re- 
conocido el derecho del voto á los electores que lle- 
nan ciertas condiciones. La ley califica al elector, 
como se califica por la constitución ó por la misma 
ley las condiciones de los que pueden ser elegidos. 



( I ) Haré observar que, intencionalmente^ evito multiplicar las citas del texto de 
las constituciones y publicistas. Tengo, para ello, un doble motivo: primero, evitar 
que nuestros convencionales futuros continúen siendo victimas de la imitación incon- 
sulta de las instituciones que rigen á los pueblos anglo- sajones, para procurar apli- 
carlas á nuestros pueblos latinos, de índole completamente distinta; segundo, demos- 
trar que creo que la futura constitución debe ser, más la obra de la práctica, la 
experiencia y el sano criterio, que de la ilustración en materias jurídicas é institucio- 
nales. 



« 
« 
« 

« 
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Esto obedece á un criterio que nosotros no hemos 
tenido nunca en cuenta. El elector no debe confun- 
dirse ni con el habitante ni con el ciudadano. El 
elector es parte esencial en el mecanismo del sistema 
representativo. 

En los gobiernos más modernos, incluso el nues- 
tro » — dice el juez Jameson — « hay cuatro distintas 
ramas ó departamentos á los que están confiados 
los poderes delegados por el soberano. De éstos, 
el primero son los electores, cuyas funciones son 
« las de elegir, entre su propio número, los funciona- 
« ríos, empleados en otros departamentos, á los cuales, 
« en los Estados Unidos, se ha agregado el encargo 
de dictar las leyes fundamentales. El cuerpo electoral 
es el más numeroso del Estado, encargado de ana 
función oficial Comprende á todos los tenedores del 
« sufragio (suffrage holders) ó votantes, ó, en un sen- 
« tido calificado, el pueblo, y difiere de los otros tres 
« departamentos en que constituye un cuerpo que 
jamás se reúne, sino que actúa por segmentos de 
tamaño tan conveniente como para que no hagan 
« impracticable su conferencia y cooperación (as not 
« tú render conference and cooperation impracticable). 
« Los otros tres departamentos son familiarmente 
conocidos con los nombres de departamentos legis- 
lativo, ejecutivo y judicial, encargados con los deberes 
« indicados respectivamente con esos nombres. 



« 
« 
« 



« 
« 



« 
« 
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« 
« 



« 



«: 



A estos cuatro sistemas de funciones comunes 
en los mejores gobiernos de Europa y América, los 
<- de los Estados Unidos han agregado una quinta, 
« desconocida en el extranjero — la convención cons- 
« titucbnal — cuyas funciones la colocarían en el 
rango de una legislatura, pero una legislatura es- 
pecial, cuyo deber es el de participar en la reforma 
« de las constituciones ( i ). » 

Dentro de estas teorías, el papel que el elector juega 
en el ejercicio del gobierno representativo, adquiere 
suma importancia; tanto que asume más las condicio- 
nes de un deber cívico que el de un derecho personal. 
Nada tiene, pues, de extraño, que el sufragio uni- 
versal pierda partidarios, á medida que aumentan los 
que quieren convertir la obligación de votar en algo 
semejante á la obligación de armarse en defensa del 
país. Constituir el gobierno es una misión tan seria 
y tan grave como la de defender la independencia 
ó la integridad de la patria. 

El derecho del elector, debe limitarse sólo á la 
elección del candidato por quien vote. 

Pero, para llegar á este resultado, es indispensable 
comenzar por preparar el cuerpo de electores, selec- 
cionando de la masa del pueblo aquéllos que estén 
preparados para desempeñar conscientemente esas 



( I ) Jameson : On Constitutional Conpention, página 2 3 . 
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funciones. Esos son los electores calificados, que son 
los primeros delegados del pueblo soberano al cons- 
tituir el gobierno representativo. 

Aun cuando, por mi parte, no pienso indicar, en 
el lugar oportuno, la supresión del sufragio universal, 
me parece que, en una obra de esta índole, no po- 
día dejar de decir algunas palabras respecto á las 
condiciones de los electores, siquiera sea para justi- 
ficar mi conducta al no intentar, por ahora, la re- 
forma. 

Independientemente de este punto, hay otros, en 
la constitución vigente, referentes al régimen electoral, 
que reclaman urgentemente la reforma aconsejada 
por la experiencia. 

Me refiero á la forma de elección de las cáma- 
ras legislativas, y á su renovación periódica. 

Es indudable que, en el estado actual de la cien- 
cia constitucional, la representación proporcional de 
todas las opiniones en las asambleas, es la regla 
más equitativa, más perfecta, más democrática y más 
científica. 

El sistema del cuociente electoral, ideado por Haré, 
modificado por Borely, y comentado y reformado 
luego por muchos otros, tiene la indiscutible ventaja 
de hacer que los cuerpos parlamentarios sean el re- 
flejo, en pequeño, del estado de la opinión del cuerpo 
electoral, en el momento del comicio. 
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Así lo entendieron los constituyentes de 1873; y, 
por este motivo, lo escribieron en la constitución, 
queriendo dar á la representación proporcional la 
consagración de su permanencia en la constitución, 
sin que la ley pudiese destruir ni modificar sus bases. 

Y, sin embargo, ese sistema electoral no ha dado 
entre nosotros el resultado que de él se esperaba. 

No sólo no ha servido para dar representación 
proporcional á la opinión pública, sino que ni si- 
quiera ha llegado á dar representación á las minorías. 

Ha habido para ello una causa fundamental, no 
imputable á épocas ni á elementos políticos determi- 
nados. 

Tanto el sistema de Haré, como el de Borely, como 
cualquiera otro que busque la representación propor- 
cional de las opiniones en las asambleas, parten de 
la base ineludible de que esas opiniones están repre- 
sentadas por partidos políticos, que cuentan con elec- 
tores disciplinados. 

En la República Argentina — en el orden nacional 
lo mismo que en el local — no tenemos partidos orga- 
nizados, permanentes, tradicionales, que se perpetúan, 
mantenidos por el amor á principios y á ideales que 
forman sus programas respectivos. 

Nuestras elecciones son sólo el resultado de im- 
provisaciones, en que la influencia del gobernante ó 
del caudillo personal, lleva á las listas los candidatos 
de su afección ó de su intqrés actual. 
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El vínculo, la solidaridad política que une á los 
hombres en corporaciones, haciéndoles los represen- 
tantes de ideas y de propósitos, pero no de individuos, 
no ha existido jamás en la lucha de nuestros comi- 
cios, y de ahí ha resultado que el sistema del cuo- 
ciente electoral^ implantado en la constitución como 
medio de obtener la representación proporcional de 
las opiniones, no ha podido nunca tener aplicación. 

Desde el momento que no hay fracciones de 
opinión pública que aspiren á ser representadas, es 
imposible que se pueda aplicar la representación 
proporcional á lo que no existe. 

Lo único que la experiencia nos dice, es que, en 
la provincia de Buenos Aires, la aplicación del sistema 
del cuociente electoral, ha dado, en la práctica, la 
multiplicidad de los fraudes y la organización de 
unanimidades irresponsables que, si no han pesado 
demasiado sobre el país, ha sido porque no han 
tenido bastante cohesión para mantenerse unidas. 

Su propia disgregación, la descomposición de los 
vencedores, después de la victoria, ha impedido las 
tiranías parlamentarias, permitiendo formarse oposi- 
ciones en las cámaras. 

Es, pues, necesario afrontar de frente ese problema, 
é ir á una reforma que permita que la ley electoral 
se modifique, cada vez que la experiencia demuestre 
que hay conveniencia en modificarla. 
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No es lo mismo emprender una reforma constitu- 
cional que corregir una ley transitoria. 

Por esta razón, creo que, en la Constitución, sólo 
debe consignarse aquellos principios que sirvan de 
base al régimen electoral, dejando al Poder Legislativo 
la facultad de reglamentar aquellos principios, sin des- 
naturalizarlos. 

Hoy, no puede discutirse el derecho de las minorías 
populares, para estar representadas en los cuerpos 
deliberantes del gobierno; pero, establecida esa regla 
como fundamento constitucional, debe dejarse que los 
legisladores de todos los tiempos, busquen el mejor 
de los sistemas para que las minorías tengan repre- 
sentación. 

No se ha dicho todavía la última palabra sobre 
esta materia, ni los pueblos ni la opinión pública 
permanecen estacionarios en sus costumbres y en sus 
hábitos políticos. 

Lo que es malo para la actualidad presente, como, 
por ejemplo, el sistema del cuociente electoral, puede 
ser eximio para la actualidad de mañana. 

Será sólo cuestión de tiempo y de mejor educación 
cívica por parte del cuerpo electoral. Será cuestión 
de organización de partidos permanentes, con banderas 
y programas definidos. 

Y como eso tiene que llegar, más tarde ó más 
temprano, no hay objeto práctico ni útil en precisar. 



4 

f 
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en la constitución — que debemos procurar que sea 
lo menos frecuentemente reformada — un sistema elec- 
toral determinado, que, por muy conveniente que nos 
parezca en estos días, puede ser incompatible con las 
exigencias del porvenir. 

Estas convicciones me llevan á proponer, en el 
punto oportuno, las reformas necesarias. 

En cuanto á la renovación de las cámaras legis- 
lativas, que, en la actualidad, obedece al sistema 
electoral adoptado por la constitución vigente, debe 
también modificarse, haciendo que sea más frecuente 
la incorporación de nuevos electos á cada uno de 
los cuerpos legislativos. 

Dos años es un lapso demasiado largo, para que 
los electores elijan nuevos representantes. Una vez 
que desaparezca el inconveniente del cuociente, esa re- 
novación puede hacerse cada año, tanto en una parte 
del personal del Senado, como en otra de la Cá- 
mara de Diputados. 
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IV 



REFORMAS EN EL PODER JUDICIAL 



Desde que se dictó la Constitución de 1873, la 
descentralización del poder judicial ha sido materia 
de muchos y de muy diversos debates. Hoy mismo 
se discute su conveniencia y sus desventajas; for- 
mándose á veces los bandos, más bien inspirados 
por intereses locales que por verdaderos anhelos de 
mejorar las instituciones. 

Sin temor de ser contradicho por los profesiona- 
les que se hayan ocupado de la organización de los 
tribunales actuales, y de la administración de justicia 
por ellos, puedo afirmar que, de toda la constitución 
en vigor, es una de las partes más defectuosas la 
que se refiere al Poder Judicial. 

No son los hombres los que producen el retardo 
en el fallo de las causas; son los requisitos consti- 
tucionales, y el exceso de recursos que ellos crean, 
lo que hace interminables los juicios. 

Se buscó, en la convención de 1870, el medio de 
obligar á los jueces á que estudiasen individualmente 
cada causa, y de rodear los fallos de las mayores 
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garantías de justicia; y, al efecto, se hicieron obli- 
gatorios los sorteos de expedientes, la separación de 
las cuestiones de hecho y de derecho y la emisión 
del voto personal y aisladamente de cada miembro de 
un tribunal sobre cada uno de aquellos puntos. 

La experiencia ha demostrado que ese sistema de 
fallar las causas, produce mayores demoras, sin tener 
ninguna ventaja sobre el sistema empleado, por ejem- 
plo, por la Corte Suprema Federal, en que las cau- 
sas se resuelven sin acuerdo escrito, consignado en 
los autos. 

En materia criminal — en la que, según fallos de 
la Corte Suprema de la Provincia, debe aplicarse el 
mismo sistema — los perjuicios son mucho mayores, 
porque, con frecuencia, se producen casos en que 
las tramitaciones forzosas del proceso duran años, 
para terminar por una sentencia que absuelve al pro- 
cesado, después que ha sufrido una larga prisión in- 
justificada. 

La promesa del jurado como tribunal de lo cri- 
minal, figura en la Constitución Nacional desde 1853, 
y la han repetido todas las constituciones provincia- 
les. La misma promesa figura en las constituciones 
de 1 873 y 1 889 para la estimación de la prueba en 
las causas civiles; y, sin embargo, esas disposiciones 
jamás han sido cumplidas. 

Hoy, no representan siquiera un anhelo. El jurado 
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popular empieza á desprestigiarse aun en los países 
sajones, que lo tienen establecido desde tiempos inme- 
moriales; y otros medios de administrar la justicia, 
más científicos y más en armonía con las sociedades 
actuales, empiezan á preconizarse como preferibles. 

El mismo nombramiento y distribución de los fun- 
cionarios de justicia, no responde, en la constitución 
actual, á un plan combinado y estudiado de acuerdo 
con las exigencias sociales y territoriales de la Pro- 
vincia. 

Hace mucho tiempo que, en el foro, en la prensa 
y en las cámaras legislativas, se ha evidenciado la 
necesidad de introducir grandes reformas de forma y 
de fondo en la administración de justicia; pero la 
Constitución ha servido de obstáculo á toda modifi- 
cación benéfica. 

Este es el gran inconveniente que tienen estas 
constituciones difusas y excesivamente detalladas. No 
permiten que la ley amolde las instituciones á las 
cambiantes que se producen en las costumbres y en 
las manifestaciones de la actividad, obligando á los 
poderes públicos á permanecer aferrados á prácticas 
que el tiempo y la civilización han hecho anacrónicas. 

Al ocuparme del capítulo que trata del Poder Judi- 
cial, de las funciones de los distintos tribunales que 
la Constitución crea y de su forma de proceder, he 
de indicar la conveniencia de hacer muchas supre- 

14 
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siones y cambios, que espero merezcan la aprobación 
de todos los hombres que se han ocupado de estas 
materias, sean ó no miembros del foro. 

Y si la alta justicia reclama reformas sustanciales, 
la justicia de menor cuantía — la justicia de paz — 
las exige aun más premiosas. 

Los pobres no tienen hoy justicia que les ampare 
en la provincia de Buenos Aires. Digo esto, no por- 
que los actuales jueces de las campañas sean los 
tiranuelos de otros tiempos; lo digo, por la imposi- 
bilidad de llegar hasta ellos, en las inmensas exten- 
siones territoriales de sus jurisdicciones. 

En cada partido, hay un solo juez de paz; y hay 
partido que tiene cuatrocientas leguas cuadradas de 
extensión. Basta este dato para que se comprenda 
que es, materialmente, imposible que un hombre po- 
bre se traslade al asiento del juzgado á reclamar ó á 
defender sus derechos, no sólo por las distancias, sino 
también por los gastos que la traslación produce. 
Y luego, como los términos en que deben producirse 
los alegatos y las pruebas, son siempre breves, en 
esa clase de juicios, resulta que todo aquel que tenga 
que seguir un pleito, ante un juez de paz, tiene que 
instalarse en la sede del juzgado, haciendo el aban- 
dono de su hogar y sus ocupaciones, mientras, dura 
la causa. 

Se me dirá que le queda el recurso de hacerse 
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representar por procurador; pero á esto contestaré 
que la libre representación es aun peor que la libertad 
de la defensa, que ha sido menester restringir en el 
último Código de procedimientos civiles. 

Un procurador de juzgado de paz de campaña, 
es un verdadero peligro para sus representados; de 
manera que este recurso no sería un motivo para 
mantener la organización actual de la justicia de me- 
nor cuantía, 

Al tratar de ella, en el lugar que ocupa en la 
constitución actual, propongo las reformas que he 
considerado más oportunas, tomadas no sólo de mis 

« 

propias observaciones, sino de consejos que la expe- 
riencia ha dado á autoridades y particulares, que han 
podido apreciar los inconvenientes de lo existente. 

Es menester colocar los jueces de paz al alcance 
de los habitantes del país, que necesiten su interven- 
ción, haciendo de esa justicia del pobre lo que qui- 
sieron sus creadores que fuese: — una justicia rápida, 
barata y equitativa. 

Para conseguir esto, bastará fijar en la constitu- 
ción sólo las reglas capitales en que debe fundarse 
esa justicia, dejando que la ley cree tantos magistra- 
dos de esa jurisdicción, cuantos sean necesarios, se- 
gún la condensación de las poblaciones y las exten- 
siones territoriales. 

No es sólo la organización de la justicia de paz 
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la defectuosa: — la jurisdicción que ella ejerce, tam- 
poco puede mantenerse. 

Los homes buenos del derecho español, que sólo 
debían arreglar las diferencias entre sus vecinos, fa- 
llando en equidad y justicia, no deben tener atribu- 
ciones políticas. 

Sin embargo, la constitución actual les da tan 
importantes funciones en las cuestiones electorales, 
que, durante muchos años, bajo el imperio de las ins- 
tituciones actuales, los nombramientos de los jueces 
de paz de campaña han sido objeto de trabajos é in- 
fluencias puestas en juego por los caudillos políticos. 

Es menester quitar á esos funcionarios judiciales, 
todo lo que no sea puramente judicial. Es necesario 
haceries depender y pertenecer exclusivamente al 
Poder Judicial, del que no son sino el último grado 
en la escala de las gerarquías. 

Y, en estas mismas cuestiones judiciales, es nece- 
sario limitar la justicia de menor cuantía, á la sola 
materia civil, quitando á los jueces de paz las atri- 
buciones que hoy desempeñan como jueces correc- 
cionales, y por las cuales pueden llegar á condenar 
hasta á un año de prisión. 

Presentado así, en general, el pensamiento que me 
domina, con respecto á las reformas reclamadas en 
esta parte de la constitución, en los artículos perti- 
nentes indicaré la manera de evitar los inconvenientes 
que ligeramente he señalado aquí. 
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OTRAS REFORMAS 

En las páginas que preceden he tratado, á grandes 
rasgos, las principales reformas que deben hacerse en 
la Constitución actual de Buenos Aires. 

Sin embargo, hay muchas, muchísimas otras que 
será menester indicar y estudiar en su debida opor- 
tunidad. 

Nuestra carta fundamental entra en demasiados 
detalles, que deben desaparecer del código político 
de la provincia, á fin de que éste se ajuste á las 
modernas teorías constitucionales. Una constitución 
debe ser, no sólo breve y compendiosa, conteniendo 
sólo la esencia, los principios sustanciales del go- 
bierno, sino que debe ser dúctil, de manera que las 
instituciones puedan ir modificando su estructura sin 
perder nada de su base fundamental. 

Una constitución — ya lo he dicho — no debe 
contener limitaciones á la acción gubernativa, y 
sobre todo legislativa, en todas aquellas materias 
que, por su naturaleza, están sujetas, en su estabilidad, 
á las mutaciones constantes que causan la evolución 
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de las ¡deas, el cambio de las costumbres y de los 
medios de traducirse la actividad humana. 

En cincuenta años, hemos reformado tres veces 
nuestra constitución, y no pueden atribuirse esas 
reformas á cambios producidos en la sociabilidad ó 
eri los hábitos de nuestro pueblo. 

Hemos sido víctimas de errores que hoy recono- 
cemos. No son los más sabios; son los más prácticos 
los que deben aconsejar la reforma. 

Emprendamos ahora la tarea de estudiar, en detalle, 
la constitución, y de señalar los puntos que, en el 
concepto general, deben ser objeto de modificaciones. 
La situación es propicia, porque hoy no existen di- 
vergencias políticas que puedan arrastrar á los par- 
tidos á obstaculizar la obra del patriotismo y de la 
sinceridad. 

¡Quiera el cielo que los intereses personales de 
influencia y de prestigio, que algunas de las reformas 
propuestas van á herir, no se coaliguen para oponerse 
como valla en el camino de la mejora de nuestras 
instituciones! 



EL 

TEXTO DE LAS REFORMAS PROYECTADAS 



SUS FUNDAMENTOS 



SECCIÓN PRIMERA 
I 

DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTÍAS 

En el capítulo primero de la Constitución de Bue- 
nos Aires, se han confundido, en un solo cuerpo, 
declaraciones que implican restricciones al ejercicio 
del poder, y derechos y garantías individuales y co- 
lectivas, que no necesitaron incluirse en la constitu- 
ción local, puesto que, sin que figurasen en ella, son 
prerrogativas de que gozan todos los ciudadanos ó 
todos los habitantes de Buenos Aires — según su 
caso — en virtud de prescripciones de la Constitución 
Federal. 

En las constituciones modernas, comienza á supri- 
mirse ese capítulo de las declaraciones de derechos 
y de garantías, que hoy forman conquistas de la hu- 
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manidad, que ningún gobierno representativo se atre- 
vería á desconocer. 

Por otra parte, desde que no existen derechos ab- 
solutos é inalienables; desde que todos los derechos 
que se enumeran en esas declaraciones generales, que 
forman el capítulo primero de las constituciones, sólo 
pueden ejercerse en la forma que lo determinen las 
leyes reglamentarias; desde que la misma enumera- 
ción de derechos y garantías, que se hace en las cons- 
tituciones, no importa la negación de otros no enu- 
merados, y que pueden legislarse, — es obvio asegurar 
que aquellas declaraciones generales, con que se pre- 
cede la organización de los poderes que forman 
el gobierno del Estado, es perfectamente inútil y su- 
perfina. 

En las provincias argentinas esa superfluidad es 
más evidente, desde que, consignadas en la Consti- 
tución Federal todas las mismas declaraciones de de- 
rechos y garantías que se enumeran en las constitu- 
ciones de provincia, esta última enunciación no es 
necesaria. 

Se comprendería su incorporación ai código polí- 
tico de una provincia, si las autoridades de ésta pu- 
dieran privar á los habitantes de su territorio de 
aquellas garantías dadas por la Constitución; se ex- 
plicaría, también, si las provincias necesitasen ratifi- 
car lo estatuido en la Constitución Nacional, para 



DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTÍAS 20 1 

que ello fuese aplicable en su jurisdicción; podría 
incluirse, en fin, si alguien pretendiese que las dis- 
posiciones de la Constitución Federal, en cuanto se 
refieren á derechos y garantías individuales, sólo son 
aplicables á la capital de la República, á los territo- 
rios nacionales y á los parajes regidos por las leyes 
federales y que están bajo la jurisdicción nacional; 
pero nada de todo esto sucede. 

De acuerdo con las prácticas constitucionales ar- 
gentinas, y conforme con la jurisprudencia de la Corte 
Suprema Federal, todas las disposiciones contenidas 
en el capítulo de la Constitución Nacional, referentes 
á los derechos y garantías personales y colectivos 
de los ciudadanos y de los habitantes, son aplicables 
á todos los que se encuentran en territorio argen- 
tino, cualquiera que sea la jurisdicción á que esos 
territorios pertenezcan. 

Y es tanto así, que al incluirse la repetición de 
esas mismas cláusulas en la constitución local de 
Buenos Aires, se incurre en una falsedad jurídica. 

No es exacto que sea la convención provincial la 
que acuerda á los habitantes de la provincia de Bue- 
nos Aires, todos y cualquiera de esos derechos. 

No es exacto, por ejemplo, que sea esa conven- 
ción la que faculta á los habitantes de la provincia, 
para profesar libremente su culto, publicar sus ideas 
por la prensa, sin censura previa, enseñar y apren- 



20 2 REFORMA DE LA CONSTITUCIÓK 



der, etc., etc.; no es exacto que sea porque la con- 
vención provincial lo ha establecido, que la propie- 
dad es inviolable y que la libertad individual sólo 
puede ser coartada, en virtud de mandato de juez 
competente ó sorprendido el agente en la comisión 
de un delito. 

Aun cuando nada de todo esto se diga en la 
Constitución de la Provincia, sus habitantes tendrán 
las mismas garantías; puesto que ellas les han sido 
reconocidas por el pueblo de la Nación, al constituir 
los gobiernos federal y provincial, y como base del 
sistema adoptado para el régimen de la Nación y 
de las Provincias. 

Cometen un grave error histórico los que atribuyen 
los capítulos sobre garantías y derechos, que figuran 
en las constituciones escritas, á la famosa Declaración 
de los derechos del hombre y del ciudadano, hecha 
por la Convención francesa, durante la revolución. 

Para demostrar el error, basta recordar que todos 
los principios de la libertad política y civil, procla- 
mados por la revolución francesa, figuraban muchos 
años antes en la Constitución escrita de los Estados 
Unidos, dictada por primera vez en 1776, y traídos 
á Europa, primero por Frankiin, en su misión diplo- 
mática cerca de Luis XVI, cuando bendijo al nieto 
de Voltaire, en nombre de «Dios y la libertad»; y, 
más tarde, por Lafayette, que, con la punta de sus 
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bayonetas vencedoras, enseñó á la Francia lo que vale 
la milicia norteamericana, aunque se la llame garde 
naíionale, y lo que valen los pueblos, cuando luchan 
por su propia libertad. 

Pero, ni siquiera ese admirable capítulo de la Cons- 
titución de los Estados Unidos, que recapitula todos 
los derechos y las garantías del hombre y de la hu- 
manidad, es el origen • de la introducción de esos 
artículos en todas las constituciones de las dos 
Américas. 

Ese origen se remonta á muchos años antes de 
la declaración de la independencia norteamericana. 

Nace con las primeras colonias que se establecieron 
en lo que, por amor á la madre patria, se llamó la 
« Nueva Inglaterra » ; y tiene por fundamento la misma 
legislación de la sociedad que los primeros colonos 
ingleses dejaban á su espalda, al venir á organizar 
una nueva patria en este hemisferio. 

No podían adoptar, para su gobierno, la constitu- 
ción inglesa, porque ésta no existe constituida por 
un cuerpo homogéneo, inmutable, codificado de leyes 
orgánicas. El Parlamento británico ha hecho y seguirá 
haciendo, con sus sanciones sucesivas, la constitución 
que requiera aquel gran imperio, haciendo que las 
leyes se amolden á las situaciones actuales, sin que 
su inmutabilidad inflexible perjudique los intereses del 
presente, en nombre de una disposición del pasado. 
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El Parlamento británico no dicta leyes inconstitu- 
cionales, porque su poder no tiene límites, de manera 
que la ley nueva deroga ó modifica la vieja, sin que 
la existencia de esta última pueda cohibir la facultad 
legislativa de aquel cuerpo soberano. 

Acaso es ésta una de las grandes reformas que 
el porvenir reserva á nuestro derecho constitucional, 
el día en que las costumbres- y la educación de nues- 
tros pueblos, nos permitan formar poderes legislativos 
ilimitados, con facultades de modificar la misma 
constitución, sin esperar los trámites y las demoras 
que reclaman las reformas hechas por las conven- 
ciones constituyentes; pues, como hace ya muchos 
años, lo decía Emile Burnot: « La sabiduría de una 
constitución consiste en saberse modificar lo nece- 
sario, y aun en suprimirse espontáneamente^ siempre 
que ha llegado el momento de reemplazarla...» 

Esa obra lenta y secular del Parlamento británico, 
que se conoce con el nombre de the common law of 
Englandy y que es el derecho consuetudinario y tra- 
dicional de aquella nación, fué la que los colonos, 
que fundaron la Nueva Inglaterra, trasladaron á Amé- 
rica; y fué ese mismo derecho el que escribieron, 
primero en sus cartas coloniales, y después en sus 
constituciones como Estados y como Nación inde- 
pendientes. 

El common law of England consistía en todas esas 
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máximas y principios de libertad, de orden, de acierto 
que habían prevalecido desde tiempo inmemorial, en 
el manejo de la cosa pública, en el desarrollo de los 
negocios privados, en la reglamentación de las insti- 
tuciones democráticas, en la adquisición, la guarda y 
la transferencia de la propiedad; y, en una palabra, 
en todas las relaciones de la vida civil de los hombres 
entre sí y de los gobernantes con los gobernados. 

Era, por decirlo así, el epítome del pensamiento y 
de la acción del pueblo, que iba modificándose gra- 
dual é insensiblemente, amoldando, de tiempo en 
tiempo, las nuevas leyes á los nuevos hábitos, ^según 
las exigencias de los progresos materiales ó morales 
que la civilización producía. 

Nacido el common law de la naturaleza misma del 
pueblo, y desarrollado por la acción de su propia 
experiencia, era forzosamente el cuerpo de leyes que 
mejor se amoldaba á sus necesidades; y, por consi- 
guiente, era lógico que, cualquiera parte del pueblo 
inglés que emigrase, llevase consigo esas leyes á cual- 
quiera país á donde trasladase su domicilio. 

Los plantadores y colonos de la Nueva Inglaterra, 
al instalarse en América, lo hicieron, recibiendo de 
sus soberanos charters otorgadas á los nobles que 
las solicitaban — como lord York, lord Delaware y 
otros — que daban su propio nombre á los territo- 
rios de la concesión; y en esas charters se estable- 
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cían los derechos y garantías que se les reconocían; 
y, forzosamente, en ellas figuraron todos esos dere- 
chos y garantías que, desde la Magna Charta, el 
BUl of Rights y The Hateas Corpus Ací, forman el 
amado common law de los británicos. 

Al amparo de esas charters, se desarrollaron las 
colonias, independientes las unas de las otras y á 
veces rivales entre ellas; pero teniendo todas, escritas 
en sus instituciones propias y locales, las mismas 
garantías y privilegios de libertades civiles y religio- 
sas que existían en la madre patria. 
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II 

ORIGEN DE LAS DECUVRACIONES, DERECHOS Y GARANTÍAS 

■ 

EN LAS CONSTITUCIONES AMERICANAS 

Todas las Charters que regían en las colonias in- 
glesas de América, al estallar la revolución, al for- 
marse la primera Confederación en 1776, y al adop- 
tarse la actual constitución de Estados Unidos, en 
1789, no sólo contenían el capítulo de derechos y 
garantías^ que hoy figura en esas y en otras cons- 
tituciones posteriores, sino que contenían también los 
principios más completos del gobierno representativo, 
con la división del gobierno en la trinidad que había 
ya consagrado la Inglaterra: — el Poder Ejecutivo, el 
Legislativo y el Judicial (i). 



( I ) La actual Constitución de los Estados Unidos, fué adoptada sólo por trece 
Estados, incluyendo en ellos á Khode Island y North Carolina, que la adoptaron 
más tarde. Esos trece Estados, al constituir la Unión, estaban regidos por Charters 
seculares, expedidas por los monarcas ingleses en favor de los colonos primitivos. 

He aquí la historia de esas instituciones : 

CoNNBCTicuT. — Su Carta primitiva era de i63o. En Abril de lóSg, los colonos 
organizaron un gobierno propio, por medio de elecciones populares, en el que figu- 
raban los tres poderes, reconociendo siempre la soberanía de Inglaterra. En esa 
Constitución figura el capitulo del Bill of Rights. En 2 3 de Abril de i 662, Carlos II 
dio una nueva Charter para «el gobierno de la colonia de Connecticut» . En ella 
no figuraba ninguna declaración de derechos y garantías; pero, en 1776, al de- 
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Figurando en las Charters coloniales, los derechos 
y garantías de que gozaban los habitantes de las 
colonias, aun cuando la independencia hizo necesario 



clararse Connecticut independiente, dictó una ley en la que hizo la declaración de 
derechos y garantías ; empezando esa ley por declarar que « la antigua forma de 
gobierno civil contenida en la Charter de Carlos II, rey de Inglaterra, continuará 
siendo el gobierno civil de este Eslado » ; de manera que, después de la declaración 
de la independencia, continuó rigiendo la Charter de 1662, hasta 18 18 que fué 
reformada. 

Delaware. — Después de las luchas entre ingleses y daneses, para poseer las tierras 
que forman el actual estado americano de Delaware, el almirante Guillermo Penn, 
fundador de Pennsylvania, hizo convenios con el duque de York para incorporarlas 
á sus dominios. Asi quedó Delaware, desde 1682, regido por las mismas instituciones 
que Pennsylvania, hasta 1703, en que se produjo la separación parcial del gobierno, 
eligiendo Delaware una Asamblea Legislativa propia, pero continuando bajo el mis- 
mo gobernador. Cuando estalló la revolución, el 2 i de Septiembre de 1776, este 
Estado dictó su primera constitución, como Estado soberano é independiente, y en 
ella fíguró la declaración de derechos y garantías. 

Georgia. — El territorio que forma el actual Esudo de Georgia^ estaba incluido 
en el que la Charter de i663, acordó á Carolina, y, por tanto, siguió bajo aquélla 
hasta 1729. 

En 9 de Junio de 1732, Jorge II dio á Lord Percyval y otros una Charter; pero 
la guerra, primero con los españoles de Florida y luego con las fuerzas británicas, 
durante la revolución, impidieron á Georgia gobernarse regularmente. Sin embargo, 
el i 5 de Abril de 1776, respondiendo al movimiento general de las colonias inglesas, 
Georgia organizó su gobierno independiente, con una constitución en la que figuraban 
las declaraciones de derechos y garantías, que no hizo sino repetir la constitución 
actual de 1868, bajó el epígrafe de Declaration of fundamental principies, 

Maryland. — La primera organización de esta colonia fué en virtud déla Charter 
otorgada por Carlos I á lord Baltimore, en 20 de Junio de i632, comprendiendo 
una vastísima extensión territorial. Como todas las demás, esa Charter contenía la 
declaración de derecho, y el gobierno representativo tripartito. La primera asamblea 
legislativa se reunió en Santa María en 1634. Las luchas religiosas produjeron la 
anarquía en esta región, que sintió la influencia del paso de Cromwell, de Carlos II 
y de Guillermo y María en el trono de Inglaterra. Sin embargo, en i676yen 1687, 
las leyes dictadas en virtud de la Charter de i63 2, fueron ratificadas y rigieron 
hasu las vísperas de la revolución. En Annapolis se reunieron convenciones provin- 
ciales (Provincial Conventiuns ) , en 1774, 1776 y en 1776, en que la convención 
resolvió suprimir el nombre del rey en los ofícios religiosos, disponiendo que una 
nueva convención se reuniese «con el expreso propósito de organizar un nuevo go- 
bierno » . Esa Convención se reunió, y « habiéndose discutido día á día la Declaración 
de Derechos y la forma de gobierno, fué defínitivamente adoptada el 3 de Noviembre 
de 1776»...., quedando esta constitución en vigor «con pequeñas enmiendas, como 
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que en aquellos instrumentos se modificasen algunas 
cláusulas, el capítulo de los derechos y garantías pasó 
inconmovible á la legislación política de los Estados 



la ley orgánica de Maryland, durante más de sesenta años (*). Posteriormente esa 
constitución ha sido reformada en 1867. Su primer capitulo es Declaration of Rights. 

Massachusetts. — La Charter de esta colonia es de 20 de Junio de 1620. Con- 
tiene la declaración de derechos. En 1684 una forma representativa de gobierno sus- 
tituyó á la asamblea general del pueblo, que hasta entonces funcionaba; pero inme- 
diatamente se produjeron disturbios internos y desinteligencias con el Concejo que 
administraba las colonias, loque obligó al rey Jaime á cancelar la Charter de 1620. 
En 7 de Octubre de 1691 se concedió otra Charter para «The Province of Massa- 
chusetts», en la Nueva Inglaterra; pero no conteniendo ésta bastante explíciumente el 
reconocimiento de los derechos individuales y colectivos de los habitantes y pueblo 
de la colonia, su legislatura los amplió, y sus autoridades administrativas consiguie- 
ren del rey Jorge I una ampliación de la anterior Charter, con fecha 20 de Agosto 
de 1725, la que continuó hasta la revolución. Desde 1774 hasta 1779, se reunie- 
ron diversas convenciones, y diversos actos legislativos se produjeron, hasta que se 
sometió al pueblo la dcci&ión de si debía ó no reunirse una nueva convención. Ha- 
biendo votado por la afirmativa más de las dos terceras partes, la convención se reu- 
nió en Cambridge el i' de Septiembre de 1779, la que, previa declaración de que 
Massachusetts era una «República libre» (a Free Republic) , nombró una comisión de 
treinta personas para que redactase el capítulo de las declaraciones y derechos y la 
forma de gobierno. «La declaración de derechos íué encomendada solo á JuanAdams, 
quien la preparó y fue aceptada con insignificantes (trijling) enmiendas. En esta ta- 
rea se guió por la Constitución Inglesa, la ley de derechos (Bill of Rights) de Virgi- 
nia y la práctica general (**) ». La nueva constitución se dictó, por fin, en 16 de Ju- 
nio de 1780, y aunque ha sido revisada en 1795, 1821, etc., etc., ella permanece 
en vigor, con las pequeñas enmiendas que el tiempo y el progreso han exigido. 

New Hampshire. — Un decreto real de 18 de Septiembre de 1679, constituyó el 
gobierno independiente de esta colonia, que hasta entonces habia figurado dentro del 
territorio de Massachusetts. Aquella disposición real organizaba un verdadero gobierno 
representativo, con sus tres poderes, amovibles á voluntad del ntonarca. La primera 
asamblea legislativa se reunió en Portsmouth en 1680; y, desde entonces, no se pro- 
dujeron cambios en la organización, hasta los días de la revolución. Una convención 
se reunió en Diciembre de 1775, que resolvió organizar un gobierno provisorio, 
mientras durase la guerra con la Gran Bretaña, sin hacer todavía una declaración 
categórica de independencia. Fue sólo en 1778, y luego en 1781, que se reunieron 
convencionales para reformar definitivamente la antigua Charter, promulgándose nue- 
va constitución en Junio de 1784. «Esta constitución estaba precedida por un ex- 
tenso Bill of. Rights j y dividía los poderes del gobierno en tres distintos departamen- 



(•) HoVGn. — American Coruiitutions, vol. I, p. 550. 
(•*) Hoüoh: Obra citada, vol. I, p. 616. 
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soberanos, en las mismas condiciones en que, hasta 
entonces, había venido sirviendo de baluarte á las 
libertades del pueblo colonial. 



tos (*) » . En 1792 se reunió una conv'ención para reformar aquella constitución, 
siendo sus principales reformas cl cambio de lítulo de «Presidente», que usaba el 
ejecutivo, por el de «Gobernador», y, desde entonces ha continuado en vigor aquel 
mismo código político, porque el pueblo ha rechazado varias veces la convocatoria de 
nuevas convenciones constituyentes. 

Nueva Jersey. — La constitución de este Estado toma su origen, propiamente, en la 
Fundamental Constitution , sancionada por la primera asamblea reunida en Noviembre de 
1 6 8 I . Ella rigió hasta 1776 en que, por la inviución hecha á las colonias por el Con- 
greso Continental el 10 de iVlayo de 1776, para que se constituyesen en estados in- 
dependientes de la Gran Bretaña, se reunió un congreso provincial, que sólo se li- 
mitó á cambiar la palabra «Colonia» por «Estado», y otras modificaciones de detalle, 
que en nada afectaron las declaraciones de derechos y garantías. En 1790 se intentó 
reunir una convención, pero no se consiguió nada, hasta 1843, en que se dictó la 
actual constitución de New Jersey, cuyo capitulo I repite las declaraciones de dere- 
chos y garantios de las constituciones coloniales. 

Nueva York. — En i 9 de Marzo de i 69 i — después de desavenencias y dificul- 
tades que habían existido en esta colonia desde 16 i 3 — se reunió una asamblea ge- 
neral que dictó una constitución en la que figuraban en el capitulo de inrights and 
privilegies of their Majesties* subjects inhabiting mthin their Province of New Yorki» 
(«derechos y garantías de los subditos de sus majestades que habitan en su provincia 
de Nueva York»), ciertos artículos que no aceptaron los reyes Guillermo y María, y, 
por tanto, repudiaron esa constitución. Sin embargo, en 1775, comenzaron á aplicar 
las autoridades aquella constitución, modificándose la estructura del gobierno por 
sanciones legislativas; pero conservando siempre el capitulo de derechos y garantías. 
En 1775 y 1776 se reunieron las asambleas revolucionarias, que aprobaron la de- 
claración de la independencia por el congreso continental, y que dio origen á la cé- 
lebre comisión formada por Jay, Livingston, Morris, etc., que prepararon la cons- 
titución y la Declaración de derechos y garantías de 1777; pero las eventualidades 
de la guerra hicieron que ella sólo empezase á regir en 1783, siendo reformada 
parcialmente en 1801 y revisada por una convención en 182 i. En 1846 fué nue- 
vamente reformada la constitución; y, finalmente, en i865, se reunió una nueva 
convención que, conservando la constitución de 1846, le hizo algunas reformas, 
que sólo fueron aprobadas por el pueblo en i 8 6 7 . En todas estas constituciones, 
desde la de i 69 i , ha figurado siempre el capítulo de los derechos y garantías que 
figura actualmente. 

Pennsylvania. — El 24 de Octubre de 1682, llegó á América Guillermo Penn, 
que había abandonado la Inglaterra á causa de las persecuciones de que eran objeto 
los kuakeros, cuya secta religiosa él dirigía. Inmediatamente reunió al pueblo de New 



(•) Hough: Obra citada, vol. I al II, p, 3. 
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Para el pueblo norteamericano, esas instituciones 
traídas de la madre patria, representaban el hogar, 
el home, que constituía las tradiciones gloriosas de 



Castel (hoy parte del estado de Delaware), y organizó un gobierno representativo, 
sobre las bases del common law británico. En 1692, Penn fue privado del gobierno 
de la colonia, por orden de los reyes Guillermo y María, á causa de su amistad con 
Jaime 11; pero, reconocido de nuevo como gobernador en 1694, reformó dos años 
después, en 169Ó, la constitución de i683, que ¿1 mismo habla dado á aquella co- 
lonia. En 1701 se dictó defínitivamente la Charter of Privilegies, y esta rigió du- 
rante la revolución, hasta que en 1776 la asamblea provincial se disolvió, porque 
sus miembros se dividieron entre los partidarios del rey de Inglaterra y los revolucio- 
narios. Fué entonces que se reunieron, en Philadelphia, un grupo de hombres in- 
fluyentes, y convocaron, constituidos en «comisión de la ciudad y de las libertades 
de Philadelphia», á una convención constituyente, que, en 28 de Septiembre de 1776, 
dictó la primera constitución del estado de Pennsylvania, que entró en vigor sin ser 
sometida al voto del pueblo. 

En 1789 se reunió una convención reformadora, la que dictó una nueva consti- 
tución en I 790, precediéndola de una larga proclama dirigida «Al Mundo», y en la 
que se incluyeron las declaraciones de derechos y garantías que hacia más de dos si- 
glos venían gozando los habitantes de aquellas comarcas. En 1825, 1884 y ¡838 
se reunieron nuevas convenciones, dictando esta última la constitución que hoy rige, 
con las enmiendas parciales hechas en i85o, 1867 y 1864. 

Virginia. — El 3o de Junio de i 6 i 9 se reunió la primera asamblea legislativa, 
en Jamcstown, formada por el gobernador, consejeros y treinta y dos burgueses, 
elegidos en once pertenencias coloniales. Esta asamblea organizó un gobierno repre- 
sentativo, y sancionó, como una prerrogativa inalienable de la colonia, el capitulo 
de derechos y garantías que formaba la esencia del common law del pueblo inglés. 
En esa constitución se dijo que aquel gobierno se constituía «para imitar y seguir la 
forma de gobierno, las leyes, las costumbres y las formas del juicio y otras administra- 
ciones de justicia, que se usan en el reino de Inglaterra, hasta donde sea posible (')». 
Esta constitución fué aprobada por la corona; y, después de la muerte de Crom- 
well, Carlos II le dio una nueva Charter, en 1675, en la que se le concedieron aún 
mayores prerrogativas de independencia. En Mayo de 1774, la asamblea, disuelia 
por el gobernador británico lord Dunmore, se reunió clandestinamente, y después de 
dirigir una proclama al pueblo americano, plegándose á la revolución, autorizó la 
reunión de un congreso continental para tratar los asuntos de todas las colonias. El 
gobernador real se embarcó á bordo de un buque de guerra; y, con ese motivo, se 
organizó un poder ejecutivo popular, formado por una comisión de burgueses, el 
que tomó posesión del mando en i 7 de Julio do 1776. En 6 de Mayo de 1776, 
la asamblea de delegados se disolvió espontáneamente, declarando que no podía 
reconocerse autoridad, pues la Charter era obra de reyes, de lores y comunes de la 



(•) Hocgh: Obra citada, vol. II, p. 422. 



2 I 2 REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 



SUS genitores, y que, en la nueva patria, formaba el 
credo de sus libertades civiles. Podría comparársele 
al credo de los católicos, que forma la base de su 
religión, porque es el compendio de sus dogmas. 



Gran Breuña; y, de consiguiente, se organizó una comisión encargada de «preparar 
una declaración de derechos y el plan de gobierno más adecuado para mantener la 
paz y el orden». El célebre James Madison formó parte de esa comisión, y el 29 
de Junio de 1776, fué sancionada la primera constitución escrita, republicana é in- 
dependiente que se produjese en América; pues aun cuando las constituciones de 
New Hampshire y Carolina del Sud llevan una fecha anterior, éstas no fueron sino 
provisorias y destinadas á tener efecto sólo «mientras duren las desavenencias existen- 
tes con la Gran Bretaña», como lo dicen en su propio texto. En 1829 se reunió otra 
convención que, en i83o, reformó aquella constitución, renovándose los mismos 
procedimientos en i85o. En 1861 la asamblea, sancionó en sesión secreta, la se- 
paración del esudo de Virginia de los Estados Unidos; y, después de la guerra, en 
1864, bajo los auspicios de un gobierno leal á la unión, se reunió una nueva con- 
vención, que promulgó una constitución, sin someterla ai pueblo, en la que se in- 
trodujeron reformas al régimen electoral, en lo referente á los esclavos. El Congreso 
de los Estados Unidos no reconoció esa constitución, convirtiendo á Virginia, en 
1867, en el primer distrito militar que formaron los Estados rebeldes. Fué sólo en 
1868 que se reunió una nueva convención, y previa la aceptación de la constitución 
por el congreso, el presidente la sometió á la aprobación del pueblo de Virginia en 
Julio de 1869, y la constitución entró en vigor en 1870. El capitulo de la Decía- 
ración de derechos que en ella fígura, es el mismo que figuró desde i 6 1 9, ampliado 
en 1775 por Madison. 

Carolina del Norte. — La primera tentativa para poblar las Carolinas (cuya 
historia es común hasta la separación de la del ^ud), fué en 1662, en que el almi- 
rante Coligny, el compañero de Enrique IV, mandó allí dos buques conduciendo 
protestantes franceses. En 1664, nuevos hugonotes llegaron á la comarca; y, en el 
puerto de San Juan, levantaron un fuerte al que llamaron Caroline: pero atacados 
por los españoles, más de trescientos protestantes fueron degollados. En i567. Do- 
minique de Gourgues, un caballero francés, fletó una expedición, á su costo, para 
vengar á sus compatriotas; y, ayudado por los indios, pasó á cuchillo y colgó de los 
árboles á todos los españoles que le opusieron resistencia. Hecho esto, destruyeron el 
fuerte y toda traza de población, y los franceses regresaron á Francia. En 1684, &ir 
Walter Raleigh intentó establecerse allí, pero no lo consiguió. Fué sólo en i653, 
cuando algunos kuakeros perseguidos de Virginia, vinieron á radicarse en las márge- 
nes del Roanoke y del Chowan. En 1662, el rey Carlos II expidió la primera 
Charter, que amplió por otra en i665. Los ocho favoritos del monarca que obtu- 
vieron aquellas concesiones, propusieron, de tiempo en tiempo, cinco «fundamental 
constitutions», en las cuales se establecía el gobierno vitalicio del mayor de ellos, 
los que debían irse sucediendo por orden de edades. Fuera de este detalle, esas cons- 
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Fácilmente se comprenderá que instituciones incor- 
poradas al origen y á la vida de aquellos pueblos, 
no podían dejar de escribirse en sus propias institu- 
ciones. Los Estados de la Unión Americana fueron 



tituciones, sobre todo la que redactó John Locke, un político y escritor eminente, 
son muy adelantadas para aquella ¿poca. El gobierno representativo está perfecta- 
mente delineado, con sus tres poderes independientes. Para la sanción de leyes de 
impuestos, se exigían requisitos que, nuestra constitución de 187 3 adoptó, requi- 
riendo la presencia de los mayores contribuyentes en los municipios, siempre que se 
trate de crear ó de aumentar los gravámenes. En i 7 i 9 terminó el gobierno de los 
propietarios por difícultadcs entre éstos y los colonos, nombrándose un gobernador 
real. En 1729, el Parlamento dictó una ley (2 George II, ch. 24), expropiando las 
acciones de los propietarios; y, desde entonces el gobierno de la colonia dependió 
del rey, que instituyó allí un gobernador y un consejo con facultades legislativas, así * 
como un poder judicial adecuado, declarándose que «el common law inglés estaría en 
vigor, y las leyes se dictarían de acuerdo con las de Inglaterra en cuanto fuese posible». 

Cuando el período de la revolución comenzó, un congreso provincial se reunió en 
Newbern, en Agosto de 1774. Se produjo una gran excitación, y en un meeting 
que tuvo lugar en Charlotte, en 3o de Mayo de 1775, se adoptaron una serie de 
resoluciones, que, según Hough, eran virtualmente una declaración de independen- 
cia. En Abril de 17 70, la convención provincial nombró una comisión de los más 
hábiles ciudadanos para redactar una constitución, y el 18 de Diciembre de 1770 
se dictó la primera Constitución y Declaración de derechos. En i835, se reunió otra 
convención que introdujo algunas reformas, y aun cuando en 1854- i 855 se pro- 
pusieron nuevas reformas, el pueblo las rechazó. En 1861, la Carolina del Norte 
sancionó la ley que la separaba de los Estados Unidos, ratificó su incorporación á la 
«Confederación», y, por consiguiente, hizo en su Constitución las reformas consi- 
guientes. Después de la guerra, una convención se reunió en Octubre de i865, 
y el 2 5 de Julio de 1866, se sancionó una constitución que «consistía del instru- 
mento original de 1776, con las enmiendas de i835, i856, 1861 y i865, con- 
solidadas en forma sistemática, con algunos agregados á la declaración de derechos 
(Bill of Rightsj* (*). Las leyes de reconstrucción fueron aplicadas á este Estado, y 
una nueva convención, reunida en 1868, dictó la actual constitución, que fué apro- 
bada por el Congreso Nacional y ratificada por el pueblo. En 187 i, el pueblo votó 
en contra de la reunión de una nueva convención reformadora. 

Carolina del Suo . — Los orígenes de este Estado son los mismos que los de la 
Carolina del Norte, de cuyo territorio se segregó. Eni774yi775 estuvo representado 
en el congreso continental; y en 1776, un congreso provincial dictó definitivamente 
una constitución, semejante á las de las demás colonias, al declararse independien- 
tes. Esta constitución sólo entró en vigencia en 1790, y con las enmiendas que se 



(*) Hough: Obra citada, vol. II, p. 108. 
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independientes entre sí, antes de reunirse, primero en 
confederación, y después en república, de manera que 
era perfectamente lógico que, al constituirse, inde- 



Ic hicieron en 1808, 1810, 1816, 1820. 1828, i854 yi856, permaneció como 
la ley fundamental de la Carolina del Sud, hasta que este estado tomó parte en la 
rebelión. Este estado fué el primero que se declaró separado de la Unión, reuniéndose 
la legislatura en 6 de Noviembre de 1860, para elegir electores de presidente, con- 
vocándose inmediatamente una convención. Esta asamblea declaró, el i 7 de Diciem- 
bre de 1860, que la Carolina del Sud se separaba de los Estados Unidos, retirán- 
dose del congreso los senadores y diputados que la representaban. En Abril de 1861, 
este estado ratifícó la constitución de la «Confederación». En i865, después de 
la guerra de secesión, y con arreglo á las leyes de reconstrucción de los estados re- 
beldes, dictadas por el Congreso norteamericano, el presidente Johnson levantó á la 
Carolina del Sud las restricciones que sobre ella pesaban, reuniéndose en 1867 una 
convención, que sancionó la actual constitución, la que fué aprobada por el congreso 
y ratificada por el pueblo. 

Rhode Isi.akd — En la historia constitucional de los Estados Unidos, el estado de 
Rhodc Island fígur^ con caracteres especiales. En t8 36 los desterrados de Massa- 
chusetts por cuestiones religiosas establecieron en Providcnce las bases del actual es- 
tado de Rhode Islnnd. En 1644 obtuvo la primera Charler, que fué definitivamente 
modificada y consagrada por Carlos II el 8 de Julio de ¡663; Charler que es una 
completa constitución representativa, que siguió en vigor hasta el momento en que 
estalló la revolución contra Inglaterra. En 1776, la asamblea general rechazó un 
proyecto de declaración de sumisión á los reyes de Inglaterra, suprimiéndose de la 
Charter primitiva todo lo que importara reconocimiento de soberanos extraños. Rhode 
Island permaneció ocupada por las tropas británicas hasta 1779, época en que se 
pretendió reunir una convención para que dictase una constitución escrita que reem- 
plazase á la Charter de Carlos II. En 1824, la asamblea general llamó la atención 
de los hombres libres del estado sobre la necesidad de dictar esa constitución escrita 
y convocó á una elección de delegados para una convenc'ón con el objeto de que re- 
solviese esa cuestión. La convención se reunió en Newpoit ta Jumo del mi^mo año y 
sometió al pueblo la cuestión, votando éste en favor de la contiituación de la Charter 
de Carlos II. En i83o, otra convención fué convocada por la misma asamblea gene- 
ral, pero ésta se disolvió sin dictar ninguna constitución. Como la Charter de Carlos II 
nada decía respecto á elecciones, ni tampoco proveía nada para su reforma, el 
partido político que perseguía la sanción de una constitución escrita para el Estado, 
que reemplazase aquella concesión del monarca inglés, comenzó á trabajar con inde- 
pendencia de legislatura, que había rechazado sus peticiones inmemoriales, y convocó 
á una convención popular, que se reunió en Providencc el 5 de Julio de 1841, y á 
la que se dice que asistieron 6000 hombres blancos mayores de veintiún años. En esta 
reunión se nombró una comisión de estado (State committee), con facultad de convo- 
car á una convención para que dictase una constitución de acuerdo con sus vistas. 
Por llamado de aquella comisión, que determinó en su convocatoria las bases para la 
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pendientemente de la sumisión á la corona británica, 
repitiesen, en sus cartas orgánicas, su common law, 
que era todo su derecho consuetudinario. 



elección, se reunió la «Convención del Pueblo» (People's convention) que en i 4 de 
Noviembre de 1841 dictó una constitución, que sometió á la aprobación del pueblo, 
que debía votarla en comicios abiertos en los días 27, 28 y 29 de Diciembre de 
I 84 1. Ratificada la constitución, la convención popular se reunió el 1 2 de Enero 
1842, y mandó practicar elecciones para los funcionarios del Estado que ella creaba, 
las cuales debían tener lugar el 18 de Abril de 1842. Entre tanto, la asamblea 
general que funcionaba con arreglo á la Charter de Carlos II, convencida de que el 
pueblo quería la reforma, habla sancionado, el 6 de Febrero de 1841, una ley por 
la que convocaba una convención constitucional que debía reunirse en Providence el 
primer lunes de Noviembre del mismo año. Al mismo tiempo dictó una ley descono- 
ciendo los procedimientos de la «Convención Popular^», y anunciando su decisión 
«de mantener su propia autoridad y de proiejcr y defender los derechos legales y 
constitucionales del pueblo» . Otra ley declaraba ilegales todas las elecciones que se hi- 
ciesen sin convocatoria de la asamblea general de la Charter, imponiendo penas de 
mil y de quinientos pesos de multa, de seis meses y un año de prisión á los candi- 
datos y á los electores que tomasen parte en esas elecciones. No obstante esas leyes, 
las elecciones ordenadas por la «Convención Popular» se vcrifícaron; y Thomas Wil- 
són Dow fué electo gobernador. La convención convocada por la asamblea general 
de la Charter sancionó, en Febrero de 1842, una constitución que fué sometida á 
la aprobación del pueblo en los días 21, 22 y 2 3 de Marzo del mismo año, la que 
fué rechazada por la inmensa mayoría de 81 689 votos contra 80 i 3. La legislatura, 
elegida por la constitución sancionada por la «Convención Popular», se reunió en 
Mayo de 1842, y después de adoptar las medidas necesarias para la organización del 
gobierno del estado, se disolvió. El gobernador Dow ocurrió personalmente al pre- 
sidente de los Estados Unidos, pidiéndole su reconocimiento, pero no lo obtuvo. 
Esto, no obstante, el 16 de Mayo de 1842, escoltado por compañías armadas de sus 
adherentes, y armado él mismo, procedió á asumir el mando como gobernador, es- 
tableciéndose en casa de un amigo en Providence. Una noche las fuerzas de Dow lle- 
varon un ataque al arsenal del Estado de Rhode Island, sin conseguir tomarlo; y á 
la mañana siguiente, fuerzas de artillería convocadas por el gobernador de la Char- 
ter batían á los amigos de Dow. Derrotado éste, fugó primero á Conneticut y luego 
á Nueva Hampshirc, ofreciéndose por el gobernador de la Charter cuatro mil pesos al 
que le arrestase; pero él volvió voluntariamente al Estado; fué preso, juzgado por 
alta traición, y el 2 5 de Junio de 1844, fué condenado á presidio por toda la vida, 
con trabajos forzados y aislamiento. En Junio de 1842, la legislatura de la Charter 
convocó á una nueva convención, la que dictó en 5 de Noviembre de 1842, la que 
actualmente rige, con las modifícaciones introducidas en 1864 y 1869, pues las de 
1870 fueron rechazadas por el pueblo La coexistencia en Rhode Island de los dos 
gobiernos, — el de la Charter y el de la «Convención Popular», — dio lugar á un 
recurso, llevado por uno de los penados ante los tribunales de justicia. Las cortes 
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Al dictar, más tarde, tanto la primera constitución 
fracasada, como la actual, definitivamente consagrada 
después que la guerra de secesión negó á los Estados 
el derecho de separarse de la Unión; al constituirse 
constitucionalmente, decía, los norteamericanos repi- 
tieron en su constitución nacional los derechos y ga- 
rantías, que ya figuraban en las constituciones locales, 
precisamente porque quisieron consagrar la universa- 
lidad de esos principios, reconociendo que ellos afec- 
taban á todos los habitantes de la Unión, cualquiera 
que fuese el punto del territorio que ocuparan. 

Incorporados á la constitución nacional esos dere- 
chos y garantías, habrían debido desaparecer de las 
constituciones locales; pero dos causas lo impidieron. 
Muchos Estados continuaron, después de la indepen- 
dencia, con las mismas constituciones anteriores. Por 
otra parte, los sostenedores de los State Rights, pre- 
tendían que los Estados preexistían á la Nación; y. 



del Estado declararon que el gobierno de la Charter era el legal; y apelada esta de- 
cisión para ante la Corte Suprema de los Estados Unidos, ésta resolvió que la cues- 
tión debía resolverse exclusivamente en la jurisdicción de las Cortes de Estado, cuyas 
decisiones debía sostener ('). 

Esta decisión de la Suprema Corte consolidó al viejo gobierno de la Charter, En 
Junio de 1845 se dictó una ley de indulto y perdón á todos los que habían tomado 
parte en la rebelión local, y el mismo Dow fué restituido al goce de sus derechos ci- 
viles y políticos. Es muy digno de notar que tanto en la Charter de Carlos II como 
en las constituciones de la convención convocada por la asamblea general, y en la 
constitución de la «Convención Popular», el capítulo referente á ios derechos y ga- 
rantías del pueblo, tanto individuales como colectivos, son los mismos que figuran 
en las constituciones de las demás colonias. 



(•) I^ujher V. Borden, 7, Howard, p. 1. 
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que, por tanto, tenían el derecho de separarse de la 
Unión, como lo pretendieron los Estados del Sur 
en 1860 y 1861. 

Para ellos, la constitución nacional no era la obra 
del pueblo de la nación, sino un pacto^ que los Es- 
tados podían romper, quedando cada uno regido por 
su propia constitución, en cuyo caso el Bilt of Rights, 
que ellas contienen, les sería indispensable. , 
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III 

LAS CONSTITUCIONES DE LA NACIÓN Y DE LA PROVINQA 

Explicado así el origen de esa declaración de de- 
rechos y garantías, que figura en todas las constitu- 
ciones escritas norteamericanas, es menester reconocer 
que no tiene las mismas razones de permanencia en 
nuestras constituciones sudamericanas. 

Nosotros no hemos tenido common law, como ba- 
luarte de nuestras instituciones y libertades; y de las 
Leyes de Indias, de las Ordenanzas de Intendentes y 
de las Cédulas reales que íorman la legislación de 
las colonias españolas de América, apenas si mere- 
cería salvarse el recuerdo de los Cabildos, cuyo ca- 
rácter y funciones han perdido nuestras municipali- 
dades, en la organización híbrida que le han dado 
las legislaciones posteriores á nuestra independencia. 

Al tomar por modelo de nuestra organización po- 
lítica á los Estados Unidos, fuimos demasiado fieles 
en la copia. Nos habría bastado copiar las declara- 
clones y derechos en la Constitución Federal, sin re- 
petirios en las constituciones locales, desde que ellos 
rigen en todo el territorio de la República, sólo por 
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figurar en la carta orgánica nacional. Y no puede 
esto negarse. 

En las convenciones provinciales de 1870-1873 
y de 1882-1889, se incluyeron, es verdad, la mayor 
parte de las declaraciones de derechos que se registran 
en el capítulo primero de la Constitución Nacional; 
pero no habría estado dentro de las facultades de 
esas convenciones, la de privar á los habitantes de 
Buenos Aires de ninguna de las garantías allí enume- 
radas. 

Si no es facultativo de la convención acordar ó 
negar esas inmunidades á los gobernados para quienes 
va á dictar la constitución, es, pues, inútil repetir en 
ésta lo que ya está dicho y establecido en la Cons- 
titución Nacional. 

Estas consideraciones me inducen á indicar, como 
una de las más convenientes reformas, la supresión, 
en el capítulo de derechos y garantías, de todas 
aquellas disposiciones que se encuentran en la Cons- 
titución Nacional, y que son las que se repiten tam- 
bién en los artículos de la actual Constitución de 
Buenos Aires, con los números 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 
12, 13, 14, 16, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 
30, 32, 33, 47 y 48 (I). 



( I ) El texto de esos articules, que es conveniente tener á la vista para compa- 
rarlos con los de la Constitución Federal, que más adelante se transcriben, es el si- 
guiente: 
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Todas las disposiciones, todos los derechos y ga- 
rantías individuales y colectivas, que esos artículos 
estatuyen, se encuentran ya establecidos en las dis- 



Art. 5' El estado civil de las personas, será uniformemente llevado en toda la 
provincia por las autoridades civiles, sin distinción de creencias religiosas, en la forma 
que lo establezca la ley. 

Art. 6* Es inviolable en el territorio de la provincia el derecho que todo hom- 
bre tiene para rendir culto á Dios Todo Poderoso, libre y públicamente, según los 
dictados de su conciencia. 

Art. 7* El uso de la libertad religiosa, reconocida en el articulo anterior, queda 
sujeto á lo que prescriben la moral y el orden público. 

Art. 8* El gobierno de la provincia coopera á sostener el culto católico, apostó- 
lico romano, con arreglo á las prescripciones de la Constitución Nacional. 

Art. 9* Todos los habitantes de la provincia, son por su naturaleza libres ¿ 
independientes y tienen derecho perfecto de defender y de ser protegidos en su vida, 
libertad, reputación, seguridad y propiedad. Nadie puede ser privado de estos goces, 
sino por vía de penalidad con arreglo á la ley anterior al hecho del proceso y previa 
sentencia legal del juez competente. 

Art. 10. Los habitantes de la provincia son iguales ante la ley y ésta debe ser 
una misma para todos y tener una acción y fuerza uniformes. 

Art. I I . La libertad de la palabra escrita ó hablada, es un derecho asegurado á 
los habitantes de la provincia. Todos pueden publicar por la prensa sus pensamientos 
y opiniones, siendo responsables de su abuso ante el jurado que conocerá del hecho 
y del derecho con arreglo á la ley de la materia, sin que en ningún caso la legisla- 
ción puede dictar medidas preventivas para el uso de esta libertad, ni restringirla ó 
limitarla en manera alguna. En los juicios á que diere lugar el ejercicio de la libertad 
de la palabra y de la prensa, el jurado admitirá la prueba como descargo, siempre 
que se trate de la conducta oficial de los empleados ó de la capacidad política de 
personas públicas. 

Art. i 3 . Nadie podrá ser detenido sin que proceda indagación sumaria que pro- 
duzca scmi-plena prueba ó indicio vehemente de un hecho que merezca pena corpo- 
ral, salvo el caso infraganti en que todo delincuente puede ser detenido por cualquiera 
persona y conducido inmediatamente á presencia de su juez, ni podrá ser constituido 
en prisión sin orden escrita de juez competente. 

Art. 14. Toda orden de pesquisa, detención de una ó más personas ó embargo 
de propiedades, deberá especificar las personas ú objetos de pesquisa ó embargos, 
describiendo particularmente el lugar que debe ser registrado, y no se expedirá man- 
dato de esta clase, sino por hecho punible apoyado en juramento ó afirmación, sin 
cuyos requisitos la orden ó mandato no será exequible. 

Art. 16. No podrá juzgarse por comisiones ni tribunales especiales, cualquiera 
que sea la denominación que se les dé. 

Art. 2 I . Todo habitante de la provincia tiene el derecho de entrar y salir del 
país, de ir y venir llevando consigo sus bienes, salvo el derecho de tercero. 
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posiciones diversas, en que la Constitución Nacional 
ha determinado los derechos y garantías de que go- 
zan todos los habitantes del país. Esas disposiciones, 
aunque se haya pretendido lo contrario alguna vez, 
amparan, no sólo á los residentes en la capital y en 
los territorios nacionales, sino también á los que ha- 
bitan las provincias. 



Art. 2 2. La coiTcspondencia epistolar es inviolable. 

Art. 2 3. El domicilio de una persona no podrá ser allanado, sino por orden es- 
crita del juez ó de las autoridades municipales encargadas de vigilar la ejecución de 
los reglamentos de salubridad pública y á este solo objeto. 

Art. 24. Ningún habitante de la provincia estará obligado á hacer lo que la ley 
no manda, ni será privado de hacer lo que ella no prohibe. 

Art. 2 5. La acciones privadas de los hombres, que de ningún modo ofendan al 
orden público ni perjudiquen á un tercero, están reservadas á Dios y exentas de la 
autoridad de los magistrados. 

Art. 26. La libertad de trabajo, industria y comercio, es un derecho asegurado á 
todo habitante de la provincia, siempre que no ofenda ó perjudique á la moral ó á la 
salubridad pública, ni sea contrario á las leyes del país ó á los derechos de tercero. 

Art. 27. A ningún acusado se le obligará á prestar juramento, ni á declarar contra 
si mismo en materia criminal, ni será encausado dos veces por un mismo delito. 

Art. 28. Las prisiones son hechas para seguridad y no para moriifícación de los 
detenidos. Las penitenciarías serán reglamentadas de manera que constituyan centros 
de trabajo y moralización. Todo rigor innecesario, hace responsable á las autoridades 
que lo ejerzan. 

Art. 29. La propiedad es inviolable y ningún habitante puede ser privado de ella, 
sino en virtud de sentencia fundada en ley. La expropiación por causa de utilidad 
pública, debe ser calificada por ley y previamente indemnizada. 

Art. 3o. Se ratifíca para siempre las leyes de libertad, de vientres y las que pro- 
hiben el tranco de esclavos, la confíscación de bienes, el tormento, las penas crueles, 
infamia trascendental, mayorazgos, y vinculaciones de toda especie, debiendo ser 
enagenablc toda propiedad. 

Art. 3 2 . Los extranjeros gozarán en el territorio de la provincia de todos los de- 
rechos civiles del ciudadano y de los demás que esta constitución les acuerda. 

Art. 3 3. La libertad de enseñar y aprender no podrá ser coartada por medidas 
preventivas. 

Art. 47. Las declaraciones, derechos y garantías enumerados en esta Constitución, 
no serán interpretados como negación ó mengua de otros derechos y garantías no 
enumerados ó virtualmente detenidos por el pueblo, que nacen del principio de la 
soberanía popular y que corresponden al hombre en su calidad de tal. 
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Los fallos de la Suprema Corte de Estados Uni- 
dos, que se han invocado por los que creen que las 
garantías constitucionales de la Nación, no son apili- 
cables á los territorios de Estado, no se refieren á 
los derechos personales y colectivos del pueblo y del 
individuo. Se refieren sólo á las diez primeras en- 
miendas de la Constitución Nacional de Estados Uni- 
dos — que establecen limitaciones á los poderes pú- 
blicos sobre ciertas materias; — habiendo declarado 
aquel alto tribunal que, esas limitacbnes, no son apli- 
cables á las facultades de los Estados particulares, 
que pueden ejercer en sus territorios las atribuciones 
que aquellas enmiendas les niegan á las autoridades 
federales ( i ). 

En cuanto á los derechos y garantías personales 
y colectivos, todos los fallos norteamericanos los re- 
conocen de aplicación general á todos los habitantes 
de la Unión y á todos los territorios nacionales y 
provinciales. Desde su origen, esta doctrina había 
sido consagrada en centenares de fallos de la Corte 
norteamericana, que aplicó siempre las garantías de 
la constitución nacional á los habitantes de los terri- 
torios de los Estados; pero el principio fué estudiado 
con más amplitud, después de la guerra de secesión, 



(i) Véase: Fox v. Ohio, 5. Howard, p. 410; Pcrvear v. Massachusetts, 5, 
Wallace p. 475; Smiih v, Maryland, 18, Howard, p. 71; Twitchcl v. Pennsylva- 
nia, 7, Wallace, p. 475. 
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á propósito de las enmiendas XI 11, XIV y XV de 
aquella constitución, por la que se daban derechos 
electorales y otros, á los negros, que acababan de 
ser declarados libres. 

Muchos Estados del Sud, dictaron leyes que limi- 
taban esos derechos, y habiendo los perjudicados 
ocurrido á los tribunales federales, invocando el 
amparo de éstos, en virtud de la constitución nacio- 
nal, la Corte Suprema de la Unión, declaró invaria- 
blemente que todos los derechos y garantías conte- 
nidas en la carta fundamental de la Unión, ampara- 
ban á los habitantes de los Estados, y les protegían 
contra cualquiera disposición contraria que contu- 
viesen las constituciones ó leyes particulares de los 
Estados (i). 

Entre nosotros, esa cuestión no puede ofrecer di- . 
ficultades, no sólo por la inmensa jurisprudencia que 
ha resuelto el punto en favor de la aplicación de 
los derechos y garantías de la constitución nacional 
en los territorios de las provincias, sino porque ella 
misma es terminante al respecto. El artículo 31 dice 
lo siguiente: — «Esta constitución, las leyes de la na- 
ción que en su consecuencia dicte el Congreso, y 



(i) V. United States v. Recse, tomo 92 United States Repp. p. 214; Ex-Parte 
Yarbrough, tomo iio, id., id., p. 65i ; Neal v, Delaware, tomo io3, id., id., 
p. 370; Bush V, Kentucky, tomo 107, id., id., p. 110; Strandcr v. West Virgi- 
nia, tomo 100, id., id., p. 3o3, etc., etc. 
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los tratados con las potencias extranjeras, son la ley 
suprema de la Nacíóny>\ y agrega que esto será así, 
« no obstante cualquier disposición en contrario que 
contengan las leyes ó las constituciones provinciales». 

Siendo, pues, todos los derechos y garantías indi- 
viduales y colectivos, que la Constitución Nacional 
establece, LA ley suprema de la nación, la cons- 
titución local de la Provincia de Buenos Aires, no 
necesita repetir esas garantías y derechos, desde que 
no tiene facultad para privar de ellas á sus habitan- 
tes, ni éstos necesitan de su riatificación para gozar 
de aquellas inmunidades y privilegios. 

Los derechos y privilegios á que me refiero, y que 
figuran en la Constitución actual de la Provincia, y 
que se encuentran ya asegurados por la Constitución 
Nacional, son los que figuran en los artículos 5^ 1 3, 
14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 22, 29, 31, 33, 67 inciso 14, 
1 04 y 1 07 de esta última ( i ). 



( 1 ) He aquí el texto de esos artículos, que conviene tener á la vista para com- 
pararlos con los de la actual Constitución de la Provincia: 

Art. 5* Cada provincia dictará para sí una constitución bajo el sistema represen- 
tativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la 
Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen mu- 
nicipal, y la educación primaria. Bajo de estas condiciones, el gobierno federal ga- 
rante á cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones. 

Art. I 3. Podrán admitirse nuevas provincias en la nación; pero no podrá eri- 
girse una provincia en el territorio de otra ú otras, ni de varias formarse una sola, 
sin el consentimiento de la Legislatura de las provincias interesadas y del Congreso. 

Art. 14. Todos los habitantes de la nación gozan de los siguientes derechos con- 
forme á las leyes que i'eglamenten su ejercicio, á saber: de trabajar y ejercer toda 
industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar á las autoridades; de entrar. 
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Las garantías que no figuran en el texto de la 
Constitución Federal, han sido posteriormente esta- 
blecidas por leyes, como, por ejemplo, lo referente á 



permanecer, transiiar y salir del territorio argentino; de publicar sus ideas por la 
prensa sin censura previa; de usar y disponer de su propiedad; de asociarse con fíncs 
útiles; y profesar libremente su culto; de enseñar y aprender. 

Art. I 5. En la Nación Argentina no hay esclavos: los pocos que hoy existen 
quedan libres desde la jura de esta Constitución; y una ley especial reglará las in- 
demnizaciones á que dé lugar esta declaración. Todo contrato de compra y venta de 
personas es un crimen de que serán responsables los que lo celebrasen, y el escri- 
I baño ó funcionario que lo autorice. Y los esclavos que de cualquier modo se intro- 

duzcan, quedan libres por el solo hecho de pisar el territorio de la República. 

Art. 1 6. La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de naci- 
miento: no hay en ella fueros personales, ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes 
son iguales ante la ley y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. 
La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas. 

Art. 17. La propiedad es inviolable, y ningún habitante de la nación puede ser 
privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en ley. La expropiación por 
causa de utilidad pública debe ser calificada por ley y previamente indemnizada. Sólo 
el Congreso impone las contribuciones que se expresan en el articulo 4*. Ningún 
servicio personal es exigible, sino en virtud de ley ó de sentencia fundada en ley. 
Todo autor ó inventor es propietario exclusivo de su obra, invento ó descubrimiento, 
por el término que le acuerde la ley. La confiscación de bienes queda borrada para 
siempre del Código penal argentino. Ningún cuerpo armado puede hacer requisiciones, 
ni exigir auxilios de ninguna especie. 

Art. 18. Ningún habitante de la nación puede ser penado sin juicio previo fun- 
dado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, ó 
sacado de los jueces designados por la ley antes del hechq de causa. Nadie puede ser 
obligado á declarar contra si mismo; .ni arrestado sino en virtud de orden escrita de 
autoridad competente. Es inviolable la* defensa en juicio de la persona y de los de- 
rechos. El domicilio es inviolable, como también la correspondencia epistolar y los 
papeles privados; y una ley determinará en que casos y con qué justificación podrá 
procederse á su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre por causas 
políticas, toda especie de tormento y los azotes. Las cárceles de la nación serán sanas 
y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y -toda 
medida que, á pretexto de precaución, conduzca á mortificarlos más allá de lo que 
aquélla exija, hará responsable al juez que la autorice. 

Art. 19. Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan ai 
orden y á la moral pública, no perjudiquen á un tercero, están sólo reservadas á 
Dios y exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante de la nación 
será obligado á hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohibe. 

Art. 20. Los extranjeros gozan en el territorio de la nación de todos los derechos 
civiles del ciudadano; pueden ejercer su industria, comercio y profesión; poseer bienes 

16 
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la organización del Registro del estado civil de las 
personas, que no ha necesitado legislarse en la Cons- 
titución de la Provincia, desde que el deber de or- 



raiccs, comprarlos y enagcnarlos; navegar los ríos y costas; ejercer libremente su 
culto; testar y casarse conforme á las leyes. No están obligados á admitir la ciuda- 
danía, ni á pagar contribuciones forzosas extraordinarias. Obtienen nacionalización, 
residiendo dos años continuos en la nación; pero la autoridad puede acortar este 
termino á favor del que lo solicite, alegando y probando servicios á la República. 

' Art. 22. El pueblo no delibera ni gobierna, sino por medio de sus representantes 
y autoridades creadas por esta constitución. Toda fuerza armada ó reunión de per- 
sonas que se atribuya los derecho^ del pueblo y peticione á nombre de éste, comete 
delito de sedición. 

Art. 29. El Congreso no puede conceder al Ejecutivo Nacional, ni las Legislaturas 
provinciales á los gobernadores de provincia, facultades extraordinarias , ni la suma 
del poder público, ni otorgarles sumisiones ó supremacías, por. las que la vida, el 
honor ó las fortunas de los argentinos queden á merced de gobiernos ó persona al- 
guna. Actos de esta naturaleza llevan consigo una nulidad insanable, y sujetarán á 
los que los formulen, consientan ó firmen, á la responsabilidad y pena de los infames 
traidores de la patria. 

Art. 3 I . Esta constitución, las leyes de la nación que en su consecuencia se dicten 
por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras son la ley suprema de 
la nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas á conformarse á ella, 
no obstante cualquiera disposición en contrario que contengan las leyes ó constitu- 
ciones provinciales. Salvo para la provincia de Buenos Aires, los tratados ratificados 
después del pacto de i i de Noviembre de i 8 5 9 . 

Art. 33. Las declaraciones, derechos y garantías que enumera la Constitución, no 
serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados, pero 
que nacen del principio de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de go- 
bierno. 

Art. 67, inciso 14. Arreglar defínitivamenle los límites del territorio de la nación, 
fijar los de las provincias, crear otras nuevas y determinar por una legislación espe- 
cial la orginización, administración y gobierno que deben tener los Territorios Na- 
cionales que queden fuera de los límites que se asignen á las provincias. 

Art. 104. Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta constitu- 
ción al gobierno federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos espe- 
ciales al tiempo de su incorporación. 

Art. 107. Las provincias pueden celebrar tratados parciales para fínes de admi- 
nistración de justicia, de intereses económicos y trabajos de utilidad común, con co- 
nocimiento del Congreso Federal; y promover su industria, la inmigración, la cons- 
trucción de ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras de propiedad 
provincial, la introducción y establecimiento de nuevas industrias, la importación de 
capitales extranjeros y la exploración de sus ríos, por leyes protectoras de estos fínes 
y con sus recursos propios. 
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ganizarse, se ha establecido por una ley nacional 
uniforme, aun cuando esos registros deban ser lleva- 
dos por funcionarios provinciales. 

Hay también algunos detalles de forma, de regla- 
mentación — tales como la prueba ante el jurado de 
imprenta — que, no sólo no han tenido razón de figu- 
rar en la Constitución, sino que, habiendo figurado 
siempre, desde 1873, jamás han tenido aplicación, 
pues que nunca se ha dictado la ley de jurados de 
imprenta, y la jurisprudencia ha declarado inaplica- 
bles las leyes de 1828-1857 sobre la materia. 

Por lo demás, ni se comparan las libertades y 
derechos que quieren asegurar los artículos mencio- 
nados de la Constitución de la Provincia, y los que 
se han recordado de la Constitución Federal, se verá 
que son idénticamente los mismos; y que, por tanto. 



En el articulo 3 i de la Constitución nacional, transcripto anteriormente, se agrega 
que las disposiciones de ese articulo no son aplicables á la provincia de Buenos Aire^, 
en cuanto á los tratados ratificados después del i i de Noviembre de iSSg; y en el 
articulo 1 04 se dice que las provincias 9^ nservan el poder «que expresamente se hayan 
reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación». Esta alusión se refiere 
también exclusivamente á Buenos Aires. 

Aun cuando yo preciso, personalmente, que la provincia no debe, en ningún 
caso, invocar los pactos que precedieron á su incorporación, — caducados después de 
los años que han transcurrido, los sucesos que se han producido y la dcñnitiva or- 
ganización nacional, sobre la base de una perfecta igualdad entre las provincias, — 
quiero hacer constar en esta nota que, ninguna de las dos excepciones establecidas en 
los artículos 3i y 104, se reñeren á los derechos y garantías que la Constitución 
nacional acuerda, y que Buenos Aires no sólo aceptó sino que aun amplió, en i 860, 
al reformar la Constitución nacional. Por tanto, todos los artículos que acaban de 
transcribirse, le son obligatorios. 

En cuanto á la organización del Registro del Estado Civil, éste se ha hecho impe- 
rativo por la ley nacional de matrimonio civil, incorporada al Código. 
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no hay un fin práctico en repetirlos, sobre todo entre 
nosotros, donde hoy no puede dudarse de la estabi- 
lidad de la unidad nacional, y de que su constitución 
prima sobre todo lo que puedan establecer en con- 
trario las constituciones y leyes provinciales. 

Como se comprende, la supresión de las declara- 
ciones, derechos y garantías de la Constitución de 
la Provincia, no limita en lo mínimo las facultades 
de sus poderes públicos. 

Todos los derechos individuales y colectivos, están 
sujetos á la reglamentación que les dé la ley; y esa 
reglamentación la harán las cámaras legislativas de 
Buenos Aires, en todos los casos en que aquellos 
derechos deban ejercerse dentro del territorio de la 
provincia, con toda la amplitud que quieran dar á 
esas libertades. 

La permanencia, en la constitución, de los artículos 
indicados, es pues inútil. 
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IV 

OTRAS DECLARACIONES DE LA SECCIÓN PRIMERA 

Independientemente de la declaración de derechos 
y garantías, individuales y colectivos, de que me he 
ocupado en los capítulos anteriores, hay otras decla- 
raciones, que figuran también en la Sección Primera 
de la actual Constitución de Buenos Aires, que no 
se encuentran en la Constitución Nacional, que no 
son consecuencia de las enumeradas en ella, que no 
son esenciales en el gobierno representativo, y que 
no afectan siquiera á las prerrogativas de los ciuda- 
danos y de los habitantes del país. 

La mayor parte de esas prescripciones las considero 
convenientes y pueden quedar en la constitución, no 
obstante de que no son indispensables. 

Disposiciones semejantes á éstas, se hallan en al- 
gunas constituciones norteamericanas, pero llevan dis- 
tinto epígrafe, como sucede con la del Estado de 
Ohio, cuyo capítulo XV se titula Miscelánea, preci- 
samente porque esas declaraciones — distintas de la de 
derechos y garantías — comprenden diversas materias, 
imponen diversas restricciones y se refieren á diversas 
autoridades. 
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Al examinar las que establece la actual Consti- 
tución de Buenos Aires, me parece que debo indicar 
la conveniencia de que, si se suprimen las declara- 
ciones de derechos y garantías, de que me he ocupado, 
el primer capítulo de la nueva constitución tenga 
por título Disposiciones generales, puesto que no 
contendrá ninguna declaración que importe una ga- 
rantía ni un derecho; pero se referirán todas las que 
en ese capítulo figuren, á puntos que comprendan 
la Constitución en general. 

Los tres primeros artículos de la actual Constitu- 
ción de Buenos Aires ( i ) no son indispensables, pero 
son convenientes. 

En la mayor parte de las constituciones norteame- 
ricanas, ellos no se encuentran; pero esto no basta 
para justificar su supresión de la nuestra. 



( I ) Para hacer más fácil la consulta de este libro, aunque transcribiré en el texto 
aquellos artículos cuya reforma propongo; siendo indispensable que se tengan á la 
vista también aquellos cuya conservación, en su redacción actual, me parece conve- 
niente, los transcribiré en notas en el lugar oportuno. 

Los tres primeros artículos, cuya conservación aconsejo, son los siguientes: 

Art. i" La Provincia de Buenos Aires, como parte integrante de la República 
Argentina, constituida bajo la forma representativa republicana federal, tiene el libre 
ejercicio de todos los poderes y derechos que por la Constitución Nacional no hayan 
sido delegados al Gobierno de la Nación. 

Art. 2* Todo poder público emana del pueblo, y así este puede alterar ó refor- 
mar la presente Constitución, siempre que el bien común lo exija y en la forma que 
por ella se establece. 

Art. 3* Los límites territoriales de la Provincia son los que por derecho le corres- 
ponde con arreglo á lo que la Constitución Nacional establece y sin perjuicio de las 
cesiones ó tratados interprovingiales que puedan hacerse , autorizados por la Legisla- 
tura , por ley sancionada por dos tercios de votos del número total de los miembros 
de cada Cámara. 
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Los artículos 1° y 2° son una consecuencia de la 
exigencia del artículo 5^ de la Constitución Nacional, 
y el 3^ no es sino un acatamiento á la facultad dada 
al Congreso Federal por el artículo 67 de aquella 
carta fundamental. 

Sin embargo, ellos están bien, después del Preám- 
balo — que debe permanecer inalterable — como prin- 
cipio de la Constitución provincial, puesto que de- 
finen la naturaleza del gobierno que va á organizarse 
en las disposiciones siguientes. 

Estos artículos fueron objeto de larga discusión 
en la Convención de 1 §70 -1873, y forman el epí- 
tome de las opiniones de los muchos hombres de 
estado y publicistas que formaron aquel cuerpo. Nada 
mejor, más concreto y más preciso podría decirse 
sobre los puntos que esos tres artículos establecen. 

Así lo comprendió la Convención de 1882-1889, 
y así creo que debe resolverlo la próxima conven- 
ción, que, en mi concepto, debe respetar, en la actual, 
todo lo que no haya un fundamento poderoso para 
reformar. 

■ 

El artículo 4'' 

El artículo 4^ de la Constitución actual dice: 



«Artículo 4"" La capital de la provincia de 
Buenos Aires, es la ciudad de La Plata.» 
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Una disposición que prescriba esto mismo, debe 
figurar en la constitución, con el objeto de que quede 
fijado, de una manera permanente, el asiento de las 
autoridades generales de la provincia. Si así no se 
hiciese, la Legislatura podría, en cualquier momento, 
dictar una ley cambiando la capital y la sede del Poder 
Ejecutivo, de la Legislatura y de la Corte Suprema, 

Sin embargo, esta misma consideración me induce 
á indicar la conveniencia de que el artículo se re- 
forme, estableciendo en él lo que se dice en el ar- 
tículo 79 con respecto á las cámaras legislativas, y 
lo que no se dice en parte alguna con respecto al 
Poder Ejecutivo y á la Suprema Corte: — que en esa 
capital funcionarán permanentemente esos poderes. 

Me parece que sería más correcto ese artículo, 
que vendría á ser el primero reformado de la Cons- 
titución, si después de lo que actualmente dice el 4"*, 
en él se agregase: 

« Las Cámaras Legislativas, el Poder Ejecati- 
« vo y la Suprema Corte de JusticiOy funcionarán 
<^ permanentemente en esta ciudad^ salvo los casos 
«en que, por causas extraordinarias, la ley dis- 
«pusiese transitoriamente otra cosa.y> 

Esta reforma, en parte, importa sólo transponer el 
segundo período del actual artículo 79, y subsanar 
el olvido cometido por los constituyentes de. 1873 y 



OTRAS DECLARACIONES DE LA SECCIÓN PRIMERA 23 3 

1889, con respecto á la sede del Poder Ejecutivo y 
de la Suprema Corte. 

En cuanto á los casos extraordinarios, en que la 
ley pueda autorizar la residencia transitoria de los 
poderes públicos, fuera de la capital permanente de 
la provincia, nuestra breve historia nos proporciona 
hechos que justifican esa prescripción. 

En 1871, una epidemia cruel azotó á la ciudad 
de Buenos Aires, entonces capital de la provincia. 
Lo* más crudo del flagelo fué en el mes de Abril, 
señalado por los reglamentos de las cámaras para 
sus reuniones iniciales del período legislativo. 

En ese año, la Legislatura no pudo funcionar nor- 
malmente, debido á los peligros que ofrecía la resi- 
dencia en la capital de la provincia. 

Otro caso que es oportuno recordar, es el que se 
produjo en 1880. El gobierno federal residía en la 
ciudad de Buenos Aires, donde funcionaban las Cá- 
maras del Congreso y la Corte Suprema Nacional. 

El 6 de Junio de ese año, el gobernador de Bue- 
nos Aires y la Legislatura de la provincia asumieron 
actitudes que, en el concepto del presidente de la 
República, les colocaban en situación de rebeldes á 
la nación. 

Las autoridades federales, apoyadas en el ejército, 
se retiraron á Belgrano: constituyeron allí el Ejecu- 
tivo y el Congreso Nacional, dictándose una ley que 



I 
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autorizó esta permanencia hasta que se federalizó la 
ciudad de Buenos Aires. 

Estos ejemplos bastan para justificar la reforma 
que propongo al actual artículo 4" de la Constitución, 
previendo los casos imprevistos y extraordinarios en 
que es indispensable autorizar legalmente á los pode- 
res públicos á residir fuera de la capital designada en 
la constitución. En muchas constituciones norteame- 
ricanas figura una disposición semejante. 

Como antecedente de la reforma que propongo, 
debo recordar que cuando se expidió, en 1884, la 
comisión encargada de preparar las reformas de la 
actual constitución, la ciudad de La Plata estaba en 
vías de construcción; y, teniendo esto en vista, aquella 
comisión proyectó, entre sus reformas, el artículo 4"", 
redactado en los términos siguientes: 

« La capital de la provincia será la ciudad de La 
Plata, que servirá de asiento á sus autoridades desde 
la fecha que señale la ley.» 

No he querido conservar esta redacción, ni propo- 
nerla, porque no la considero correcta, no obstante 
que yo mismo suscribo el proyecto en que ella figura. 

« Sus autoridades » se refiere indudablemente á los 
tres poderes públicos que forman el gobierno de la 
provincia; pero son autoridades de la provincia todas 
aquéllas que ejercen mandato, aun cuando no residan 
ni deban residir en la capital. 
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Esta consideración me decide á proponer la re 
forma en los términos precedentes. 



El artículo S"" 

En un capítulo anterior, he propuesto la supresión 
del artículo 8"" de la sección primera de la consti- 
ción, por considerarlo inútil, desde que la prescripción 
en él contenida, se refiere á lo que establece la Cons- 
titución Nacional. 

El texto de ese artículo es el siguiente: 

Artículo S*" El gobierno de la provincia coo- 
pera á sostener el culto católico, apostólico, 

romano, CON ARREGLO Á LAS PRESCRIPCIONES 

DE LA Constitución Nacional 

Sería inútil recordar aquí el interesante debate á 
que dio lugar la cuestión religiosa, en la Convención 
Constituyente de 1870-1873. El artículo que acabo 
de transcribir, que es el mismo que figuraba con el 
número T en la constitución anterior, fué una especie 
de transacción á la que se llegó entre las opiniones 
extremas que allí se sostuvieron. No se quiso hacer 
declaración alguna que importase un pronunciamiento 
de la mayoría de la convención, y se adoptó entonces 
esta forma, indecisa y ambigua, que no obliga á nada 
positivo á la provincia de Buenos Aires, puesto que 
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deja sus deberes sujetos «a las prescripciones de la 
Constitución Nacionah. 

Y, sin embargo, en el código político de la nación 
no hay cláusula alguna que haga imperativa la obli- 
gación de las provincias de contribuir al sostenimiento 
del culto. El doctor don Luis Sáenz Peña, que fué 
quien propuso esa redacción en la Convención de 
1 870 ( I ), declaró terminantemente que él entendía que 
el sostenimiento del culto era un deber concurrente 
de la nación y de la provincia; pero muchos conven- 
cionales que votaron por este artículo entendieron 
que él no imponía sino deberes morales á la provin- 
cia; es decir, que él no limitaba la facultad legislativa 
de dictar leyes votando recursos del Estado para sos- 
tener el culto católico, apostólico, romano que profesa 
la mayoría de los habitantes de la provincia. 

En la Convención de 1 882 - 1 889, no tuvo mayor 
trascendencia este artículo; pero hoy que se trata de 
hacer una reforma meditada y serena, es menester 
resolver categóricamente si se ha de imponer á la 
provincia el deber de contribuir al sostenimiento del 
culto, ó si se ha de suprimir el artículo inútil que 
hoy figura en la constitución con el número octavo. 

Por mi parte, he creído que el artículo debía su- 



(i) Véase la discusión de la cuestión religiosa, en el tomo primero, páginas 481 
á 7 14 de los Debates de la Convención Constituyente i8yo- iSjS, publicación ofícial 
hecha por Luis V. Várela. 
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primirse en absoluto; porque, tal como está, ni da 
ni quita derechos á la legislatura con respecto á vo- 
tar fondos en favor de la iglesia católica ó sus mi- 
nistros. 

Pero si la mayoría de la futura convención cre- 
yese — como yo — que no debe dejarse á la voluntad 
y al criterio legislativo el deber de contribuir á cos- 
tear el culto católico, apostólico, romano, en la pro- 
vincia, entonces, me parece que debiera dejarse sólo 
la primera parte del artículo 8°, que dice: 

« El gobierno de la provincia coopera á sos- 
tener el culto católico, apostólico, romano», 

y suprimirse toda la parte final de esa disposición, 
que es la que establece las condiciones y la forma 
en que debe prestar el gobierno de la provincia su 
cooperación, y en la que se dice: 

<^con arreglo á las prescripciones de la consti- 
tución nació nal y>. 

He creído indispensables estas explicaciones para 
que no se confunda mi manera de pensar en esta 
cuestión. 

El artículo 15 

El artículo 15 de la Constitución establece que: 

« La legislatura dictará oportunamente la ley 
que organice el juicio por jurados en materia 
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criminal. En tanto que éste no se establezca, la 
jurisdicción criminal será ejercida por los tribu- 
nales que crea esta Constitución.» 

La promesa del jurado, como tribunal de lo cri- 
minal, está hecha á los habitantes de la provincia 
de Buenos Aires en todas sus constituciones. 

La de 1 873 era radical á este respecto. « Se ase- 
gura, para siempre — decía el artículo 14— á todos, el 
juicio por jurados, con arreglo á las prescripciones 
de esta Constitución >; y las prescripciones á que 
aquella constitución aludía son las mismas que hoy 
figuran en la actual Constitución en los artículos 176 
á 180 inclusive. 

En 1884, la comisión de la convención, encargada 
de proyectar la reforma, se encontró con que habían 
pasado diez años, y, no obstante de ser absoluta la 
seguridad dada á todos los habitantes de la provin- 
cia, por el artículo 14 de la Constitución de 1873, 
nada se había hecho para constituir el jurado en la 
forma prescripta por los artículos 176 y siguientes, 
estando la justicia criminal administrada en una for- 
ma no prevista ni autorizada por aquella parte de 
la constitución. 

Previendo que los tiempos pasarían después de la 
nueva Constitución sin que el jurado criminal se 
constituyese, aquella comisión propuso el actual ar- 
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tículo 15, tal cual se encuentra redactado, comple- 
tando la convención aquella sanción con la del ar- 
tículo 180, que dice que: «mientras no se establezca 
el juicio por jurado, la Legislatura podrá dictar la 
ley de procedimientos en materia criminal y correc- 
cional.» 

Estas disposiciones han hecho que la justicia cri- 
minal en la provincia de Buenos Aires, sea ejercida 
por jueces y tribunales letrados, con absoluta pres- 
cindencia de los jurados creados por la Constitución, 
siendo la última de las leyes procesales sancionada, 
de fecha casi reciente, pues apenas si tiene un año 
de vigencia. 

Desde que se promulgó la constitución de 1889, 
han pasado diez y siete años,, sin que en tan largo 
lapso de tiempo, se haya intentado siquiera organizar 
los juicios por jurado, repitiéndose así con la Cons- 
titución actual, lo que había sucedido con la de 1873. 

¿Cuál es la razón? 

El juicio por jurados, de origen normando, arraigó 
en los pueblos anglosajones, formando una parte de 
su derecho consuetudinario. 

Lentamente, y á medida que ha ido difundiéndose 
esa clase de juicios, en que la conciencia aprecia los 
hechos delictuosos, con prescindencia de la ley, ha 
ido perdiendo su prestigio, porque los fallos de los 
jurados no han satisfecho siempre las exigencias y 
los criterios de la opinión pública. 
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No es este el lugar donde debo estudiar esta 
cuestión, que tendrá su oportunidad al ocuparme de 
los artículos 176 á 180, que tratan de la «Adminis- 
tración de justicia en lo criminal». 

Sin embargo, es aquí donde debo dar las razones 
por las cuales indico la conveniencia de suprimir el 
artículo 15 de la actual constitución, así como la 
parte del artículo 11, que se refiere al jurado «en los 
juicios á que diere lugar el ejercicio de la libertad 
de la palabra y de la prensa». 

Un artículo, que figura en el capítulo de las « De- 
claraciones, derechos y garantías » de la Constitución 
Nacional, establece que «el Congreso promoverá el 
establecimiento del juicio por jurados» (artículo 24); 
pero esa disposición — como las diez primeras en- 
miendas de la constitución norteamericana, entre las 
que se encuentra esa — no es aplicable á las provin- 
cias, ni limita las facultades de éstas para dictar sus 
leyes procesales. El artículo 67, inciso 11, que faculta 
excepcionalmente, en una república federal, al Con- 
greso para dictar la legislación de fondo, dándole un 
carácter nacional, ha dejado á cada provincia amplia 
facultad para dictar sus leyes de forma. 

La organización de los tribunales del crimen y sus 
procedimientos, son, pues, de legislación puramente 
local. 

En la provincia de Buenos Aires, el jurado, por 
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más que haya estado establecido en sus constitucio- 
nes, no lo ha estado nunca en sus costumbres. 

Sucede, con esta institución, que nos hemos empe- 
ñado en adoptarla de los sajones, sin darnos cuenta 
de que, en aquel pueblo, como lo ha dicho un fallo 
de la Suprema Corte de Estados Unidos, al estable- 
cerse el jurado en las constituciones de Estado, «se 
tuvo un objeto conservador, á fin de mantener los 
STATUS existentes, sin que esto importase una prohi- 
bición para que establecieran otros tribunales» (i); en 
tanto que, entre nosotros, el jurado no tiene más 
precedentes que los poco edificantes dejados por los 
jurados de imprenta (sobre todo los de 1857), en 
que la pasión política condenaba á los periodistas 
opositores para amordazar la prensa. 

Desde el momento en que se trata de dictar una 
constitución práctica, no hay objeto en seguir repi- 
tiendo una promesa, que hace más de medio siglo 
figura en nuestras constituciones de la nación y de 
las provincias, sin que jamás nadie haya tenido em- 
peño en verla cumplida. 

Hay algo más todavía. Él jurado popular ha co- 
menzado á perder, en las legislaciones modernas, sus 
caracteres primitivos. En su origen, se admitía la 



(i) Kennard V. New Orleans, 92, U.S. p. 480; v. también McMillaui'. Ander- 
son, 95 id., p. 37 y Davidson v, New Orleans, id. 96, p. io5. 
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ficción legal de que la opinión unánime de doce 
hombres honrados, sobre la manera de apreciar un 
hecho, representaba la conciencia pública. Hoy, ya 
no se exige, en muchas partes, esa unanimidad, 
pues, como lo dispone la sección séptima de la 
constitución de California, de 1879, «bastan las tres 
cuartas partes de votos del jury para dictar el ve- 
redicto >. 

Los tratadistas norteamericanos combaten estas 
reformas, que han desnaturalizado la institución. 

Entre nosotros, donde los ciudadanos no tienen la 
práctica de estas funciones, es muy difícil que se 
habituaran á juzgarse entre ellos, desprendiéndose de 
sus afecciones y sus odios; y, sobre todo, del medio 
ambiente en que viven. 

No quiere esto decir que yo rechace, en principio, 
el juicio por jurados, ni que piense que es preferible 
la actual justicia del crimen á aquella institución. 

En el lugar correspondiente de la Constitución, 
demostraré que no es así — proponiendo que se es- 
tablezcan en ella principios permanentes de procedi- 
mientos penales — como han de hacerse efectivos los 
anhelos de los criminalistas actuales. 

Pero, desde que la experiencia nos ha demostrado 
la inutilidad de esas disposiciones que se refieren al 
jurado, escritas en las constituciones sin cumplirse 
durante más de cincuenta años, me parece que ya es 
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tiempo de abandonar el amor al modelo norteame- 
ricano, para ser más experimentales y más sinceros. 

Suprimamos de la constitución futura esa promesa, 
que tampoco habría de cumplirse inmediatamente si 
la consignásemos, y dejemos al tiempo y á la edu- 
cación popular el encargo de señalarnos el momento 
en que podremos instituir el jurado como tribunal 
de lo criminal. 

La supresión actual no ofrece ni inconvenientes ni 
peligros. En cualquier momento, la Legislatura podrá 
dictar la ley de jurados, sin que la Constitución se 
refiera á ellos; puesto que debe quedar en manos 
del Poder Legislativo la más amplia facultad para 
dictar las leyes de forma, sobre ciertas bases, que 
deben señalarse en la constitución. 

Entre esas bases debe figurar la publicidad de los 
juicios, lo que ofrecerá más garantías de imparciali- 
dad y mejor justicia, que el jurado popular, de muy 
dudosa eficacia, en pueblos que tienen la educación 
y los hábitos del nuestro. 

Sobre todo, los jurados, hoy, serían más peligrosos 
que antes de la federalización de Buenos Aires, puesto 
que han disminuido mucho los ciudadanos que po- 
drían formar parte de aquellos tribunales populares, 
que deben formarse, forzosamente, con personas de 
las localidades donde se sigan los juicios. 
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El artículo 12 

Podría sostenerse, con verdad, que los principios 
que consagra el artículo 12 de la actual Constitución 
de Buenos Aires, se encuentran comprendidos entre 
las garantías y derechos que reconocen á todos los 
habitantes de la República, los artículos 22 y 33 de 
la Constitución Nacional Argentina. 

Sin embargo, creo que — aun cuando he indicado 
como conveniente la supresión de todo aquello que 
ya está dicho en la Carta Nacional — debe mantener- 
se, en la futura Constitución de Buenos Aires, el ar- 
tículo 12 de la actual. 

Basta leer su texto, para que se comprenda, que 
los convencionales que lo sancionaron, tuvieron por 
objeto reglamentar, por prescripciones institucionales 
locales, las amplias libertades que ese artículo ga- 
rantice. 

Su texto dice así: 

Artículo 12. Queda asegurado á todos los 
habitantes de la provincia el derecho de reunión 
pacífica para tratar asuntos públicos ó privados, 
con tal que no turben el orden público, así, 
como el de petición individual d colectiva, ante 
todas y cada una de sus autoridades, sea para 
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solicitar gracia ó justicia, instrujr á sus repre- 
sentantes ó para pedir la reparación de agravios* 
En ningún caso, una reunión de personas podrá 
atribuirse la representación ni los derechos del 
pueblo, ni peticionar en su nombre, y los que 
lo hicieren cometen delito de sedición. 

Como se vé, ha habido aquí el propósito evidente 
de determinar la extensión que los constituyentes de 
Buenos Aires querían dar al derecho de reunión, sin 
dejar á la Legislatura la posibilidad de restringirlo 
por medio de leyes reglamentarias, como, desgracia- 
damente, ha sucedido alguna vez entre nosotros. 

Si, por ventura, alguien creyese que los derechos 
de reunión y de petición á las autoridades, en la 
extensión que les da el artículo 1 2, son más amplios 
que los que confiere la Constitución nacional, habría 
una razón más para mantenerlo, puesto que entra 
en las facultades de las provincias ampliar los dere- 
chos y garantías acordados por la Constitución na- 
cional. 



Artículos 17 y 18 

He creído deber tratar juntos estos dos artículos, 
porque sólo voy á ocuparme, en el segundo, de la 
¡ materia que forma la disposición del primero. 
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El artículo 17 establece que: 

Artículo 17. Todo aprehendido será notificado 
de la causa de su detención, dentro de las vein- 
ticuatro horas. 

La disposición es excelente para un código de pro- 
cedimientos en materia penal; pero no tiene explica- 
ción en una constitución política. 

Para que tuviere eficacia, sería menester que, al 
lado de la imposición imperativa que ese artículo 
contiene, figurase la sanción penal que castigase al 
funcionario que dejase de cumplirla; y esto es abso- 
lutamente imposible, tanto más cuanto que la cons- 
titución misma rodea á los magistrados de tales in- 
munidades, que hace casi imposible su enjuiciamiento. 

Personalmente, he tenido muchas oportunidades de 
convencerme de que esa disposición constitucional — 
repetida en el Código de Procedimientos — no se 
cumple, unas veces por negligencia de las autorida- 
des policiales, que detienen los presos muchos días 
antes de someterles á los jueces; otras, por exceso 
de trabajo en éstos, ó por ausencias justificadas del 
juzgado; y otras, en fin, por dificultades del sumario, 
que, dentro de las veinticuatro horas, no permite al 
juez conocer la verdadera causa de una detención. 

Pero, independientemente de estas razones que bas- 
tarían para justificarla supresión del artículo 17, hay 
otra, capital, que hace necesaria su eliminación. 
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El artículo 18, cuya conservación en la constitu- 
ción yo aconsejo, repite la mismísima disposición, 
seguida de una consecuencia inaceptable, para el caso 
en que no se cumpla la prescripción que en él se 
establece. 

El artículo 18 dice así, en la parte cuya reforma 
yo propongo: 

«Toda persona... no podrá ser detenida contra 
su voluntady si, pasadas veinticuatro horas, no 
se le hubiese notificado igualmente por juez 
competente, la causa de su detención»; 

agregando, ese mismo artículo 18, la sanción penal 
de mil pesos de multa, para el juez que no proceda 
á atender el recurso de hateas corpas, dentro de las 
veinticuatro horas después de presentado; incluyendo 
entre los motivos de ese recurso, 

« si se reclamase la garantía del artículo ante- 
rior» (artículo 17); 

que es la que manda que, dentro de veinticuatro 
horas, se notifique la causa de la detención de toda 
persona. 

Felizmente, hasta este momento, no se han sen- 
tido, en la provincia, los inconvenientes de este ar- 
tículo, porque los tribunales han entendido, racional- 
J mente, que los constituyentes no quisieron estatuir lo 

que dicen literalmente sus palabras. 
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Según los términos del artículo 18, ninguna per- 
sona puede ser detenida contra su voluntad, si á las 
veinticuatro horas de su detención no se le notifica 
la causa de su prisión, y todo juez á quien, en esas 
circunstancias, se pida la libertad del detenido, debe 
proceder, so pena de pagar una multa. 

Cumplir esta disposición, al pie de la letra, sería 
exponer á la sociedad á que quedasen impunes todos 
aquellos delitos en que es imposible reunir, dentro 
de las primeras veinticuatro horas, los elementos ne- 
cesarios para notificar la causa de la detención. 

El recurso de habeos corpas, desde sus orígenes, 
tiene por objeto impedir que una persona permanezca 
detenida cualquier tiempo, sin causa que justifique 
esa detención, ó sin someterle al juez competente, 
cuando aquella causa existe. 

Todo esto se consigue con el artículo 18, supri- 
miéndole las dos partes que he transcripto preceden- 
temente; que, por otra parte, no limitan el hateas 
corpas, pero que impedirán que soliciten su libertad 
criminales reconocidos, sin más fundamento que el 
de no habérseles notificado, dentro de las veinticuatro 
horas, la causa de su prisión. 

Por las razones expuestas, yo propondría que el 
artículo 17 fuese suprimido completamente; y, el 18, 
se conservase con el texto siguiente: 
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« 

f 



Artículo 18. Toda persona detenida podrá 
pedir, por sí, ó por medio de otra, que se le 
haga comparecer ante el juez más inmediato. 

«Todo juez, aunque lo sea en un tribunal 
colegiado, á quien se hiciere esta petición, de- 
berá proceder en el término de veinticuatro 
horas, contadas desde su presentación, con cargo 
auténtico, bajo multa de mil pesos nacionales. 

«Proveída la petición, el funcionario que re- 
tuviese al detenido ó dejase de cumplir, dentro 
del término señalado por el juez, el requirimiento 
de éste, incurrirá en la multa de quinientos pesos 
nacionales, sin perjuicio de hacerse efectivo el 
auto. » 

Como he manifestado el propósito de procurar 
que la constitución sólo contenga aquello que sea 
esencial y perdurable; y como pienso que las dispo- 
siciones del artículo 17 y la parte suprimida del 18, 
son, por ahora, ineficaces y no son indispensables — 
sobre todo desde que ellas figuran en los códigos 
de procedimientos — creo que deberían suprimirse en 
la próxima reforma. 

El artículo 19 

El artículo 19 de la actual Constitución, establece 
una garantía que, aunque tomada también de los 
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pueblos anglosajones, nuestras poblaciones latinas se 
han acostumbrado á gozarla desde hace muchos años. 

He dicho garantía; y, sin embargo, se trata de 
excarcelar bajo de fianza á personas que han come- 
tido delito, prima faciae; lo que importa establecer 
una garantía constitucional, en favor de los proce- 
sados. 

En el estado actual de los estudios penales, nó 
sólo soy decidido partidario de las excarcelaciones 
bajo de fianza, sino que creo que ellas deben figurar 
como un principio constitucional. 

La disposición que consagra el artículo 19 actual 
(18 de la Constitución de 1873), fué objeto de am- 
plias explicaciones en la gran Convención; sufriendo, 
en 1889, una breve reforma, que es la que se con- 
signa en el último párrafo, referente á la reincidencia, 
que fué propuesta por la comisión reformadora. 

Acaso es esa la única objeción que puede hacerse 
á ese artículo: — la de ser demasiado reglamentario, 
— puesto que se ocupa del máximum de la pena 
excarcelable, de la reiteración de delitos y la reinci- 
dencia; cosas que, científica y prácticamente, debieran 
dejarse á la ley. 

Aun cuando yo mismo fui uno de los autores de 
la reforma de 1889, — puesto que formaba parte de 
la comisión que la aconsejó en 1884, y fui quien la 
propuso en el seno de ella, — la experiencia me ha 
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enseñado hoy, que ese artículo debe ser modificado, 
en su parte insustancial, y completado, en su parte 
esencial, con una nueva conquista de las sociedades 
modernas. 

El artículo que actualmente figura en la Constitu- 
ción, dice lo siguiente: 

Artículo 19. Será excarcelada ó eximida de 
prisión, toda persona que diere fianza suficiente 
para responder de los daños y perjuicios, fuera 
de los casos en que por el delito merezcan pena 
corporal aflictiva, cuya duración exceda de dos 
años. Esta disposición no será aplicable á los 
excarcelados que cometan un nuevo delito du- 
rante el proceso, ni tampoco á los reincidentes. 

La primera crítica que puede hacerse á esta dis- 
posición, tal como ella está redactada, es la de ha- 
ber omitido del importe de la fianza, el quantum 
pecuniario, equivalente á la pena corporal. 

El artículo sólo exige que la fianza se dé <^ para 
responder de los daños y perjuicios»; es decir la 
responsabilidad civil en que incurre cualquier proce- 
sado; pero nada se dice de la manera cómo debe 
asegurarse la responsabilidad penal. 

Esta omisión constitucional, ha sido salvada por 
el Código de Procedimientos en materia criminal; 
*pero, en estricto derecho, se podría sostener, con la 
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constitución en la mano, que la fianza procede, sin 
que se incluya en ella la responsabilidad penal. 

Es este el inconveniente de las constituciones que 
entran en tan minuciosos detalles. El temor de que 
deficiencias de reglamentación, hechas por la legis- 
latura, comprometieran los principios, hizo que la 
Convención de 1870-1873 entrase en estas compli- 
caciones. 

Hoy, notamos sus inconvenientes, y es fuera de 
duda que hay ventaja en dejar que sea la ley la 
que se ocupe de los detalles. 

El alto principio de justicia y de equidad que este 
artículo establece — el derecho á ser excarcelada, y 
aun eximida de prisión, toda persona que diere fianza 
suficiente para responder de la pena y de los daños 
y perjuicios que su delito causare — me parece que 
debe conservarse en la constitución; pero creo que, 
no sólo debe suprimirse el máximum de pena seña- 
lada al delito imputado, sino también todo lo refe- 
rente á la reiteración y la reincidencia. 

Voy á dar mis razones para proponer esta en- 
mienda. 

Con arreglo al artículo 67, inciso 11, de la Cons- 
titución Nacional, corresponde al Congreso — y no á 
las Legislaturas de provincia — dictar el Código pe- 
nal; de manera que la determinación de la pena de 
los delitos, así como la fijación de éstos, sólo puede 
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hacerla el Congreso. La excarcelación bajo de fianza, 
sin embargo, como que es una incidencia del dere- 
cho procesal, no puede establecerla el Congreso, sino 
que debe determinarse por los códigos de procedi- 
mientos que deben dictar las Legislaturas locales. 

Pero, entre las disposiciones que pertenecen al 
Código penal, puede hallarse la de poder sustituir la 
pena corporal por la pecuniaria; y, por esta razón, 
la excarcelación bajo de fianza — que es ley de forma 
— puede encontrarse gravemente afectada por el Có- 
digo penal, que es la ley de fondo. 

Actualmente, el pésimo Código penal que nos rige, 
ofrece prácticamente ese conflicto. 

Antes de su mala reforma, eran redimibles por di- 
nero, todas las penas corporales inferiores á dos años 
de prisión. 

Con esa disposición, los jueces del crimen, al acor- 
dar la libertad bajo de fianza, estimaban el monto 
de ésta, teniendo en cuenta: 1"* la suma necesaria para 
la sustitución de la pena corporal, por la pecuniaria; 
2Ma importancia de los daños y. perjuicios causados 
por el delito; y las costas y costos del proceso. 

Haciéndose las cosas de ese modo, nada importaba 
que el procesado excarcelado no se volviese á pre- 
sentar á sus jueces. Ahí estaba la fianza para res- 
ponder de todo: — pena, perjuicios y gastos. 

Los abigeatos en las campañas de Buenos Aires; 
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los robos en la capital de la República y algunos 
excesos obreros, provocaron la reforma del Código 
penal, haciéndose ésta sobre una doble base inestu- 
diada: — la supresión de la sustitución de la pena 
corporal por la pecuniaria, y el aumento excesivo de 
las penas, á fin de que las leyes y constituciones 
provinciales, no pudiesen autorizar la excarcelación 
de los procesados. 

A pesar de las monstruosas iniquidades é injusti- 
cias, que se han producido al amparo del actual Có- 
digo penal, ni los magistrados, ni la prensa, ni nadie 
ha conseguido hasta ahora su reforma; de manera 
que la reforma actual de la Constitución de la Pro- 
vincia, llega bajo el imperio de aquella legislación 
draconiana. 

Esta circunstancia viene á evidenciar, que no hay 
conveniencia en limitar la acción de la Legislatura, 
en los términos que lo hace el artículo 19 de la ac- 
tual constitución, pues sus disposiciones humanas y 
equitativas no tienen casi aplicación con el derecho 
penal actual. 

Limitar constitacionalmente la excarcelación bajo de 
fianza á los casos en que la pena no exceda de dos 
años de prisión, es hacer hoy inexcarcelables á la 
mayor parte de los autores de los delitos leves, que 
son los más frecuentes en nuestro pueblo, y, sobre 
todo, en nuestra campaña. 
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El hurto de una gallina por el péon de una estan- 
cia; el disparo de una arma de fuego, sin herir á 
nadie; el más leve abuso de confianza, tienen, por el 
Código Penal Nacbnal, más de dos años de prisión; 
y, por tanto, la ley procesal provincial no podrá, con 
arreglo al artículo 19 de la actual Constitución, auto- 
rizar la excarcelación bajo de fianza. 

Es, pues, necesario reformar ese artículo, de ma- 
nera que quede en manos del Poder Legislativo la 
facultad de autorizar las excarcelaciones bajo de 
fianza, según la naturaleza de los delitos, y no sólo 
según la duración de las penas. 

Lo mismo sucede con la reiteración y la reinci- 
dencia. No son estas agravantes de los delitos, ma- 
terias tan fundamentales como para que ellas figuren 
en disposiciones prohibitivas de la constitución per- 
manente del país. Son las circunstancias mutables de 
la actualidad cambiante, las que deben inspirar las 
disposiciones de la ley procesal, que, á diferencia de 
las constituciones inmutables, deben acompañar las 
modalidades y alteraciones de la opinión, amoldán- 
dose siempre á sus exigencias. 

Consagrado el principio en la constitución, la ley 
lo ^reglamentará de la manera más conveniente, á la 
época en que ella se dicte, y armonizándose con las 
prescripciones de la ley de fondo. 

En ese sentido, me parece que debe reformarse el 
artículo 19 de la constitución actual. 
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Pero, puesto que se trata de una garantía consti- 
tucional ofrecida, no á los hombres libres, sino á los 
procesados, creo que, en este mÍ3mo artículo, podría 
incluirse la última conquista hecha por los publicistas 
y jueces rectos, en materia de justicia penal. 

Me refiero á la libertad condicional de los proce- 
sados. Si la libertad bajo de fianza, es una adopción 
latina de una institución que figura en el common 
law británico, la libertad condicional es una institu- 
ción puramente latina, de reciente aplicación en Fran- 
cia, pero que, hoy, ya figura en casi todas las legis- 
laciones modernas. Felizmente, también ella se halla 
en el proyecto de Código penal, presentado recien- 
temente al Congreso Nacional por el presidente de 
la República Argentina. 

La libertad condicional consiste en dejar en libertad 
completa á un individuo, que, habiendo cometido un 
delito, por primera vez en su vida, es condenado, por 
sentencia firme, á sufrir una pena corporal determina- 
da; pero que queda eximido de cumplirla condicional- 
mente; es decir, que conserva su libertad, después de 
la condena, como si no hubiese sido procesado, pero 
con la condición de que no volverá á cometer otro 
delito cualquiera. Si, por el contrario, fuese de nuevo 
procesado y condenado, al cumplir la pena del se- 
gundo proceso, tendría que cumplir, también, la pena 
á que fué condenado en el primero, salvo el caso en 
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que ésta se hubiese prescrito, con arreglo á las le- 
yes, por el largo lapso de tiempo transcurrido entre 
la primera y la segunda condena. 

En las sociedades actuales, con la vida, las nece- 
sidades y las costumbres modernas, la comisión de 
un primer delito, no siempre implica maldad en el 
autor del acto ilícito. Es tan frecuente que, arrastra- 
do por la pasión ó por el torbellino del movimiento 
actual, en estos tiempos de socialismo, de anarquismo 
y de evolución social y política, un hombre honrado, 
trabajador, útil, pueda cometer un primer delito, que 
la experiencia ha demostrado que hay ventaja en 
condenarlo como culpable, para demostrar que la 
justicia se cumple; pero dejándole en esa libertad 
condicional, de la que gozará mientras sepa mante- 
nerse dentro de las condiciones de la ley, sin come- 
ter una nueva infracción. 

Más que la libertad bajo de fianza, — que no obliga 
al excarcelado sino al pago de dinero,— la libertacf 
condicional servirá para contener, á los condenados 
una vez, dentro de los límites de sus deberes, sin 
exponerse á incurrir en una nueva condena, que les 
llevaría á una cárcel donde cumplirían ambas con- 
juntamente. 

Por otra parte, la excarcelación bajo de fianza 
ampara, sobre todo, á los que pueden daria; pues 
son muy raros los buenos jueces que aceptan la cau- 

i8 
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ción juratoria del mismo procesado, cuando éste es 
un infeliz obrero ú hombre humilde. 

En cambio, la libertad condicional es ley de igual- 
dad, ley democrática que se aplica lo mismo al primer 
delito del pobre que al del rico. 

Con el deseo de que esos verdaderos principios 
de justicia y de equidad, figuren en la futura cons- 
titución de Buenos Aires, con la eficacia que deseo 
á su aplicación práctica, propondría que el artículo 
19 fuese reformado, conservándose la parte esencial 
del actual, y completándolo con la consagración cons- 
titucional del derecho á pedir y obtener la libertad 
condicional, por parte de todos aquéllos que hubieran 
cometido una primera infracción ó delito leve. 

A ese fin, yo daría á la nueva disposición, amplia- 
da como lo he dicho, la redacción siguiente: 

Toda persona procesada criminalmente, por un 
delito leve, tendrá derecho á ser excarcelada ó 
eximida de prisión, bajo la fianza correspon- 
diente; y la que fuere condenada, por primera 
vez, en su vida, deberá ser puesta en LIBERTAD 
CONDICIONAL, quedando el cumplimiento de la 
sentencia suspendido, hasta que el procesado co- 
metiese un nuevo delito, ó la pena se prescribiese. 
La ley determinará los casos y la forma en que 
estas disposiciones se harán efectivas. 
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El artículo 34 

El artículo 34 de la actual Constitución, que se 
refiere á las universidades, á los títulos que ellas ex- 
pidan y al ejercicio de las profesiones liberales (O, 
debe desaparecer en la nueva constitución que se 
sancione. 

Ese artículo figuró, primitivamente, en la Consti- 
tución de 1873; y, entonces, tuvo su razón de ser. 
Tanto la Universidad de Buenos Aires, como las 
distintas facultades que la formaban y expedían títulos 
profesionales, eran provinciales. 

Los constituyentes quisieron incluir en la consti- 
tución ciertas reglas generales sobre la libertad de 
aprender, y la facilidad de rendir exámenes, — lo mis- 
mo que á la admisión de diplomas extranjeros para 
el ejercicio de las profesiones liberales, — y á esos 
fines responde la redacción de ese artículo. 

Más tarde, la Universidad de Buenos Aires se fe- 
deralizó, y las facultades pasaron á depender del 
Gobierno nacional. El Congreso nacional dictó leyes 
sobre enseñanza superior, y se celebraron tratados 



(i) Ar'ícuio 34. Las universidades y facultades cicntificas, eregidas legalmentc, 
expedirán los titulos y grados de su competencia, sin más condición que la de exigir 
exámenes suñcienies en el tiempo en que el candidato lo solicite, de acuerdo con los 
reglamentos de las facultades respectivas, quedando á la legislatura la facultad de de- 
terminar lo concerniente al ejercicio de las profesiones liberales. 
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con naciones extranjeras sobre reconocimientos de 
títulos prof cisiónales para el ejercicio de las profe- 
siones liberales. 

La convención de 1882 no tuvo en cuenta aque- 
llos sucesos, y el artículo de la Constitución de 
1873, apareció repetido en la de 1889. 

Sin embargo, después de estar ésta en vigor, nue- 
vas disposiciones legislativas de la Nación y de la 
Provincia han creado la Universidad de La Plata, 
con carácter nacional, y la Provincia se ha des- 
prendido generosamente de todas sus instituciones 
y elementos universitarios, donándolos al Gobierno 
Federal. 

Hoy sería completamente inútil, y hasta anacrónico, 
el artículo 34, pues que legislaría sobre lo que ha 
dejado de existir en la provincia, sin que aparezca 
en el gobierno ni en la opinión el propósito de 
reaccionar á ese respecto. 

Me parece, pues, que debe suprimirse, con tanta 
mayor razón, cuanto que su supresión no acarrearía 
perjuicio alguno. 

Con las disposiciones constitucionales de ese ar- 
tículo, como sin ellas, la Legislatura tendrá siempre 
el derecho de dictar las leyes que considere oportu- 
nas, para crear universidades ó facultades provincia- 
les, reglamentando los estudios y los exámenes como 
mejor lo entienda conveniente, y autorizando el ejer- 
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cicio de las profesiones liberales, dentro del territorio 
provincial, en la forma que mejor convenga á las 
necesidades de la provincia. 

Mi convicción de que ese artículo debe desapare- 
cer de la constitución, es tanto más radical, cuanto 
que creo que, aun en el supuesto de que la provin- 
cia de Buenos Aires tuviese aun su universidad y 
sus facultades, yo opinaría por que se suprimiese el 
artículo 34 de la Constitución, 

La libertad de exámenes y la reglamentación del 
ejercicio de la abogacía, de la medicina, etc., etc., 
no son materias institucionales de tal importancia, 
que deban figurar en artículos de la Constitución. 
Son las leyes — mutables y sujetas á los cambios 
que, sobre esas materias, aconsejen la ciencia y la 
experiencia — las que deben reglamentar todas esas 
cosas de que se ocupa el artículo 34. 

El artículo 35 

El artículo 35 se encuentra en idénticas condicio- 
nes al anterior (O. Se refiere al Banco de la Provincia 



(i) £1 texto del articulo 3 5, es este: 

Articulo 3 5. La legislatura no podrá dictar ley alguna que autorice la suspensión 
de pagos en metálico de los billetes del Banco de la Provincia, sino por sanción de 
dos tercios de votos. En ningún caso podrá dictar ley que autorice la emis¡«')n de pa- 
pel moneda. 

Este articulo, con más amplitud, ñguraba en la Constitución de 1873, con el 
número 34, y la comisión central de la convención de 1882 aconsejó su supresión. 
Sin embargo, la convención lo sancionó en la forma transcrita. 
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— no en su reciente organización de Banco mixto, tn 
que la Provincia es sólo un accionista — sino al pri- 
mitivo Banco del Estado de Buenos Aires, salvado 
por los pactos de 1859, á que se alude en el ar- 
tículo 104 de la Constitución Nacional. 

Hoy, no existen billetes de banco cuya inconvérsión 
en metálico pudiera autorizar la Legislatura; ni los 
Bancos de la Provincia podrían hacer emisiones de 
papel moneda, después de las leyes federales que lo 
prohiben. 

Ese artículo no tendría hoy aplicación alguna, por 
falta de sujeto; y, como recuerdo del pasado, hay 
conveniencia en suprimirlo, puesto que, á pesar de 
su existencia en la Constitución vigente, el Banco de 
la Provincia, no sólo suspendió la conversión de sus 
billetes, sino que no pudo atender al pago de sus 
depósitos. 

Por otra parte, el artículo que vengo estudiando, 
respondía á la fecha en que fué sancionado (1870 
á 1873), cuando, efectivamente, existían las notas me- 
tálicas y el papel del famoso Banco de la Provincia, 
cuyas emisiones inconvertibles han servido para sos- 
tener nuestros ejércitos en las luchas por la libertad 
y en las guerras con el extranjero. 

Hoy, que ya no lo tenemos, no hay para qué ha- 
blar de él en la futura constitución. 
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El artículo 36 

Llego á uno de los artículos cuya discusión es de 
inmediata actualidad en los momentos en que escri- 
bo estas páginas. 

Me refiero al artículo 36, que establece que 

« Quedan prohibidas la extracción y la venta 
de loterías y los establecimientos de juego de 
azar. » 

Actualmente, se venden loterías públicamente en la 
provincia de Buenos Aires; y, hasta hace muy poco 
tiempo, han funcionado, con asentimiento silencioso 
de las autoridades, casas de juegos de azar en Mar 
del Plata, en Necochea, en el Tigre, en San Fernan- 
do y en Lomas de Zamora. 

Se comprenderá que sólo me. refiero á los esta- 
blecimientos públicos, donde se jugaba á la ruleta, y 
otros juegos expresamente prohibidos por las leyes. 

Estos hechos, que hablan con su elocuencia pode- 
rosísima, vienen á probar que las disposiciones cons- 
titucionales, no deben inspirarse en teorías y princi- 
pios, más ó menos abstractos. 

Es indudable que no habrá dos opiniones con 
respecto á la inmoralidad del juego; es fuera de 
duda que todo buen padre de familia, todo hombre 
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honesto, todo ciudadano amante del bienestar y del 
engrandecimiento de su país, deben buscar los me- 
dios eficaces y rápidos de extirpar de la sociedad 
esa plaga, que viene corrompiendo á la juventud 
y aumentando la estadística de la criminalidad. 

Pero, en las constituciones, no deben escribirse 
aspiraciones ni anhelos, sino prescripciones de dere- 
cho positivo, que no sean una letra muerta, sino 
una institución verdadera. 

Las autoridades de la Provincia de Buenos Aires, 
pudieron cumplir las disposiciones de su Constitución, 
prohibiendo, en todo su territorio, la venta de los 
billetes de la lotería nacional, aun cuando ese juego 
de azar esté autorizado por una ley del Congreso 
Federal. 

No entra en las facultades del Poder Legislativo 
de la Nación, la de obligar á las provincias á tolerar 
la venta de billetes de lotería; pues este no es un 
medio de «promover lo conducente á la prosperidad 
del país, al adelanto y al bienestar de las provincias ,, 
que la Constitución, en su artículo 67, inciso 16, ha 
autorizado á emplear, al Congreso. 

Las facultades legislativas del Congreso, limitadas 
como las de todo poder delegado, sólo alcanzan 
hasta donde su ejercicio sea necesario, para poner 
en acción alguna disposición constitucional. 

Y, si bien los juegos de lotería no han sido prohi- 
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bidos en la Carta Nacional, como en la de la Pro- 
vincia, es indudable qué la autorización para su ex- 
tracción — por más que se dé una aplicación nacb- 
nal á sus productos — no puede tomarse como una 
reglamentación de algún artículo de la Constitución. 

El Congreso, al dictar la ley que autorizó el juego 
de la lotería nacional, comprendió que no entraba 
entre sus facultades la de hacer obligatorio el per- 
miso para la venta de sus billetes, por parte de los 
gobiernos de provincia; y, á fin de que lo permitie- 
sen, incluyó en la ley la distribución de las utilidades 
de aquel juego, entre las instituciones de beneficencia 
existentes en cada una de las provincias argentinas. 

Buenos Aires, para participar de ese reparto, dejó 
de lado el artículo 36 de su Constitución local, y 
los billetes de la lotería nacional se venden públi- 
camente, sin que esas ventas se reputen violaciones 
de la ley provincial sobre juegos de azar, que per- 
sigue á los vendedores de lotería. 

Alguna vez, algún gobernador de Buenos Aires 
intentó impedir esas ventas, fundándose precisamente 
en la disposición constitucional; pero bastó una in- 
dicación del gobierno federal, de que inmediatamente 
M ría retirada á la provincia la parte de utilidades 
de la lotería, que recibía, para que la venta de bille- 
tes fuese át nuevo autorizada. 

En distintas ocasiones, en las Cámaras del Con- 
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greso y en la prensa metropolitana, se ha impugnado 
la inmoralidad del juego de la lotería, proponiéndose 
diversas formas y distintos impuestos, para reunir 
las sumas que, anualmente, recibe la beneficencia de 
aquella fuente dañina. Sin embargo, hasta ahora, nada 
se ha hecho; y el argumento más poderoso con que 
se ha defendido la institución de la lotería nacional, 
ha sido el de la pasión del juego, que domina á las 
poblaciones argentinas ! ! ! 

Se ha llegado á sostener que, en vez de entregar 
el ahorro del obrero, y el capital sobrante del pu- 
diente, á empresas de loterías particulares ó extran- 
jeras, — no muy escrupulosas en las extracciones de 
las suertes, — debía mantenerse la lotería nacional, á 
fin de que quedasen en el país los dineros que se 
invierten en loterías, persiguiéndose, como, delito, . la 
venta de las clandestinas. 

Y es fuerza reconocer que el argumento es, des- 
graciadamente, cierto. 

La pasión del juego aumenta, cada día, el número 
de sus víctimas, reflejándose sus estragos en todas 
las capas sociales. 

Los diarios reflejan, con lamentable frecuencia, las 
noticias de suicidios y defraudaciones, cometidas por 
personas que buscaban dinero para jugar, ó que se 
arrancaron la vida arruinados por el juego. Y, al 
lado de esas noticias, se ha visto figurar otras en 
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las que se daban los nombres de gentes pudien- 
tes, — algunas veces millonarias, — que habían sido 
favorecidas con los grandes premios de la lotería 
nacional. 

Estos cuadros sirven para estudiar una situación, 
que reclama medidas apropiadas, más que rigurosas 
y violentas. 

No todas las llagas se curan con el escalpelo. Hay 
males que no es posible extirpar de un solo golpe, 
y que, como con los alcoholistas y morfinómanos, es 
menester curar paulatinamente, tolerando la absorción 
metódica del tóxico, que va lentamente disminuyén- 
dose, hasta suprimirlo del todo. 

Como ha sucedido con la lotería, la que se ha 
tolerado por causas especiales, sucedía con los juegos 
de azar, en la provincia. 

Los más decididos defensores de la ruleta de Mar 
del Plata, eran precisamente los prohombres de la 
política, de la banca y de las finanzas, á quienes 
acompañaban miembros de los poderes públicos, de 
la prensa metropolitana y de la jeunesse dorée, en su 
empeñoso éxito por que no se cumpliese la dispo- 
sición constitucional. 

Durante todo el período que ha estado en vigor 
la Constitución de 1889, han funcionado establecí- 
mientos públicos de juegos de azar, autorizados más 
ó menos oficialmente, en diversas localidades de la 
provincia. 
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Sólo en este año (1Q07), el gobierno se propuso 
hacer cumplir el precepto constitucional; y, no obs- 
tante una sanción legislativa que autorizaba el fun- 
cionamiento de los casinos en los balnearios, previo 
pago de una fuerte patente, no ha permitido que 
funcionen las ruletas, sosteniendo el gobierno que 
los casinos, á que la ley se refiere, no pueden ser 
V establecimientos de juego de azar > , puesto que no 
puede haber entrado en la intención de la Legislatura, 
crear una patente para legalizar lo que está expresa- 
mente prohibido por la Constitución. 

Sin embargo, esta actitud perfectamente correcta 
y constitucional del Poder Ejecutivo actual, le ha va- 
lido acerbas críticas en las cámaras, en una parte de 
la prensa y en el comercio de las poblaciones vera- 
niegas, que han creído ver perjudicados sus intereses 
por la prohibición del juego. 

Cualquiera que sea la opinión individual que se 
tenga con respecto á este asunto, tratándose de la 
existencia de un artículo en la Constitución, que con- 
tenga una prohibición tan absoluta y categórica como 
la del artículo 36, es menester encarar la cuestión 
por su faz práctica y permanente. 

No basta escribir la moral en las constituciones, 
cuando las costumbres son contrarias á la imposición 
legal. 

El juego ha llegado, entre nosotros, á convertirse 
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en una plaga tan horrorosa, como lo es la prostitu- 
ción en Inglaterra y en Francia. Allí, el remedio no 
se ha buscado en la persecución de las prostitutas, 
sino en la reglamentación de su comercio inmoral, 
para evitar todos los estragos de la clandestinidad. 

Con el juego será menester hacer algo parecido. 
En vez de prohibirlo en absoluto, tendrá que con- 
temporizarse con él, y tolerarlo en ciertos parajes y 
en determinadas épocas; es decir, cuándo y dónde 
la costumbre de la sociedad ha hecho necesario el 
juego público. 

Para llegar á este fin, es indispensable suprimir de 
la Constitución el artículo 36, que no establece un 
principio institucional ú orgánico, por más que con- 
tenga una excelente prohibición de orden moral. 

Ante la evidencia de que ha sido inútil que esa 
cláusula haya figurado, durante los últimos diez y 
ocho años en la constitución, pues jamás ha sido 
cumplida, no debe insistirse en mantenerla. 

Suprímase el artículo 36, y que la Legislatura y 
el Poder Ejecutivo, estudiando seriamente tan grave 
problema, dicten las medidas más convenientes, sin 
prohibiciones absolutas ni prescripciones inmutables, 
como son las que se escriben en las constituciones. 

Tengo fe en que la desoladora situación actual 
que el juego presenta, ha de modificarse y ha de 
desaparecer con el tiempo. Es, pues, menester facili- 
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tar los medios de que la evolución favorable se pro- 
duzca. 

Para esto, bastará que la ley pueda if, paulatina- 
mente, mejorando las condiciones en que se permita 
el juego, que no puede ni debe reconocerse jamás, 
como una industria lícita y permanente, susceptible 
de ser patentada, como si se tratase de una institu- 
ción regular y honesta. 

En las grandes capitales europeas, se tolera el juego, 
pero no se le autoriza oficialmente. 

La manera de proceder, la indican las condiciones 
peculiares á cada caso. Los grandes centros socia- 
les — donde concurren las mejores clases — son las 
casas donde se juega más fuertemente, sin que la 
autoridad intervenga. 

Son asociaciones privadas, á donde no penetra el 
ojo de la policía. Pero si en el domicilio particular 
de un burgués cualquiera — á quien no se le cono- 
cen rentas capaces de permitirle tener dinero super- 
fluo — se reúne una docena de amigos á jugar al 
bacaráty al pocker, al lansquenet ó á cualquier otro 
juego de azar — entonces la autoridad interviene, y 
persigue aquella casa de juego clandestina. 

En los balnearios sucede lo propio. Es la misma 
sociedad de las grandes capitales, que, en verano, 
abandona los clubs donde juega, para ir á jugar en 
los puertos de mar donde va á tomar baños. Y, en 
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esas circunstancias, vuelve la policía á ser ciega, y 
no ve que se juega, y se gana y se pierde, en contra 
de las leyes y de la moral. 

Así se ha procedido entre nosotros durante mucho 
tiempo; así se procede todavía en la capital de la 
República; pero asi no quiere el gobierno actual que 
continúe procediéndose en la provincia, porque él 
entiende, con razón, que tiene el deber jurado de 
hacer cumplir el artículo 36 de la Constitución. 

Pero como las costumbres y las opiniones actuales 
están en contra de ese artículo, es indudable que él 
debe desaparecer del texto de la futura constitución. 

Su supresión no ofrecerá inconveniente ni peligro 
alguno. 

i 

Aun cuando, á este respecto, la Constitución guar- 
de silencio — que siempre debió guardarlo — la Legis- 
latura tendrá, en todo tiempo, la facultad de dictar 
leyes que establezcan las mismas prohibiciones que 
las que establece hoy ese artículo 36; con la enorme 
ventaja de que las leyes, siendo derogables fácilmen- 
te, no ofrecerán los inconvenientes que ha tenido 
hasta ahora la disposición de que me ocupo: — la de 
haber figurado escrita en la Constitución, sin haberse 
nunca cumplido en la práctica. 

El artículo 42 

El texto del artículo 42 de la actual Constitución, 
dice lo siguiente: 
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«Artículo 42. La Legislatura no podrá dispo- 
ner de suma alguna del capital del Banco de la 
Provincia. En cuanto á las utilidades de que no 
dispusiere la Legislatura, serán acumuladas á su 
capital, anualmente, por el directorio.» 
Como se comprende, por su simple lectura, esa 
disposición obedece al criterio y á los propósitos de 
una época lejana, en que el Banco de la Provincia 
de Buenos Aires, era la primera potencia financiera 
de Sud América. 

Hoy, el artículo 42 de la actual Constitución de 
Buenos Aires, debe suprimirse, no sólo por las ra- 
zones que se han dado al pedir también la supresión 
del artículo 35 (i), sino porque, después de la nueva 
organización dada recientemente á aquel Banco de 
la Provincia, no puede privarse á la Legislatura del 
derecho de disponer de las utilidades, que correspon- 
dan á las acciones que hoy tiene el erario provincial, 

en aquel establecimiento. 

Como es sabido, el antiguo Banco de la Provincia 

se ha convertido en un banco mixto, del que corres- 
ponden al tesoro provincial las utilidades de un ca- 
pital de diez millones de pesos. Las leyes, en virtud 
de las cuales se ha hecho esa combinación, sólo se 
han ocupado de la formación del capital del banco, 
de la aprobación del convenio, de la manera de re- 



< I ) Véase antes página 261. 
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partirse las utilidades, de la constitución del directorio 
y de otras disposiciones peculiares al mecanismo y al 
funcionamiento de la institución. 

Sin embargo, ellas no podían referirse al destino 
que debe darse á las utilidades anuales que corres- 
pondan á la provincia, en aquel establecimiento, por- 
que los fondos del tesoro y su inversión, no deben 
nunca figurar en la carta orgánica de un banco que 
no es exclusivamente oficial. 

El artículo 42 de la actual Constitución podía ex- 
plicarse cuando, existiendo el Banco de la Provincia, 
en su organización autónoma de Banco de Estado, 
se buscaba aumentar el capital, acumulando anual- 
mente las utilidades. 

Pero hoy, en que la Provincia no es más que una 
accionista de un Banco que tiene también accionistas 
particulares, no es posible ligar las manos de la Le- 
gislatura por medio de una prescripción constitucio- 
nal, que inmovilice el capital puesto en las acciones 
de ese banco, cuando, tal vez, venga el momento en 
que pueda volver á crearse el banco oficial, ó en 
que convenga modificar las condiciones del contrato 
actual. 

Y lo mismo digo en lo referente á las utilidades. 

Si las esperanzas que se abrigaron al organizar el 
actual banco mixto, se realizan en la amplia exten- 
sión que dan derecho á esperar las primeras operá- 
is 
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clones practicadas en los últimos meses, las utilidades 
que ese establecimiento produzca, dentro de algunos 
años, pueden servir para aliviar las cargas del tesoro 
público; y, para entonces, debe dejarse á la Legisla- 
tura todas sus facultades, á fin de que pueda reali- 
zar con ellas todos los beneficios posibles, ya sea 
destinándolas á la creación de los bancos agrícolas, 
tan necesarios, ó ya sea disminuyendo los impuestos 
que paga el pueblo. 

La supresión de ese artículo no perjudicará en lo 
mínimo las instituciones que la constitución está des- 
tinada á garantizar. En cambio, su conservación en 
el texto de la Carta orgánica de la Provincia, podrá 
causar graves perjuicios, puesto que el día en que 
se produzca la convicción de que es necesario que 
una ley disponga del capital que actualmente tiene 
la Provincia en el Banco que lleva su nombre, sería 
indispensable reformar la constitución, antes de que 
esa ley se dictase, si se conservase por la futura con- 
vención, el texto del actual artículo 42. 

Estas consideraciones son las que me han induci- 
do á indicar la conveniencia de suprimir ese artículo, 
sin reemplazarlo por otro, porque el silencio de la 
constitución á esté respecto, importa conservar á la 
Legislatura la plenitud de sus facultades. 
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El artículo 43 

La disposición que contiene este artículo es per- 
fectamente ajustada á las mejores reglas de la admi- 
nistración, y á los principios que deben regir la 
imposición de gabelas. 

Cuando las necesidades de obras especiales se 
imponen, lo lógico es que los que sufran los impues- 
tos que deben producir los capitales para costearlas, 
sean aquéllos que van á ser directamente favorecidos 
con ellas. Esa seguridad de que el impuesto abonado 
será reproductivo, hace siempre más llevaderas las 
cargas; pero es menester asegurar al contribuyente, 
por medio de una cláusula constitucional, contra toda 
indebida aplicación del producto de aquella contribu- 
ción, á otros fines distintos de aquellos á que le 
destinó la ley originaria. 

A esos fines tiende el artículo 43 de la actual 
constitución, explicado y estudiado ampliamente en 
la Convención de 1873. Su texto dice así: 

Artículo 43. Ningún impuesto establecido ó au- 
mentado para sufragar la construcción de obras 
especiales, podrá ser aplicado interina ó defini- 
tivamente á objetos distintos de los determinados 
en la ley de su creación, ni durará por más 
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tiempo que el que se emplee en redimir la deuda 
que se contraiga. 

Sin embargo de la excelencia del principio, se ha 
deslizado en la redacción de este artículo una pala- 
bra que viene á perjudicarlo. Lo que se busca con 
él, es impedir que el impuesto creado con un objeto 
determinado, se perciba durante más tiempo que el 
necesario para la construcción de la obra á que 
está afectado. Como consecuencia de ese propósito, 
viene la prohibición de que él sea aplicado á objetos 
distintos de la ley de su creación. 

Pero, en la marcada tendencia que se nota en la 
constitución vigente, á limitar la acción del Poder 
Ejecutivo, se ha olvidado, al establecer la prohibición, 
que lo imprevisto está arriba y fuera de todas las 
leyes. 

Se explica que el impuesto no se aplique definiti- 
vamente á otros fines que los de su creación; pero 
que interinamente se disponga de los fondos reunidos 
como producto de un impuesto determinado, cuando 
una necesidad urgente é imprevista lo reclame, — tales 
como una epidemia, una sedición, una catástrofe cual- 
quiera, — esto no debe prohibirlo la constitución. 

Y, sin embargo, el artículo 43 lo hace. La prohi- 
bición incluye la aplicación interina dd impuesto, á 
fines distintos de los que se tuvieron en vista al 
crearlo. 
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Me parece que el artículo no pierde nada de su 
energía, como prescripción fundamental, suprimiéndole 
la palabra interina, y dejando que la redacción de 
la primera parte quede así: 

Ningún impuesto establecido ó aumentado 
para sufragar la construcción de obras especiales, 
podrá ser aplicado definitivamente á objetos dis- 
tintos,» etc., etc. 

El resto del artículo quedaría tal como se encuen- 
tra hoy. 

El artículo 44 

En este artículo, voy á proponer una reforma, que 
la experiencia ha probado que es indispensable. 

Puede también citarse esta disposición como otra 
de esas en que se ha querido establecer, en la cons- 
titución actual, el predominio de la Legislatura, mez- 
clándola indebidamente en la administración ejecutiva. 

A propósito de nombramientos " de funcionarios 
públicos y empleados, debe recordarse que la Cons- 
titución actual exige que el Senado forme la terna 
de donde han de salir el Contador y el Tesorero de 
la Provincia; que el mismo cuerpo debe prestar su 
acuerdo para los nombramientos de Ministros, de 
directores administradores de establecimientos públicos 
y comisiones encargadas de la construcción y admi- 
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nistracción de obras públicas de la provincia; del Pre- 
sidente del Departamento de Ingenieros; del jefe de 
lá Oficina de Tierras públicas; del Fiscal de Estado; 
del Director general de Escuelas; de los miembros 
del Tribunal de Cuentas; y que la Cámara de Di- 
putados debe prestar, también, su acuerdo para el 
nombramiento de los miembros del Consejo General 
de Educación. 

A pesar de todas estas limitaciones á las faculta- 
des del Poder Ejecutivo, el artículo 44 de la Cons- 
titución actual, establece que: 

Artículo 44. Los empleados públicos, á cuya 
elección ó nombramiento no provea esta cons- 
titución, SERÁN NOMBRADOS Ó ELEGIDOS SE- 
GÚN LO DISPONGA LA LEY. 

Como se comprende, si se deja á lo que disponga 
la ley, la fórmula del nombramiento de los demás 
empleados — después de haberse ya enumerado los 
principales — pueSe resultar que, en un momento en 
que se produzca una desinteligencia entre el Poder 
Ejecutivo y la Legislatura, ésta dicte una ley por la 
que disponga que todos los empleados serán nombra- 
dos con acuerdo de alguna de las cámaras legisla- 
tivas. 

El resultado de esta disposición, sería que todo el 
personal de la administración ejecutiva del Estado, 



f 
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habría tenido que ser aceptado por* un poder distinto 
del administrador. 

En la ConstituQJón de los Estados Unidos, todos 
los empleados son nombrados con acuerdo del Sena- 
do; pero en la Historia de la Constitución {\), Curtis 
explica perfectamente esa disposición. Era el resul- 
tado de las desconfianzas que todavía tenían los 
Estados en el poder central, que había fracasado en 
la organización de la primitiva confederación. 

Entonces quiso limitarse la facultad del presidente, 
para nombrar los empleados de la administración, 
obligándole á que requiriese el acuerdo del Senado, 
precisamente porque en este cuerpo están represen- 
tados los Estados, en su capacidad local. Con esa 
medida, se creía llegar á conseguir que los presiden- 
tes no hiciesen preferencias indebidas, al nombrar los 
empleados de la administración, pues se temía que 
lo hiciesen, llevando á los primeros puestos públicos 
sólo á sus propios comprovincianos, prescindiendo 
de los ciudadanos de los demás Estados. 

Sin embargo, la misma disposición de la Consti- 
tución norteamericana, fué redactada en términos 
tales que la regla establecida en ella, para el nom- 
bramiento de los empleados, pudiese ser modificada, 
no en contra del Poder Ejecutivo, como podría su- 



(1) Curtís: History oj the Constitution, tomo II, página 56 -6o. 
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ceder con la aplicación en Buenos Aires, del artículo 
44, sino en favor del presidente, á quien la ley 
puede conferir la facultad de hacer todos los nom- 
bramientos ( I ). 

Muchos constitucionalistas norteamericanos, sos- 
tienen que el principal objeto de este artículo, no 
ha sido el de hacer obligatorio el acuerdo del Senado 
para los nombramientos, — condición que la ley pue- 
de suprimir; — sino el de impedir que se creen y 
se hagan nombramientos de empleados, sin que una 
ley los autorice. 

Después de dictada la Constitución norteameri- 
cana, la opinión de los tratadistas se ha uniformado, 
y se ha reconocido que la facultad de hacer todos 
los nombramientos de empleados, á cuya designación 
no ha provisto la constitución, corresponde al Po- 
der Ejecutivo, como función inherente á su carácter. 

El publicista Paschal — cuyas opiniones son tan 
respetadas en su país y fuera de él — al anotar la 
Constitución de los Estados Unidos, ha compendiado 
las opiniones de los últimos tratadistas, sobre esta 



(i) lie aquí el texto del artículo de la constitución de los Estados Unidos: 
«Tendrá poder, por consejo y consentimiento del Senado, para hacer tratados, 
siempre que concurran dos tercios de los senadores presentes; y por consejo y con- 
sentimiento del Senado, nombrará embajadores, otros ministros públicos y cónsules, 
jueces de la Suprema Corte y todos los demás empleados de los Estados Unidos que 
no estén aqui (en esta constitución) provistos de otra manera, y que sean establecidos 
por ley. Fcro el Congreso puede por ley conferir el nombramiento de estos em- 
pleados inferiores, según lo tenga por conveniente, al presidente solo, á las cortes de 
ley ó á los jefes de los departamentos.» 
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materia, y yo, para abreviar el trabajo, voy á citar 
sólo un párrafo de ese autor, que resume toda la 
materia. 

Definiendo las facultades del Poder Ejecutivo, como 
institución, dice Paschal, en su Annoted Constitution ( i ), 
lo siguiente: 

« No debemos olvidar que este poder de nombra- 
mientos á los empleos, es esencialmente una función 

< ejecutiva. Pertenece esencialmente al departamento 
«ejecutivo más bien que al legislativo ó judicial. Si 

< la constitución no hubiese previsto ninguna dispo- 
<sición sobre esta materia, se hubiera sostenido que 
« pertenecía al presidente como jefe del departamento 

ejecutivo, especialmente encargado de la ejecución 
de las leyes. Stanberg: Sobre el Poder Ejecutivo. 
Véase la Confederación, ante, artículo VI, p. 15; 2 
« Elliot's Debates, 358; Federalista, números 67, 70; 

< 1 Kenfs Com. 271-303; Journal of the Convention, 
^ 68, 89, 96, 136, 21 1, 222, 324, 332, 333; 2 Pith's Hist 
-252; 2 Curtis, Hist. of Const, cap. III, pp. 56-60; 
«Story's Const, cap. XXXVI, párrafo 1440-1448, y 
«las voluminosas notas de la tercera edición.» 

He incluido en la traducción de Paschal, hasta las 
citas que ese autor hace, á fin de que, quien quiera, 
pueda cotejarlas. 

i 

(i) Obra^it. p. i63. Third Edition. Vcase lá traducción de la misma obra por 
Clodomiro QuiROGA, p. 210. • 
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Aplicando ahora estas doctrinas al artículo 44 de 
la Constitución actual de la Provincia, me parece 
que queda justificada la reforma que propongo, y 
que consiste en reemplazar la redacción actual de 
aquel artículo, por la siguiente: 

« Los empleados públicos, á cuya elección ó 
nombramiento no provea esta Constitución, se- 
rán nombrados directamente por el Poder Eje- 
cutivo. » 

La reforma consiste en la parte subrayada. 

Desde que se reconoce por los maestros de la 
ciencia constitucional, que es esencialmente una fun- 
ción ejecutiva, el nombramiento de los empleados pú- 
blicos, que no exija requisitos constitucionales, — no 
hay motivo para quitarte esa facultad al gobernador 
de Buenos Aires. 

Dentro de la Constitución, pueden determinarse 
cuáles son aquellos empleados, que, por la impor- 
tancia de sus funciones, reclamen para su nombra- 
miento, además de la designación hecha por el Po- 
der Ejecutivo, un acuerdo especial. 

Algunos empleados, como ciertos funcionarios ju- 
diciales, que no forman parte de la rama adminis- 
trativa del gobierno, pueden también ser nombrados 
sin intervención del gobernador; pero nada de esto 
debe dejarse librado á la Legislatura, cuyot criterio 
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es, muchas veces, inspirado por pasiones políticas ó 
por intereses de política transitoria. 
• Si se deja á lo que establezca la ley, la forma del 
nombramiento de los empleados públicos, no habría 
límite á esa facultad legislativa, y la acción del Po- 
der Ejecutivo quedaría reducida, en este punto, á 
proponer empleados, que las cámaras aceptarían ó 
rechazarían, pero que, en definitiva, serían ellas las 
que nombrasen. 

Al estudiar las distintas disposiciones referentes al 
nombramiento de ciertos empleados, será la oportu- 
nidad de señalar los requisitos indispensables para su 
nombramiento definitivo; pero, en esta sección desti- 
nada á la enumeración de las Declaraciones generales, 
en cuanto ellas son referentes á toda la constitución, 
me parece que hay necesidad de reformar el artículo 
44, quitando á la Legislatura la facultad de impedir 
que el Poder Ejecutivo nombre hasta los porteros de 
los ministerios, y reconociendo la verdad institucional 
que es la que establece que es esencialmente ejecu- 
tiva la facultad de nombrar los empleados públicos 
de la administración. 

El artículo 45 

La disposición que contiene el artículo 45 de la 
Constitución, es conveniente, necesaria, moral; pero 
la interpretación que se le ha dado en la práctica la 
ha inutilizado. 
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Esto en cuanto á su primer párrafo. En cuanto al 
segundo, como me parece que debe suprimirse, ten- 
dré que dar las razones en qué me apoyo. 

Ante todo, es menester tener á la vista el texto de 
ese artículo. Dice así: 

Artículo 45. No podrá acumularse dos ó más 
empleos á sueldo en una misma persona, aunque 
sea el uno provincial y el otro nacional, con 
excepción de los del magisterio en ejercicio. En 
cuanto á los empleos gratuitos y comisiones even- 
tuales, la ley determinará los que sean incom- 
patibles. 

El principio, que niega la acumulación de dos ó 
más empleos en una sola persona, no sólo es moral, 
porque impide los favoritismos, sino que es conve- 
niente al mejor servicio. 

La Constitución de 1854, que permitía á los miem- 
bros del Poder Judicial formar parte de la Legisla- 
tura, no previo este punto, de manera que, hasta que 
se dictó la de 1873, fueron muchos los ejemplos de 
personas que desempeñaban á la vez dos ó más em- 
pleos rentados. 

La consecuencia de esta acumulación era que todos 
los servicios encomendados á esas personas, se re- 
sentían de la forzosa falta de atención de los titu- 
lares, produciéndose algunas veces situaciones inve- 
rosímiles. 
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Yo recuerdo haber conocido, antes de la reforma 
de 1873, dos personas que desempeñaban simultá- 
neamente ambos puestos en tres distintas reparticio- 
nes públicas, con tfes distintos sueldos, y figurando, 
recíprocamente, una como subalterna de la otra en 
una oficina, mientras que, en otra oficina, el subal- 
terno se convertía en superior. 

Las constituciones de 1873 y 188Q, creyeron ha- 
ber puesto un dique á esos favoritismos; pero ellos no 
han desaparecido, porque, clandestinamente, se viola 
la disposición sin que nadie se preocupe de impe- 
dirlo; y, públicamente, se produce la acumulación de 
empleos, gracias á torcidas interpretaciones del texto 
de la disposición constitucional. 

Tanto en la capital de la República, como en la 
provincia de Buenos Aires, se han buscado formas 
acomodaticias para conciliar ciertos intereses particu- 
lares, con la prohibición de acumular empleos en 
una misma persona. 

El principio es y debe ser general. La regla de 
buena administración es que cada empleo debe ser 
desempeñado por una persona que no desempeñe 
otro puesto público. 

Sin embargo, quiso hacerse una justa excepción á 
esta regla general: — el profesorado. 

La excepción era explicable y equitativa. Los hom- 
bres que consagran su vida entera al estudio para 
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convertirse en profesores, no han contado, segura- 
mente, con obtener, de una sola cátedra, todo lo ne- 
cesario para satisfacer las necesidades de la vida. 

Han hecho de la enseñanza^- del profesorado — 
su profesión habitual, como el médico, el abogado, 
el ingeniero, etc., etc. 

Al ejercer esa profesión, entienden dedicarle todo 
su tiempo; y, por tanto, dictar tantas cátedras, atender 
tantas escuelas, enseñar tantos discípulos, cuantos les 
sea posible. 

Si esas cátedras están en distintos colegios del 
Estado, no puede decirse que un profesor, que dicta 
tres, cuatro ó cinco de ellas, acumule empleos en su 
persona, puesto que no son distintos empleos^ las 
distintas aplicaciones que él haga de su profesión 
única. 

Pero, como podría suponerse que existía esa acu- 
mulación, desde que las distintas cátedras figurasen 
en presupuestos distintos, la Constitución quiso hacer 
la excepción en favor del profesorado, porque ella 
era una aclaración necesaria y justiciera. 

Cuando hubo de aplicarse la disposición del artículo 
43 de la anterior Constitución (la de 1873), que dis- 
ponía que, en cuanto á los empleos -del profesorado ^^ 
la ley determinase los que fuesen incompatibles, vino 
esa ley, y declaró, como empleos « del profesorado », 
posibles de ser acumulados, todos los que se ejercían 
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en la dirección de la enseñanza, primaria, secundaria 
y superior. 

Y, como si esto ya no fuese una interpretación 
violenta del texto constitucional — fundándose en la 
escasez que entonces había de taquígrafos y estenó- 
grafos — se consintió la acumulación de los empleos 
de esa clase, en unas mismas personas, no obstante 
de figurar separadamente en los presupuestos de cada 
una de las cámaras del Congreso Nacional y de la 
Legislatura de Buenos Aires. 

Convocada la convención de 1882-188Q, la comi- 
sión que preparó el proyecto general de reformas, 
quiso establecer en el artículo que reemplazase al 43 
de la Constitución de 1873, que prohibía la acumu- 
lación de empleos (O, otro en que se reflejase la 
verdad de lo que entonces existía. 

En vez de prohibir, permitía la acumulación de 
empleos, pero establecía el deber de que la Legisla- 
tura dictase la ley que estableciese los casos en que 
esa acumulación sería permitida (2). 



(i) He aquí el texto del artículo 43 de la Constitución de 1873 : 
«Articulo 43. No podrá acumularse dos ó más empleos á sueldo en una misma 
persona, aunque sea el uno provincial y el otro nacional. En cuanto á los empleos 
gratuitos, los de profesorado y comisiones eventuales, la ley determinará los que sean 
incompatibles.» 

(2) El texto del articulo propuesto por aquella comisión central, en 1884, es el 
siguiente: 

«Articulo 43. Una ley especial, que deberá dictarse dentro del primer periodo le- 
«gislativo siguiente á la vigencia de esta' Constitución, establecerá los casos en que 
« podrán acumularse dos ó más empleos á sueldoen una misma persona, aunque sea 
«el uno provincial y el otro nacional. En cuanto á los empleos gratuitos, los de pro- 
« fesorado y comisiones eventuales, la ley determinará los que sean incompatibles.» 
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Llevado ese artículo al debate de la Convención 
Constituyente, fué combatido y rechazado, optándose 
por sancionar el de 1873; pero haciendo más claros 
y terminantes sus conceptos. 

La locución « empleos del profesorado » había sido 
interpretado con mucha amplitud, y los constituyentes 
quisieron reducir la excepción á sólo los maestros y 
profesores, en el ejercicio de sus profesiones docentes. 

Fué ese el alcance que se le dio á las palabras 
«con excepción de los del magisterio en ejercicio y^^ 
refiriéndose sólo á los maestros, es decir, á los que 
enseñan, para que se comprendiese que no se incluía 
en la excepción á los directores de la enseñanza ni 
á los profesionales de taquigrafía (i). 

Desde que se dictó aquel artículo han pasado quin- 
ce años. Muchas veces se ha sostenido en la prensa, y 
aun en las cámaras legislativas, la incompatibilidad del 
desempeño simultáneo de un empleo rentado de la 
nación ó de la provincia y de un puesto en la direc- 
ción ó administración de las universidades ó escuelas 
públicas. Sin embargo, jamás se ha resuelto el punto 
en contra de la acumulación de ambas funciones. 

Como yo profeso ideas radicales á este respecto, 
desde que el punto fué discutido en la Convención 



( I) Puede verse esa discusión en el Diario de sesiones de la Convención de 1882 
á i88g. — El actual Ministro de Gobierno de la Provincia, que en esa época era con- 
vencional, y desempeñaba el cargo de Senador y de Director .General de escuelas de 
la Provincia, renunció este último empleo, en virtud de aquella sanción. 
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de 1870, soy sólo lógico al sostener, hoy, que la pri- 
mera parte del actual artículo 45 debe conservarse; 
pero agregándole algunas palabras que impidan la 
tergiversación del propósito y del principio. 

Desde que no ha sido bastante expresiva la fór- 
mula en que está redactada la excepción, con las 
palabras: «a?/^ excepción de los (empleos) del magis- 
terio en ejercicio», es indispensable dar otro giro al 
mismo pensamiento. 

Por más dificultad que presente la redacción de 
una forma compendiada y conceptuosa, que exprese 
el principio sin exponerlo á ser desnaturalizado, me 
parece que es preferible á la redacción actual, la si- 
guiente, que es la que yo propondría para reempla- 
zar el actual artículo 45: 

No podrá acumularse dos ó más empleos en 
una misma persona, aun cuando el uno sea pro- 
vincial y el otro nacional. Exceptúanse de esta 
disposición los profesores y maestros, en el ejer- 
cicio de sus funciones docentes; no pudiendo acu- 
mularse un empleo del profesorado, con otro de 
cualquiera de las ramas del gobierno de la pro- 
vincia. 

La última parte del artículo que propongo, com- 
pleta la eficacia del principio, y tiende á suprimir 
muchas irregularidades que actualmente existen. 
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Desgraciadamente, el profesorado, es decir, el ejer- 
cicio del magisterio por personas que no se han 
preparado para desempeñarlo, ha adquirido en la Re- 
pública Argentina un desarrollo tan intenso, que, hoy, 
se ve buscar y aceptar cátedras, á personas que no 
tienen preparación alguna para dictarlas. Se busca 
un empleo, sin preocuparse de las aptitudes que se 
requieren para desempeñarlo con competencia. 

De ahí resulta un doble inconveniente: — sufre la 
enseñanza y sufre la repartición á que pertenezca el 
empleado, que acumula á su puesto, en el gobierno, 
un cargo en el profesorado. 

La enseñanza sufre, porque no puede enseñar bien 
una materia cualquiera, el que se improvisa maestro, 
teniendo que estudiar por la noche la lección que 
debe repetir por la mañana á sus discípulos; y sufre 
el puesto público, que aquel profesor improvisado 
desempeña, porque tiene que descuidarlo, consagrán- 
dole á la enseñanza tiempo que debía dedicar á sus 
tareas de empleado ó de funcionario público. 

Actualmente, hay muchos miembros de la magis- 
tratura, de las cámaras y de las oficinas del Poder 
Ejecutivo, que desempeñan simultáneamente empleos 
y altas funciones en el gobierno, dictando al mismo 
tiempo cátedras en establecimientos dependientes del 
Gobierno Nacional. 

Esto no es correcto; y la constitución debe evitarlo. 



I 

I 

I 

» 
f. 
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No puede consentirse que un legislador, un juez ó 
un alto funcionario ejecutivo, sean dependientes de 
un rector de universidad ó colegio nacional; puesto 
que eso, y no otra cosa, significa la aceptación de 
funciones pedagógicas, por los empleados de los altos 
poderes de la provincia. 

A ese fin tiende la reforma que propongo. 

Me apresuro á manifestar que ha sido intencional 
la supresión de las palabras á sueldo^ que figuran en 
el artículo 45, como condición para que la acumu- 
lación de dos ó más empleos no pueda hacerse. 

Aun cuando — como se verá más adelante — yo 
creo que en la provincia no deben existir empleos 
que no tengan remuneración, no es esa la única razón 
que me ha inducido á hacer aquella supresión. 

El fundamento capital que los tratadistas señalan 
para combatir la acumulación de empleos, es la ne- 
cesidad de buscar que los puestos sean mejor servidos 
y que el mayor numero posible de ciudadanos tome 
parte en las gestiones y administración de la cosa 
publica. 

Para que no puedan ser bien atendidos dos ó 
más empleos, por una misma persona, nada tiene 
que ver que esos empleos sean ó no rentados. La 
incompatibilidad no nace de la acumulación de suel- 
dos, por más que ésta sea la parte moral de la 
cuestión. Esa incompatibilidad proviene de la impo- 
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sibilidad material de que un solo hombre pueda aten- 
der bien, con competencia y asiduidad, dos ó más 
empleos, aun cuando ellos fueran todos gratuitos. 

La excepción del magisterio docente se explica 
porque, generalmente, las clases que cada profesor 
dicta, duran una ó dos horas, y, á veces, no las dan 
todos los días; de manera que, aun cuando un mis- 
mo profesor diera dos ó más cátedras, no tendría 
acumulación de funciones distintas, ni recargo extra- 
ordinario de trabajo. 

Esto en cuanto á la acumulación de empleos. En 
cuanto á la gratuidad de servicios prestados á la pro- 
vincia, ya sea en comisiones permanentes ó eventua- 
les, pienso, como todos los tratadistas y políticos 
norteamericanos, que no deben haber servicios gra- 
tuitos, y que cada hombre debe ser pagado en re- 
lación al trabajo y al servicio que preste al país. 

Por el momento, me limito á indicar la supresión 
del segundo párrafo del artículo 45, reservándome 
dar los fundamentos al ocuparme de uno de los nue- 
vos artículos que propongo, más adelante, para ser 
incluidos en esta Sección Primera de la Constitución. 
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Fuera de los artículos de que me he ocupado, se- 
parada ó colectivamente, en este capítulo, hay algu- 
nos otros que pienso que deben conservarse en su 
texto íntegro. 

Esas disposiciones fueron escritas, todas ellas, por 
la Convención de 1870-1873, como fruto del estu- 
dio y de la experiencia de los hombres que formaron 
aquella gran asamblea. 

Si se estudian esos artículos, en su origen, se verá 
que ellos no son copia de disposiciones análogas de 
otras constituciones ( i ). 



(i) Me aquí el texio de los artículos cuya conservación, en su misma redacción 
actual, propongo se sancione en la futura constitución: 

Art. i 2. Queda asegurado á todos tos habitantes de la provincia el derecho de reu- 
nión pacifíca para tratar de asuntos públicos ó privados, con tal que no turben el or- 
den público, así como el de petición individual ó colectiva, ante todas y cada una de 
sus autoridades, sea para solicitar gracia ó justicia, instruir á sus representantes ó 
para pedir la reparación de agravios. En ningún caso una reunión de personas podrá 
atribuirse la representación ni los derechos del pueblo ni peticionar en su nombre, 
y los que lo hicieren cometen delito de sedición. 

Art. 1 8. Toda persona detenida podrá pedir, por sí ó por medio de otra, que se 
le haga comparecer ante el juez más inmediato y expedido que sea el auto por auto- 
ridad competente, no podrá ser detenida contra su voluntad, si pasadas las veinti- 
cuatro horas no se le hubiese notificado por juez, igualmente competente, la causa de 
su detención. Todo juez, aunque lo sea en un tribunal colegiado, á quien se hiciera 
esta petición ó se reclamase la garantía del artículo anterior, deberá proceder en el 
termino de veinticuatro horas, contadas desde su presentación con cargo auténtico, 
bajo multa de mil pesos nacionales. Proveída la petición, el funcionario que retuviese 
al detenido ó dejase de cumplir dentro del término señalado por el juez el requirí- 
miento de éste, incurrirá en la mulla de quinientos pesos nacionales, sin perjuicio de 
hacerse efectivo el auto. 

Art. 2 0. No se dictarán leyes que importen sentencia, que empeoren la condición 
de los acusados por hechos anteriores, priven de derechos adquiridos ó alteren las 
obligaciones de los contratos. 

.A.rt. 3 I . Ninguna persona será encarcelada por deudas en causa civil, salvo los 
casos de fraude ó culpa especificados por ley. 

Art. 37. Los poderes públicos no podrán delegar las facultades que les han sido 



* 
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Algunos ~ como el que se refiere al habeos cor- 
pas — tienen su origen en principios universales; pero 
al ser incorporados, á nuestra legislación institucional, 
han sufrido modificaciones sustanciales. 

Los otros, son garantías que la práctica y las lec- 
ciones de nuestros errores pasados han aconsejado 
á los estadistas que figuraron en aquella convención, 
y que se dirigen á impedir que las legislaturas su- 



confcriJas por esta constitución, ni atribuir al Poder Ejecutivo otras que las que 
expresamente le están acordadas por ella. 

Art. 3 8. No podrá acordarse remuneración á ninguno de los miembros de los po- 
deres públicos y ministros secretarios, mientras lo sean, por servicios hechos ó que 
se les encargaren en el ejercicio de sus funciones, ó por comisiones especiales ó ex- 
traordinarias. 

Art. 39. No podrá autorizarse empréstito alguno sobre el crédito general de la 
provincia, ni emisión de fondos públicos, sino por ley sancionada por dos tercios de 
votos de los miembros presentes de cada cámara. 

Art. 40. Toda ley que sancione empréstito deberá especificar los recursos espe- 
ciales con que deba hacerse el servicio de la deuda y su amortización. 

Art. 4 I . No podrá aplicarse los recursos que se obtengan por empréstito, sino á 
los objetos determinados, que deba cspeciñcar la ley que los autorice, bajo responsa- 
bilidad de Ja autoridad que los invierta ó destine á otros objetos. 

Art. 42. La Legislatura no podrá disponer de suma alguna del capital del Banco 
de la Provincia. En cuanto á las utilidades de que no dispusiere la Legislatura, serán 
acumuladas á su capital anualmente por el directorio. 

Art. 43. Ningún impuesto establecido ó aumentado para sufragar la construcción 
de obras especiales, podrá ser aplicado interina ó deíiniíivamente á objetos distintos 
de los determinados en la ley de su creación ni durará por más tiempo, que el que se 
emplee en redimir la deuda que se contraiga. 

Art. 44. Los empleados públicos á cuya elección ó nombramiento no provea esta 
constitución, serán nombrados ó elegidos según lo disponga la ley. 

Art. 48. Toda ley, decreto ú orden contrarios á los artículos precedentes ó que 
impongan al ejercicio de las libertades y derechos reconocidos en ellos, otras res- 
tricciones que las que los mismos artículos permiten, ó priven á los ciudadanos de 
las garantías que aseguran, serán inconstitucionales y no podrán ser aplicados por 
los jueces. Los individuos que sufran los efectos de toda orden que viole ó menos- 
cabe estos derechos, libertades y garantías, tienen acción civil, para pedir las indem- 
nizaciones por los perjuicios que tal violación ó menoscabo les cause, contra el 
empleado ó funcionario que la haya autorizado ó ejecutado. 
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cesivas, destruyendo las unas las obras de las otras, 
puedan llegar á comprometer el crédito y los intere- 
ses de la Provincia. 

Finalmente, otros — como el 48 — son la repetición 
de disposiciones que podría decirse que ya existen 
estatuidas en las leyes de fondo civiles; pero hay 
conveniencia en que ellas figuren también en el có- 
digo político de la provincia. 

No obstante la proligidad y el estudio con que fué 
redactado este capítulo de las Declaraciones, derechos 
y garantías, con que los constituyentes precedieron 
la organización de los poderes públicos del Es- 
tado, hay algunos puntos que entonces se olvidaron, 
que la Convención de 1882-1889 no quiso aceptar, 
y que, sin embargo, la experiencia nos ha mostrado, 
que es menester que figuren en la Constitución. 

Faltaría á los compromisos que he contraído al 
aceptar este trabajo, si no propusiese, al menos, 
aquellos artículos que más reclaman hoy la opinión 
pública y los hombres de gobierno, cuya acción, á 
veces, se perjudica ó inutiliza por falta de esas dis- 
posiciones. 
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V 

NUEVOS ARTÍCULOS PROPUESTOS 

Durante nuestra época constitucional, la práctica 
de las instituciones y del gobierno, ha señalado la 
necesidad de incluir en nuestras leyes fundamentales 
ciertas disposiciones que limiten los avances posibles 
de los poderes constituidos, ó que aclaren prescrip- 
ciones que han venido figurando en las anteriores 
constituciones. 

Antes de proponerlas como reformas á la actual 
constitución, he trepidado mucho en cuanto á la 
colocación que debía darles, teniendo en cuenta la 
estructura tradicional que se ha impuesto siempre á 
estos códigos políticos, divididos en secciones y ca- 
pítulos, destinados cada uno á legislar institucional- 
mente una materia distinta. 

Las nuevas disposiciones que voy á proponer, al- 
gunas de las ¡cuales se refieren al poder legislativo, 
otras al ejecutivo, otras al judicial, y, finalmente otras 
al pueblo, me ha parecido que debían incluirse en esta 
Primera Sección, de DECLARACIONES GENERALES, si 
es que ella ha de figurar en la futura constitución 
con ese nombre. 
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Si, por el contrario, se aceptasen los nuevos prin- 
cipios que propongo incorporar á la Constitución de 
la Provincia, pero si no se les considerase colocados 
en lugar oportuno, será muy fácil darles la coloca- 
ción correspondiente. 

Para facilitar las citas y referencias que tengan 
que hacerse, en la exposición, á estos nuevos artícu- 
los, les pondré letras para distinguirlos, puesto que 
no es posible ponerles números, sin exponernos á 
que se les confunda con las disposiciones de la ac- 
tual Constitución, que tengan ya aquellos mismos 
números como distintivos. 

De todas maneras, si estas disposiciones fuesen acep- 
tadas, deberían colocarse inmediatamente antes de la 
que hoy lleva el número de artículo 48, y que yo 
conservo en mi proyecto. 

Artículo nuevo letra A 

La primera disposición que creo necesario, incor- 
porar á la constitución, tiende á limitar las faculta- 
des de la Legislatura. Su texto dice así: 

Artículo A. La Legislatura no podrá iniciar 
leyes que importen gastos ni aumentos de sueldos 
en la administración de la Provincia. Tampoco 
podrá una sola Cámara de la Legislatura votar 
gastos, ni aun cuando fueran para su propio 
servicio. 
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Casi no ha habido gobernante, durante los últimos 
treinta años, que no haya reclamado, en documentos 
públicos y en manifestaciones hechas por los minis- 
tros en las cámaras, contra esa facilidad con que, al 
votarse los presupuestos, se aumentan los sueldos de 
los empleados existentes, sin que el aumento lo pro- 
ponga el Poder Ejecutivo, ó contra la frecuencia con 
que se votan gastos extraordinarios, sin crearse re- 
cursos para cubrirlos. 

La falta de una ley de sueldos permanente, que 
señalase una remuneración determinada á todos los 
empleados de igual categoría, ha producido la prác- 
tica de que las influencias personales de los emplea- 
dos, consigan aumentos periódicos é inconsiderados 
de sueldos para empleos que están perfecta y equi- 
tativamente remunerados con la retribución que les 
ha señalado, en el presupuesto, el poder administrador. 

De aquí resulta la irregularidad de que la Legis- 
latura, al votar esos aumentos de sueldos, tiene en 
consideración la persona que desempeña el empleo, y 
no la importancia, las responsabilidades y las funcio- 
nes anexas á aquél. 

Institucionalmente, el Poder Ejecutivo es el departa- 
mento del gobierno que está mejor habilitado para 
conocer la compensación que debe darse á cada uno 
de los empleados que desempeñan puestos en la ad- 
ministración, porque él es quién conoce el trabajo 
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que cada uno desempeña, y sabe la suma de dinero 
que basta para remunerarla. 

Soy partidario del sistema inglés, donde se esti- 
mula la labor y la probidad del empleado, dotando 
el puesto de una compensación suficiente para sa- 
tisfacer holgadamente las necesidades de la vida de 
quienes desempeñan los empleos; pero creo que debe 
haber siempre una regla de criterio invariable y equi- 
tativa para fijar los sueldos, sin que el favoritismo 
produzca disparidades, que siempre engendran emu- 
laciones y resentimientos. 

La importancia del puesto debe señalar la impor- 
tancia de la compensación. Para esto se han inventado 
las leyes generales de sueldos, que siendo imperso- 
nales y permanentes, fijan las compensaciones para 
los empleos, según sus categorías, y no para los 
empleados, según sus vinculaciones y afinidades con 
las mayorías legislativas. 

En la Provincia de Buenos Aires quiso prevenirse 
este pésimo sistema de administración de las rentas 
públicas, mediante el cual el Poder Legislativo des- 
hace todos los cálculos del Poder Ejecutivo; y, al 
efecto, la Convención de 1882-1889, agregó á las 
atribuciones y deberes de la Legislatura, que figura- 
ban en la Constitución de 1873, la que hoy lleva el 
número del inciso 15 del artículo 99. 

Esa disposición no era una atribución conferida al 
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poder legislativo, sino una limitación á sus facultades. 
Por ella se dispone imperativamente que «la Legis- 
latura dictará en el primer período, una ley general 
de sueldos, y no podrá aumentar ni disminuir la com- 
pensación de los empleos, SINO POR MEDIO DE LA 
REFORMA DE ESA LEY». 

Hace diez y siete años- que la Legislatura no ha 
cumplido este deber, impuesto por la Constitución 
para que fuese cumplido en el primer período siguiente 
á la promulgación de la Constitución (1890); y es 
á la sombra de esa violación, que ha podido venir 
creando empleos y aumentando sueldos sin una base 
ni un criterio uniformes. 

Un gobernador norteamericano es seguro que ha- 
bría desconocido en la Legislatura ese abuso; como 
muchos gobernadores de la Unión, han negado á 
sus poderes legislativos la facultad de autorizar gas- 
tos y crear funcionarios públicos, para cuyos actos 
no existiesen disposiciones expresas en las constitu- 
ciones respectivas. 

Si la ley de sueldos, ordenada por la Constitución, 
se hubiese dictado en 1890, esta reforma constitu- 
cional no se propondría en 1907, pues no se ha- 
brían producido los hechos que autorizan su propo- 
sición. 

El Poder Ejecutivo debe tenec como pauta para 
formar el presupuesto, la ley permanente de sueldos. 
Dictaria es la gran facultad de la Legislatura, porque 
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en ella, el poder legislativo determina la compensación 
que ha de tener un jefe de oficina, un oficial primero, 
un escribiente, un ordenanza, etc., etc., sin saber ni 
tener en cuenta quiénes han de desempeñar esos 
puestos. No dictarla es faltar á su deber. 

El Poder Ejecutivo, al componer el personal de 
cada oficina, toma de esa ley de sueldos los emplea- 
dos que deben formarlo, pero los toma con sueldos 
ya fijados de antemano, y que sabe que no serán 
anualmente aumentados, bajo la presión empeñosa de 
los mismos interesados, que no se preocupan jamás 
de demostrar á sus superiores que sus empleos están 
mal compensados, y que van siempre á buscar, en 
las Cámaras Legislativas, quienes propongan los au- 
mentos sin justificación. 

Todos conocemos lo que acontece, tanto en la 
Nación copio en la Provincia de Buenos Aires, al 
discutirse los presupuestos anuales. 

Los empleados se buscan influencias que pesen 
sobre los diputados y senadores; éstos se ayudan 
recíprocamente para satisfacer á sus recomendados; 
y, cuando el presupuesto sale sancionado por la Le- 
gislatura, resulta que se han hecho aumentos que la 
misma actitud hostil del Poder Ejecutivo ha sido 
impotente para impedir ( i ). 

( I) En momentos en que este libro se prepara, el gobierno nacional ha dictado un 
acuerdo de ministros, estableciendo la prohibición de que se provean muchos nuevos 
empleos creados por el Congreso, sin haberlos solicitado el poder administrador. La 
razón del decreto es la falta de urgencia de tales empleos. 
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De este pésimo sistema, resultan dos males graves: 
— en primer lugar, no hay posibilidad de tener un 
presupuesto equilibrado y equitativo, puesto que todo 
cálculo de recursos tiene que fracasar ante el des- 
ordenado aumento de los gastos; en segundo lugar, 
el aumento inmerecido de sueldo, hecho á un em- 
pleado determinado, desmoraliza á la administración, 
porque disgusta á los demás empleados cuyos emo- 
lumentos no han tenido aumento. 

En cuanto al primer punto — el mantenimiento del 
equilibrio entre la renta y los gastos — en la cons- 
titución vigente, está perfectamente establecido este 
deber y este derecho, por parte del gobernador de la 
provincia. 

El inciso 15 del artículo 141 de la actual Carta de 
la provincia, manda que el Poder Ejecutivo remita, 
«en el mes de Mayo, los presupuestos de la admi- 
nistración y las leyes de recursos»; habiendo dicho 
antes el artículo 99, inciso 2", que corresponde al 
poder legislativo «fijar anualmente el presupuesto y 
cálculo de recursos » . 

Combinando estas dos disposiciones, resulta evi- 
dente que es al poder administrador, el que recauda 
é invierte la hacienda pública, á quien corresponde 
la determinación de los gastos anuales y ordinarios 
del presupuesto, así como la fijación de las catego- 
rías que deben tener los empleados de las respecti- 
vas oficinas. 
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Como es atribución exclusivamente legislativa la 
de «crear y suprimir empleos,... determinando su do- 
tación», esta facultad debe ejercerla, como la Cons- 
titución lo dice, al crear el empleo; es decir, cuando 
aun no está designado el empleado, y teniendo en 
cuenta sólo «las atribuciones y responsabilidades», 
que al empleo imponga al crearlo. 

La facultad legislativa, en materia de presupuestos, 
está precisada por los incisos 2"" y 3** del artículo 99 
de la Constitución actual, que determina taxativa- 
mente las atribuciones de fijar anualmente el pre- 
supuesto y los gastos, y de crear y suprimir em- 
pleos, pero sobre la base de los proyectos presenta- 
dos por el poder administrador. 

La creación de empleos no debe convertirse en 
una serie de favoritismos personales; y, por tanto, el 
artículo propuesto es conveniente para evitar que, en 
los años venideros, se perpetúe lo que hoy sucede. 

En cuanto á la iniciación de gastos administrati- 
vos, hecha directamente por cualquiera de las cáma- 
ras, no tiene explicación ni justificación alguna. No 
se comprende que pueda llegar el caso en que se 
conozcan mejor por los diputados y senadores las 
necesidades administrativas de la Provincia. Sin em- 
bargo, es muy frecuente que leyes, que importan gas- 
tos de administración, aumento de empleados y de 
sueldos, tengan su origen en la Legislatura, y se san- 
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donen en contra de la opinión del poder adminis- 
trador, que declara no necesitar hacer esos gastos, y, 
á veces, no tener fondos con qué hacerlos. 

Hay conveniencia en que, tanto en materias eco- 
nómicas como políticas, queden deslindadas las fa- 
cultades de cada uno de los poderes públicos del 
Estado. 

Artículo nuevo letra B 

En el artículo precedente, en que sólo se habla 
de los gastos y sueldos administrativoSy se niega á 
la Legislatura la facultad de iniciar su aumento. 

Pero, como.es indudable que las cámaras tienen 
atribuciones para iniciar leyes que importen gastos, 
fuera de las de presupuesto, el artículo que propongo 
con la letra B, tiende á reglamentar esa atribución. 

Cuando se trata de autorizar gastos, no basta que 
la ley los decrete para que ellos puedan hacerse. Es 
menester, ante todo, proveer los fondos. 

Tanto en la Nación como en la Provincia de Bue- 
nos Aires, los gastos ordenados ó autorizados por 
leyes especiales, suman muchos millones de pesos 
moneda nacional. 

Se autoriza ó se decreta el gasto, y la ley ter- 
mina siempre diciendo que ellos se harán de rentas 
generales. 

Pero sucede siempre que esas «rentas generales». 
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están ya afectadas al pago de los presupuestos, que 
nunca se sancionan con superávit. 

Para regularizar esas leyes especiales, que autorizan 
gastos fuera de presupuesto, es que propongo el si- 
guiente artículo: 

Artículo B. Toda ley, fuera de la de presu- 
puesto, que importe un gasto ó una erogación, 
deberá crear los fondos especiales con que aqué- 
llos han de ser atendidos, siempre que no hubie- 
se excedente en el cálculo de recursos hecho por 
el Poder Ejecutivo. 

La facultad de la Legislatura, para dictar las leyes 
especiales de gastos, queda incólume; pero se requiere 
que también se voten fondos especiales para atender 
aquellos gastos, desde que ellos no puedan ser aten- 
didos con el excedente de las rentas generales apli- 
cables al presupuesto. 

En la práctica del gobierno, se ha evidenciado los 
muchos inconvenientes que ofrecen estas leyes espe- 
ciales, que autorizan gastos, sin crear recursos, tam- 
bién especiales, para hacerlas efectivas. 

La Legislatura las dicta obedeciendo á verdaderas 
necesidades actuales sobre la materia que les sirve de 
causa; ó bajo la presión de esas influencias locales, 
que pesan sobre las cámaras, donde, naturalmente, 
están representados los municipios y partidos de cam- 
paña, por sus hombres más importantes. 21 
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Sucede, entonces, que, como cada diputado ó se- 
nador pide para su distrito una mejora, entre ellos 
se hacen patrióticas concesiones recíprocas, votando 
subsidios ú obras publicas costosas, á cargo de las 
rentas generales de la provincia, y por fuertes sumas 
de dinero. 

Esas leyes quedan sin ejecución la mayor parte de 
las veces; pero suele acontecer que llega un mo- 
mento en que la política hace que el gobernador ne- 
cesite de los servicios de alguno de esos caudillos 
locales que, á su vez, tienen interés en que se cum- 
pla alguna de esas olvidadas leyes especiales; y, en- 
tonces, se buscan los fondos para ejecutar aquella 
ley, aun cuando para hacerlo se desatiendan otros 
servicios ordinarios. 

No hay, pues, objeto en que esas leyes sigan dic- 
tándose, desde que ellas no podrán ejecutarse inme- 
diatamente. 

Como en otras disposiciones de esta misma sec- 
ción de la constitución, se ha estatuido que, cuando 
se autoricen empréstitos, deberán las cámaras so- 
meterse á ciertas prescripciones constitucionales; así 
como, cuando se creen impuestos para alguna obra 
pública, no podrán destinarse á otro objeto, este 
artículo es lógico con aquellas disposiciones. 

La Legislatura podrá autorizar obras y gastos fuera 
del presupuesto anual; pero como esas erogaciones 
no pueden haber sido previstas por el poder admi- 
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nistrador, al hacer su cálculo de recursos, es indis- 
pensable que la misma Legislatura, que autoriza el 
gasto, cree el recurso con que deba hacerse. 

Como el Poder Ejecutivo es colegislador, al dis- 
cutirse esos proyectos de leyes especiales, las cáma- 
ras pueden ser informadas sobre la existencia posible 
de superávits en las rentas generales, después de cu- 

■ 

biertos los gastos ordinarios de los presupuestos; y 
este caso lo prevé el párrafo final del artículo que 
propongo. 

El nuevo artículo letra C 

Durante la vigencia de la constitución actual, se 
han producido muchos casos en que, la acción de 
las autoridades, se ha encontrado detenida por im- 
previsiones de la constitución. 

Esto se ha visto, especialmente, cuando se ha tra- 
tado de subsanar inconvenientes en la formación de 
los padrones electorales, en algunos municipios, lo 
que ha dado lugar á que se haya mantenido la in- 
tervención del Poder Ejecutivo, en algunas comunas, 
durante tres períodos gubernativos sucesivos. 

Generalmente, la pasión política ha atribuido esas 
situaciones anormales á propósitos partidistas de los 
gobernantes; y, sin embargo, la verdad institucional 
es que era imposible producir actos en situaciones 
no previstas por la constitución. 

Yo siempre he creído que, en esos casos, entra en 
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las facultades del Poder Legislativo poner el reme- 
dio — como dicen los tratadistas americanos — para 
que la autoridad pueda ejercerse. Sin embargo, ha 
habido quienes hayan creído indispensable que, en 
la misma constitución, figurase una cláusula expresa 
que confiriese esa facultad al Poder Ejecutivo. 
Buscando dejar perfectamente consignado el prin- 

m 

cipio, he proyectado el nuevo artículo, que, por aho- 
ra, designo con la letra C. 

Su texto no me pertenece. Lo traduzco literalmente 
de una parte del párrafo 375 de la obra de Jame- 
son, On Constitutional Conventbns, de la que ya he 
hablado. Ese texto sería el siguiente: 

Artículo C. En todos los casos que se pro- 
duzcany en que sea necesaria la acción de la 
autoridad, y no exista ninguna disposición cons- 
titucional autoritativa ó prohibitiva^ la Legislatu- 
ra podrá dictar las leyes necesarias para dar la 
autoridad y solución requeridas al caso imprevisto. 

Como se comprende, esta facultad existe hoy entre 
las implícitas y no enumeradas, que pertenecen al 
Poder Legislativo. He tenido ocasión de escribir de- 
tenidamente á este respecto, en la Primera Parte de 
esta obra, al proponer, como solución para que pue- 
da reunirse la convención constituyente, que la Legis- 
latura dicte una ley al respecto. 

Allí he argumentado, citando la autoridad de los 
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tratadistas que sostienen la doctrina que consigno en 
el artículo que aquí propongo, y á fin de no repetir 
aquella argumentación, remito al lector á lo expuesto 
anteriormente ( i ). 

La sanción de este artículo no puede ofrecer difi- 
cultad alguna. Desde el momento en que es univer- 
salmente reconocido, como esencial en el gobierno 
representativo, el derecho del poder legislativo para 
suplir las deficiencias é imprevisiones de la constitu- 
ción — sin contrariar sus cláusulas — no puede haber 
peligro alguno en consignar, como atribución expresa 
de aquel poder, la que se le reconoce como implíci- 
tamente incluida en sus funciones legislativas. 

Si este artículo hubiese existido en la Constitución 
de 1889, las acefalías municipales no se habrían pro- 
longado; y, hoy mismo, la Legislatura podría poner 
el remedio á algunas situaciones locales, donde no 
existen autoridades comunales por faltas de padrones 
y deficiencias de forma, insalvables, por el momento, 
por oponerse á ello disposiciones constitucionales 
expresas. 

En puridad de verdad, esta facultad está incluida 
en el inciso 16 del artículo 99 de la actual Consti- 
tución, que faculta al Poder Legislativo para dictar 
todas «las leyes necesarias para el mejor desempeño 
< de las anteriores atribuciones y para todo asunto de 



(I) Véase antes páginas 149 y siguientes. 
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«^interés público y general de la Provincia ^\ pero, no 
obstante lo terminante de esta disposición, no se ha 
creído que la Legislatura estuviese facultada para dic- 
tar las leyes que solucionasen los conflictos que han 
ocurrido por deficiencias ó malas interpretaciones de 
la constitución actual. 

Completando las citas que he hecho precedente- 
mente, para apoyar lo que propongo en el nuevo ar- 
tículo- letra C, voy á transcribir algunos párrafos 
pertinentes de fallos de la Suprema Corte de los Es- 
tados Unidos, que se refieren á la facultad general 
del poder legislativo para dictar leyes. 

El Congreso debe poseer la elección de los medios 
y debe estar facultado para emplear cualesquiera 
medios que sean efectivamente conducentes al ejer- 
«cicio de un poder acordado por la Constitución (i).» 
En otro caso, se estableció definitivamente que en 
« la concesión hecha por la Constitución al Congreso, 
de dictar «leyes necesarias y convenientes», para la 
ejecución de todos los poderes creados por ella, la 
necesidad á que tales palabras se refieren, no debe 
entenderse como una necesidad absoluta. Por el con- 
trario, la Corte sostuvo que la recta interpretación 
de la Constitución debe conceder á la Legislatura 
Nacional la facultad discrecional de elegir los medios 



« 
« 
« 



(I) Fischer versus Brighi, 2 Granch 3 5 8. 
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por los cuales los poderes, que ella confiere, han de 
ponerse en ejecución, lo que habilita á este cuerpo 
para desempeñar los altos deberes que le están con- 
fiados, de la manera más benéfica para el público. 
« Si el fin es legítimo, si está dentro de la esfera de la 
Constitución, son constitucionales todos los medios 
que sean apropiados y adaptables á este fin, siempre 
que no estén prohibidos y estén conformes con la 
letra y el espíritu de la Constitución » ( i ). 



El nuevo artículo letra D 

Al proponer la reforma del artículo 45, con motivo 
de haber suprimido de su texto lo referente á los 
empleos y comisiones gratuitas, dije que creía que 
ningún servicio que se prestase á la provincia, en 
virtud de leyes ó decretos oficiales, debía ser gra- 
tuito (2). 

Es mi convicción profunda de que el principio, 
que rige en los gobiernos anglosajones, y que esta- 
blece que « todo servicio debe ser recompensado », 
es una de las mejores reglas de administración. 

La recompensa del servicio prestado, constituye un 



(1) Me Culloch versus Maryland, 4 Wheaton 421. Véase también Legal Tender 
Cases, 12 Wall, 539; Hephurn persus Grinwold, 8 Wall, 614; Paschal's Dig. of 
Dcc. a 7465-7484. 

(2) Véase antes página 289. 
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verdadero contrato de locación de servicios, en que 
el Estado tiene el derecho de exigir de la persona á 
quien ocupa la consagración al trabajo que se le 
encarga. 

Las comisiones gratuitas, por honrosas que sean, 
no obligan sino moralmente. El que las acepta no 
tiene el deber de desempeñarlas con el celo y la 
actividad que impone la recompensa del trabajo, en 
los empleos rentados. 

- Por otra parte, la experiencia ha demostrado de 
que, aun en aquellos puestos de confianza y honor, 
ha sido menester fijar una retribución al cargo, para 
obtener su mejor desempeño. 

Para no citar más que un caso, recordaré que los 
directores de los Bancos oficiales de la Provincia, no 
tenían sueldo. Cuando la Nación constituyó sus ac- 
tuales Bancos, fijó á sus directores sueldos en pro- 
porción á su trabajo y su responsabilidad. Lo mismo 
ha sucedido con el nuevo Banco de la Provincia, en 
su reciente organización. 

No hay motivos para aceptar servicios gratuitos, 
cuando se quiere tener buenos servidores. 

Cualquiera que sea la naturaleza del trabajo, siem- 
pre requerirá dedicación y tiempo. Si se trata de un 
hombre que, por sus medios propios de fortuna, no 
necesite la remuneración que el Estado le acuerde — 
lo que será siempre la excepción — ese bienaventu- 
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rado podrá renunciar la compensación, sin que su 
caso excepcional deba servir para establecer la regla. 

Lo general, lo ordinario, es que toda persona que 
acepta una comisión ó un empleo, que tiene su ori- 
gen en una ley ó en un decreto gubernativo, lo 
hace con el propósito de lucrar con su ciencia, sus 
conocimientos ó sus servicios, puestos en acción 
con motivo de aquel cargo. 

Y, en esas circunstancias, lo lógico es que la com- 
pensación acompañe al buen desempeño del come- 
tido. 

Por otra parte, la seguridad de una recompensa, 
estimulará á los que son llamados á trabajar en ser- 
vicio público, al mismo tiempo que les hará depen- 
dientes del poder que les ocupa; cosa que no su- 
cede hoy con los cargos y comisiones gratuitos, en 
que, los que los aceptan, se convencen de que hacen 
un favor personal al gobernante que les nombra, ó 
que sólo ha querido honrárseles dándoseles aquella 
misión gratuita. 

Como una regla general y uniforme de buen go- 
bierno, creo que el artículo, que propongo con la 
letra D, debiera ser aceptado, á cuyo efecto lo re- 
dacto en los términos siguientes: 

Artículo D. Ningún servicio, comisión ó em- 
pleo, desempeñado en virtud de ley ó de decreto, 
será gratuito. Los que los desempeñen tendrán de- 
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recho para exigir una indemnización equitativa, 
en proporción á los servicios que hubieren pres- 
tado: 
Me parece inútil hacer aquí una enumeración de 
los países donde esta regla se ha establecido, puesto 
que me he propuesto no hacer citas, sino cuando se 
trate de principios fundamentales, susceptibles de ser 
discutidos. 

Hago una obra práctica, y no un trabajo de eru- 
dición jurídica. 

El nuevo artículo letra E 

El artículo nuevo, que propongo con la letra E, es 
de hiriente actualidad, si sus términos han de apli- 
carse á la materia que forma el objeto de este libro. 

Sin embargo, él no consagra un principio nuevo. 
Es la repetición de lo que ' se ha venido repitiendo, 
desde hace más de un siglo, en las cortes de justi- 
cia americanas, y desde hace cincuenta años en las 
argentinas. 

Su texto, que copio de una sentencia de nuestra 
Corte Suprema Nacional, dice así: 

Artículo E. La Legislatura y el Poder Ejecu- 
tivo, aplicarán é interpretarán esta Constitucióny 
al ejercitar las facultades políticas que ella les 
confiere, sin que sus decisiones puedan ser con- 
trovertidas ante los tribunales. 
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He dicho que es de hiriente actualidad, porque 
alguien podrá suponer que he querido, con este ar- 
tículo, impedir que, en adelante, pudieran producirse 
fallos como la sentencia de la Suprema Corte de la 
Provincia, en el caso fallado con motivo de la reso- 
lución de la Asamblea General de 14 de Septiembre 
de 1904, ampliamente estudiada en la Primera Parte 
de esta obra ( i ). 

Nada menos fundado, sin embargo, que esa sos- 
pecha. 

En épocas en que los partidos políticos de la 
Provincia de Buenos Aires, no discutían la oportuni- 
dad de reunir una convención reformadora, la Corte 
Suprema Nacional tuvo ocasión de estudiar sus pro- 
pias facultadeís, en cuanto á juzgar de la manera 
cómo los poderes legislativo y ejecutivo interpretaban 
la Constitución, al desempeñar las funciones que les 
están encomendadas por aquélla; y, en esa oportu- 
nidad, pronunció el fallo de donde he tomado las 
palabras que sirven de texto al artículo que aquí 
propongo. 

Me parece que no puedo invocar autoridad más 
alta, para apoyar las doctrinas que sostengo. 

Séame, pues, permitido transcribir de aquel fallo 
la parte pertinente, como el más eficaz fundamento 
del nuevo artículo propuesto. 

( I ) Véase antes página 8 7 . 
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Dice así: 

« La parte demandante reconoce, explícitamente, en 
« el Congreso, la facultad constitucional de sancionar 
« leyes de Intervención en las Provincias; lo cual 
« lleva implícito el • reconocimiento en el Poder Eje^ 
« cutivo del deber de ejecutar esas leyes, quedando, 
« por lo tanto, legitimada la investidura legal del 
Interventor, que representa la autoridad del Presi- 
dente de la República en nombre de la ley. 

Tampoco desconoce ni contesta el carácter esen- 
cialmente político de ella, derivando toda su argu- 
mentación de la circunstancia ya mencionada, de 
« haber sido rechazado en la Cámara de Diputados, 
« un proyecto de ley de intervención en la misma 
Provincia, que le había sido remitida en revisión 
del Senado; iniciando ella, quince días después, 
« otro proyecto de intervención en los términos trans- 
« criptos, que resultó sancionado por ambas Cámaras 
« del Congreso, y que fué promulgado por el Poder 
« Ejecutivo como ley de la Nación. 

« La objeción, por consiguiente, se hace á la forma 

«de la sanción, no á la materia de la ley misma, 

que reconoce ser, en tesis general, atribución del 

poder legislativo el dictarla. 

« La Intervención nacional en las Provincias, en 

« todos los casos en que la Constitución la permite 

« ó prescribe, es, como queda dicho, un acto político 



« 
« 



« 
« 
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« 



« 
« 
« 
« 
« 
« 
« 



I 

« 



por su naturaleza, cuya verificación corresponde ex- 
clusivamente á los poderes políticos de la Nación; 
y así está reconocido en nuestros numerosos prece- 
dentes al respecto, sin contestación ni oposición de 
ningún género; todos los casos de intervención á 
las provincias han sido resueltos y ejecutados por 
el poder político, esto es, por el Congreso y el 
Poder Ejecutivo, sin ninguna participación del Po- 
der Judicial. 

« Los precedentes de los Estados Unidos están en 
un todo conformes con esta doctrina, consagrada 
por sus leyes, por la práctica constante de sus go- 
biernos, establecida por las decisiones de sus tri- 
bunales, y enseñada por los comentadores de su 

< Constitución. 
« La sentencia de la Corte Suprema de aquel país, 

« siempre invocada en esta materia, y conocida con el 
nombre de Juez Taney, en el caso de «Luther ver- 
sas Borden y otros >, dejó establecido, confirmando 
otras decisioges, que las cortes de justicia, sostie- 
nen uniformemente que « corresponde al poder polí- 

« tico declarar si el Gobierno de la Carta ha sido 
depuesto ó no, y cuando esta decisión haya tenido 
lugar, deben limitarse á tomar nota de ella como 
la ley suprema del Estado, sin necesidad de infor- 
maciones verbales ni examen de testigos.» 

Dícese también en esta sentencia: «con arreglo á 



« 

« 
« 

« 



« 
« 



« 
« 
« 
« 
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« 
« 
« 
« 



« este artículo de la Constitución ( artículo cuarto, sec- 
' ción cuarta), toca al Congreso determinar qué clase 
de gobierno es el que se halla establecido en un 
Estado. Como los Estados Unidos garanten á cada 
Estado una forma republicana de gobierno, el Con- 
greso debe necesariamente decidir qué gobierno es 
el que se halla establecido en ese Estado, antes de 
poder determinar si es republicano ó no . . . Esta de- 
.« cisión es obligatoria para los otros departamen- 
« tos del gobierno, y no puede ser controvertida por 
« un tribunal judicial. 
« Con referencia á los casos de conmociones lo- 

< cales y violencia doméstica, la sentencia citada se 
« expresa en los siguientes términos: « Corresponde, 

igualmente, á la cláusula de la Constitución antes 
citada, lo referente á proveer á los casos de violen- 
cia doméstica. Toca al Congreso, también en este 

< caso, determinar respecto de los medios que deben 
« adoptarse para hacer efectiva la garantía. » 

< En el caso de « Texas versus White», la Suprema 
« Corte declaró también entre otras conclusiones: 
« que la facultad para poner en ejercicio la cláusula 
de la garantía, es primariamente un poder legisla- 
tivo y reside en el Congreso (Wallace, siete, página 
setecientos). 

En « el Estado de Georgia contra Stanton », en 
que se impugnó la ley del Congreso como incons- 



«.■n 



« 



« 



« 
« 



« 



« 
« 
« 

! 

: « 

I 
I 
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«titucional, el fallo de la Suprema Corte contiene 
« una declaración no menos explícita y terminante en 
« el mismo sentido : « Que estas materias, tanto como 
«están establecidas en el cuerpo de la demanda y 
en la contestación de los demandados, reclaman el 
fallo de la Corte sobre cuestiones políticas, y sobre 
derechos, no de las personas ó de la propiedad, 
« sino de un carácter político, difícilmente podrá ser 
«negado. Porque los derechos, para cuya protección 
nuestra autoridad es invocada, son los derechos de 
soberanía, de jurisdicción política, de gobierno, de 
la inexistencia orgánica {corporated) como Estado, 
con todos los poderes y privilegios constitucionales. 
Ningún caso de derechos privados ó de propiedad 
« privada violados, ó en peligro actual, ó amenazada 
« de violación, se ha presentado por la demanda, en 
« una forma judicial, al juicio de esta Corte. » 

« El doctor Cullen demanda ante esta Suprema 
« Corte precisamente una decisión igual á la dene- 
« gada en términos tan explícitos en la sentencia 
^ precedentemente citada : no trae á discusión una 
contienda entre partes por derechos individuales de 
particulares ó del Estado mismo, vulnerados por la 
ejecución de una ley del Congreso, y que se en- 
cuentran protegidos por la Constitución directa- 
mente; no produce un verdadero caso judicial, en 
la acepción propia de este concepto jurídico; pre- 



« 



<. 



<: 



3 30 REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 



« tende expresamente el restablecimiento del gobierno 
« provisorio, que representa al poder político de la 
provincia, y que se mande suspender la Intervención 
que se realiza en ella por el Poder Ejecutivo en 
« cumplimiento de una ley; reclama una decisión de 
« carácter general^ que comprenda todo el régimen de 
«gobierno de Santa Fe; una sentencia de naturaleza 
« política y de efecto puramente político, controlando y 
« revocando disposiciones y actos del Poder Legislativo 
«y del Poder Ejecutivo de la NcLción, en materia de 
« la exclusiva competencia de dichos poderes; LO QUE 

^<SE ENCUENTRA FUERA DE LAS ATRIBUCIONES DE 

<c ESTA Corte, como ha sido también declarado 

«POR LOS tribunales DE LOS ESTADOS UNIDOS. 

« Si como queda demostrado, la materia, es decir, 
« la Intervención, es del resorte de los poderes po- 
« líticos, y sus decisiones al respecto, no pueden ser 
« controvertidas por el departamento judicial, no pue- 
« den contestarse las facultades de aquéllos para de- 
cidir tanto sobre el fondo, como sobre la forma de 
sus deliberaciones; así cuando se dicta la ley, como 
cuando se resuelve todo asunto comprendido en sus 
atribuciones constitucionales. Es regla elemental de 
<^ nuestro derecho publico que cada uno de los tres 
altos poderes que forman el gobierno de la Nación, 
aplica é interpreta la Constitución por sí mismo, 
cuando ejercita las facultades que ella les confiere 
respectivamente. 



« 
« 
« 
« 
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« Por esta razón, no compete á esta Suprema Corte, 
« en la presente demanda, examinar la interpretación 
« y aplicación que las Cámaras del Congreso han dado 
« al articulo sesenta y uno de la Constitución ( i ). » 

Esta luminosa sentencia fué dictada en un caso 
político de gran resonancia, después que la revolu- 
ción triunfante constituyó un gobierno provisorio en 
Santa Fe. 

Su último párrafo es el mejor fundamento del nuevo 
artículo propuesto. 

Independientemente de este fallo, que es terminante, 
podría citar otros, tanto argentinos como norteame- 
ricanos; pero, en el transcripto, la Corte Nacional ha 
citado también la jurisprudencia de los Estados Uni- 
dos, concordante con la nuestra (2). 

El artículo nuevo F 

También el nuevo artículo F, que propongo que 
se incluya en la futura Constitución, es una declara- 
ción hecha con reiteración por la Suprema Corte 
Federal. 



(i) Véase Fallos de la Suprema Corte Nacional, serie IV, tomo III, p. 43 i. 

(2) Véase también antes pagina 109. En el caso en que se produjo el fallo de don- 
de he transcripto algunos párrafos, yo, siendo ministro de la Suprema Corte Nacional, 
firmé en disidencia, fundando ésta en un largo voto, que ocupa muchas páginas del 
tomo citado. Mi disidencia no era en cuanto al fondo, sino en cuanto al caso concreto 
ocurrente. Yo sostenía que, habiendo el gobierno nacional, reconocido al gobierno 
surgido en Santa Fe de la revolución, ese era el gobierno legal, precisamente por 
haberle reconocido el poder político de la Nación. 

22 
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Este principio es universal, y surge del texto mis- 
mo de la Constitución vigente; pero, el fallo de la 
Suprema Corte de la Provincia, que se registra en 
esta obra, hace indispensable que se consigne expre- 
samente en la Constitución futura, un artículo en que 
se diga lo siguiente: 

Artículo F, Los tribunales de justicia no tie- 
nen jurisdicción para decidir cuestiones abstractas 
de derecho, ni para juzgar de la constitucional 
lidad de una ley, decreto, ordenanza ó reglamento, 
sino cuando se trata de su aplicación concreta á 
un caso contencioso. 

La Corte Suprema Nacional me servirá también 
para comentar este artículo y fundarlo. 

Voy á transcribir á continuación, por su brevedad, 
dos casos en que la doctrina fué terminantemente 
establecida. 

Son los siguientes: 

Caso. — D, Silverio Bejarano, argentino, vecino de 
Entre Ríos, se presentó ante la Suprema Corte, ex- 
poniendo: que la Cámara Legislativa de la Provin- 
cia, arrogándose facultades que la Constitución sólo 

< acuerda en casos muy especiales á los Poderes de 
« la Nación, había dictado una ley, creando un cuerpo 
« de infantería, y disponiendo que al efecto fuera sor- 

< teada la Guardia Nacional de los Departamentos, 



« 

« 

« 
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« 
« 

« 



<: 



en cuyo sorteo se pretendía que había sido desig- 

* • 

nado el exponente para el servicio. 

Pidió que la Suprema Corte declarase inconsti- 
tucional, y por tanto nula y de ningún valor la ley 
mencionada.^ 
La Suprema Corte dictó el siguiente fallo: 



«Buenos Aires, Octubre 3i de 1872. 

« No determinándose en este escrito la persona 
del demandado y no teniendo los tribunales naciona- 
les jurisdicción para decidir cuestiones abstractas de 
derecho, ni para juzgar sobre la inconstitucionalidad 
de una ley, sino cuando- se traía de su aplicación á 
los casos contenciosos que ocurran, se resuelve que la 
Suprema Corte es incompetente para hacer la decla- 
ración general que solicita don Silverio Bejarano; sa- 
tisfechas, en consecuencias las costas, y repuestos los 
sellos, archívese». — Salvador María del Carril, 
Francisco Delgado, José Barros Pazos, José B. 
GoROSTiAG A, José Domínguez ( i ). 

En el otro caso, que lo explica suficientemente la 
sentencia del Juez Federal en primera instancia, éste 
decía, en su parte sustancial, lo siguiente: 

2"* Que, desde luego, se vé que no se trata de la 



« 



(1) Fallos etc, tomo XII, p. 372. 
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« 
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« 
« 



aplicación de una ley ú ordenanza, que la parte 
reputa inconstitucional, á un caso contencioso- ad- 
ministrativo, puesto que el hecho de la reedificación 
I « no ha salido aún del dominio de Ja intención, único 

caso en que los Tribunales nacionales pueden juz- 
gar de la inconstitucionalidad de ellas, según lo ha 
resuelto' la Corte Suprema en la causa que se re- 
gistra en el tomo III, segunda serie, página 372, de 
sus fallos, sino de la anulación en general de una 
« ley por el poder judicial, a pretexto de ser contra- 
« ria al derecho de propiedad garantido por la Cons- 
« titución Nacional y Que tal pretensión es funda- 
« mentalmente contraria á la misma Constitución que 
« ha establecido la separación é independencia de los 
«poderes públicos y que no ha requerido para la 
« eficacia de las leyes el conforme del Poder Judicial, 
«el cual, con semejante atribución, vendría á quedar 
« arriba del Congreso, puesto que tendría la facultad 
«de derogarías cuando lo estimase conveniente.» 

Apelado este fallo, la Corte lo pasó en vista al 
señor Procurador General de la nación, quien se ex- 
pidió con el siguiente dictamen: 

«Buenos Aires, Junio 5 de 1882. 

«Suprema Corte: 

«La sentencia del señor juez de sección es perfec- 
tamente fundada, y ha de servirse V, E. confirmarla. 
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«Aun sin tener en cuenta la disposición de la ley 
que organizó los tribunales de la capital, basta re- 
cordar que los tribunales nacionales no tienen juris- 
dicción, según lo ha declarado V. E. en repetidas 
ocasiones, para decidir cuestiones abstraías de derecho, 
ni para juzgar sobre la inconstitucionalidad de una 
ley, sino cuando se trata de su aplicación á los casos 
contenciosos que ocurran.y> — Eduardo Costa. 

La Suprema Corte se limitó á dictar el siguiente 
fallo, que confirma la doctrina del artículo que pro- 
pongo que se agregue á la futura Constitución, 

«Buenos Aires, Julio 4 de 1882. 

< Vistos: de conformidad con lo expuesto y pe- 
dido por el señor Procurador General, en su vista 
precedente y por los fundamentos del auto apelado 
de fojas treinta y cuatro vuelta^ se confirma éste 
con costas. Satisfechas las de la instancia y re- 
puestos los sellos, devuélvase. » — J. B. GOROSTIAGA, 

J. Domínguez, Uladislao Frías, S. M. Laspiur (i). 

Como se ve, la doctrina de estos fallos es conclu- 
yente é intergiversable. La Corte Federal declara ter- 
minantemente que los tribunales carecen de jurisdic- 



(i) Fallos ele, tomo XIV, p. 249. 
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ción para declarar sin valor ni efecto legal los actos 
de los poderes públicos, lo mismo que para decidir 
sobre cuestiones abstractas, así como para juzgar de 
la inconstitucbnalidad de una ley, cuando no se trata 
de aplicarla á un caso concreto. 

Sin embargo, en el fallo de la Corte Suprema de 
la Provincia, inserto en la Primera Parte de esta 
obra ( I ), este alto tribunal se creyó facultado para de- 
clarar, in terminiSy NULOS Y SIN efecto legal, tanto 
la resolución legislativa de 14 de Septiembre de 1904, 
como el decreto del Poder Ejecutivo que convocó á 
elecciones para el 30 de Octubre del mismo año. 

Hizo todavía más: en su parte esencial, aquel fallo 
declaró que sus efectos eran abstractos y generales, 
aplicándose á todo el cuerpo de electores de la Pro- 
vincia, y no sólo á los actores que habían promo- 
vido el juicio. 

No cabe duda que la buena doctrina es la soste- 
nida por las Cortes norteamericana y argentina, que 
es la misma que sostienen todos los tratadistas; pero, 
ante el fallo de la Corte de la Provincia, contrario 
á aquellos principios, he creído indispensable que, en 
la futura Constitución dé Buenos Aires, figure un 
artículo como el que presento con la letra F. 

Incluida esa disposición en el nuevo código polí- 
tico, el hecho condenable no se repetirá. 



(I) Véase antes página 87. 
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El artículo nuevo G 

Este nuevo artículo, importa traer al debate cons- 
titucional una cuestión de inmensa importancia en 
nuestro país de inmigración. 

Se trata de las condiciones en que pueden ser 
admitidos los extranjeros, no naturalizados, al ejer- 
cicio del sufragio político, en las elecciones puramente 
locales. 

Partidario decidido de esa admisión, propongo 
que se incluya en la futura Constitución de Buenos 
Aires, un artículo que establezca las bases sustancia- 
les de esta reforma. 

Su texto es el siguiente: 

Artículo G. Los extranjeros, no naturaliza- 
dos, que se hallen radicados en la Provincia, 
paguen contribuciones territoriales por valor de... 
pesos, se hubiesen casado con mujer argentina y 
tuviesen hijos nacidos en el país, podrán votar 
en las elecciones políticas de la Provincia, sin 
más requisitos que los de CLcreditar aquellos ex- 
tremos, é inscribirse en el registro respectivo. En 
la ley electoral se reglamentará este artículo. 

Comprendo que la primera observación que va á 
hacerse á este proyecto de reforma, se referirá á la 
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facultad de las provincias para dar derechos políticos 
á los extranjeros, no naturalizados argentinos. 

Esa objeción se contesta fácilmente. El sufragio no 
es un derecho inherente á la ciudadanía. En todos 
los pueblos, donde no existe el sufragio universal — 
y son muchos — el sufragio está confiado á electores 
calificados, á quienes los publicistas reconocen como 
el primer grado de la delegación de poderes en el 
sistema representativo. 

Desde que no todos los ciudadanos tienen el de- 
recho de votar, la ley local puede conferir esa facul- 
tad á personas que no sean ciudadanos. 

En los Estados Unidos, el problema se presentaba 
más complejo, antes de las enmiendas XIV y XV á 
la Constitución. Hasta esa época, sólo podían votar 
bs hombres blancos, y aun de estos mismos, aqué- 
llos que fueran capaces «de leer un artículo de la 
Constitución de los Estados Unidos en idioma inglés, 
y de escribir su nombre », antes de votar, como lo 
establecen muchas constituciones norteamericanas. 

Las enmiendas recordadas dieron al negro el ca- 
rácter de ciudadano, y prohibieron á los Estados ex- 
cluir del derecho de sufragio á persona alguna por 
razón de raza. 

Sin embargo, antes y después de las enmiendas, 
se reconoció á los Estados el derecho de admitir al 
ejercicio del sufragio á los extranjeros no naturaliza- 
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dos, no obstante de que allí las elecciones nacionales 
se hacen de acuerdo con las condiciones que las le- 
yes locales exijan á los electores. 

En las actuales constituciones parciales, hay mu- 
chas que admiten á los extranjeros no naturalizados 
al ejercicio del voto. 

He aquí lo que dicen los artículos respectivos: 

Indiana. — Los varones blancos, ciudadanos de los Estados Uni- 
dos, con seis meses de residencia; los de nacimiento extranjero, con 
un ano de residencia en los Estados Unidos y seis meses en este Es- 
tado; y que hayan declarado su intención de hacerse ciudadanos de 
los Estados Unidos, conforme á las leyes de naturalización. Ningún 
soldado, marinero, ó soldado de marina de los Estados Unidos, 
ó de sus aliados, podrá adquirir residencia en el Estado por el 
hecho de haber estado en el mismo; ni dichos soldados, marine' 
ros, ó soldados de marina tendrán derecho á votar. Ningún negro 
ó mulato tendrá derecho á votar. Constitución de 10 de Enero de 
1865. Artículo 171. 

Kansas. — Los ciudadanos de los Estados Unidos; ó las per- 
sonas de nacimiento extranjero que hubiesen declarado su intención 
de hacerse ciudadanos, conforme á las leyes de los Estados Uni- 
dos sobre naturalización, con seis meses de residencia en el Estado, 
y treinta días en el municipio (township). Ninguna persona bajo 
tutela ó curaduría, non campos mentis, ó demente, ó persona con- 
victa de traición ó felonía, á menos que sea rehabilitada á los 
derechos civiles, ni soldado, marinero, ó soldado de marina, po- 
drá votar. Constitución de 29 de Julio de 1859. Id. 202. 

Michigan. — Todos los ciudadanos blancos varones; residentes 
en el Estado el día 24 de Junio de 1835; todos los habitantes 
blancos varones el día F de Enero de 1850, que hayan declarado 
su intención de hacerse ciudadanos de los Estados Unidos, con- 
forme á las leyes de ellos, seis meses antes de la elección, ó que 
hayan residido en este Estado dos años y seis meses, y declarado 
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SU intención como se ha dicho; y todos los habitantes varones ci- 
vilizados descendientes de Indios, naturales de los Estados Unidos, 
y no miembros de ninguna tribu indígena, serán electores y ten- 
drán derecho á votar. Tres meses de residencia en et Estado. 
Constitución de 1850. Id. 307. Las personas ausentes en servicio 
militar activo de los Estados Unidos que no estuvieren inhabilita- 
das. La presencia en dicho servicio no es residencia. Id. 308. 

Minnesota.— L Los ciudadanos blancos de los Estados Unidos; 
2. Las personas blancas de nacimiento extranjero que hubieren de- 
clarado su intención de hacerse ciudadanos; 3. Las personas mes- 
tizas de sangre blanca é india, que hubieren adoptado las costum- 
bres y los hábitos de la civilización, después de un examen ante 
una corte de distrito del Estado, etc., y de haber sido declaradas 
capaces de la ciudadanía; un año de residencia en los Estados 
Unidos, y cuatro meses en el Estado antes de la elección. Cons- 
titución de 1857-8. Id 325. 

Missouri. — Los ciudadanos blancos varones de los Estados 
Unidos, y todas las personas blancas, varones, de nacimiento ex- 
tranjero que hubieren declarado su intención de hacerse ciudadanos 
de los Estados Unidos, conforme á la ley, no menos de un año ni 
más de cinco antes de presentarse á votar; un año de residencia en 
el Estado, y sesenta días en el condado, ciudad, ó town (circuns- 
cripción). (La inhabilidad de todos los que tomaron parte ó sim- 
patizaron con la rebelión, es más escrudiñadora y comprensiva. 
Después de 1876, los nuevos votantes deben saber leer y escribir, 
ó estar impedidos de saber por incapacidad física). Constitución de 
1865. 348-351. 

Nebraska. — 1. Los ciudadanos blancos varones de los Estados 
Unidos; 2. Las personas blancas de nacimiento extranjero que ha- 
yan declarado su intención de hacerse ciudadanoSy conforme á las 
leyes de los Estados Unidos sobre naturalización, (Constitución de 
1867. Id. 371.) 

Por el acta de admisión, aceptada por la legislatura, este dere- 
cho no está restringido á los blancos. 

Este Estado fué admitido en Marzo de 1867 como el Estado 37. 

New Hampshire.— Todos loe habitantes varones de cada cir- 
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cunscripción (town), y parroquia con privilegios de town, y lugares 
no incorporados, excepto los indigentes y personas exceptuadas 
de pagar impuesto, á petición de las mismas. Constitución de 1844. 
Id. 413. 

NoRTH Carolina.— Todos los hombres blancos libres,— siendo 
ciudadanos nativos ó naturalizados de los Estados Unidos,— y los 
que hayan sido habitantes de este Estado por doce meses inmedia- 
tamente anteriores al día de la elección, y que hayan pagado to- 
dos los impuestos. Enmienda de 11 de Diciembre de 1856, ratifi- 
cada el 10 de Septiembre de 1857. Id. 431. 

Oreqon.— Los ciudadanos blancos, varones, ciudadanos délos 
Estados Unidos y los blancos varones de nacimiento extranjero que 
hubieren declarado su intención; para los extranjeros un año de 
residencia y para los ciudadanos seis meses. Los marineros, los 
soldados, los idiotas, los dementes, los chinos y los negros, ex- 
cluidos. Constitución de 1857. Id. 449. 

South Carolina. — ¿í75 hombres blancos libres; dos años de re- 
sidencia en el Estado y seis meses en el distrito; los inmigrantes 
de Europa, con igual residencia, que hayan declarado su intención 
de naturalizarse; los indigentes, los soldados y soldados de marina 
son especialmente excluidos. Constitución de 1865. Id. 486. 

WiscoNSiN.— 1. Los ciudadanos de los Estados Unidos; 2. Las 
personas de nacimiento extranjero que hayan declarado su inten- 
ción de hacerse ciudadanos^ conforme á las leyes de los Estados 
Unidos sobre naturalización. (La palabra «blancos* fué borrada 
por la enmienda). 3. Las personas de sangre india que una vez 
hayan sido declaradas por la ley del Congreso ciudadanos de los 
Estados Unidos no obstante cualquiera ley subsiguiente del Con- 
greso en contrario. 4. Las personas civilizadas descendientes de in- 
dios, no siendo miembros de alguna tribu. Constitución de 1848. 
Id. 561, 562. 

Dados los términos empleados en todas estas cons- 
tituciones, podría creerse que se trata de una ciuda- 
danía, que pudiera quedar sometida á la ley general 
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de naturalización, que el Congreso norteamericano ha 
dictado, como la ha dictado el Congreso argentino. 

Pero toda duda desaparecerá, leyendo lo que di- 
cen los comentadores de la constitución de aquella 
nación, y cuyas opiniones transcribo á continuación. 

El Asesor americano John N. Pomeroy, en su obra 
Municipal Law, dice: 

§ 724. « Los distintos Estados de la Unión pueden 
adoptar, y muchos de ellos ya lo han hecho, dife- 
rentes leyes para la admisión de personas al ejercido 
de los derechos de su propia ciudadanía (citizenship); 
porque la ciudadanía de un Estado, y la de los Es- 
tados Unidos, ARE NOT CONVERTIBLE CONDITIONS 

(no son cosas que se confunden.) La ciudadanía de 
un Estado, dice, confiere sus privilegios propios, dentro 
de los límites de su jurisdicción; la calidad de ciu- 
dadano de los Estados Unidos, es coextensiva á toda 
la jurisdicción de la nación. No procuraré explicar lo 
que constituye los ciudadanos de los diversos Estados. 
En algunos se admiten los extranjeros después de 
una corta residencia; en otros están más restringidos. 
«En unos, todos los negros están excluidos; en 
otros, todos son admitidos.» 

Pocos párrafos antes de eso, dice el mismo autor: 
§ 720. «La Corte Suprema de los Estados Unidos, 

w 

en el caso de Dread Scott, resolvió que los negros 
libres, aunque nacidos dentro de su jurisdicción, no 
son ciudadanos de los Estados Unidos.» 
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Como pudiera creerse que este autor al hablar de 
ciudadanos, lo hiciese en la acepción civil de la pa- 
labra, voy á transcribir algunos párrafos anteriores 
al § 724, en que se ve que los toma en la acep- 
ción política de la voz: 

§ 717. «Los derechos descriptos en esta subdivi- 
sión, pertenecen á todas las personas libres dentro 
de los Estados Unidos, ya sean transeúntes, ó tengan 
en ellos su residencia permanente. El número de los 
individuos comprendidos en la clasificación presente, 
es más limitado, y ellos poseen, á más de todos los 
derechos ya enumerados, ciertos otros privilegios que 
les corresponden como á ciudadanos de la nación, ó 
de los distintos Estados que componen la nación. Es- 
tos privilegios pueden comprenderse en el hecho de 
la protección política.» 

§ 729. « En efecto, ellos (los Estados) pueden li- 
mitar este privilegio político á una clase reducida de 
ciudadanos de Estados Unidos, ó pueden hacerlo ex- 
tensivo aun á las personas que no sean ciudadanos.^ 

Luego dice: 

§ 723. « Se notará que las leyes de naturalización 
se limitan en su operación á los extranjeros blancos 
libres. Hasta donde esta exclusión se entiende, nunca 
se ha determinado. Ella, por supuesto, abarca á los 
negros, y, sin duda, fué dirigida (te exclusión) contra 
ellos. » 



\ 
( 
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John L Wendell, al adaptar por medio de notas, á 
la legislación de los Estados Unidos, la obra de Sir 
William Blackstone, dice lo mismo. 

En el texto dice Blackstone: 

« La naturalización no puede hacerse sino por ley 
del Parlamento.» 

El relator Wendell, anotando esta parte, dice: 

« No puede un extranjero ser naturalizado en los 
Estados Unidos, como para que pueda adquirir los 
derechos políticos de ciudadano nacional, sino de 
conformidad con las leyes del Congreso. Por la 
Constitución de los Estados Unidos, la facultad de 
establecer una regla uniforme de naturalización es 
dada al Congreso; y habiendo sido ejercido ese 
poder, todas las leyes y constituciones de Estados 
individuales, que estén en oposición con las leyes del 
Congreso, sancionadas para llevar á efecto la facul- 
tad conferida por los Estados Unidos, deben ceder 
á la suprema autoridad de esa Constitución. Fuera 
de duda, los Estados, individualmente, pueden dar á 
los extranjeros la facultad de adquirir, mantener, y 
traspasar propiedad real, y si lo juzgan conveniente 
conferirles á ellos (los extranjeros), derechos políticos 
(political rights), teniendo operación exclusivamente 
dentro de sus respectivos límites ( i ) . » 



(1) Wendell-Blackstone: Tomo I, cap. X, p. 374. 
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Quiero prevenir que las palabras «extranjero» y 
«derechos políticos» que están en bastardilla, no las 
he subrayado yo, sino que, al traducirlas, he copia- 
do al texto. 

En los grandes comentarios de Kent, encuentro 
también lo siguiente: 

1. «...Fuera de duda, la ciudadanía en general, en 
el sentido de la Constitución, puede concederse á un 
extranjero sólo por las leyes de naturalización del 
Congreso. Pero un Estado particular, en el ejercicio 
de su soberanía local reservada, puede colocar á los 
extranjeros, ú otras personas, en la misma condición 
de sus propios ciudadanos para que puedan gozar de 
los derechos políticos y privilegios dentro de sus pro- 
pios dominios. Pero las leyes (regulations) de este 
género de un Estado, no hacen á las personas á 
quienes esos derechos son conferidos, ciudadanos de 
los Estados Unidos d).» 

Después de estas largas transcripciones, me parece 
inútil agregar una sola palabra, respecto al derecho 
con que la futura convención de Buenos Aires po- 
dría sancionar el artículo que propongo bajo la letra G. 

Queda sólo la cuestión de conveniencia en adop- 
tarse esa medida; y, en mi concepto, ella se resuelve 
con solo plantear el problema en esta forma: — ¿ Con- 



(I) Kent: Com. on Am. Law, lomo I, p. 469. 
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viene dar participación en las elecciones políticas, á 
los extranjeros que, por razones personales especia- 
les, tienen interés en el mejor gobierno del país? 

En mi concepto sí. 

Esto es lo que me ha decidido á presentar el ar- 
tículo propuesto. 

No es fuera de lugar, á propósito de este artículo, 
que habilita á votar á los extranjeros no naturali- 
zados, recordar el proyecto presentado á la Cámara 
de Diputados de la Nación, por el diputado por 
Buenos Aires, don Ignacio D. Irigoyen, actual Gober- 
nador de Buenos Aires, estableciendo la naturalización 
obligatoria de los extranjeros, que se encuentran en 
determinadas condiciones. 

Ese proyecto tenía tendencias nacionales (O, pero 
los fundamentos dados por su autor al presentarlo. 



( I ) El texto del proyecto es el siguiente: 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo I* Serán considerados ciudadanos argentinos por naturalización ó na- 
cionalización, con todos los derechos y deberes constitucionales, subordinadamente á 
la residencia previa de cinco años y á la condición de la mayor edad: 

a) Los residentes extranjeros inscriptos en registros electorales nacionales, provin- 
ciales ó municipales. 

b) Los padres de hijos nacidos en la república, legítimos ó naturales, cuya pater- 
nidad hayan reconocido legalmente. 

c) El esposo legitimo de mujer argentina, con residencia habitual del matrimonio 
en el territorio de la nación.. 

d) Los propietarios por instrumento público de bienes raíces ubicados en la repú- 
blica y que tengan residencia habitual en la misma. 

e) Los diplomados de institutos profesionales ó universitarios nacionales ó extran- 
jeros que ejerzan en el territorio de la nación. 

/; Los que ejerzan ó hayan ejercido el magisterio en un instituto de jurisdicción 
nacional ó provincial. 
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sirven perfectamente para apoyar el nuevo artículo que 
se propone en esta parte del Plan de reformas á la 
actual Constitución de la Provincia. 



g) Los propietarios y socios comanditarios é industriales ^e casas comerciales 
legalmente inscriptas en los registros respectivos, asi como los miembros de los 
directorios, fundadores y gerentes de empresas y sociedades anónimas con per- 
sonería jurídica en la nación. 

h) Los capitanes de buques mercantes con bandera nacional. 

i) Los directores de publicaciones diarias. 

j) Los empleados de las administraciones nacionales, provinciales y municipales. 

k) Los jefes de las estaciones de ferrocarril, tramways urbanos ó rurales ú otros 
departamentos análogos de tráfíco público. 

1) Los curas párrocos, capellanes, pastores ó ministros titulares al frente de tem- 
plos abiertos al culto, de cualquier religión admitida en la república, con 
excepción de los miembros extranjeros de comunidades y corporaciones conven- 
tuales ó regidas por leyes limitativas de la libertad individual en la vida común. 

m) Los que obtengan á su nombre de las autoridades nacionales patente de in- 
vención . 

n) Los que hayan creado con su dinero y bienes ó iniciado en la república ins- 
tituciones de beneficencia, instrucción pública, académicas, cooperativas y de 
protección mutua, ajenas á la especulación mercantil. 

Art. 2* Quedarán excluidos del beneñcio á que se reñcre el artículo anterior : 

a) Los condenados á pena infamante ó corporis aflictiva por delitos comunes, en 
los tribunales argentinos ó extranjeros con demanda de extradición en trámite. 

b) Los que hayan perdido la patria potestad ó sean inhibidos judicialmente mien- 
tras dure esa causal. 

c) Los que por efecto de la ley de residencia hayan sido alejados del territorio 
de la nación, salvo rehabilitación del juez federal respectivo. 

d) Los que la autoridad competente reconozca regentes, dueños, interesados ó 
remunerados en casas de prostitución. 

Art. 3* Todo residente extranjero en las condiciones de idoneidad exigidas por 
esta ley, será inscripto de ofício ó á solicitud de parte en los registros cívicos nacio- 
nales, de acuerdo con las leyes de la materia. 

Art. 4* El residente extranjero comprendido en las disposiciones del artículo i*, 
que desee conservar su ciudadanía de origen, lo hará consur ante los jueces naciona- 
les, jefes de registro civil ó juez letrado provincial de su jurisdicción, dentro de un 
año de la promulgación de la presente ley, pero en cualquier tiempo podrá desistir 
de lo declarado, con la sola solicitud de inscripción en un registro cívico. 

Art. 3* Los residentes extranjeros que ya poseen carta de ciudadanía no serán 
privados de ella por electos de la presente ley. 

Art. 6* Deróganse las disposiciones legales que se opongan á la presente ley. 

Art. 7* Comuniqúese, etc. 

Ignacio D. Irigoyen. 

Buenos Aires, Septiembre 19 de 1905. 

23 
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Del discurso del diputado Irigoyen, pronunciado 
en la sesión de 20 de Septiembre de 1905, tomo 
los siguientes párrafos, de perfecta aplicación al ar- 
tículo de la reforma que vengo comentando ( i ) : 

« Por otra^ parte, quisiera que mi actitud al traer 
esta iniciativa á la Honorable Cámara no fuera con- 



(i) Las circunstancias de ser don Ignacio D. Irigoyen actualmente gobernador 
de Buenos Aires, y de ser él quien me ha encargado hacer esu obra, tal vez me 
habrían impedido juzgar esc proyecto, que afecta puntos importantes de derecho 
público internacional y de derecho constitucional interno. 

Sin embargo, felizmente, sin tener siquiera idea de que esta obra pudiera encargár- 
seme, y que ella crease entre el gobernador actual de Buenos Aires y yo, otros vínculos 
que los de una franca y leal amistad, yo ya había juzgado el proyecto del diputado 
Irigoyen, en un artículo publicado en El Diario de la capital de la República, de fecha 
2 2 de Septiembre de 190 5, y que dice asi: 

«Es asunto de la mayor importancia y trascendencia la nacionalización colectiva 
y obligada de los extranjeros que reúnan ciertas condiciones personales, que les han 
vinculado al país, ya sea por su larga residencia, por sus relaciones de familia ó por 
otras circunstancias que menciona el proyecto y por eso insistimos hoy en la campaña 
en su favor que ayer iniciamos. 

«El diputado por Buenos Aires, don Ignacio D. Irigoyen, acaso convencido de que, 
en el año próximo no pertenecerá á la cámara, porque estará en ejercicio del gobierno 
de la provincia que hoy representa, ha querido dejar al estudio del Congreso una de 
las cuestiones de más trascendenul importancia para nuestro país, y es, sin duda con 
esc objeto, que ha introducido su proyecto en las postrimerías del periodo legislativo. 

« La naturalización forzosa de los extranjeros útiles, es, indudablemente, el medio 
más eficaz de aumentar el progreso y el bienestar de las naciones. Con ello, no sólo 
se consigue aumentar las energías nacionales consagradas al desenvolvimiento de la 
riqueza propia, sino que se acrecienta también el interés personal de los extranjeros, 
abriéndoles las puertas de la política, á fín de que puedan tomar parte en la consti- 
tución del gobierno que ha de administrarlos. 

« Los Estados Unidos, en primer término, deben su extraordinario desenvolvi- 
miento y su potencialidad prodigiosa, á esa facilidad con que sus leyes han hecho 
ciudadanos norteamericanos, de los inmigrantes que llegaban á labrar sus tierras, á 
derribar sus bosques y á multiplicar en todas las manifestaciones de la industria, las 
fuerzas productoras de aquel país portentoso. 

« Como cuestión jurídica, hay tratadistas eminentes de derecho internacional que 
pretenden que consagrar como un principio la facultad de un país para imponer la 
naturalización forzosa á los extranjeros residentes, seria una exageración exorbitante 
del «sumum jus» del soberano de la tierra, á la vez que una usurpación injustifíca- 
ble sobre la libertad individual del inmigrante, que no puede ser, en caso alguno. 
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siderada como una pretenciosa audacia de mi parte, 
en el sentido de que me proponga ofrecer soluciones 
á un problema que ha sido repetidamente eludido 



despojado de su nacionalidad de origen sino por un acto libremente consentido ó 
producido por parte de el. 

« El error de esos tratadistas nace de la manera cómo interpretan estas clases de 
leyes. Se las consideran generalmente como leyes perjudiciales á los extranjeros na- 
turalizados por ellas, sin darse cuenta que son sólo disposiciones favorables á los 
inmigrantes las que ellas contienen, puesto que su objeto principal es vincularles á 
la población nativa, dándoles todos los derechos civiles y políticos que ésta tiene. 

« Lejos de ser una novedad esta clase de disposiciones, ella aparece en la historia 
simultáneamente con albores de la revoiición que suprimió los reyes de derecho 
divino, para crear el único soberano de las nacionalidades actuales: la soberanía del 
pueblo. 

« Es en las leyes y constituciones de la Francia — tales como la de 2 de Mayo 
de I 790, 3 de Septiembre de i 79 i y 24 de Junio de 1798 — donde aparecen por 
primera vez, en la legislación del mundo, estas disposiciones por ¡as cuales, mediante 
ciertas circunstancias, se naturalizan personas que no han manifestado su propósito 
de serlo. 

«Y esos principios que la Francia iniciaba en el siglo XVIII, los consagraba en 
los tratados que fírmaba con la Alemania en 1871, después de la guerra, y por los 
cuales se disponía de la suerte de los franceses que, no siendo originarios de la 
Lorena y de la Alsacia, habitaban en esas provincias, y á los cuales, á pesar de su 
voluntad, se les declaraba subditos del imperio alemán después de una corta resi- 
dencia. 

« Finalmente, hay muchas otras leyes de diversos países en las cuales se declara 
ciudadano á todo extranjero que hubiese adquirido una propiedad inmueble, abierto 
una casa de comercio ó casado con una mujer de la nacionalidad del país que dicta 
la ley. 

« Y estos principios consagrados por diversas legislaciones, han sido después reco- 
nocidos por los más altos tribunales de justicia. 

«Con motivo del famoso decreto de 1 4 de Febrero de 1873, dictado por el dic- 
tador de Venezuela don Antonio Guzmán Blanco, por el cual se declaraban ciuda- 
danos á los extranjeros domiciliados en aquella república, que se encontrasen en 
ciertas condiciones, — se produjeron algunos casos judiciales ante los tribunales fran- 
ceses, los cuales consagraron la doctrina de que «seria desconocer el derecho de 
«soberanía que pertenece á cada Estado, si se pretendiese que una nación no puede 
«conceder á un extranjero la calidad de reinícola, sin el consentimiento ó la voluntad 
«de aquél á quién esta calidad se concede». 

« Parece indiscutible, pues, el derecho con que la República Argentina podría 
dictar la ley cuyo proyecto ha presentado ayer el diputado Irigoyen. En cuanto á su 
conveniencia, no puede haber dos opiniones. Lo único que podría discutirse es si 
los alcances de esa naturalización forzada pueden llegar hasta producir efectos fuera 
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por nuestros principales hombres públicos; y, por lo 
tanto, declaro de antemano, que estoy muy lejos de 
creer en la perfección, siquiera relativa, de las dispo- 
siciones propuestas y que sólo aspiro á que la Ho- 
norable Cámara oportunamente afronte la cuestión, 
cualquiera que sea el mérito ó la deficiencia de las 
cláusulas dispositivas presentadas. 

« Una serie de hechos sugestivos producidos en los 



del Estado que ha dicudo las l^yes, y si ella obligarla á las demás naciones. Sin 
embargo, este punto, en el que no se han puesto de acuerdo los mismos tratadistas, 
no tiene importancia para nosotros. 

«Son muchos, muchísimos los extranjeros que aceptarán, con placer, los derechos 
de la ciudadanía argentina, no sólo por el amor sincero que profesan á nuestro país, 
^ino también porque, arraigados en él por los vínculos de la familia y de los nego- 
cios, han hecho de la república su verdadera patria, sin intenciones de volver á la 
de origen, y teniendo, por tanto, intereses directos tn todo aquello que se relaciona 
con la cosa pública. 

« El proyecto del diputado Irigoyen nace, pues, prestigiado por todas las simpa- 
tías de nacionales y extranjeros; pero, para aumentar más aún esas simpatías, sería 
conveniente completarlo con una aclaración hecha en la ley general de ciudadanía, 
aclaración que vamos á indicar brevemente. 

« Consideramos el ejercicio de la ciudadanía argentina, por parte de los extranje- 
ros, como un favor acordado en mérito de sus afectos ó de sus servicios al país. Asi 
lo ha entendido nuestra constitución y la ley federal de naturalización voluntaria, 
cuando se ha traudo del derecho acordado á los extranjeros para obtener carta de 
ciudadanía. 

« Burlando las disposiciones vigentes, muchos extranjeros indignos han obtenido 
su nacionalización como argentinos, sin más objeto que el de evitar la aplicación de 
la ley de residencia ó la extradición á sus países de origen, con motivo de crímenes 
cometidos por ellos. 

« Es menester que la ley determine los procedimientos que han de seguirse para 
dejar sin efecto esas cartas de ciudadanía ya acordadas, y que no sólo representan 
flagrantes violaciones de la letra y del espíritu de nuestras disposiciones en vigor, sino 
que son también una vergüenza para el país que no tiene interés alguno en tener 
como ciudadanos propios esa escoria de las cárceles y de las multitudes anarquistas 
extranjeras. 

«Sanciónese, pues, el buen proyecto del diputado Irigoyen, y modifiqúese la ley 
de ciudadanía, y habremos completado eficientemente nuestra legislación sobre éstas 
materias.» 
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Últimos tiempos, han venido á demostrarnos que el 
problema de la unidad cívica se impone entre nos- 
otros de una manera indefectible; y, siendo esto así, 
es forzoso entonces inclinarnos ante la lógica de la 
realidad. 

« Se ha dicho que la primera energía motriz de la 
grandeza norteamericana, en lo que atañe á su legis- 
lación fundamental, estriba en este concepto práctico: 
los Estados. Unidos no llaman huéspedes á su seno; 
asimilan y hacen suya toda energía que se introduce 
á aquel país y lo que no es admisible lo eliminan. 
Y, más gráficamente: la función de la legislación 
cívica norteamericana no es la de un simple recep- 
táculo absorbente de elementos heterogéneos en per- 
manencia; es más bien la función vitalizadora de un 
organismo vivo, que, con los elementos heterogéneos 
que absorbe, hace células y fibras y energías, agigan- 
tando hora por hora el ya colosal poderío de su 
personalidad gloriosamente caracterizada. 

« Pero este criterio supremo de la legislación an- 
glosajona en América, que es el mismo de la tradi- 
ción jurídica romana, que glorifica la sabiduría de 
nuestra raza latina en el pasado, no se revela, sin em- 
bargo, en la obra del legislador latinoamericano. En 
realidad, los más grandes y poderosos coeficientes de 
nuestra vida práctica colectiva, las funciones más vi- 
tales de nuestra economía nacional y el más alto in- 
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teres de nuestro patrimonio común, están excluidos 
del comicio; y esto quiere decir que, con un máxi- 
mum de ideología lírica, nuestro ambiente cívico se 
ve privado de factores principistas prácticos y que 
nuestra entidad pueblo argentino, viene trabajando 
con toda su potencia, pero condenando á la inercia 
á órganos principales conservadores de la vida. 

<Esto, á mi juicio, es la negación de toda demo- 
cracia poderosa, homogénea y apta para las grandes 
conquistas, precisamente porque no reduce á la ho- 
mogeneidad y á la actividad creadora de grandeza á 
las muchas energías que de todos los puntos del mundo 
vienen á cobijarse entre nosotros y á aumentar nues- 
tra riqueza y nuestro bienestar. 

« Se me observará, quizá, que nuestras leyes vigen- 
tes fijan claramente el camino para la asimilación de 
los elementos no nativos; pero ante la realidad de los 
hechos, muy fácil me sería demostrar que nuestro 
sistema actual es inconveniente. 

« Si nos detenemos á observar lo que pasa en un 
hogar cualquiera que abre sus puertas á los visitan- 
tes, veremos desde luego que, salvo raras excepciones, 
únicamente los menos delicados serán los que se atre- 
van á solicitar su admisión en la íntima fraternidad 
de la familia; los más delicados, los más correctos, 
los mejores, en una palabra, esperarán á que se les 
invite. Pues bien, señor presidente; algo análogo es 
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lo que le pasa al pueblo argentino con relación á los 
extranjeros. Necesita de sus mejores huéspedes en la 
íntima fraternidad colectiva, pero para llenar ese pro- 
pósito, le es indispensable producir previamente la 
invitación, porque hay que tener en cuenta que la in- 
vitación explícita es el ünicó medio correcto de poder 
vencer un sentimiento muy patriótico, muy noble y 
muy honesto por parte del huésped que le hace mi- 
rar con repugnancia en la mayor parte de los casos 
toda idea de solicitar la nacionalización, sin duda por 
que cree ver en esa solicitud un acto de irrespetuo- 
sidad y hasta de ingratitud para con la patria de 
origen; y ese sentimiento, señor presidente, casi pue- 
de considerarse á nuestros ojos para quien lo abriga, 
como una verdadera garantía de bondad. 

«Es indudable que nadie querría recibir el abrazo 
de quien no supo rendir á la madre propia el culto 
purísimo del alma; pero es indudable también, que 
nadie se negará á dar ese mismo abrazo y el título 
de hermano adoptivo, á quien, después de haber ren- 
dido un tributo respetuoso á la madre patria, se in- 
clina con cariño ante la nuestra que lo invita i 
asumir en su hogar todos los derechos y todos los 
deberes de padre de una familia argentina. (Muy bien!) 

« Creo, señor presidente, que es tiempo ya de que 
sepamos quiénes son y cuántos son nuestros herma- 
nos adoptivos y cuáles nuestros simples visitantes, 
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porque se oyen á lo lejos, en este y en el otro con- 
tinente, palabras que suenan... supremacía comercial, 
conquista mercantil, tutelaje del orden... y otras, que 
parecen indicios de algo, que no es indudablemente 
la idealidad que soñaron nuestros mayores cuando 
abrieron el templo de redención, saludando como her- 
manos á todos los libres del mundo ! » (Muy bien!) ( i ). 

Acaso más de un espíritu vulgar, crea ver un 
acto de deferencia, para con el mandatario actual, 
en la reproducción, en este libro, de sus opiniones 
como diputado al Congreso Nacional, en una cues- 
tión que hoy afecta directamente la reforma proyec- 
tada de la Constitución; pero yo habría considerado 
una injusticia no recordar ese esfuerzo laudable en 
favor de las ideas que sostengo, ocultándolo sólo 
por temor de que se me sospechase capaz de adu- 
laciones ó servilismo. 

Medio siglo de vida austera é independiente, com- 
batiendo influencias y afectos, cuando mis conviccio- 
nes me llevaban á caminos opuestos de los de mis 
amigos, me defienden de esas sospechas, sobre todo, 
cuando no había razón para no recordar el proyecto 
del diputado Irigoyen, tan inmediatamente pertinente 
para fundar el artículo de que me ocupo. 



(I) Diario de Sc:iiones de la Cámara de Diputados, 190 5, página 1046 y si- 
guientes. 
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Por otra parte: la lealtad me obliga á declarar que 
algunas de las reformas, que he indicado ya, y de 
las que más adelante indicaré, me han sido inspira- 
das por el Gobernador Irigoyen, su Ministro de Go- 
bierno y aun algunas por el de Obras Públicas, sin 
que, en ninguna circunstancia, haya yo hecho constar 
el origen de esas reformas. 

Es verdad que, sr cada vez que indico una, de- 
biese dar los nombres de los funcionarios públicos, 
abogados, periodistas y hasta modestos ciudadanos 
que me han sugerido la necesidad de incluirla en el 
plan que presento, habría necesitado hacer una obra 
dos veces tan larga como ésta. 

Eso prueba que las reformas, que aquí se propo- 
nen, no son sólo el pensamiento de un hombre ais- 
lado, sino los reflejos de la opinión pública. 



SECCIÓN SEGUNDA 



RÉGIMEN ELECTORAL 



GENERALIDADES 

5 1. La inscripción 

Es indiscutible la necesidad de reformar sustan- 
cialmente el régimen electoral que hoy existe en la 
Provincia de Buenos Aires. 

Más que ninguna otra de las instituciones vigentes, 
es ésta la que la opinión pública reclama, con más 
urgencia, que se modifique. 

La frecuencia de los fraudes electorales que, recí- 
procamente, se han atribuido los elementos políticos, 
que se ponen en juego en los tiempos de elecciones, 
han logrado producir, en la conciencia pública, una 
saludable reacción. 

Hoy, todos los habitantes del país, sin distinción 
de colores políticos, claman por que la pureza del 
sufragio sea una verdad. Todos aspiran á que el 
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gobierno sea ejercido por los verdaderos represen- 
tantes de la opinión pública, emancipándonos del 
vasallaje en que vivimos desde hace tanto tiempo. 

Las leyes, por buenas que sean, son inútiles, cuando 
las costumbres electorales del pueblo son malas. 

En la situación actual de la República entera, — y 
de la Provincia de Buenos Aires en particular,— el 
principal inconveniente que se ofrece para la verdad 
del sufragio, es la indiferencia individual y colectiva 
del pueblo. 

Fuera del círculo estrecho de los directores de la 
política militante, son pocos los que tienen verdadero 
interés en concurrir á los comicios electorales. 

Esta indiferencia no es reciente, ni es tampoco pe- 
culiar á nosotros. Todos los publicistas que se han 
ocupado en estudiar los mejores sistemas electorales, 
han señalado las abstenciones como el principal de 
los inconvenientes para obtener, en las asambleas 
deliberantes, la verdadera representación del pueblo. 

Varias son las causas que se han atribuido á esas 
abstenciones, no faltando hombres eminentes que las 
atribuyan á la seguridad de que su voto individual 
no ejercerá influencia alguna en el resultado del es- 
crutinio, desde el momento en que los comités res- 
pectivos de los partidos administran á los electores, 
que van á los comicios regimentados. 

Mauricio Block, en su libro « Europa politiqae et 



I 
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sociale», calcula las abstenciones en Francia en treinta 
por ciento del total de los electores; en sesenta por 
por ciento en Prusia y los Estados germánicos; en 
un ochenta y dos por ciento en Suecia; en un treinta 
y cuatro por ciento en Portugal; y en un dieciséis 
por ciento en Bélgica, donde el sufragio se ha hecho 
obligatorio, teniendo penas los electores que no con- 
curran á sufragar sin causa justificada. 

Entre nosotros, la cifra de las abstenciones no sería 
posible calcularla, porque los que se abstienen de 
inscribirse, son muchos más que los inscriptos que 
se abstienen de votar. 

Lo primero, que hay que procurar, es que, en la 
formación de los registros electorales, figure el ma- 
yor número posible de electores, porque tanto más 
verdadero será el gobierno representativo, cuanto ma- 
yor sea la cifra de ciudadanos que tomen parte en 
la cosa pública. 

Facilitar la inscripción de los electores, es mejorar 
las condiciones del comicio. 

Fué este un punto que preocupó mucho á los 
constituyentes de 1873. Era opinión general en aque- 
lla asamblea que, para vencer el marasmo y la indi- 
ferencia de todos los que tienen derecho á votar, 
era indispensable inscribirles en los registros, sin que 
ellos hicieran nada de su parte; y, si se quiere, hasta 
contra su voluntad. 
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Buscando ese resultado, se sancionó en la Consti- 
tución «la inscripción directa 4 domicilio», hecha 
por comisiones nombradas de oficio, á la suerte, por 
las municipalidades de los respectivos distritos. 

Aun cuando este sistema fué adoptado por el go- 
bierno de la nación, al presentar en Agosto de 1Q02 
el proyecto de la ley electoral por circunscripciones, 
es menester reconocer que, en la Provincia de Bue- 
nos Aires, la inscripción á domicilio no ha dado 
todos los resultados que de ella esperaban sus au- 
tores. 

Varias son las causas que han contribuido á ese 
mal éxito, debiendo considerarse, como las principales, 
las grandes distancias que es menester recorrer en 
nuestras campañas, para hacer la inscripción á do- 
micilio, y los fraudes consiguientes á los nombra- 
mientos de las comisiones empadronadoras, hechos 
por municipalidades de origen y de actuación polí- 
tica permanentes. 

Para que la inscripción á domicilio fuese una ver- 
dad, sería menester hacerla con las formalidades y 
los gastos con que se hace los censos de la pobla- 
ción, y sin que, en su resultado, tuviesen interés los 
partidos políticos en lucha. 

No puede invocarse como un ejemplo en favor 
de este sistema de inscripción, lo que hoy pasa en 
la capital de la República. 
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Independientemente de que allí las comisiones ins- 
criptoras de cada circunscripción electoral, son nom- 
bradas por la junta del distrito, compuesta del Juez 
Federal, del Presidente de la Cámara de Apelaciones 
en lo civil y del Presidente de la Corporación deli- 
berante municipal,— que no representan intereses po- 
líticos determinados, — la población de la ciudad de 
Buenos Aires, por más que exceda de un millón de 
habitantes, se encuentra aglomerada en un radio re- 
lativamente pequeño, donde es fácil y rápido, para 
las comisiones empadronadoras, el desempeño de su 
cometido. 

En la provincia de Buenos Aires, hay partido que 
tiene doscientas leguas cuadradas de extensión, con 
una población diseminada en la que apenas figuran 
algunos centenares de electores, lo que explica la 
inmensa dificultad con que tropiezan los empadro- 
nadores para hacer una inscripción á domicilio pre- 
cisa y completa. 

El antiguo sistema, que se empleaba para formar 
los registros electorales, obligando al elector á que 
se trasladase al punto donde funcionaban las mesas 
inscriptoras, tenía, como inconveniente principal, la 
necesidad de efectuar esos transportes difíciles y caros, 
por gentes, generalmente pobres, y que no tenían 
interés directo ni apasionado en hacerse inscribir en 
los registros electorales. 
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La reforma de la Constitución actual debe, pues, 
empezar por reformar esa base de todo sistema elec- 
toral: la formación del registro de electores. 

Procurando conciliar todos los intereses que deben 
consultarse en esta materia, he pensado que los re- 
gistros del enrolamiento para el servicio militar serían 
la mejor base de los registros electorales, completán- 
dolos con la inscripción directa y voluntaria de los 
que no están obligados á enrolarse y á quienes la 
ley autoriza á votar. 



$ 2. Los distritos electorales 

La Constitución vigente toma como base de toda 
representación poUtica la población, sin determinar 
si esa población debe ser la de toda la Provincia, en 
general, ó la población parcial de cada circunscrip- 
ción electoral. 

Por lo menos, cabe lugar á la duda, dada la pres- 
cripción del artículo 52, que manda que « el territorio 
poblado de la provincia se divida en tantos distritos 
electorales cuantos sean los municipios, á los efectos 
de la inscripción, organización é instalación de las 
mesas receptoras y recepción de los votos». 

Es este un punto de tanta mayor importancia 
cuanto que, en los últimos debates que han tenido 
lugar, en el Congreso nacional, á propósito de la ley 
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electoral, se ha preconizado con grandes elogios el 
sistema electoral de la Inglaterra, que es completa- 
mente contrario á todo sistema que tome por base 
de la representación la población general del país. 

Por más que pueda llamarse á la Inglaterra la 
« madre de las libertades civiles », y por más que 
pueda presentársele como al país más libre de la 
tierra, es indudable que su sistema electoral, juzgado 
con un criterio científico, ó con el simple criterio de 
las ideas actuales, en materia de sufragio, es el peor 
de los sistemas de representación que existe en el 
mundo. 

Los partidarios de las elecciones por circunscrip- 
ción, donde cada una elija un diputado (sistema ani- 
nominal), han podido recordar á la Inglaterra como 
uno de los países donde, después de la reforma de 
1867, se aplica esa forma de elecciones. 

Pero, tratándose de la representación política, que 
tenga por base la población total, la Inglaterra no 
puede ser recordada. 

No sólo el sufragio está allí tan restringido que 
el campesino y el jornalero no tienen todavía derecho 
de elector, sino que la representación en la Cámara 
de los Comunes se hace por los bourgs, cualquiera 
que sea el número de sus habitantes, produciendo 
esto los resultados más monstruosos. 

Desde que Stuart Mili subió al pariamento inglés, 

24 
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es decir, hace de esto medio siglo, la cuestión elec- 
toral ha venido preocupando á todos los políticos y 
los pensadores del mundo. Aquel eminente publicista 
afrontó el problema con decisión; reveló la mentira 
sobre que está basada la actual representación en 
todas las asambleas legislativas; demostró con cifras 
que no había un solo cuerpo parlamentario que res- 
pondiese al gobierno democrático, porque, en ninguno 
de ellos está representada la mayoría del pueblo; y, 
con estas impresiones, se lanzó á procurar la adop- 
ción de un sistema electoral que se armonizase con 
los ideales del gobierno representativo. 

Sin embargo, la Inglaterra todavía no ha podido 
emanciparse de los vicios señalados por sus grandes 
pensadores á su sistema electoral; pero la razón po- 
lítica, que ha impedido allí la reforma, tiene funda- 
mentos capitalmente distintos de aquellos que la im- 
pulsan en otros países. 

La Inglaterra no tiene constitución escrita; su pue- 
blo no es soberano, ni tiene derecho alguno que no 
sea una concesión hecha por el Parlamento á sus 
subditos. En la Cámara de los Comunes, que es una 
rama de ese Parlamento, — compuesto por el monarca, 
el clero, la nobleza, los representantes de las universi- 
dades y de los burgos — en la Cámara de los Comu- 
nes, decía, no se ha procurado reunir á los repre- 
sentantes del pueblo inglés, sino á los representantes 
locales de los distritos que eligen á sus miembros. 
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De ahí resulta que tienen el mismo número de 
diputados, Bristol con 160.000 habitantes y Barnsta- 
ple que sólo tiene 10.000; Chester y Berbeley que 
tiene cada uno 11.000 habitantes y Shefield, que tiene 
220.000; Rutland que tiene 22.000 y Middlesex que 
tiene 275.000. Todos esos distritos electorales eligen 
cada uno dos diputados, pudiendo llegarse á repetir 
el caso, ya producido, en que lord Sansón fué ele- 
gido por más de 25.000 sufragios, en tanto que Mr. 
Mac Carthy fuese elegido por el burgo de Malou por 
sólo 86 votos. 

En el sistema actual de la Inglaterra, donde no 
existen más que los dos grandes partidos tradiciona- 
les, éstos no buscan aumentar el número de sus vo- 
tantes, procurando la adhesión de las multitudes po- 
pulares; buscan aumentar el número de los burgos 
ó distritos electorales, creando y prestigiando influen- 
cias locales, á fin de asegurar el triunfo en la loca- 
lidad parcial donde la elección se produce. 

Pero en los países latinos, en aquéllos en que el 
sufragio universal existe, donde la soberanía reside 
en el pueblo, y los gobiernos son sólo mandatarios 
que desempeñan funciones limitadas, la tendencia de 
la reforma electoral va buscando establecer en los 
parlamentos la verdadera representación del pueblo, 
obligando al cuerpo electoral á agruparse en unida- 
des colectivas, vinculadas por idénticas aspiraciones, 
por idénticos propósitos é ideales. 
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Esas agrupaciones, son los partidos políticos que 
han tomado como base los sistemas que han pro- 
puesto todos los que se han preocupado de la re- 
forma electoral. 

Dividido el cuerpo electoral en partidos, la con- 
centración de opiniones hace más posible su repre- 
sentación en los parlamentos, porque las simpatías 
individuales en favor de tal ó cual candidato, des- 
aparecen, para sólo primar las decisiones colectivas 
del partido, que impone á todos sus adherentes el 
deber de votar por los candidatos designados por sus 
directorios. 

Existiendo los partidos reconocidos oficialmente, 
las mismas abstenciones, por numerosas que sean, no 
tienen tantos inconvenientes, puesto que los que se 
abstienen lo hacen conociendo los candidatos que 
van á presentarse en la lucha, y las fuerzas relativas 
con que cada uno cuenta para el triunfo. 

El escrutinio de lista, en un país donde la opinión 
se subdivide en muchas fracciones, es el peor de los 
sistemas que pueden adoptarse, y es el más completo 
falseamiento del gobierno representativo. 

Para demostrarlo, basta tomar como ejemplo lo 
que hoy sucede en la capital de la República. Para 
elegir los diputados, que han de representarla en el 
Congreso, sólo están inscriptos 29.134 electores, no 
obstante que la población alcanza á un millón de habi- 
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tantes. Es esta la primera mentira con que se trata de 
justificar los regímenes electorales hasta ahora adop- 
tados. No puede ser exacto que en una población, 
como la de la capital, sólo haya 30.000 personas en 
condiciones de ejercer el sufragio activo; de manera 
que, al aceptarse como legal, la elección producida 
por esos 30.000 electores, se falsea el principio de 
la democracia primitiva, que daba á la mayoría el 
derecho de gobernar á la totalidad. 

El mal sería menos grande si se aplicase, á ese 
cuerpo electoral de 30.000 electores, la regla que 
preside las decisiones en los parlamentos; es decir, 
si se exigiese que los candidatos electos obtuviesen 
la mitad más uno de la totalidad de los sufragantes 
inscriptos, de manera que siendo éstos 29.134, no 
pudiese proclamarse ningún candidato con menos de 
14.567 votos. 

Pero, no es esto lo que sucede, y basta para de- 
mostrarlo el hecho de que, de los diputados elegidos 
el 13 de Marzo de 1904, el que mayor número de 
sufragios obtuvo, sólo alcanzó á 1104, habiendo di- 
putado que no obtuvo más que 244 votos. 

La única manera de evitar estas mistificaciones y 
sorpresas de la ley, sería que la reforma empezase 
por establecer la existencia de los partidos, como una 
necesidad imperiosa de todo sistema electoral, siendo 
de lamentarse que la nueva Constitución no llegue 



358 REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 



hasta hacer del sufragio un deber, en las mismas 
condiciones que lo es el servicio militar obligatorio, 
pues, en ese caso, desaparecerían las abstenciones, y 
acaso llegásemos á constituir un parlamento formado 
por los verdaderos representantes de la opinión. 

Conceptúo que, el primer punto que debe preocu- 
parnos, al empezar el debate sobre la reforma elec- 
toral, es el que se refiere á la existencia forzosa de 
los partidos políticos, de manera que los ciudadanos 
queden obligados, para poder ejercer el sufragio, a 
afiliarse á alguno de los partidos que concurren á 
las elecciones, teniendo el derecho de elegir, entre los 
candidatos de su propio partido, aquél ó aquéllos á 
quienes más directamente quieran darle sus votos. 

Cualquiera que sea el sistema electoral que se 
adopte, la existencia de los partidos políticos siempre 
le será favorable. Lo que no tiene razón de ser, lo 
que no debe admitirse, son los votos aislados, los 
votos de esos individuos que se llaman independien- 
tes, cuya cifra nada significa en el conjunto electoral, 
y que sólo sirven para aumentar el fraccionamiento 
de la opinión, y hacer más largo y complicado el 
escrutinio. 

La base de todo sistema electoral, en los países 
representativos de nuestros tiempos, son los partidos. 
Ellos son una institución de la vida política actual; 
son, como dice La Chesnais, * una parte, no escrita. 
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de la Constitución»; y, por tanto, la ley electoral les 
afecta directamente. 

Según el proyecto preparado en 1903 por la nu- 
merosa comisión nombrada por la Cámara de Dipu- 
tados francesa, sólo puede votarse por candidatos 
que hayan sido presentados, al menos cinco días 
antes del de la elección, por cien electores. Esta es 
una exigencia de la subdivisión de la opinión, una 
manera de manifestarse las distintas tendencias gene- 
rales del país, que agrupan y reconcentran á los que 
las profesan en estas unidades, que se llaman partidos, 
y que, por la voz de sus directorios, reclaman su parte 
de intervención en el gobierno. 

En ese importantísimo proyecto de ley electoral, 
presentado a la Cámara de Diputados de Francia, en 
3 de Junio de 1903, por esa numerosa comisión, se 
divide el territorio en circunscripciones que, por lo 
menos, elige cada una tres diputados, y, como má- 
ximum, hasta quince. 

Sin embargo, el artículo T de ese proyecto de ley, 
establece que cada elector sólo podrá indicar en la 
lista de su partido, en que figure la totalidad de los 
candidatos á elegirse, dos nombres, si aquéllos no 
pasan de seis, y tres si los candidatos son de siete 
á diez, subrayándolos al efecto, de los cuales uno 
será el candidato preferido del elector para diputado 
y los otros suplentes. 
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Entre nosotros, las cosas pasan de otra manera. 
En la única ley electoral que hemos tenido, en que 
la elección se haya hecho por distritos, — la ley na- 
cional de 1903, — el resultado de los escrutinios fué 
tan contrario á los principios, que podría equipararse 
con los de los bourgs ingleses. 

En las elecciones de 13 de Marzo de 1904, había 
inscriptos en el distrito de la capital de la República 
29.134 electores. No obstante los esfuerzos inauditos, 
hechos por partidos, por caudillos y por candidatos, 
para llevar á las urnas el mayor número posible de 
sufragantes, éstos no alcanzaron sino á 19.977, es 
decir, más ó menos, al 70 por ciento del total de 
inscriptos. 

Como la elección se hacía por circunscripciones, 
y no tomando á todo el municipio como un solo 
distrito, los electores se subdividieron de tal manera 
que, de los once candidatos elegidos sólo uno obtuvo 
más de mil votos (1104), sobre un total de casi 
veinte mil votantes. En cambio, hubo, también, dipu- 
tado que, en virtud de ese pésimo sistema electoral, 
ocupó su banca en la Cámara de Diputados con solo 
244 sufragios. 

El total de sufragantes en favor de los once dipu- 
tados elegidos en las once circunscripciones en que 
hubo elección el 13 de Marzo de 1904, fué de 7774, 
quedando sin representación, y como votos perdidos, 
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12,203 electores que votaron por los otros candidatos 
que no fueron proclamados. 

Del examen de las cifras precedentes, resulta que 
«la pluralidad de votos», que ha llevado á la Cámara 
á los diputados elegidos en el primer ensayo de la 
ley por distritos, no existe, ni computándose la tota- 
lidad de los sufrs^ios, ni computándose los que par- 
cialmente han obtenido cada partido, puesto que, su- 
mados los votos que los republicanos, los autono- 
mistas y los independientes tuvieron en cada una de 
las circunscripciones, forman un total mucho mayor 
que el de 1104 votos, que es la mayor cifra alcan- 
zada por el diputado electo por más sufragios. 

No me parece que, por mucho que se trate de 
ampliar el significado de los términos empleados en 
la Constitución nacional, pueda sostenerse seriamente 
que cuando aquélla dice que « los representantes serán 
elegidos directamente por el pueblo de la capital», 
y este pueblo está representado políticamente en co- 
micios de verdad por 19.977 electores, pueda consi- 
derarse, como los designados por la «pluralidad de 
votos», á candidatos que han obtenido sufragios que 
varían entre 1104 como máximum y 224 como mí- 
nimum. 

Esos diputados han sido elegidos por el pueblo de 
las drcunscripcioneSy procediendo como entidad au- 
tónoma, independiente del pueblo de la capital y del 
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pueblo de la república, y decidiendo definitivamente 
de la suerte de la elección, como si se tratase de un 
comicio único, de un estado soberano é indepen- 
diente. 

Las circunscripciones, según aquella ley, eran una 
autonomía. De nada le vale al partido republicano 
tener mil votos sobrantes en la circunscripción se- 
gunda, si en la primera circunscripción no tiene más 
que cien electores y cualquiera de los partidos con- 
trarios cuenta con ciento uno. 

En las circunscripciones, desaparecen por completo 
los partidos, sus ideales y su fuerza, como lo he 
demostrado. Sólo existe allí la cifra reducida de vo- 
tantes, que actúan exclusivamente dentro del límite 
estrecho de la circunscripción, sin vinculaciones polí- 
ticas ó electorales con el resto del distrito de que 
habla la Constitución Nacional ( i ). 

Este resultado no puede ser el anhelo de los pu- 



fo El resultado que tiene que dar la aplicación práctica de ese sistema, es el que 
&c observa descomponiendo las cifras que ofrecen al estudio del publicista las eleccio- 
nes de I 3 de Marzo de 1904. 

Vamos á hacer á continuación un breve examen de aquella elección, circunscrip- 
ción por circunscripción: 

PRIMERA CIRCUNSCRIPCIÓN 

Votos obtenidos por el diputado V., electo 224 

Votos perdidos, dados á los candidatos S. i 20 + !*'• > * 8 + C. 2 3 i -f A. 1 i = 480 



Total de votantes 724 

Mayoría absoluta 724 -r 2 = 362. 

El diputado proclamado elegido sólo obtuvo 244 votos; y, por tanto, no sólo no 
alcanzó la mayoría de los sufragios de la circunscripción, sino que no obtuvo sino la 
tercera parte del total de los votos emitidos. 



GENERALIDADES 36 3 



blicistas sostenedores del sistema uninominal; y, sin 
embargo, el resultado obtenido en el mecanismo de 
la aplicación de la ley nacional, en la capital de la 



SECUNDA CIRCUNSCRIPCIÓN 

Votos obtenidos por el diputado C, electo 465 

Votos perdidos, dados á ios candidatos P. S. 423-fM. 424 + L. Sy+V. 

S. 39 + P. 18+N. 2= 963 

Total de votantes 1428 

Mayoría absoluta 1.428 f 2 = 7i4> 

El diputado C. proclamado electo, sólo obtuvo 465, que, no sólo no era la ma- 
yoría absoluta de sufragantes, bino que apenas alcanzó á menos de la tercera parte 
del total de votantes. 

En la tercera circunscripción no hubo elección, por no corrcsponderle elegir dipu- 
tado. 

CUARTA CIRCUNSCRIPCIÓN 

Votos obtenidos por el diputado P . , electo 83o 

Votos perdidos, obtenidos por los candidatos A. 696 -|- Ll. 35 3 -f- R. L. 

572 -}- U. 94 -f- F. 121 = 1730 

Total de sufragantes 2 5 66 

Mayoría absoluta 2566 i- 2 = 868. 

El diputado P. declarado electo, no alcanzó á obtener la mayoría absoluta de los 
votantes, faltándole 3 8 votos para alcanzarla. 

Sin embargo, la elección en esta circunscripción se produjo en condiciones especia- 
lísimas, que vienen á servir precisamente para demostrar toda la falsedad del sistema 
del voto uninominal, como medio de obtener la representación política del pueblo. 

En la cuarta circunscripción, el partido nacional se dividió, presentando dos can- 
didatos, votando por separado también el grupo quintanista, que, en esa época, 
formaba una sola unidad electoral y política, con los primeros. 

Todos los candidatos habían sido batidos, y la lucha sólo debía decidirse entre 
los candidatos A., nacional, y R. L., quintanista. Fué entonces que, para evitar el 
triunfo de cualquiera de éstos, los republicanos y autonomistas vencidos, dieron sus 
votos al candidato socialista, haciéndole triunfar por mayoría relativa. 

Si la división no se hubiese producido entre los nacionales y quintanistas, el 
triunfo del candidato socialista habría sido imposible, puesto que los votos obtenidos 
por los candidatos de aquéllos eran dos veces más que los que éste obtuvo. 

La forma en que se produjo la elección de la cuarta circunscripción, demuestra, 
hasta la evidencia, la falsedad del sistema del voto uninominal, como forma de elec- 
ciones políticas. 

El candidato P., que fué proclamado elecio, no representa la opinión de sus elec- 
tores, y está en la Cámara de Diputados, como una protesta contra la ley electoral 
actual. 
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República, bajo el régimen uninominal, podría repe- 
tirse en la Provincia de Buenos Aires, si la Consti- 
tución no fuese previsora y consignase, en sus dis- 



Sus convicciones le hacen miembro dirigente de la pequeña agrupación socialista 
argentina, que no contó con sufragios testantes para elegirle dipuudo. Sin embargo, 
sus adversarios radicales — los republicanos conservadores y los autonomistas ene- 
migos de las revoluciones — fueron los que le dieron el triunfo. 

<'A quiénes, pues, ha ido á representar en la cámara el dipuudo P.? ^A los 
socialistas, que son sus correligionarios ó á los republicanos y autonomistas, que son 
sus verdaderos electores? 

La actitud asumida en el parlamento por el diputado electo por la cuarta circuns- 
cripción, le ha señalado como el representante genuino del partido socialista, de 
manera que, gracias á las pésimas combinaciones á que se presta el sistema del voto 
uninominal, no sólo puede ocupar una banca un diputado que no represente la ma- 
yoría absoluta de los sufragantes, sino que también uno que no represente .siquiera 
la opinión política de sus electores. 

La elección de i 3 de Marzo de 1904, en la cuarta circunscripción de la capital, 
servirá siempre para demostrar que el sistema de la ley actual ha muerto á los parti- 
dos políticos y á la unidad de acción y de opinión que representa su fuerza, dejando 
que, en cambio, cada pequeña agrupación regional haga en su circunscripción lo que 
mejor le parezca, sin obedecer á regla alguna de disciplina y consecuencia política. 

Los conservadores más convencidos eligiendo á un socialista exaltado, es el colmo 
que, por si solo, basta para desprestigiar el sistema que tales resultados dé. 

SEXTA CIRCUNSCRIPCIÓN 

Votos obtenidos por el diputado C. , electo 602 

Votos perdidos, obtenidos por los candidatos C. 34 i -^ G. 2 58 -f- ^- M' = TA^ 

Total de votantes 1342 

Mayoría absoluta ¡342 -f 2 = 671. 

Tampoco en esta circunscripción obtuvo el candidato declarado electo, la plurali- 
dad de todos los votos emitidos en ella, puesto que, aun cuando se acercó mucho á 
la mayoría absoluta, no alcanzó á ella. 

En la séptima circunscripción, como en las demás que no examinamos, no hubie- 
ron elecciones. Hacemos esta declaración para que no se crea que omitimos algunas 
en nuestro estudio porque sus cifras pudieran ser contrarias á nuestra doctrina. 

OCTAVA CIRCUNSCRIPCIÓN 

Votos obtenidos por el diputado L , electo 837 

Votos perdidos, dados á los candidatos P. 109-f-LI. 227 -|-L. 5oi-f-R. 

i32 4- C. 119 + L. 462 -f V. 82 = i632 

Total de votantes 2469 

Mayoría absoluta 2469 ^ 2 = 1234. 
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posiciones, el doble principio de que la base de toda 
elección política debe ser la población total de la 
provincia, y que ésta debe dividirse en distritos que 



Tampoco en esta circunscripción aparece el candidato electo con ia mayoría abso- 
luta de los sufragios emitidos en ella, siendo de notar muy especialmente que, es 
esta una de las circunscripciones, en que menos se han presentado los partidos poli- 
ticos á disputar el triunfo de sus candidatos. 

Parece que cada uno hubiera campeado por sus respetos, sin vinculaciones que lo 
obligasen á la disciplina. 

Asi se explica que los 2469 sufragantes se dividiesen votando por ocho candida- 
tos, de los cuales muchos pertenecían al mismo partido político. 

¡Esa es la obra de las circunscripciones! 

DÉCIMA CIRCUNSCRIPCIÓN 

Votos obtenidos por el diputado C. , cleao 58o 

Voios perdidos, dados á los candidatos S. 28o4-I^- 5i3-f-J. i io-{- otros 6 = 909 



Total de voun tes 1489 

Mayoría absoluta 1489 r 2 = 744. 

El candidato proclamado electo apenas obtuvo poco más de la tercera parte del 
total de los sufragios, dividiéndose en esta circunscripción la votación de tal manera 
que, el elegido sólo tuvo 67 votos más que aquél que inmediatamente le seguía en 
el escrutinio. Habría bastado que cualquiera de los candidatos que tuvieron el menor 
número de votos se los hubiese dado á éste, para que el resultado de la elección 
cambiase, como sucedió en la cuarta circunscripción, que una coalición de elementos 
heiereogéneos venció la mayoría indiscutible que tenían los partidos sostenedores de 
ia candidatura presidencial del doctor Quintana. 

Esu facilidad con que, á última hora, puede alterarse el resultado de una elec- 
ción, mediante cabildeos y trapisondas, sólo se nota en la elección uninominal. 

DUODÉCIMA CIRCUNSCRIPCIÓN 

Votos obtenidos por el diputado O . , electo 887 

Votos perdidos, dados á los candidatos M. 6 i i -f-B. 846 -f M. i 84 -f K.. i 8 = 1659 



Total de votantes 2546 

Mayoría absoluta 2546 i- 2 = 1278. 

Es también digna de atención la manera como se dividió la opinión en esta cir- 
cunscripción. El candidato vencedor sólo tuvo cuarenta y un votos más que el que 
inmediatamente le seguía, pero no alcanzando en sus sufragios á la tercera parte del 
total de los sufragantes. 

Como en las demás circunscripciones de que hemos venido ocupándonos, también 
en ésta falta la acción y el nervio de los partidos políticos. Allí se ve la lucha perso- 
nal; el candidato defendiendo su propia candidatura, y buscando votos por todos los 
medios y con todos los elementos capaces de atraerlos. 
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contengan, en cuanto sea posible, igual número de 
habitantes, á fin de que los comicios electorales sean 
entre sí relativamente idénticos, para que la represen- 



La prensa de aquella época, juzgando la elección de la duodécima circunscripción, 
es la mejor protesta contra la ley vigente. 

DÉCIMA SEXTA CIRCUNSCRIPCIÓN 

Votos obtenidos por el diputado D . , electo 5 3 i 

Votos perdidos, dados á los candidatos V. 499 -\- O. 180 -f" otros 18 = 697 

Total de votantes 1228 

Mayoría* absoluta 1228 r 2 = 614. 

Tampoco alcanzó en esta circunscripción la mayoría absoluta de los sufragantes el 
candidato proclamado diputado electo; y, á su respecto, repetimos lo que hemos di- 
cho con referencia á otras que se encuentran en idénticas condiciones. 

DÉCIMA SÉPTIMA CIRCUNSCRIPCIÓN 

Votos obtenidos por el diputado V. , electo 832 

Votos perdidos, dados al candidato G. 9 = 9 

Total de votantes 841 

Mayoría de votantes 841 r 2 = 420. 

Nada hay que decir respecto á esta circunscripción, puesto que es la única en que 
el diputado proclamado electo ha obtenido la casi unanimidad de los sufragios. 
. Sin embargo, haremos notar que con i o votos habría vencido el candidato que 
resultó proclamado, perdiéndose para su partido 822 votos que él no necesitó. 

DÉCIMA OCTAVA CIRCUNSCRIPCIÓN 

Votos obtenidos por el diputado P . , electo 869 

Votos perdidos, dados á los candidatos S. C. 597 + O. 762 -}- B. 27 = t386 

Total de votantes 2246 

Mayoría absoluta 2245 f 2 = 1122. 

Repelimos á propósito de esta circunscripción, lo que hemos dicho con respecto á 
la mayor parte de las anteriores: — el candidato proclamado no ha alcanzado á la 
mayoría absoluta y apenas excede en poquísimos votos á la tercera parte del total 
de electores. 

Sin embargo, debemos hacer notar aquí otro de los inconvenientes del sistema 
uninominal. De los tres candidatos serios que se presentaron á disputarse el triunfo, 
dos eran caudillos locales del barrio que forma la circunscripción, de manera que la 
lucha que alli se trabó fué una lucha de influencias personales y no de propósitos y 
partidos políticos. 

Algo más: uno de esos caudillos, al levantar su propia candidatura, desacató la 
resolución del comité de su partido, que había proclamado otro candidato; lo que 
demuestra que este sistema mata la disciplina de los partidos. 
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tación política pueda siempre hacerse con la mayor 
igualdad posible. 

Estas consideraciones me hacen sostener el prin 
cipio que, á este respecto, consigna la actual Cons- 
titución, aun cuando pienso que debe reformarse el 
texto del artículo 49 para hacerlo más claro é inter- 
giversable. 

S 3. El sistema proporcional 

El artículo 51 de la Constitución actual, establece 
que la proporcionalidad de la representación, será la 
regla en todas las elecciones populares. 



DÉCIMA NOVENA CIRCUNSCRIPCIÓN 

Votos obtenidos por el diputado L., electo 1107 

Votos perdidos, dados á los candidatos D. SSg -f* M* 7^3 + ^- 396 

-f M. 82 = 1978 

Total de votantes 3o85 

Mayoría absoluta 3o85 -r 2 = 1542. 

Tampoco en esta circunscripción, obtuvo el candidato proclamado la mayoria que 
representa la pluralidad de los votos de esta sección, de manera que, con exclusión 
de la sección i 7 , en ninguna se obtuvo, por los elegidos, siquiera fuera la mayo- 
ria absoluta de los votos emitidos en su sección respectiva. 

Esto no es un sistema electoral que obedezca á principios cicntifícos, ni á repre- 
sentaciones efectivas de la opinión pública. 

Está bueno que se busque dar á la minoría una representación en los parlamentos, 
en la proporción en que sus fuerzas figuran en la opinión pública, pero no podemos 
admitir un sistema en el que, permanentemente, los diputados sean sólo los repre- 
sentantes de la minoría de los votantes. 

Y si á esto se agrega que osa minoría no es siquiera del « pueblo de la capital » 
(ó de la provincia) sino del reducido «pueblo de la circunscripción», que elige no- 
minalmcnte un diputado, entonces el sistema se desprestigia aún más, porque resulta 
que, no sólo no se cumplen las prescripciones de la constitución, sino que la cámara 
de diputados no está compuesta por los representantes de ninguna mayoría, ni la del 
pueblo de la nación, ni la del pueblo de la provincia, ni la de la circunscripción 
electoral. 
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La tradición argentina, antes de la reforma hecha 
por la Constitución de 1873, era la elección de lista 
á simple pluralidad de votos. Esa regla ha prevale- 
cido en las elecciones políticas de la Nación y de 
todas las provincias, con la sola excepción de Entre 
Ríos, que ha adoptado, con éxito, la lista incompleta. 

Buenos Aires fué demasiado radical en la reforma. 
Para corregir los males y los fraudes de la ley de 
las simples mayorías, adoptó en su Constitución « la 
proporcionalidad de la representación, á fin de dar á 
cada opinión el número proporcional de sus adhe- 
rentes» (artículo 51), como la regla imperativa de 
todas las elecciones populares. 

El cambio era demasiado brusco. Del más sencillo 
y rutinario de los sistemas electorales, se saltaba al 
más científico, al más matemático, al más ideal. El 
pueblo acostumbrado á la ley que el vulgo llamaba 
del garrote^ porque las elecciones se hacían procu- 
rando vencer por la violencia, no pudo darse cuenta 
de lo que significaba aquella proporcionalidad^ que 
debía reflejar en las asambleas deliberantes los mati- 
ces de las opiniones populares, en la proporción de 
adherentes que éstas tuviesen. 

La ley completó la confusión. En los primeros 
años, fué difícil, á los mismos legisladores, aplicar á 
los escrutinios las reglas del cuociente electoral, ope- 
ración demasiado complicada para los que no habían 
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estudiado el desenvolvimiento de la elección en las 
explicaciones de Haré, de Borely y de sus sucesores. 

Hoy, puede decirse, que las elecciones se hacen en 
la Provincia de Buenos Aires, sin sujetarse á regla 
alguna. No hay ocasión de aplicar la proporcionali- 
dad, porque, desde hace muchos años, los partidos 
políticos han adoptado la abstención como medio de 
protestar contra efectivas ó supuestas coacciones ofi- 
ciales; de manera que las Cámaras vienen formán- 
dose por los partidos gubernistas, que, á veces, por 
combinaciones políticas, y sin aplicar reglas de pro- 
porcionalidad, ni buscar cuocientes, suelen dar entrada 
á la Legislatura á algunos opositores. 

En tales circunstancias, la reacción se ha operado 
en todos los espíritus sanos; y, hoy, hay efectiva- 
mente un movimiento de opinión que reclama la 
verdad en el sufragio y la pureza en los comicios. 

Ya no se busca cuál será el mejor sistema para 
dar representación á todas las opiniones. Ahora, se 
busca el medio de hacer que disminuya el numero 
de los abstenidos. 

En puridad de verdad, hoy, hay más peligro en 
ser absorbidos y gobernados por minorías audaces, 
que se aprovechan de la indiferencia y el abandono 
de las mayorías, que en ser mistificados por los frau- 
des y las cabalas de los comités políticos. 

El sistema de la proporcionalidad en la represen- 

25 
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tación, que la Constitución de 1873 estableció, tiene 
como base ineludible la existencia de partidos orga- 
nizados y permanentes. Cuando la Constitución quiere 
«dar á cada opinión un número de representantes 
proporcional al número de sus adherentes», ha que- 
rido decir « á cada partido », puesto que así se lla- 
man las agrupaciones políticas que se forman para 
sostener opiniones determinadas. 

No existiendo esos partidos, organizados en una 
forma permanente, no puede aplicarse el sistema de 
la representación proporcional, porque falta la base: — 
las agrupaciones de adherentes sosteniendo una mis- 
ma opinión. 

No digo una novedad, asegurando que he sido 
uno de los más convencidos apóstoles del sistema 
de la representación proporcional. No sólo colaboré 
en la Convención de 1870-1873 para hacer triun- 
far ese sistema; no sólo tomé parte en la discusión 
de la ley en la Cámara de Diputados, sino que existe 
una obra especial mía, escrita sobre esa materia (i). 

Sin embargo, hoy, estoy convencido de que la 
Provincia de Buenos Aires — la República Argentina, 
puedo decir — no está educada ni preparada para la 
práctica sincera del sistema de la representación pro- 



Luis V. Várela: La Democracia Práctica. Estudio sobre los sistemas electora- 
les, etc., París, 1875. 
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porcional de todas las opiniones en las elecciones 
de sus asambleas deliberativas. 

He llegado á un convencimiento aún más radical: 
— creo que ese sistema es inaplicable en los países 
donde existe el sufragio universal. 

Y, sin embargo, no es posible que, al reformar la 
Constitución de la Provincia, abandonando la imposi- 
ción constitucional que hace imperativa la aplicación 
de aquel sistema á todas las elecciones populares; 
no es posible, decía, que volvamos á la injusta ley 
de las mayorías absolutas, en que la mitad más uno 
ahoga é inutiliza la opinión de la mitad menos uno. 

Es menester buscar algo práctico, sencillo, honesto, 
que, dándonos elecciones de verdad, sin fraude ni 
violencias, permita que las minorías tengan también 
su representación en las asambleas políticas y admi- 
nistrativas. 

No sé cuál será el mejor sistema electoral para lle- 
gar á ese resultado; pero sé que, no sólo, no es in- 
dispensable determinarlo en la Constitución, sino que 
hacerlo sería un error tan grave, como el que cometi- 
mos, los convencionales de 1870-1873 y 1882-1889, 
al enclavar en las constituciones de esos años el sis- 
tema de la representación proporcional, condenado 
por sus malos resultados entre nosotros, sin que pu- 
diese ser abandonado, por hallarse prescripto institu- 
cionalmente. 
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Sin embargo, en el propósito de que las nuevas 
instituciones que se dicten, puedan aplicarse inmedia- 
tamente, propongo algunos artículos transitorios, que 
autorizan al Poder Ejecutivo para que, sobre la base 
de las prescripciones establecidas en el capítulo del 
Régimen Electoral, pueda modificar la ley actualmente 
en vigor, y las elecciones futuras se verifiquen con 
arreglo á las disposiciones constitucionales reformadas. 

Al estudiar en detalle las reformas que propongo, 
daré las razones en que apoyo esos artículos de 
efecto transitorio. 

% 4. La Junta Electoral 

La actual Constitución de la Provincia da á las 
municipalidades y á los jueces de paz el encargo 
de nombrar las comisiones empadronadoras y las 
mesas receptoras de votos en cada distrito. 

Los inconvenientes, que este procedimiento acarrea, 
han podido notarse, especialmente, en los últimos diez 
años, en que han faltado municipalidades en muchos 
partidos, sin poderse nombrar tampoco los jueces de 
paz en la forma establecida por la Constitución. 

Como lo he hecho notar en páginas anteriores ( \ ), 
la opinión unánime del país, de los gobernantes y 
de la prensa, ha venido reclamando la reforma cons- 



(I) Véase antes página 33 y siguientes. 
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titucional en esta parte, habiéndose reconocido que 
hay más ventajas y mayores garantías en confiar á 
una junta electoral, todas aquellas atribuciones, que, 
en materia de elecciones, la Constitución confiere á 
las municipalidades y á los jueces de paz. 

Yo he tomado en consideración la unanimidad de 
esas opiniones; y, en las reformas que propongo, 
elimino toda función electoral en las administraciones 
comunales y en la justicia de menor cuantía. 

En cambio, propongo que se cree, como institución 
constitucional, una Junta Electoral permanente, for- 
mada por funcionarios inamovibles, y en quienes, por 
razón de sus funciones ordinarias, hay derecho para 
suponer una elevación moral que les coloque á la 
altura de la misión que se les confía. 

A esa junta corresponderá la designación de las 
mesas empadronadoras y la verificación de todos 
los escrutinios de las elecciones que se practiquen 
en la provincia. Son estos dos puntos los que más 
han agitado á los partidos políticos en sus luchas 
electorales. Los nombramientos de escrutadores y el 
juicio desapasionado é imparcial de las elecciones 
han dado tema á protestas y á reclamaciones de 
todo género, concluyendo las oposiciones por abste- 
nerse de concurrir á los comicios, ante los temores 
de ser buriados por las municipalidades que hacían 
aquellos nombramientos y falsificaban los escrutinios. 
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No perjudicará, en lo mínimo, la creación de esta 
junta permanente electoral, á las atribuciones que 
deben mantenerse en los cuerpos deliberantes, para 
ser, en definitiva, los jueces de las elecciones de sus 
miembros. La Junta Electoral hará los escrutinios de 
verdad, según su ciencia y conciencia; pero cada 
asamblea, para la que se hubiesen hecho elecciones, 
tendrá el derecho de pronunciarse definitivamente 
sobre ellas, tanto en cuanto se refiere al conjunto 
de la elección, como á la persona de los elegidos. 



Enunciados los principales puntos que entiendo 
que deben ser reformados en la sección referente al 
Régimen Electoral, que hoy figura en la Constitución 
de Buenos Aires, — voy á presentar, en forma con- 
creta, la redacción de los artículos con que propongo 
que se reemplacen los que actualmente existen. 

Como no es posible, dada la completa contradic- 
ción entre lo existente y lo que se propone, seguir 
el orden de enunciación de la materia, empleado en 
la Constitución vigente, me parece preferible prescin- 
dir de esas disposiciones, y proponer íntegro el reem- 
plazo de toda la Sección actual, por la que implica 
la reforma. 
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LA REFORMA DEL RÉGIMEN ELECTORAL 

Las reformas que propongo al Régimen Electoral, 
que hoy se practica en la Provincia de Buenos Ai- 
res, tienden á hacer casi imposible los fraudes y las 
adulteraciones del resultado de los comicios. 

Necesitando respetar la regla que enseña que, « en 
las constituciones sólo deben establecerse principios », 
dejando para las leyes todo lo que sea reglamenta- 
ción, — no he podido establecer, en los artículos que 
propongo, ciertas disposiciones de detalle que hubie- 
ran completado el plan. 

Sin embargo, si, como lo espero, la buena fe acom- 
paña al deseo de la reforma constitucional, manifes- 
tado tan universalmente, — es de esperarse que se 
acepten, por los futuros constituyentes, las garantías 
que encierran las reformas propuestas en este capí- 
tulo de esta obra. 

A la altura de la vida en que me encuentro; sin 
vinculaciones ni compromisos políticos de ningún gé- 
nero, y estimulado por el propósito del actual Go- 
bierno de la Provincia, de que la futura reforma sea 
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la obra del más desinteresado patriotismo, unido á 
la más práctica de las soluciones, — el Régimen Elec- 
toral que propongo, sólo puede ser combatido por 
los que no encuentren en él otros medios de llegar 
al fraude, que el delito, descarada y audazmente co- 
metido. 

Dentro de los procedimientos constitucionales, acep- 
tadas mis conclusiones, no habrá combinaciones ni 
habilidades capaces de aumentar la cifra de los su- 
fragantes ni de alterar el resultado del comicio. 

Las elecciones serán de verdad, y los elegidos se- 
rán los representantes legítimos de los electores. 

Para llegar á este resultado, he necesitado aban- 
donar todo lo existente, creando un nuevo escenario, 
un nuevo mecanismo electoral, sin conservar nada, 
absolutamente nada, de todo lo que hoy sirve de 
justo motivo de condenación y de crítica. 

Esto explica por que, al proponer la reforma en esta 
sección de la actual constitución, no lo hago — como 
hasta aquí — tomando separadamente el artículo que 
debe reformarse, para reemplazarte por el propuesto. 

Tratándose del Régimen Electoral, en la extensión 
en que la reforma se proyecta, es indispensable pre- 
sentar toda la combinación en conjunto, para que ella 
pueda ser apreciada y comprendida, entrando luego 
á fundar y explicar, cada una de las distintas dispo- 
siciones que el capítulo contiene, las que, por su no- 
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vedad algunas, y por su importancia todas, necesitan 
ser explicadas y justificadas. 

Por mi parte, como propongo la sustitución del 
actual capítulo de la Constitución ( i ) por el que yo 
he preparado, comentaré, separadamente, sólo los 
nuevos artículos; dando, al hacerlo, los fundamentos 
del abandono de ios actuales. 



(I) He aqui el capítulo que hoy figura en la Constitución vigente: 

RÉGIMEN ELECTORAL 

Art. 49. La representación política tiene por base la población y con arreglo á 
ella se ejercerá el derecho electoral. 

Art. 5o. La atribución del sufragio popular es un derecho inherente á la calidad 
de ciudadano argentino y un deber que desempeñará con arreglo á las prescripciones 
de esta Constitución y á la ley de la materia. 

Art. 5 I . La proporcionalidad de la rcprebentación será la regla en todas las elec- 
ciones populares, á fín de dar á cada opinión un número de reprei>entanics propor- 
cional al número de sus adhcrentes, según el sistema que para la aplicación de este 
principio determine la ley. 

Art. 5 2. El territorio poblado de la Provincia se dividirá en tantos distritos elec- 
torales cuantos sean los municipios, á los efectos de la inscripción, organización é 
instalación de las me&as receptoras y recepción de los votos. 

La Legislatura determinará el número de comicios en que pueda subdividirse el 
distrito electoral, cuando las necesidades de la población lo requieran. 

En ningún caso la Legislatura podrá formar secciones electorales en que correspon- 
da elegir á cada una de ellas un número menor de tres senadores y seis diputados. 

Art. 53. Para toda elección popular deberá servir de base el registro electoral de 
cada distrito, que se hará cada cuatro años, por inscripción directa á domicilio, por 
comisiones empadronadoras nombradas á la suerte por las municipalidades respecti- 
vas, y donde no hubiese éstas, por los jueces de paz. 

Este registro se reabrirá en la respectiva municipalidad ó juzgado de paz en su caso, 
cada año, durante el mes de Septiembre, al efecto de que puedan inscribirse los 
ciudadanos que se encontrasen en las condiciones requeridas. 

Art. 54. Las mesas receptoras de votos en cada distrito, serán también formadas 
á la suerte por las municipalidades ó por los jueces de paz en su caso. 

Art. 55. Los cargos de empadronadores y miembros de las mesas receptoras serán 
obligatorios á todo ciudadano, bajo multa que establecerá la ley, á beneficio de la 
municipalidad respectiva. 

Art. 56. Ningún ciudadano podrá votar sino en el distrito electoral de su resi- 
dencia y estando inscripto en el registro. 

Art. 57. La ley de elecciones deberá ser uniforme para toda la provincia. 
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Sería demasiado largo proceder de otra manera, 
puesto que me vería obligado á hacer un doble tra- 
bajo: uno para explicar los motivos por los cuales 
no mantengo el sistema electoral actual, y otro para 
explicar las razones por que propongo uno nuevo. 

He aquí, pues, íntegro, el Régimen Electoral que 
someto á los que deben hacer la reforma electoral. 
Como en la nota precedente está el texto de las dis- 
posiciones que propongo reemplazar con éstas, la 
comparación es fácil de irse haciendo á medida que 
se leen los artículos: 

RÉGIMEN ELECTORAL 

¡^ 1. El empadronamiento 

Art. a. En la Provincia de Buenos Aires tendrán el ca- 
rácter de electores, en todas las elecciones políticas: P To- 
dos los ciudadanos argentinos que hayan cumplido la edad 
designada por las leyes nacionales para el servicio militar; 
2" Todos los extranjeros á quienes permitan votar las leyes 
que dicte la Legislatura. 



Art. 58. Toda elección deberá terminarse en un solo dia, sin que las autoridades 
puedan suspenderla por ningún motivo. 

Art. 59. Se votará personalmente y por boletas en que consten los nombres de 
los candidatos. 

Art. 60. Ningún ciudadano inscripto que no haya sido movilizado, podrá ser 
citado ni retenido para el servicio militar ordinario, desde quince dias antes (por lo 
menos) de las elecciones, hasta ocho días después de éstas. 

Art. 6 I . No podrá votar la tropa de linea, ni ningún individuo que forme parte 
de la policía de seguridad. 

Art. 62. Las mesas receptoras de votos tendrán á su cargo el orden inmediato 
del colegio electoral, durante el ejercicio de sus funciones, y para conservarlo ó esta- 
blecerlo podrán requerir el auxilio de la fuerza pública. 
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Art. b. Los Rastros Electorales serán formados y lle- 
vados por los oficiales O^fcs) de las oficinas del Registro 
del Estado Civil en cada distrito (partido) y deberán con- 
tener: 
1^ La nómina de todos los ciudadanos inscriptos en las 
listas del servicio militar, con arreglo á las leyes nacio- 
nales de la materia; 
2^ La nómina de todos los ciudadanos que, no estando 
obligados á enrolarse, ocurran voluntariamente á ins- 
cribirse á las oficinas del Registro del Estado Civil, 
justificando el carácter que invocan con su fe de bau- 
tismo ó inscripción civil correspondiente; 
3° Los extranjeros, á quienes la ley autorice á votar, con 
arreglo á lo dispuesto en el artículo (letra g), los que 
deberán hacerse inscribir personalmente en el Registro 
Electoral, haciendo constar los extremos que establez- 
can las leyes respectivas. 
Art. c. Los Registros Electorales permanecerán abiertos 
todo el año para la inscripción de los electores que se en- 
cuentren en las condiciones del artículo anterior; pero sólo 
tendrán derecho á votar, en cada elección, las personas que 
estuviesen inscriptas en ellos diez días antes de las eleccio- 
nes en que deben votar. 

Art d. La población total de la Provincia, según el re- 
sultado de los censos nacionales y provinciales que se prac- 
tiquen, será la base de toda elección política, en todas las 
Asambleas que deban formarse por elección popular. 

§ 2. De! sistema electoral 

Art. e. La Legislatura dividirá el territorio de la Provin- 
cia, en tantos distritos cuantos sean los miembros que de- 
ban componer la Cámara de Diputados, tratando de darles 
la mayor igualdad de población posible y formando los 
distritos con los partidos más inmediatos los unos de los 
otros. Las secciones electorales, para las elecciones de se- 
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nadores y diputados, s^;ún el sistema que se adopte, se 
formarán del número de distritos necesarios, pero conser- 
vándose siempre la regla en cuanto á su población é inme- 
diación de los unos con los otros. 

Art. /. Una vez hecha la división, á que se refiere el 
artículo anterior, ella no podrá ser alterada sino después de 
cada nuevo censo; salvo el caso en que, por haberse cam- 
biado el sistema de elecciones, su alteración fuera indis- 
pensable. 

Los nuevos partidos que se crearen, antes de la realización 
de un nuevo censo, serán adheridos al distrito electoral 
más inmediato. 

Art. g. Cualquiera que sea el sistema de elecciones que 
se adopte definitivamente por la Legislatura, no podrá de- 
jar de dárseles representación en las asambleas deliberantes 
á las minorías de la opinión, debiendo la ley determinar 
su proporción y la forma en que aquéllas han de conse- 
guir esa representación. 

Art. h. En todas las elecciones, los electores votarán por 
tantos suplentes cuantos sean los titulares porque tengan 
derecho de votar; y en caso de muerte, destitución ó re- 
nuncia de un titular electo, será reemplazado por el suplente 
que figurase con mayor número de votos en la misma lista 
en que figuraba el titular inutilizado. 

Art. /. La ley de elecciones deberá ser uniforme para toda 
la provincia, pero los electores no podrán votar sino per- 
sonalmente y en el distrito en que estuviesen empadronados. 

!^* 3. De la Junta Electoral Permanente 

Art. y. Todos los actos preparatorios de las elecciones ge- 
nerales, parciales y municipales, que se practiquen en la 
provincia, estarán á cargo de una Junta Electoral Perma- 
nente, que funcionará en la capital de la Provincia y será 
formada del presidente de la Suprema Corte de Justicia, y 
de los presidentes de la Cámara primera y segunda de 
Apelaciones en lo Civil de la mencionada capital. 
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Alt k. La Junta Electoral, á que se refiere el artículo an- 
terior, tendrá á su cargo todo lo referente á formación de 
padrones electorales y reclamos sobre empadronamientos; 
la designación de escrutadores por sorteo entre los inscrip- 
tos de cada distrito que sepan leer correctamente; los es- 
crutinios de todas las elecciones que se practiquen en la 
provincia, tanto políticas como municipales, y la denuncia 
ante la justicia de las infracciones punibles que tenga opor- 
tunidad de conocer en el desempeño de su cometido. 

Art. /. Los oficiales del Registro del Estado Civil, en todo 
lo referente al R^istro Electoral, dependerán directamente 
de la Junta Electoral Permanente creada por esta Constitu- 
ción, en cuyas oficinas deberá siempre existir una copia 
auténtica de todos los registros electorales de la Provincia. 
La primera vez, los oficiales del Registro del Estado Civil 
remitirán á esta Junta, los padrones que organicen con arre- 
glo á esta Constitución, á los tres meses de instalada la 
oficina respectiva. 

Art. //. Siempre que se trate de los escrutinios de elec- 
ciones de diputados y senadores á la Legislatura, la Junta 
Electoral Permanente será integrada por los presidentes de 
todas las Cámaras de Apelaciones que existan en la pro- 
vincia, siendo su traslación y permanencia en la capital á 
cargo del tesoro público. 

Art. m. La Junta Electoral Permanente deberá practicar 
los escrutinios de las elecciones, dentro de los veinte días 
posteriores á su celebración, siendo su deber juzgar y deci- 
dir sobre la validez del acto electoral. 

Ese fallo, con todos sus antecedentes, será elevado á la 
corporación para cuya integración se hubiesen practicado 
las elecciones, á los efectos de los juicios definitivos que 
corresponde á aquélla con arreglo á esta Constitución. 

Art. n. Cuando alguno de los miembros de la Junta Elec- 
toral Permanente tenga impedimento para concurrir á las 
reuniones en que deban hacerse escrutinios, deberá po- 
nerlo en conocimiento de su reemplazante legal, quien de- 
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berá reemplazarle provisoriamente. Toda ausencia injustifi- 
cada, en estos casos, será penada con quinientos pesos de 
multa. La justificación deberá hacerse ante la asamblea á la 
que corresponda el juicio definitivo del escrutinio. 

Art. o. Cuando lleguen los plazos en que deban reunirse 
los cuerpos deliberantes, sin que la Junta Electoral Perma- 
nente haya hecho el escrutinio correspondiente, el cuerpo 
á que pertenezcan los funcionarios, que han debido elegirse, 
se avocará directamente el asunto, practicando el escrutinio 
y juzgando definitivamente de la elección. En este caso se 
aplicará la multa á los causantes de que el escrutinio no se 
haya practicado. 

Art. p. Los miembros de la Junta Electoral gozarán de 
una compensación extraordinaria por estas funciones, la que 
será fijada por la ley. 

Art. q. Los cargos de miembros de las mesas receptoras 
de votos serán rentados y obligatorios para todo ciudadano. 
La ley determinará la compensación que deban recibir por 
su trabajo, y las penas en que incurrirán por su omisión. 

Art. r. Cualquier ciudadano domiciliado en la Provincia, 
puede denunciar ó acusar ante la justicia, los delitos que 
se cometan en violación de las disposiciones electorales; y, 
en esos juicios, independientemente de las penas que esta- 
blezcan las leyes, cuando se tratase de empleados, toda con- 
dena por un delito electoral, traerá aparejada la cesación 
en el cargo público ó empleo que desempeñase el conde- 
nado, aun cuando fuese de elección popular, y la suspen- 
sión del ejercicio de sus derechos políticos durante cinco 
años. 

S 4. Disposiciones transitorias 

Art. 5. En tanto la Legislatura no reforme la ley electoral 
vigente, de acuerdo con las prescripciones de esta Consti- 
tución, el Poder Ejecutivo convocará á todas las elecciones, 
modificando por decretos aquella ley, para aplicar á los 
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padrones, nombramientos de escrutadores y escrutinios, las 
disposiciones contenidas en la sección Régimen Electoral, 

Art. t Mientras no se adopte definitivamente el sistema 
electoral que ha de practicarse en la provincia, todas las 
elecciones se harán por el de la lista incompletay á cuyo 
efecto se formarán secciones electorales que elijan seis di- 
putados y tres senadores, no teniendo cada elector el dere- 
cho de votar sino por listas en que figuren cuatro candi- 
datos para diputados y dos para senadores. 

La Junta Electoral Permanente, hecho el escrutinio á sim- 
ple pluralidad de votos, proclamará electos los seis diputados 
y tres senadores que hubiesen obtenido mayoría de sufragios. 

Los Últimos tres artículos de la actual sección que 
se refiere al Régimen Electoral, y que llevan los nú- 
meros 60, 61 y 62, pueden quedar tales cuales están, 
puesto que, aun cuando las tropas de línea y las 
citaciones de los ciudadanos para el servicio de las 
armas, son cosas que, generalmente, caen bajo la ju- 
risdicción nacional, esas disposiciones son necesarias 
hoy, bajo el régimen del sistema del servicio obliga- 
torio. 

Como se comprende, la disposición del artículo 60, 
que prohibe la citación de los ciudadanos para el 
servicio militar, en vísperas de elecciones, sólo se re- 
fiere á citaciones hechas por las autoridades provin- 
ciales, dentro de las facultades que, al efecto, le 
acuerda la Constitución Nacional, tanto para los ejer- 
cicios doctrinarios de la Guardia Nacional, como para 
el servicio militar, en casos extraordinarios de con- 
moción ó sedición. 
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En cuanto al voto de la tropa de línea, hoy es 
más necesaria esa disposición que cuando ella fué 
incluida en la Constitución vigente. 

La tropa de línea, la forman hoy los conscriptos; 
es decir, precisamente aquéllos que, enrolados é ins- 
criptos en los registros militares, forman el núcleo 
más grande é importante de los electores reconocidos 
en esta reforma que se propone. 

Esos ciudadanos que prestan servicio en el ejér- 
cito, en momentos de elecciones, podrían ser inten- 
cionalmente licenciados en los días en que ellas tu- 
vieran lugar, con el solo objeto de que concurriesen 
á los comicios, haciéndose así posible la intervención 
de sus jefes en el resultado de los comicios. 

La disposición es, pues, conveniente y debe quedar. 

El artículo 62, que, por mi parte, también man- 
tengo — aun cuando parece que es una disposición 
que debiera figurar en la ley y no en la Constitu- 
ción—no está mal aquí, desde que todos nos em- 
peñamos en rodear al sufragio de las mayores ga- 
rantías posibles. 

Paso ahora á dar los fundamentos de cada uno 
de los artículos que he propuesto en el capítulo so- 
bre Régimen Electoral. 
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III 

LOS FUNDAMENTOS DE LAS REFORMAS 
EL RÉGIMEN ELECTORAL 

,S 1. Del empadronamiento.— Quiénes son electores 

Artículo a. En la Provincia de Buenos Aires, 
tendrán el carácter de electores en todas las elec- 
ciones políticas: 

1 " Todos los ciudadanos argentinos que hayan 
cumplido la edad designada por las leyes 
nacionales para el servicio militar; 
2" Todos los extranjeros á quienes permitan 
votar las leyes que dicte la Legislatura. 

Tanto en la Convención de 1873, como en la co- 
misión central, encargada, en 1882, de proyectar las 
reformas, como, por fin, en la Convención que dictó 
la Constitución de 1889, fué motivo de discusiones 
y resoluciones, una cuestión que he querido evitar, 
expresamente, al redactar este artículo. 

Me refiero al derecho y al deber del sufragio. 

La redacción actual del artículo 50 de la Consti- 
tución, fué una transacción entre dos ideas extremas 
que se debatieron en las sesiones de 1871 de la 

26 
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Convención. Unos sostenían el sufragio obligatoriOy 
con sanción penal; otros, lo reconocían como mero 
derecho, inherente á la condición de ciudadano, y, 
por tanto, renunciable. 

Para conciliar estas opiniones, se redactó y aceptó 
el artículo 50, que no estatuye nada preciso, y que 
ha dado lugar á las abstenciones que se han aumen- 
tado después de su sanción. 

Cuando la Comisión Central de 1 882 - 1 884, dis- 
cutió este punto, yo promoví, en su seno, la misma 
cuestión que había promovido en la Convención de 
1873, y después de largas discusiones, se convino en 
redactar un artículo que hiciese del sufragio un de- 
ber; pero esa reforma propuesta por nosotros, no 
fué aceptada por la Convención í i ). 

Al organizar hoy mi plan de reformas á la Cons- 
titución vigente, creí que era preferible, en el capí- 
tulo referente al Régimen Electoral, seguir el ejemplo 
de las constituciones de los Estados de la Unión 
Americana y de los Cantones Suizos, así como de las 
leyes civiles y políticas de casi todos los países: — 
definir y precisar quiénes son electores, sin estable- 
cer si el sufragio es un derecho ó un deber. 

Es esta una cuestión en la que, si bien la mayoría 
de los publicistas sostiene que, en las naciones re- 



( I) Véase El Redactor: Informe de la Comisión Revisora, i88 3, página V y 3 3 
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presentativas, el sufragio debe ser obligatorio, en la 
práctica sólo la Bélgica ha hecho un deber cívico del 
voto, imponiendo penas al que no concurra á los 
comicios, sin causa justificada. 

Entre nosotros, no es el momento de introducir 
esa reforma, que sería menester empezar por la su- 
presión del sufragio universal. Ya he dado, en otro 
lugar, las razones que tengo para no proponer esas 
reformas (i). 

Pero comprendiendo que, tarde ó temprano, tendrá 
que resolverse esta cuestión, he adoptado, en la re- 
dacción del artículo que vengo estudiando, una fór- 
mula que permitirá á la ley hacer compulsivo el de- 
ber de votar, sin necesidad de reformar la Consti- 
tución. 

Lo demás del artículo está explicado por sus pro- 
pios términos. Los que se declaran electores son los 
mismos que lo son actualmente, sin más diferencia 
que fijar, como edad mínima de los votantes, la misma 
que la ley militar fija para el servicio en el ejército. 

Esta modificación tiene la ventaja de que no se 
producirá el caso, como ya ha sucedido, de que ciu- 
dadanos argentinos á quienes las leyes nacionales 
hayan reconocido aptos para defender la patria, las 
leyes de elecciones provinciales les nieguen el dere- 
cho de votar. 



(i) Véase antes página 182. 
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El inciso segundo, referente á los extranjeros, tiene 
su explicación, no sólo en el sufragio de éstos en 
las elecciones municipales, sino también en el artículo 
que he propuesto anteriormente (n, por el que se 
autoriza á la Legislatura á dictar leyes que permitan 
votar á extranjeros, no naturalizados, que se encuen- 
tren en circunstancias especiales. 

La manera cómo han de ser inscriptos los electo- 
res, es la materia de que trata el artículo siguiente. 

He creído que era más regular establecer primero 
quiénes son los electores, y luego cómo deben ser 
inscriptos en el Registro Electoral. 



$ 2. La formación del Registro Electoral 

Artículo b. Los Registros Electorales serán 
formados y llevados por los oficiales (Jefes) de 
las oficinas del Registro del Estado Civil en 
cada distrito (partido)^ y deberán contener: 
Y La nómina de todos los ciudadanos inscrip- 
tos en las listas del servicio militar, con 
arreglo á las leyes nacionales de la mu- 
teria; 
2" La nómina de todos los ciudadanos que, 
no estando obligados á enrolarse, ocurran 



( I ) Véase antes página 3 2 6. 
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voluntariamente á inscribirse á las oficinas 
del Registro del Estado Civil, justificando 
el carácter que invocan con su fe de bau- 
tismo ó inscripción civil correspondiente; 
3° Los extranjeros á quienes la ley autorice 
á votar, con arreglo á lo dispuesto en el 
artículo (letra g), los que deberán hacerse 
inscribir personalmente en el Registro Elec- 
toral, haciendo constar los extremos que es- 
tablezcan las leyes respectivas. 

No hay un solo gobernador de la Provincia que 
no haya indicado los inconvenientes que tiene la cus- 
todia actual de los Registros Electorales, y su for- 
mación por los sistemas establecidos en la actual 
Constitución, 

En cambio, la última ley electoral que se ha dic- 
tado en la República, — la ley nacional de eleccio- 
nes, — ha dado á los jefes del Registro del Estado 
Civil la misión política que, con respecto á padro- 
nes, antes tenían las municipalidades. 

El jefe del Registro del Estado Civil es un funcio- 
nario que, aun cuando pueda estar afiliado á algún 
partido político, tiene ' á su cargo una misión tan 
alta, que no es probable que falte á sus deberes, 
como encargado de la formación y custodia de los 
Registros Electorales, desde que se le confían en las 
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mismas condiciones que los del estado civil de las 
personas, donde se registran las épocas clásicas de 
la vida, desde el nacimiento hasta la muerte. 

Si las leyes de todos los países han creído que 
las oficinas del Estado Civil, ofrecen bastante segu- 
ridad para ser las depositarias de todas las fuentes 
de los derechos civiles de la persona, de la familia, 
de la sociedad entera, — no hay razón para que no 
se tenga igual confianza al encomendar á su guarda 
el Registro Electoral, que no puede tener más im- 
portancia que aquel otro. 

En vez de innovar y buscar otros medios para 
reemplazar las intervenciones municipales y las comi- 
siones empadronadoras á domicilio, acepto lo bueno 
existente, y encomiendo á los oficiales del Registro 
del Estado Civil, la formación del Registro Electoral. 

Como en la Constitución sólo deben figurar prin- 
cipios, en este artículo sólo se dan las bases que de- 
ben servir para la formación de ese Registro Electo- 
ral, dejando que la ley reglamente la forma en que 
ellos deben llevarse, reglamentación que, por otra 
parte, ya está hecha, en gran parte, en la ley vigente. 

Otra reforma importante introducida en lo que se 
refiere á la formación del Registro Electoral, es la 
supresión del empadronamiento á domicilio. 

Ya he dado algunas de las razones que me han 
inducido á proceder así, al ocuparme, al principio de 
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este capítulo, de las principales reformas que se pro- 
yectan. Debo, sin embargo, agregar algo para defen- 
der el sistema que propongo. 

Lo que se busca es evitar que la mayoría de los 
electores tengan necesidad de hacerse inscribir, antes 
de las elecciones, para tener derecho de votar. 

La razón que, con más frecuencia, invocan los par- 
tidos políticos que se abstienen de concurrir á los 
comicios, es la de que los padrones electorales son 
fraudulentos, porque en ellos hay inscriptos imagina- 
rios y faltan electores efectivos, excluidos de los re- 
gistros electorales por los encargados de formarlos. 

Es, pues, menester encontrar el medio de que, el 
mayor número de votantes se encuentre inscripto en 
los registros, en los días de las elecciones, sin que 
siquiera se hayan tomado el trabajo de concurrir á 
hacerse inscribir; pero también es necesario que esa 
inscripción no sea la obra de los partidos, ni sea 
susceptible de ser alterada ó falsificada por los inte- 
reses transitorios que se agitan en las épocas electo- 
rales. 

Pensando en la mejor solución, he creído que las 
listas de enrolamiento militar, — hechas con la severi- 
dad y responsabilidades que las leyes militares im- 
ponen, — serían la mejor base del Registro Electoral 
de la Provincia. 

Esas listas son permanentes; y, en cualquier mo- 
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mentó, en que un ciudadano cumple la edad que la 
ley determina para enrolarse, tiene el deber de hacerlo, 
so pena de incurrir en las responsabilidades penales 
que las leyes nacionales imponen á los infractores. 

La libreta de enrolamiento, que se entrega á cada 
ciudadano que se enrola, está revestida de tantos re- 
quisitos y garantías, que es difícil que la mejor de 
las leyes electorales fuese más exigente con respecto 
á la boleta de inscripción electoral. 

Esa libreta no puede darse ni venderse, como se 
ha hecho con las boletas de inscripción electoral, 
porque aquélla debe acompañar al ciudadano durante 
todos los años quie está sujeto al servicio militar, no 
sólo como comprobante de que cumplió con el de- 
ber de enrolarse, sino también para acreditar que ha 
hecho su servicio de conscripto y para hacer cons- 
tar la clase militar á que pertenece su dueño. 

El enrolamiento nacional, tomado como base de 
los registros electorales provinciales, es una garantía 
tanto más efectiva, cuanto que él se forma por la 
autoridad suprema de la nación, con fines y propó- 
sitos militares, ágenos á la política militante y á los 
intereses de los partidos. 

Que cada ciudadano sepa que, al alistarse en las 
filas del ejército, para ser llamado al servicio militar, 
queda inscripto como elector en el mismo distrito en 
que se ha enrolado; y el estímulo de tomar parte en 
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la cosa pública, será mucho mayor que hoy, en que, 
para poder votar, es necesario ir á hacerse inscribir 
en un registro, que se sabe que es fraudulento. 

Hace ahora algunos años — en 1901 — la Provin- 
cia de Santa Fe, en vísperas de unas elecciones po- 
líticas, quiso abrir las puertas de los comicios, á las 
oposiciones que no se habían inscripto. 

Para conseguirio, algunos miembros de la Legis- 
latura santafecina presentaron un proyecto de ley, 
por medio del cual se declaraban « inscriptos en el 
registro cívico de la Provincia, á los guardias nacio- 
nales enrolados en el ultimo período fijado por las 
autoridades de la nación > ( i ). 



( I ) He aqui el texto integro de ese proyecto : 

¡M Legislatura de la Provincia, sanciona con fuerza de ley : 

Art. I* A los efectos de la ley de elecciones, declárase inscriptos en el Registro 
Cívico provincial á los guardias nacionales enrolados en el último periodo fíjado por 
las autoridades de la nación, y que hasta la promulgación de esta ley no figuraren en 
el referido registro. 

Art. 2' Las mesas inscriptoras harán sacar copia de los registros de enrolamiento, 
y á objeto de las tachas harán publicar por una sola vez en carteles, y en cada de- 
partamento, la nómina de los respectivos guardias nacionales que por no haberle ins- 
cripto, deban ser incorporados al registro cívico provincial. 

Art. 3* Vencido el plazo que la ley de elecciones fija para el juicio de lachas, las 
mesas inscriptoras incorporarán al iiegistro cívico provincial, en la forma de series 
establecida por la ley, los nombres de los expresados guardias nacionales que no hu- 
bieren sido tachados. 

Art. 4* Los que expidan libretas de enrolamiento falsas, y los que se presenten 
á votar con ellas, serán castigados con arresto de un mes á un año y declarados in- 
hábiles por el término de dos años para ocupar puestos públicos en la provincia. 

Art. 5* Las oficinas públicas provinciales suministrarán los antecedentes y el con- 
curso que las mesas inscriptoras requiriesen, á los efectos de esta ley. 

Art. 6* Deróganse las disposiciones de la ley especial que se opongan á la pre- 
sente. 

Art. 7* Comuniqúese. C. L. Pera — R. Rodriguei^^ Soto. 

Este proyecto fué sancionado por una gran mayoría y muy aplaudido por la opi- 
nión de toda la República. 
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La comisión de legislación de la Cámara de Dipu- 
tados quiso consultar ese proyecto con algunos hom- 
bres públicos de la metrópoli; y, como no me ha 
sido posible conseguir el texto de las contestaciones 
que ellos dieron, transcribo á continuación la parte 
del discurso del diputado doctor Celestino Pera, 
miembro informante de la comisión, en que hace el 
extracto de esas opiniones. 

Decía así el diputado doctor Pera, en la sesión 
en que se trató aquel proyecto, en Septiembre 4 de 
1901: 

« La comisión creía encontrarse entre el texto de 
un artículo constitucional, de interpretación taxativa 
ineludible, y la inclinación á lo más favorable por 
medio de un epikeya, con la que podía correrse el 
riesgo de abrir el primer agujero en el pliego sati- 
nado de nuestra flamante constitución. 

« Entre esos dos extremos, la comisión entendió 
que debía resolverse de acuerdo con el viejo aforismo: 
In dubiis libertas. En caso de duda, hay que estar 
siempre por la libertad. 

«Y por la libertad se ha pronunciado la mayoría 
de los ciudadanos consultados: ciudadanos consulta- 
dos, no tanto en su carácter de maestros de derecho 
constitucional, sino muy principalmente como los fac- 
tores más representativos entre los elementos de élite 
de todos los partidos políticos del país. 



« 



« 
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« El primero en contestar, fué precisamente el más 
anciano — y sin mengua ni agravio para nadie — el 
patricio más aclamado y popular de toda Sud Amé- 
rica. 

« Considero ese proyecto — nos ha dicho bajo su 
« firma el general don Bartolomé Mitre - como una 
« simple reforma parcial de la ley electoral, á efecto 
« de habilitar á todos los ciudadanos á hacer uso 
del derecho del sufragio popular que, por la Cons- 
titución y la ley les corresponden. Ese proyecto — 
agrega — no es en realidad sino una ampliación ó 
complemenío del registro cívico, incluyendo en él á 
« los que indebidamente están excluidos, considera- 
« ción y circunstancia que justifican la reforma, ó 
« más bien dicho, el complemento del registro cívico. » 
« Después del general Mitre, contestó otro maestro, 
á quien hemos oido llamar más de una vez, y por 
labios muy autorizados, el primer constitucionalista 
en la hora actual de la República Argentina, el doc- 
tor don Luis V. Várela ( i ). » 

« A su juicio, « el registro cívico debía formarse ins- 

< cribiéndose, en cada departamento, como electores, 
á todos los guardias nacionales que figuren en las 

« listas de enrolamiento del último período fijado 

< por las autoridades de la nación. Sobre esa base — 



( I ) La necesidad de no alterar el texio del discurso del doctor Pera, me ha obliga- 
do á conservar csie inmerecido elogio hecho al autor de esta obra. 
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prosigue diciendo el distinguido jurisconsulto — las 
mesas inscñptoras inscribirán á todos los demás 
« ciudadanos que, no siendo guardias nacionales, ten- 
«gan el ejercicio activo del sufragio». 

« La comisión aceptó la idea, pero no el orden del 
procedimiento aconsejado por el doctor Várela. 

«Creemos que debe empezarse por inscribir á todos 
los ciudadanos no enrolados que se presenten á so- 
licitarlo personalmente, y luego anotar de oficio -á 
todos los demás. 

«La diferencia — como lo reconoce el mismo doc- 
tor Várela — sólo es de forma, pero en el fondo es 
absolutamente la misma idea del proyecto. 

« El decano de la Facultad de Derecho de la capital 
federal, doctor Miguel Cañé, evacuó la consulta sos- 
teniendo resueltamente que, para obviar cualquier di- 
ficultad, bastaría un artículo de la nueva ley, decla- 
rando inscriptos en el registro cívico á todos los 
enrolados. > 

<Y — como si quisiera anticipar la refutación de 
cualquier objeción casuística — el ilustrado senador 
nacional citado, nos recordó que la ley norteamericana 
nos impone la solución más liberal, en toda duda 
sobre materia electoral.» 

«Uno de los talentos más claros y profundos en- 
tre los publicistas de la prensa argentina, á quien se 
le reconoce una erudición jurídica vastísima y una 



I 
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perseverancia en el trabajo á toda prueba, el doctor 
don Eleodoro Lobos, — como quien manifiesta extra- 
ñeza por verse consultado sobre algo muy evidente 
— inicia su carta con estas palabras textuales: «No 
veo la inconstitucionalidad de la reforma propuesta 
por el señor gobernador de la provincia.» 

« El doctor Lobos ilustra el caso con este antece- 
dente : 

Recuerda que «en 1886, el doctor Matienzo, se- 
ñalando defectos á nuestra legislación electoral, pro- 
puso un sistema mixto de oficio y de espontáneo, 
para formar el registro». « Inscríbase de oficio — de- 
« cía — á todos los ciudadanos enrolados en la guar- 
« dia nacional, que son más de las tres cuartas partes 

< de la totalidad de los electores, y ábrase en seguida 

< el empadronamiento para todos los demás.» 

« Como se ve, es el mismo sistema propuesto por 
el doctor Várela, y que no difiere de la modifica- 
ción aconsejada por la comisión, sino en el orden 
material de la inscripción. Por el proyecto, deben ins- 
cribirse primero los que cumplan voluntariamente ó 
de espontáneo este deber cívico; y, en seguida de 
ellos y de oficio, se anotará á los remisos, que se 
encontrarán de la noche á la mañana convertidos en 
electores de hecho, para hacer inexcusable cualquier 
pretexto de abstención. 

« Otro de los juicios sobre el proyecto, viene fir- 
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mado por uno de los hombres públicos más experi- 
mentados de su generación. Ha sido ministro, dipu- 
tado, presidente y fundador del Tribunal de Cuentas, 
y actualmente se encuentra al frente de una de las 
Cámaras de Apelación de La Plata, dedicando los mo- 
mentos que le quedan libres, en el desempeño de su 
cargo, á la redacción de la < Revista del Foro», en 
mi humilde opinión, la publicación más completa, 
más autorizada y clásica de todas las de su género, 
en el país. 

« Pues bien, para el doctor don Juan B. Ferreyra > 
— que es de quien vengo hablando — «ésta no es una 
cuestión de constitucionalidad, sino puramente de 
gobierno, de política, de administración.» Y agrega: 
« La mejor defensa del proyecto son estas dos pre- 
«guntas: ¿A quién perjudica? ¿Qué derecho ataca? ^> 

«¿Y, en efecto, señor presidente: ¿A quién perju- 
dicaría el aumento del número de electores guardias 
nacionales, siempre que se respetase el derecho del 
voto en todos los demás? 

«Por lo contrario, la ley, cuya sanción inmediata 
os aconseja la comisión, tendrá — como lo hace no- 
tar el mismo doctor Várela — « proyecciones trascen- 
dentales en la ciencia constitucional», sentando «un 
principio nuevo, sabio y moral, que disminuirá el nú- 
mero de los abstencionistas, y defenderá al elector 
contra el fraude». 



« 
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< Según el doctor Cañé, — cuyo testimonio no pue- 
de ser ciertamente sospechado ó sospechoso de par- 
cialidad interesada en favor nuestro, — «ese proyecto 
será un excelente medio de llegar á la pureza del 
sufragio,» 

«Pero dirá tal vez alguno: ¿Y las opiniones con- 
trarias? 

« Con las modificaciones de mera forma introduci- 
das en el proyecto, puede decirse con verdad que ya 
no existen tales opiniones en contrario, puesto que 
las dos únicas recibidas no divergen sino en cuanto 
al procedimiento, y no pueden ni deben, por consi- 
guiente, ser consideradas como una contradicción de 
las demás en cuanto al fondo. 

«Por ejemplo: uno de los impugnadores supone 
que el proyecto se reduce á sustituir simple y sen- 
cillamente el padrón electoral por el padrón de en- 
rolamiento, originándose por esta causa una confu- 
sión bien explicable, dado el apremio de la consulta 
y el interés que han demostrado todos, por expedirse 
cuanto antes. 

« En cuanto á la disidencia del doctor Rocha, queda 
de hecho eliminada, supuesto que el proyecto exige 
que las mesas inscriptoras inscriban á los guardias 
nacionales no inscriptos, no limitándose este requisito 
á una mera declaración, como se habría pensado en 
un principio y que era el fundamento de la oposi- 
ción del ilustrado rector de la universidad de La Plata. 
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Estimo — dice el doctor Rocha — que el fin que 
se proponen los autores del proyecto es muy lauda- 
ble, y mayormente en las actuales circunstancias.» 

« Por lo que atañe al doctor don Manuel D. Piza- 
rro, no es menos explícito y efusivo en el elogio. 

«Al dejar constancia de su opinión — ese leader 
de la palabra parlamentaria que hizo sus primeras 
armas, pero que aún no ha sido superado en esta 
misma cámara — reconoce hidalga y espontáneamente 
que «los propósitos del proyecto en cuestión hacen 
« altísimo honor á la delicadeza y patriotismo del 
« Poder Ejecutivo de esta provincia ». 

«Esto sólo bastaría para justificar la oportunidad 
de su presentación.» 

El discurso transcripto del doctor Pera, reprodu- 
ciendo la parte esencial de las opiniones recogidas 
por la comisión de legislación de la Cámara de Santa 
Fe, me evita buscar mayores fundamentos para apo- 
yar el artículo que acabo de indicar. 

De esa transcripción también resulta que, al pro- 
poner hoy que los registros de enrolamiento sirvan 
de base al empadronamiento electoral, no hago sino 
ser lógico con convicciones arraigadas desde mucho 
tiempo atrás. 

Tengo la esperanza de que llegará el día en que, 
en la República Argentina y sus provincias, los re- 
gistros electorales serán las listas del enrolamiento 
militar, completadas como aquí lo propongo. 
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El inciso 2" del artículo de que vengo ocupándome 
es indispensable, á fin de que puedan inscribirse en 
los registros electorales todos aquellos ciudadanos 
que tienen derecho á votar, y que no están obligados 
á enrolarse. 

Comprendo que en éstos se producirá, probable- 
mente, la indiferencia, y que no se harán inscribir en 
su mayor parte. Pero no serán muchos. Las leyes 
militares obligan al servicio hasta los cuarenta y cinco 
años. La mayor parte de las personas que tienen hoy 
más de esa edad, y que se ocupan de cuestiones 
electorales, figuran en los registros de enrolamiento, 
puesto que tuvieron que enrolarse hace ya diez años. 
Los demás, que serán la ínfima minoría de los elec- 
tores, podrán inscribirse ante el respectivo oficial del 
Registro del Estado Civil. 

En cuanto al último inciso — el tercero — que se 
refiere á los extranjeros á quienes las leyes autoricen 
á votar, él está explicado por sí mismo. 

He creído deber ser minucioso al fundar esta re- 
forma, porque la creo verdaderamente trascendental. 
Estoy convencido de que, si los registros electorales 
se formasen del modo que se proyectan en este ar- 
tículo, desaparecerían los pretextos para las absten- 
ciones, puesto que sería un elector todo el que tuviese 
su papeleta, siendo muy difícil que éstas se falsifi- 
casen, dadas las penas que las leyes nacionales esta- 
blecen para ese delito. 27 
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Más de una vez se ha buscado la garantía de la 
Nación, para asegurar la verdad del sufragio. He ahí 
un medio legal de tenerla: — servirnos de sus leyes 
para formar el Registro Electoral de la Provincia. 



PERMANENCIA DE LOS REGISTROS 



Es mucho más conveniente tener un Registro Elec- 
toral permanente, que uno renovado cada cuatro anos, 
como lo establece la actual Constitución de la Pro- 
vincia. 

Como las oficinas del enrolamiento son permanen- 
tes, y también lo son las del Registro del Estado 
Civil de las personas, es posible y fácil que la ley 
establezca que estén permanentemente abiertos todo 
el año los registros electorales, y es con ese propó- 
sito que propongo ese artículo. 

Acaso sería una disposición que podría figurar en 
la ley, pero es más seguro que figure en la Consti- 
tución. 
Helo aquí: 

Artículo c Los registros electorales permane- 
cerán abiertos todo el año para la inscripción de 
los electores que se encuentren en las condiciones 
del artículo anterior; pero sólo tendrán derecho á 
votar, en cada elección^ las personas que estu- 
viesen inscriptas en ellos diez días antes de la 
elección en que deben votar. 
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Pero, aun cuando los registros electorales estén 
permanentemente abiertos, no es posible que los ins- 
criptos hasta el último día puedan presentarse á votar 
en un día de elecciones. 

Prevé esa observación el artículo precedente, que, 
dejando amplia facultad á los ciudadanos para ins- 
cribirse, les fija un término fatal — diez días antes de 
la elección — para que lo hagan, si quieren tener de- 
recho á sufragar en ella. 

Esta disposición evitará también que los partidos 
políticos protesten por falta de inscripción de sus 
adeptos, puesto que teniendo permanentemente abier- 
tos los registros electorales, y pudiendo inscribirse en 
ellos hasta diez días antes del de los comicios, — si 
se abstienen, es sólo porque no quieren concurrir á 
las urnas. 



,S 3. Del sistema electoral 



A. DIVISIÓN TERRITORIAL 



No me ocuparé de la base sustancial de toda elec- 
ción política — la población total de la Provincia, — 
porque, en esa parte, conservo lo establecido en la 
actual Constitución, limitándome, en la reforma pro- 
puesta, á aclarar el concepto del artículo respectivo, 
y á establecer que los censos nacionales y provincia- 
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les deben tenerse en cuenta para el cómputo de esa 
población. 
La nueva redacción propuesta sería la siguiente: 

Artículo d. La población total de la Provincia, 
según el resaltado de los censos nacionales y pro- 
vinciales que se practiqueny será la base de la 
representación política en todas las asambleas que 
deban formarse por elección popular. 

El artículo correlativo de la Constitución actual, 
sólo establece que «la representación política tiene 
por base la población», sin determinar cuál debe ser 
la fuente que, oficialmente, se acepte para conocer 
la cifra de aquélla. La redacción que propongo, aclara 
el concepto y mantiene el principio. 

En cuanto á la división territorial de la Provincia, 
con fines electorales, y de acuerdo con aquella po- 
blación, la reforma propuesta es la siguiente: 

Artículo e. La Legislatura dividirá el territorio 
de la ProvinciOy en tantos distritos cuantos sean 
los miembros que deban componer la Cámara de 
Diputados, tratando de darles la mayor igualdad 
de población posible y formando los distritos con 
los partidos más inmediatos los unos de los otros. 
Las secciones electorales, para las elecciones de 
Senadores y Diputados, según el sistema que se 
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adopte, se formarán del número de distritos ne- 
cesarbs, pero conservándose siempre la regla en 
cuanto á su población é inmediación los unos de 
los otros. 
Se observará que, al determinar la división territo- 
rial, en este artículo, se abandona el sistema estable- 
cido en el artículo 52 de la Constitución vigente. 
Esto obedece al nuevo sistema de empadronamiento 
y de elección que se proyecta en esta reforma. 

Desde que se propone adoptar el enrolamiento 
militar como la base del Registro Electoral, la divi- 
sión, á los efectos de la inscripción, debe ser la que 
establezcan las leyes militares, que las dicta el Con- 
greso. 

Con arreglo á las disposiciones de las que hoy 
rigen en la República, cada partido, — no cada muni- 
cipio, como dice la Constitución actual, — forma un 
distrito militar, de manera que el enrolamiento, en 
ese partido, corresponderá al empadronamiento elec- 
toral del mismo. 

Pero, más adelante, las leyes militares pueden cam- 
biar, adoptándose otras divisiones territoriales para el 
alistamiento militar; y, entonces, sería un grave incon- 
veniente que, en la Constitución de la Provincia, es- 
tuviere determinada una subdivisión del territorio que 
no correspondiese á la adoptada por la Nación. 
Esto me ha decidido á guardar silencio, en cuanto 
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á la división territorial, á los efectos de la inscripción; 
pero no he podido hacer lo propio, al tratarse de la 
formación de los distritos y secciones electorales. 

Aun cuando en la .reforma proyectada, no se de- 
termina sistema alguno imperativo, en forma perma- 
nente, para que con arreglo á él se hagan las elec- 
ciones políticas, es menester que las divisiones terri- 
toriales, que la Constitución establezca, puedan servir 
á cualquier sistema que se adopte. 

El que se propone en el artículo precedente, se 
amolda á ese propósito. Dividido el territorio de la 
provincia en tantos distritos electorales cuantos sean 
los diputados, y formados esos distritos de manera 
que contengan una población igual cada uno de 
ellos, no existe, actualmente, sistema de representación 
de las minorías ó proporcional, que no pueda serles 
aplicable. 

Supónganse que se quisiera mantener el actual sis- 
tema de Borely, manteniendo la representación pro- 
porcional de las opiniones: — bastaría formar cada 
sección electoral con seis distritos de los estableci- 
dos en el artículo propuesto, debiendo esas secciones 
elegir tres senadores y seis diputados. Si esta pro- 
porción no satisficiere á los que no creen que la 
Cámara de Senadores debe tener la mitad de los 
miembros que la de Diputados, sino sólo la tercera 
parte, las secciones se formarían con nueve distritos 
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que elegirían tres senadores y nueve diputados. Et sic 
de aeteris. 

Supongamos que se quisiese aplicar el sistema de 
las elecciones uninominales, en que cada distrito elige 
un diputado: sistema tan preconizado hoy por algu- 
nos publicistas, como medio sencillo de llegar á la 
representación de las minorías. 

La división propuesta en el artículo de que me 
ocupo, se habría anticipado al establecimiento del sis- 
tema uninominal, puesto que los distritos estarían ya 
preparados para esas elecciones; con la ventaja de 
que la población de cada uno sería uniforme, y no 
como sucede en Inglaterra, donde hay tanta dispari- 
dad en la población de los bourgs que eligen cada 
uno un diputado. 

Para la elección uninominal de los senadores, bas- 
taría reunir dos ó tres distritos de diputados, para 
formar una sección de senador. 

Supongamos que se adoptase el sistema de la lista 
incompleta, que consiste en que los electores no 
tengan derecho de votar por la lista íntegra de los 
candidatos que deben elegirse. Será suficiente formar 
secciones con tantos distritos de diputados como se 
quiera que elija cada sección, á fin de hacer posible 
la aplicación de aquel sistema. 

Si se quisiese dejar á las minorías la tercera parte 
de la representación, bastaría formar secciones con 
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seis distritos de diputados, no teniendo los electores 
el derecho de votar sino por cuatro. Si quisiese dis- 
minuirse el derecho de las minorías, se formarían 
secciones de siete distritos, donde se votase por cinco 
candidatos. 

Para la elección de senadores, se formarían las 
secciones de acuerdo con la misma regla. 

De igual manera se puede proceder con el sistema 
del voto acumulativo y con cualquier otro de los 
hasta ahora conocidos, y que he estudiado extensa- 
mente en mi libro La Democracia práctica, al que 
ya me he referido. 

Me parece que, tratándose de las disposiciones 
permanentes de la Constitución, no hay inconveniente 
en establecer esa disposición; pero como es necesario 
pensar en lo imprevisto, al establecer una limitación 
á la facultad legislativa sobre esta materia, he creído 
conveniente hacer posibles otras divisiones territoriales; 
y, al efecto, he proyectado este otro artículo: 

Artículo f. Una vez hecha la división á que 
se refiere el articulo anterior, ella no podrá ser 
alterada sino después de cada nuevo censo; salvo 
el caso en que, por haberse combinado el sistema 
de elecciones, su alteración fuese indispensable. 

Los nuevos partidos que se crearen antes de la 
realización de un nuevo censo, serán anexados 
al distrito electoral más inmediato. 
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A la vez que este artículo faculta á la Legislatura 
para que haga la división territorial, que mejor se 
amolde al sistema electoral que definitivamente adopte, 
en sus disposiciones se busca evitar que las pasio- 
nes y las conveniencias políticas de las mayorías 
parlamentarias, alteren las subdivisiones territoriales 
de acuerdo con sus intereses. 

En todos los países, donde existen gobiernos re- 
presentativos, los censos son la base para las divi- 
siones territoriales electorales. Una vez hecha una 
subdivisión, después de un censo, lo probable es que 
no haya motivos que justifiquen esa división, hasta 
que un nuevo censo lo haga necesario. 

Esa prohibición de que la subdivisión territorial se 
altere, es una garantía más, buscada en obsequio de 
la verdad del sufragio y de la pureza de las elec- 
ciones. 

Si todos los actos preparatorios de esos grandes 
movimientos populares, deben estar previstos y pre- 
parados antes de que los partidos se apresten á la 
lucha, ¡con cuánta más razón debe impedirse que 
la formación de las secciones electorales se alteren, 
en vísperas de elecciones! 

Es una facultad legislativa y á veces una necesi- 
dad administrativa — la formación de nuevos partidos. 
A medida que la población aumenta, es indispensable 
darie mayores elementos de desenvolvimiento, y la 
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independencia de su gobierno es uno de los más 
poderosos. 

Pero esa creación de nuevos partidos no debe al- 
terar la existencia de las secciones electorales ya co- 
nocidas; y, para conseguir esto, el final del artículo 
de que me ocupo, ha establecido que los nuevos 
partidos se anexarán, para los fines electorales, al 
distrito ó á la sección más próxima. 



B. REPRESENTACIÓN DE LAS MINORÍAS 

Entre las principales reformas propuestas al Régi- 
men Electoral, entra la supresión del artículo 51 de 
la actual Constitución, que establece la representa- 
ción proporcional de todas las opiniones, como la 
base de nuestro sistema de elecciones. 

En distintas partes de este libro, he dado los fun- 
damentos, que no debo repetir aquí, que me han 
inducido á ello (i). 

Pero si he dado ya las razones que explican el 
abandono de aquel sistema, nada he dicho con res- 
pecto á las opiniones que, á este respecto, han emi- 
tido otros hombres públicos de nuestro país. 

El expresidente de la República, doctor Manuel 
Quintana, fué también presidente de la Convención 



(I) Véase antes página 184 y siguientes, y especialmente el § 3 de las Generali- 
dades con que empieza esta sección, página 367. 
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Constituyente de 1870-1873, que sancionó la Cons- 
titución en que se estableció el sistema proporcional, 
como imperativo para todas las elecciones políticas 
de la provincia. 

Cuando en 1901, el gobernador Irigoyen promo- 
vió la reforma de esa Constitución, indicando entre 
las más urgentes, la del Régimen Electoral, — un re- 
dactor del diario El Tiempo, que se publica en la 
capital de la República, consultó la opinión de algu- 
nas personas con respecto á aquellas reformas. 

De su entrevista con el doctor Quintana, trans- 
cribo los siguientes párrafos: 

« Repórter— Vengo, doctor, á molestarle á nombre 
de la dirección de «El Tiempo», pues tiene especial 
interés en conocer lo que piensa usted respecto á 
los puntos en que se proyecta reformar la Constitu- 
ción de la Provincia, particularmente en lo que se 
refiere á la representación por medio del sistema pro- 
porcional. 

<^ Doctor Quintana — Yo agradezco mucho la fina 
atención que me dispensa la dirección de « El Tiem- 
po >, y aunque no conozco el mensaje que el go- 
bierno de la Provincia de Buenos Aires ha pasado 
ó piensa pasar á la Legislatura, me he impuesto por 
una publicación hecha por «El Tiempo», de los pun- 
tos que comprende dicha reforma; reforma que se 
impone; pues, tal como subsiste hoy, la Constitución 
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es la organización del desgobierno. Con interés he 
leído también un artículo aparecido en «El Tiempo >, 
y recuerdo que se hacía mención de un dicho del 
poeta Encina, acerca de la tan discutida cuestión de 
la representación proporcional, que, créalo, mi amigo, 
ni crea ni suprime el fraude, que procede de otros 
motivos, de otras causas. 

«Repórter — ¿De manera que usted piensa doc- 
tor...? 

<< Doctor Quintana — Sencillamente esto: que dicho 
sistema, discutido ampliamente y sancionado por la 
Convención del año setenta y tres, dificulta la buena 
marcha de un gobierno, engendrando el sistema fu- 
nesto de la confabulación de las minorías que cons- 
tituyen mayorías artificiales.» 

El mismo redactor entrevistó, el mismo día, al 
doctor Manuel Augusto Montes de Oca, catedrático 
de derecho constitucional en la Universidad de Bue- 
nos Aires; y, éste, contestando á preguntas de aquél, 
dijo: 

<^ Doctor Montes de Oca — Desde luego, debo ma- 
nifestarle que considero de muy urgente necesidad 
la reforma esa. 

<^ Repórter — ¿\ cuál de los puntos considera usted 
más esencial? 

< Doctor Montes de Oca — Sin disputa alguna, 
aquél que se refiere al sistema proporcional para la 
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elección de los miembros de la Legislatura. Dicho 
sistema, si bien inatacable en la teoría, lo es eviden- 
temente en la práctica, no sólo entre nosotros sino 
que también en todos los países. Él comprueba, lisa 
y llanamente, que no puede ser establecido — fijado — 
de una manera inmutable, en ningún código funda- 
mental. Indudablemente, las circunstancias del mo- 
mento, aconsejan muchas veces modificaciones á ese 
respecto, que se dificultan y se traban cuando en la 
misma Constitución se fija una norma inmutable. 

«Aun aceptando el principio de la representación 
de las minorías, que, en manera alguna, es idéntica al 
de la representación proporcional, es fuera de duda 
que convendría estudiar las exigencias que la expe- 
riencia llegare á poner de manifiesto, á objeto de 
adoptar el sistema que con ellas se amolden, propia- 
mente dicho. ^ 

Lo mismo han opinado todos los diarios de la 
capital de la República, muchos de la provincia, y, 
generalmente, todos los hombres públicos, miembros 
de las legislaturas y del foro, á quienes otros y yo 
hemos consultado. 

No se combate el sistema científicamente; pero se 
reconoce que nos hemos precipitado al adoptar ins- 
tituciones que aún no lo han hecho los países más 
adelantados de la tierra. 

Sería, pues, inexplicable é injustificable mantener el 
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sistema de la representación proporcional, en frente 
de la protesta universal; pero no podemos abando- 
nar la conquista que se ha hecho, tanto en la opi- 
nión de los hombres de letras, como en la concien- 
cia pública. 

La representación de las minorías en los cuerpos 
deliberantes, es una necesidad política de actualidad; 
y la Constitución debe consagrar ese principio, de- 
jando que la Legislatura elija ó invente el sistema 
electoral que más se amolde á la idiosincracia de 
nuestro pueblo, para conseguir aquella representación. 

A ese efecto, he incluido en las reformas que 
propongo, el siguiente artículo: 

Artículo g. Cualquiera que fuese el sistema de 
elecciones que se adopte definitivamente por la 
Legislatura, no podrá dejar de darles representa- 
ción en las asambleas deliberantes á las mino- 
rías de la opinión, debiendo la ley determinar su 
proporción y la forma en que aquéllas han de 
conseguir esa representación. 

No se precisa sistema alguno determinado, porque 
las opiniones á este respecto se dividen, especialmente 
entre tres:— el voto acumulativo, que fué el primero 
propuesto, y que consiste en dar á cada elector el 
derecho de disponer de tantos votos cuantos sean 
los candidatos á elegirse, acumulándolos sobre un 
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solo candidato ó sobre más ( i ) ; el de la elección por 
distritos uninominales, mediante el cual, los partidos 
que son minoría en el cómputo general de los elec- 
tores de todo el país, pueden ser mayoría en alguno 
ó algunos de esos distritos donde se elige un solo 
diputado; el de la lista incompleta — que es el que 
yo prefiero — y que, como se ha dicho, consiste en 
formar secciones electorales que elijan tres ó más 
representantes, teniendo cada elector el derecho de 
votar sólo por dos terceras ó tres cuartas partes de 
los candidatos, de manera que, al hacerse el escru- 
tinio por simple pluralidad de votos, tienen que re- 
sultar forzosamente electos, por la minoría, la tercera 
ó la cuarta parte de los candidatos por la que no 
pudo votar la mayoría. 

Habría verdadera inconveniencia, en el estado actual 
de la ciencia y de las opiniones de los publicistas, 
en determinar en la Constitución un sistema electo- 
ral de representación de las minorías, haciendo así 
necesaria la reforma de la Constitución el día en que 
se quisiese cambiarlo, como hoy sucede con el pro- 
porcional. 



(I) La constitución del Estado de Illinois, en la Unión Americana, establece en 
su articulo IV, inciso 7*, que se formen distritos de por lo menos tres senadores y 
nueve diputados, y que, « en todas las elecciones, cada elector calificado puede dar 
tantos votos por un candidato, cuantos sean los representantes que deban elegirse, ó 
puede distribuir esos votos, por partes iguales, entre los candidatos, ó repartirlos 
como mejor le parezca, y los candidatos que obtengan mayor número de votos serán 
proclamados electos » . 
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Por estas razones, me he limitado á establecer el 
principio de la representación de las minorías, sin re- 
glamentaciones ni disposiciones que cohiban la acción 
de la Legislatura para dictar la ley reglamentaria. 

Comprendo que es posible que esa ley no se dicte 
inmediatamente, ya fuese por negligencia de los le- 
gisladores, ó ya porque quisiesen estudiar la cuestión, 
antes de resolver definitivamente sobre ella. 

Para prever esta situación, he agregado los artícu- 
los que se han leído con el título de Disposiciones 
Transitorias, en el capítulo propuesto sobre Régimen 
Electoral (d, y de los que deberé ocuparme al final 
de este estudio parcial de los artículos destinados á 
figurar permanentemente en la nueva Constitución, 
si la futura Convención los sancionase. 

C. SUPLENTES 

Otra verdadera innovación á las prescripciones 
constitucionales actuales, es el artículo que he incluido 
en el capítulo del Régimen Electoral, disponiendo 
que, simultáneamente con los titulares, se elijan repre- 
sentantes suplentes para las asambleas deliberantes. 

Comprendo que la idea sorprenderá á muchos, y 
que se mirará como una reforma supérflua y sin 
fundamento. 



(I) Véase ames página 38 2. 
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Sin embargo, ella tiene una importancia política 
^trascendental. 

El nuevo artículo que propongo, está redactado en 
los términos siguientes: 

Artículo h. En todas las elecciones, los elec- 
tores votarán por tantos suplentes cuantos sean 
los titulares por que tengan derecho de votar; y, 
en caso de muerte, destitución ó renuncia de un 
titular electo, será reemplazado por el suplente 
que figurase con mayor número de votos en la 
misma lista en que figuraba el titular inutilizado. 

La disposición precedente no es una innovación 
inventada por mí. En la representación política, ella 
existe en algunos países. Para no citar sino los más 
inmediatos, los suplentes de senadores y diputados 
existen en la República Oriental, habiendo esa insti- 
tución dado admirables resultados en la práctica. 

En las municipalidades, los suplentes figuran ac- 
tualmente en la provincia de Buenos Aires. 

No es de ahora que he sostenido con empeño, 
esta manera de reemplazar á los senadores y dipu- 
tados que, durante el período de su mandato, dejan 
de pertenecer á su Cámara respectiva. Me parece que 
ella tiene fundamentos científicos y políticos que la 
apoyan. 

Una de las más constantes preocupaciones de los 

28 
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publicistas, es la de encontrar el medio de conmover 
las menos veces posibles al pueblo, convocándole á 
elecciones. 

En algunos Estados de la Unión Americana, ha 
llegado á proponerse que todas las elecciones popu- 
lares tengan lugar simultáneamente, en un acto único, 
votando el pueblo á la vez — como en Nueva York — 
por el gobernador, los jueces, el fiscal, los senadores 
y diputados, los municipales; y, cuando se trata de 
convocar la convención constituyente — invención 
norteamericana — también por convencionales. 

La razón de ese proceder se explica. Toda elec- 
ción popular — sobre todo en países donde existen 
partidos orgánicos — apasiona á los ciudadanos y les 
aleja de sus ocupaciones. En los pueblos anglosa- 
jones, las elecciones son siempre en días de trabajo. 
El domingo se santifica al extremo de que ni elec- 
ciones pueden hacerse en esos días de descanso obli- 
gatorio. 

Haciendo que, en un mismo día — ó en varios su- 
cesivos — se practiquen todos los actos electorales, se 
conmueve una sola vez durante el año al pueblo, y 
se alejan de sus faenas una sola vez á los electores. 

En cambio, si se continúan las prácticas nuestras, 
convocando á elecciones para elegir parcialmente á 
los representantes renunciantes, á los muertos y á 
los destituidos, resulta que cada dos ó tres meses 
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hay una elección, viviendo los partidos en agitación 
permanente. 

Si, al nombrarse los titulares para un puesto elec- 
tivo, se designan también los suplentes, resultará que 
las elecciones de reemplazantes no serán necesarias, 
puesto que ya habrán designado, de antemano, los 
electores, con quién quieren que sea sustituido el 
titular que dejase de desempeñar su puesto antes de 
la expiración de su mandato. 

Pero hay otro motivo político, de mayor impor- 
tancia, que defiende la elección de los suplentes, con- 
juntamente con los titulares que deben formar las 
asambleas deliberativas. 

En el gobierno representativo, — tal *€omo lo en- 
tienden los publicistas modernos, — las oposiciones re- 
presentadas en los parlamentos, son una garantía de 
buena administración, porque, si no deciden con sus 
votos, critican con su palabra y fiscalizan con su 
presencia en las Cámaras. 

Nuestra Constitución quiso dar representación pro- 
porcional á los partidos; y, hoy, con la reforma, se 
busca que conserven representación las minorías. 

En cualquiera de ambos sistemas, las elecciones 
singulares de reemplazantes de los miembros de la 
Legislatura, antes de que terminen su período, tienen 
que destruir la proporción en la representación, ó 
la representación de la minoría, puesto que, debiendo 
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esas elecciones de un solo candidato, decidirse por 
la simple pluralidad de los votos, es indudable que 
siempre triunfará el partido de la mayoría. 

El resultado de esas elecciones parciales, ha podido 
verse mientras se ha aplicado el sistema actual en 
la provincia. Cada vez que un miembro de la opo- 
sición ó de la minoría parlamentaria dejaba de per- 
tenecer á una cámara, el reemplazante era inevitable- 
mente un gubernista ó un miembro de la mayoría. 

La razón es obvia. En elecciones, que se hacen 
para designar un solo representante, no puede dejar 
de triunfar el partido que cuente con mayor número 
de votos en el comicio. 

Eligiéndose suplentes, conjuntamente con los titu- 
lares, no sucederá esto. Cada vez que renuncie, que 
muera ó que sea destituido un miembro de la mi- 
noría, su partido no será privado de su representación 
política por la conducta ó por la incorrección de su 
titular, pues que será reemplazado por el suplente 
que ese mismo partido designó para sustituirio. 

Desde el momento en que es sincero el propósito 
de daries representación á las minorías, esa represen- 
tación debe procurar conservarse durante todo el 
período para que fué elegido el representante. En 
este caso, no son hombres sino partidos los que deben 
figurar en las asambleas. 

Podría citar mis opiniones antes de ahora — en 
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libros y en las convenciones constituyentes — siempre 
consecuentes con estas ideas, cuyas citas servirían 
para apoyar aun más el artículo que acaba de leerse; 
pero me parece que lo expuesto basta para fundarlo. 
Si el principio se acepta, la ley reglamentará la 
forma en que deberá votarse por los suplentes, en 
lo que se refiere á los que deban tener preferencia 
en cada lista. 

D. UNIFORMIDAD DE LA LEY 

El artículo que propongo con la letra /, es la 
reunión de dos que hoy existen en la constitución 
vigente. 

Dice así: 

Artículo i. La ley de elecciones deberá ser uni- 
forme para toda la Provincia^ pero los electores 
no podrán votar sino personalmente y en el dis- 
trito en que estuviesen empadronados. 

Las disposiciones que aquí se contienen, parece 
que fueran inútiles, pues debe suponerse que la Le- 
gislatura no dictará leyes distintas para cada sección 
electoral, no obstante que ya se han establecido dis- 
tintas formas para el escrutinio de las elecciones po- 
líticas y de las elecciones municipales. 

La importancia que yo atribuyo á este artículo, 
está en la parte que se refiere al lugar en que cada 
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elector puede votar. Como en la reforma que pro- 
pongo, tomo al enrolamiento militar como base del 
registro electoral, es necesario que en la Constitución 
se establezca que los electores sólo podrán votar en 
el distrito en que apareciesen empadronados. 

Si así no fuese, y la papeleta de enrolamiento sir- 
viese á los efectos de la actual inscripción cívica, los 
partidos políticos podrían trasladar sus adherentes de 
un punto á otro de la provincia, según les conviniese 
hacer figurar sus votos en los distintos comicios. 

En las elecciones por circunscripción, que tuvieron 
lugar en la capital de la República, la única vez que 
esa ley se ha aplicado, quedó demostrado que, si los 
partidos hubiesen podido hacer votar á sus electores 
supérfluos en una circunscripción, llevándolos á otras, 
el resultado final de los escrutinios habría sido com- 
pletamente distinto. 

Por otra parte, no sería posible el contralor de los 
comicios, si cada ciudadano inscripto pudiese votar 
donde le diese la gana. 

S 3. De la Junta Electoral Permanente 

A. CONSTITUCIÓN DE LA JUNTA 

Artículo j. Todos los actos preparatorios de las 
elecciones generales, parciales y municipales que 
se practiquen en la Provincia, estarán á cargo 
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de una Junta Electoral Permanente, que f unció- 
nará en la capital de la provincia, y será for- 
mada del Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia y de los Presidentes de las Cámaras pri- 
mera y segunda de Apelaciones en lo civil de la 
capital de la provincia. 

En la actual legislación de la Provincia, existen dos 
juntas encargadas de hacer escrutinios electorales, una 
municipal y otra política ( i ). 



( i) He aquí las disposiciones que las crean: 

Art. 40. En caso de accfalfa de una municipalidad, el Poder Ejecutivo convocará 
inmediatamente á elecciones para constituirla. En estos casos, el escrutinio de las 
elecciones se verifícará por una junta compuesta del presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, el presidente de la Cámara de Diputados y el presidente del Tribunal de 
Cuentas, ó sus representantes legales, debiendo comunicarse el resultado á los electos 
por intermedio del juez de paz, ó directamente, en caso de acefalia de éste y al Po- 
der Ejecutivo. En la capital, se comunicará á los electos por intermedio del Poder 
Ejecutivo. 

« La Junta verificará el escrutinio tomando en cuenta las elecciones, sean ó no 
protestadas, correspondiendo la aprobación de ellas á los municipales electos. 

« Sí se verificaran en un mismo municipio dos ó más elecciones diferentes, la Junta 
practicará el escrutinio de la que tenga las condiciones externas de legalidad; y si 
esto no fuese posible establecerlo, verifícará tantos escrutinios como elecciones de ca- 
rácter legal externo. 

« En este caso, silos electos considerasen válida su respectiva elección, el conflicto 
será dirimido con arreglo al articulo 210 de la Constitución.» (Ley orgánica mu- 
nicipal, de 28 de Octubre de 1890.) 

Esta ley ha sido ampliada por otras sucesivas, que, lejos de limitar las atribucio- 
nes de esta junta, las ha hecho más extensas, como puede verse en la ley de 6 de 
Agosto de 1906. 

En lo referente á los escrutinios de las elecciones políticas para integrar la Cámara 
de Diputados y el Senado de la Provincia, la ley general de elecciones ha creado tam- 
bién una Junta, como se verá por las siguientes disposiciones : 

Art. 7' El escrutinio general de las elecciones será practicado por una junta elec- 
toral, compuesta por el pre&idente de l.t Suprema Corte de Justicia de la Provincia, 
el Fiscal de Estado y el presidente del Tribunal de Cuentas, bajo la presidencia del 
primero. 
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Recuerdo este antecedente para que no se crea 
que introduzco una innovación al crear esta Junta, en- 
cargada de hacer escrutinios, pero agena, en su com- 
posición á las asambleas cuyas elecciones escruta. 

Hay, sin embargo, dos modificaciones sustanciales 
entre lo existente y lo que propongo: — V que esta 



Art. 8' El presidente de la Suprema Cone exigirá y hará efeciiva la entrega de 
toda acta electoral y documentos anexos que no hayan llegado á su poder en el tiempo 
necesario para su remisión desde el respectivo comicio, debiendo calcular dicho tiempo 
por el que se emplee para el servicio ordinario del correo nacional . 

El mismo funcionario aplicará al ó á los causantes de todo retardo no justificado, 
pena de ocho dias á un mes de prisión y multa de cuatrocientos á mil pesos nacionales. 
Art. 9° Inmediatamente de recibir el presidente de la Suprema Corte las actas y 
demás documentos de las elecciones de una sección electoral completa, convocará á 1j 
Junta de que habla el articulo 7*, la cual podrá funcionar con mayoria de sus miem- 
bros presentes y procederá á practicar el escrutinio general de las elecciones de dicha 
sección, para continuar con los restantes á medida que se reciban las actas corres- 
pondientes. Si á los diez dias de practicada una elección no hubiera llegado el total 
de las actas electorales, la Junta se reunirá y efectuará el escrutinio siempre que hu- 
bieran llegado las actas de la mayoria de los distritos que componen la sección. 

Art. 10. Se reputará que no ha habido elecciones en una sección electoral, cuando 
no hubiesen sufragado al menos las dos terceras partes de los distritos que la com- 
pongan. 

Art. 1 I . Para hacerse el escrutinio de cada sección, la Junta computará todas las 
actas electorales firmadas por los escrutadores legales en número hábil para constituir 
mesa y procederá para cada ^ección del modo y en el orden siguiente: 

I 'Hará constar el número de sufragios que haya obtenido cada una de las listas 
de candidatos, clasificando dichas listas según la denominación que les hayan 
dado los sufragantes ; 
2* Dividirá el número total de sufragantes por el número de senadores ó diputa- 
dos que corresponda á la sección, según la convocatoria. El cuociente de esta 
operación se denomina cuociente electoral ; 
3' Dividirá por el cuociente electoral el número de votos obtenidos por cada lista; 
4* Los nuevos cuocientes indicarán el número de candidatos de cada lista que re- 
sultan electos. Si la suma de todos estos cuocientes no alcanzase al número 
total de la representación, se adjudicará un candidato más á cada una de las 
listas, cuya div'sión, según el inci.so 3', haya arrojado mayor residuo hasta 
completar la representación. En caso de residuos iguales, se procederá por sorteo. 
Art. I 2. Para designar los candidatos electos de cada lista, se procederá en la si- 
guiente forma : 

i'Se hará un escrutinio de los votos obtenidos por cada candidato, sin acumu- 
larle en ningún caso los que tuviera en otra lista; 
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Junta adquiere el carácter de institución constitucio- 
nal, no dependiendo su existencia de las decisiones 
de la ley; 2' que la Junta propuesta por mí está 
compuesta exclusivamente de funcionarios judiciales, 
suprimiendo de ella al Fiscal de Estado y al Presi- 
dente del Tribunal de Cuentas, que forman parte de 
las juntas actuales de escrutinio. 



2* Se proci?.nará electos á los candidaios que hubieran obtenido el toul de su- 
fragios de la lista y en seguida á aquellos que no tuvieren con ese total una 
diferencia mayor que la mitad Jel cuociente electoral, eliminándose por la 
suerte los candidatos que excedieren en número necesario. Si con la operación 
anterior no resultase integrada la representación, se sorteará entre los candida- 
tos subsiguientes que diñcran del total en menor número de cuocientes electo- 
rales ó fracción mayor que la mitad; 
3' En caso de resultar electo un candidato por dos listas á la vez, se le eliminará 

de la lista en que tuviere menos votos en proporción al total de la lista; 
4' En caso de corresponder un solo candidato á una lista, se proclamará electo 

al que hubiese obtenido mayor número de sufragios; 
5' Todo caso de empate será resuelto por sorteo. 

Art. I 3. La junta electoral comunicará á los electos el resultado del escrutinio. 
Art. 14. Siempre que haya habido elección de senadores, la Junta enviará al presi- 
dente de esta Cámara todos los documentos de la elección. 

Art. I 5. La Junta enviará el acta del escrutinio general á una ú otra Cámara ó á 
ambas á la vez, según el caso, y la acompañará de un informe en el cual hará constar: 
i" Si ha habido actas que resistiendo las formas leg;)Ies emanen de una elección 
notoriamente viciosa, resultando causales suficientes para anularla y si esta 
anulación afecta el resultado del escrutinio general de la sección. 
2* En caso de actas dobles, cuál es la que reviste caracteres más evidentes de le- 
gitimidad ó si ambas son viciosas; especificando, si la hubiese, la modiñcaclón 
que introduzca en el escrutinio general la aceptación de una ú otra acta ó el 
rechazo de ambas; 
3' Si ha habido protesta, cuáles son las que por su naturaleza merecen ser teni- 
das en cuenta y cuáles las que deben ser desechadas. 
Art. 16. Tanto el escrutinio general, como el informe de la Junta, serán inme- 
diatamente publicados. 

Art. I 7. En caso de que los antecedentes examinados por la Junta arrojasen pre- 
sunciones vehementes de transgresiones de la presente ley, serán pasados por el pre- 
sidente á los acusadores públicos para que deduzcan las acciones correspondientes 
contra la persona ó personas sobre quienes recayese la responsabilidad de dichas 
transgresiones. 
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Las razones de esa supresión se comprenderán 
cuando se conozcan, más adelante, las atribuciones 
esencialmente judiciales que, con respecto á los es- 
crutinios, yo confiero á este tribunal político. 

Por otra parte, si bien la institución del Fiscal de 
Estado debe ser de creación constitucional, no sucede 
lo mismo con respecto al presidente del Tribunal de 
Cuentas, del que deberé ocuparme más adelante. 

Como no deseo repetir argumentaciones, y ha- 
biendo justificado la formación de la Junta Electoral 
con los precedentes que hoy existen, espero poder 
dar mayores elementos de juicio respecto á ella, al 
ocuparme de las atribuciones que propongo que se 
le confieran. 

B. ATRIBUCIONES DE LA JUNTA ELECTORAL 

De todo lo que he expuesto en distintos párrafos 
de este trabajo, resulta que deben despojarse á las 
Municipalidades y á los Jueces de Paz, de todas las 
atribuciones que la Constitución actual les da, en 
materias electorales. 

Esas atribuciones yo se las confiero á la Junta 
Electoral, según los términos del artículo siguiente: 

Artículo k. La Junta Electoral, á que se refiere 
el artículo anterior, tendrá á su cargo todo lo 
referente á formación de padrones electorales y re- 
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clamos sobre empadronamientos; la designación 
de escrutadores por sorteo entre los inscriptos de 
cada dbtrito que sepan leer correctamente; los 
escrutinios de todas Icls eleccbnes que se practi- 
quen en la Provincia^ tanto políticas como muni- 
cipales, y la denuncia ante la justicia de las in- 
fracciones punibles que tenga oportunidad de 
conocer en el desempeño de su cometido. 

Aunque la ley debe reglamentar este artículo, he 
querido hacerlo bastante explícito para que se com- 
prenda que mi propósito es, en la parte que se 
refiere á los actos preparatorios de la elección, con- 
ferirle á la Junta Electoral todas las atribuciones que, 
para suplir deficiencias constitucionales, ha acordado 
á la Junta del artículo 40 de la ley orgánica muni- 
cipal, la citada ley de 6 de Agosto de 1906. 

La amplitud de los términos empleados en este 
artículo basta para determinar el carácter que yo le 
atribuyo; pero esto se comprenderá mejor con mo- 
tivo del estudio que hago de los artículos letras Ll 
y M, que son los más importantes, con referencia á 
las atribuciones de esta Junta. 

Antes de entrar á ocuparme de ellos, necesito de- 
cir dos palabras respecto al encargo dado á la Junta 
Electoral Permanente de custodiar la formación y la 
conservación de los registros electorales. 
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Con ese objeto, he incluido, en el capítulo referente 
al régimen electoral, el artículo siguiente: 

Artículo 1. Los oficiales del Registro del Estado 
Civil, en todo lo referente al Registro ElectoraU 
dependerán directamente de la Junta Electoral Per- 
manente creada por esta Constitución, en cuyas 
oficinas deberá siempre existir una copia autén- 
tica de todos los registros electorales de la Provincia. 
La primera vez, los oficiales del Registro del Es- 
tado Civil remitirán á esta Junta los padrones 
que organicen, con arreglo á esta Constitución, 
á los tres meses de instalada la oficina respectiva. 

Dada la composición de la Junta Electoral Perma- 
nente, y aun cuando el nombramiento de los jefes 
del Registro del Estado Civil lo haga el Poder Eje- 
cutivo, me parece que la opinión no se sentirá ga- 
rantida si la custodia de los registros electorales, que 
tienen carácter permanente, no se le confía á esa 
Junta de magistrados. 

Este es el propósito del artículo transcripto, com- 
pletándolo con el párrafo que se refiere á la manera 
de reunirse los primeros registros electorales en las 
oficinas de la Junta. 

Si bien esto podría considerarse una reglamentación 
más propia de la ley, tratándose de un cambio tan 
radical de sistemas electorales como el que se pro- 



VERIFICACIÓN DE LOS ESCRUTINIOS 429 

pone, me parece que, aun exponiéndome á la justa 
crítica de entrar en minuciosidades agenas á los 
principios, hay conveniencia en mantener el texto 
que acaba de leerse. 

C. LA VERIFICACIÓN DE LOS ESCRUTINIOS 

Voy á tratar ahora de uno de los puntos más 
importantes de la reforma constitucional en proyecto. 
Los dos artículos siguientes lo condensan: 

Artículo 11. Siempre que se trate de los escru- 
tinios de las elecciones generales de Diputados y 
Senadores á la Legislatura^ la Junta Electoral 
Permanente será integrada con los Presidentes de 
todas las Cámaras de Apelación que existan en 
la Provincia, siendo su traslación y permanencia 
en la Capital á cargo del tesoro público. 

Artículo m. La Junta Electoral Permanente de- 
berá practicar los escrutinios de las elecciones, 
dentro de los veinte días posteriores á su cele- 
bración, siendo su deber juzgar y decidir sobre 
la validez del acto electoral. Ese fallo, con todos 
sus antecedentes, será elevado á la corporación 
para cuya integración se hubiesen practicado las 
elecciones, á los efectos de los juicios definitivos 
que corresponden á aquéllas, con arreglo á esta 
Constitución. 
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En los ültimos tiempos — y, sobre todo, desde que 
el gobernador doctor Bernardo de Irigoyen promovió 
la reforma de la Constitución, — se ha discutido, en 
diversas ocasiones, la conveniencia de quitar, á las 
cámaras legislativas y á las municipalidades, la facul- 
tad de ser jueces de las elecciones de sus miembros. 

Para los que no han estudiado el derecho consti- 
tucional comparado, esta reforma ha sido mirada 
como una audaz invención de los enemigos del par- 
lamentarismo. 

Nada más inexacto, sin embargo. 

Si es cierto que, en su origen, esa facultad fué 
considerada esencial en los cuerpos representativos, 
la experiencia ha demostrado que son inútiles las 
garantías que la autoridad adopte para hacer efectivas 
la libertad y la verdad del sufragio en los comicios, 
si el resultado de la elección puede ser alterado por 
manipulaciones y fraudes al hacerse los escrutinios 
y al aprobarse las elecciones. 

Esas vergonzosas manifestaciones de las mayorías 
políticas de los partidos, no son la obra exclusiva de 
nuestra democracia embrionaria. 

En las naciones más cultas de la tierra; en los 
países donde se blasona de mayor libertad, no sólo 
se prostituye á los electores por medio del soborno 
del voto, sino que, luego, se altera el resultado final 
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del comido, haciendo que las cámaras, al usar de la 
facultad constitucional que las hace jueces de las 
elecciones de sus miembros, aprueben lo que con- 
venga á los intereses políticos de la mayoría, desde- 
ñando la verdad del escrutinio. 

En la historia electoral de la República Argentina, 
casi puede asegurarse, que no hay partido político 
que no tenga su parte de responsabilidad en esas 
falsificaciones de escrutinios. 

En la Provincia de Buenos Aires, el mal se ha 
hecho crónico y con caracteres más graves, porque, 
mediante el cuociente electoral, el fraude no se hace 
sólo contra los adversarios, sino que se comete tam- 
bién contra los mismos correligionarios, adjudicando 
las bancas que corresponden á cada partido, no á 
los candidatos que más votos han obtenido en cada 
lista, sino á aquéllos que más simpatías tienen entre 
los jueces únicos de las elecciones. 

La reacción que hoy reclama la reforma constitu- 
cional, no va, pues, á buscar sólo mayores garantías 
para el sufragio, en el momento del comicio, sino 
también mayores seguridades para el resultado de 
las elecciones. 

El gobernador Irigoyen, en el tercer mensaje que 
dirigió á la legislatura, planteó el problema en tér- 
minos concretos y precisos, después de haberlo ini- 
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ciado al proponer la reforma, en su mensaje de 3 
de Diciembre de 1 898 ( i ». 



it) He aquí las notables palabras de aquel documento, que revela las patrióticas 
convicciones de su autor: «Al proponer la reforma de la carta fundamental, indi- 
qué el artículo 82 que confiere á cada Cimara de la Legislatura el carácter de juez 
de la elección de sus miembros. Invoqué consideraciones previsoras, y, entre otros 
antecedentes dignos de imitar, el de la Cámara de los Comunes en Inglaterra que se 
desprendió, por acto propio, de las atribuciones derivadas de prácticas antiguas, y 
confió á una comisión especial la facultad de conocer y decidir en las elecciones con- 
testadas. Esa mejora fué iniciada también por el Honorable Senado de esu Provin- 
cia, en 1895; no se resolvió en la forma adopuda en Inglaterra; pero aquel debate 
terminó creando una junta de magistrados que, por los antecedentes y elevada posi- 
ción de sus miembros y por la imparcialidad de su educación, son, ciertamente, fun- 
cionarios indicados para contener, por medio de estudios serenos y de verídicos in- 
formes, las extralimiuciones de cámaras políticas que no deben ser jueces de actos 
que interesan directamente á su predominio. 

« Poco tiempo ha funcionado esa Junta : su actuación ha sido útil para limitar, 
en parte, la preponderancia del fraude. No he investigado si, contra los consejos de 
aquel tribunal, se han aprobado elecciones y proclamado legisladores; pero pienso 
que, si eso ha ocurrido, aquellas soluciones no habrán alcanzado la refrendación mo- 
ral del pueblo, tínica influencia que vivifica la autoridad de la ley y las resoluciones 
de los poderes que presiden Estados organizados y libres. 

« No puedo suponer se retarde la revisión de la ley electoral; pero, en resguardo 
de e^a infeliz eventualidad, es necesario ampliarlas facultades de la Junta. Ella debe 
disponer de medios y recursos propios para salvar y proteger, en sus escrutinios pre- 
paratorios, el verdadero resultado de las urnas. 

« Ejerce actualmente funciones que pueden llamarse mecánicas : calacee de fuerza 
para CNtableccr conclusiones fundadas, en el conocimiento de ios hechos, en el nú- 
mero de formalidades esenciales y en las inspiraciones de la conciencia honrada de 
sus miembros; y no le es dado practicar investigaciones indispensables, cuando trata 
de asegurar la fuerza del sufragio que representa la voluntad popular. 

« La Junta de Magistrados ha declina.io, en las últimas elecciones, la intervención 
que le incumbe. Reconozco las atenciones que pesan sobre los señores Vocales de la 
Suprema Corte y Fiscal de Estado; pero pienso que, entre aquéllas, ninguna más 
importante que la de concurrir á desempeñar la función que les atribuye una ley que 
no es inferior en valor ni en autoridad á ninguna otra. Del cumplimiento de ella de- 
pende que el Poder Legislativo se integre, organice c instale en el día prescripto por 
la Constitución ; y actos de esa solemnidad y trascendencia no pueden quedar incom- 
pletos ni en suspenso. Sin embargo, el hecho está producido, y él nos dice bien alto 
que es urgente complementar la jurisdicción, diré así, del respetable tribunal á que 
me refiero. 

« Probablemente tendremos también contradictores respecto al punto de que me 
ocupo: si aparecen, recomendaré el examen de una página de la historia de los Esta- 
dos Unidos. La elección de presidente, en 1876, se convirtió en enconada contienda 
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El gobernador Irigoyen señalaba ese punto como 
uno de los más esenciales para la reforma, é invocaba, 
como precedente, la reacción que nosotros también 
tenemos que recordar. 

La Cámara de los Comunes de Inglaterra, puede 
reputarse como la fuente del sistema representativo, 
y sus procedimientos se consideran la Lex parlamen- 
taria de todas las asambleas legislativas. 

Desde 1624, la Cámara de los Comunes consi- 
deró que el juicio de las elecciones de sus propios 
miembros, era esencial á la libertad y á la indepen- 
dencia de toda asamblea legislativa, y este derecho lo 
ha ejercido la Cámara Popular de la Inglaterra hasta 
1770, en que, los abusos escandalosos cometidos por 
los partidos que formaban la mayoría del Parlamento, 
obligaron á los defensores de la verdad electoral á 
buscar los medios de evitar los fraudes que se co- 



y puso en peligro la paz interna de la Unión. 4284757 votos obtuvo Mr. Tilden, 
candidato de los demócratas; 4o3395o, Mr. Ifayes, candidato republicano. Al com- 
putarse los votos populares, surgió aquella ruidosa controversia, por la aplicación de 
trece de ellos. El Congreso creyó que no debía resolverla directamente y determinó en- 
tregarla á una comisión especial. Ese tribunal dictaminó que Mr. Hayes habia obte- 
nido I 8 5 voios de los electores y Mr. Tilden 1 84, y el Congreso así lo declaró Aca- 
lláronse los clamores y las excitaciones sediciosas; Mr. lía yes tomó posesión de su 
alto cargo, sin que ni una exclamación subversiva turbase la solemnidad del acto, y 
más de ocho millones de republicanos, libres, apasionados por los estímulos que mue- 
ven á los actores, en esas agitaciones ardientes, inclináronse respetuosos, salvando el 
orden interno y el crédito de aquella nación. 

« Invoco este hecho memorable, para contrarrestar la idea de que, en toda situa- 
ción, por conmovida y peligrosa que sea, la mayoría de una cámara legislativa debe 
aferrarse en decidir elecciones políticas, cuyo desenlace fínal puede interesar, como 
he dicho, á su preponderancia en el gobierno, v 

29 
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metían con motivo de los escrutinios, que eran con- 
siderados « como meras cuestiones de partido, sobre 
las cuales podía probarse la fuerza de los bandos 
opositores » ( i ). 

Juzgando los procederes de esa época, Hatsell dice 
que «todo principio de decencia y de justicia estaba 
notoria y abiertamente prostituido, siendo la parte 
más joven de la Cámara insensible á ellos, pero in- 
ducida á adoptar, con mucho éxito, la misma con- 
ducta licenciosa en materias más serias y en cuestio- 
nes de la mayor importancia para el bien público. 

Sir Jorge Grenville, un distinguido miembro de la 
Cámara de los Comunes, se propuso poner coto á 
esas irregularidades, mediante las cuales se falsificaba 
en el Pariamento el resultado verdadero de las elec- 
ciones; y, al efecto, presentó en Marzo de 1770, el 
proyecto de ley que lleva su nombre, con el objeto 
de « reglamentar el juicio de las elecciones contro- 
vertidas, ó el escrutinio de los miembros que han 
de actuar en el Pariamento >. 

Esa ley se sancionó el 12 de Abril de 1770, y el 
mismo Hatsell declara que «ella fué una de las más 
nobles obras, en honor de la Cámara de los Comu- 
nes y de la seguridad de la Constitución, que jamás 
hayan producido cualquier ministro ó estadista >. 



(i) Véase á este respecto lo que dice Cushing, en su obra Law and practice of 
Legislatiife Assemblies, página 64, párrafos 146 á 166. 
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La ley Grenville. se limitaba á crear un tribunal, 

• 

sorteado de los mismos miembros de la Cámara de 
los Comunes, á cuyo juicio se entregaba el escruti- 
nio de las elecciones de diputados que habían sido 
motivo de discusiones. Este tribunal se componía de 
quince miembros, que prestaban juramento de pro- 
ceder con arreglo á las leyes del país, y sus decisio- 
nes no estaban sujetas á la revisión de la Cámara. 

Este tribunal fué modificado en 1839, durante el 
gobierno de la reina Victoria, por la ley que lleva el 
nombre del célebre Roberto Peel, que difería de la 
anterior en cuanto á la forma del nombramiento y 
á las responsabilidades de los miembros del tribunal. 

De acuerdo con esa ley, el presidente de la Cá- 
mara de los Comunes, al iniciarse cada período le- 
gislativo, nombraba seis miembros del Parlamento 
como la «Comisión General de Elecciones» {Gene- 
ral Committee of Elections), cuyas candidaturas po- 
dían ser individual ó colectivamente rechazadas por la 
Cámara al series propuestas. 

Esta comisión general elegía, á su vez, un núme- 
ro limitado de diputados, dentro de los cuales debía 
designarse el presidente. 

Este sistema está en vigor hasta hoy mismo, ha- 
biendo dado excelentes resultados en Inglaterra. Es 
verdad que, generalmente, se eligen para miembros de 
la Comisión General de Elecciones, á individuos que 
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« aunque pertenecen á uno ó á otro partido político, 
son, sin embargo, enteramente independientes de sus 
partidos, en el desempeño de sus funciones» (i). 

El juicio de las elecciones y de los escrutinios, en- 
tregado á la decisión de esa comisión general del 
Parlamento inglés, es definitivo. 

« Cuando un caso está testimoniado — dice Cu- 
shing (2) — y la comisión ha deliberado suficiente- 
mente sobre sus méritos, debe pronunciarse expresa- 
mente (distinctly) sobre: 

«1" Si el que reclama el puesto ó el que lo ocupa, 
ó ninguno de ambos, está bien escrutado ó elegido; 
2" Sobre si la elección es nula {whether the election 
is void); 3° Si debe decretarse una nueva elección. 

< La decisión de la comisión sobre estos puntos 
es final; y la Cámara, al ser informada de ella, la 
ejecuta (carnes it into execution).y> 

La breve relación histórica que precede, prueba 
que, actualmente, la Cámara de los Comunes, se ha 
desprendido de la facultad de juzgar las elecciones 
objetadas; y esa medida la ha adoptado, según sus 
propios publicistas, buscando evitar que las mayorías 
parlamentarias falsifiquen el resultado del sufragio, 
adulterando la verdad de los escrutinios. 



(i) Cusiiing: Obra citada, página 62. 

(2) Cushing: Obra citada, página 61, § 161. 



VERIFICACIÓN DE LOS ESCRUTINIOS 4^7 

En los Estados Unidos, — cuyas constituciones se 
modelaron por el common law británico, cuando la 
reforma de 1 839 no se había hecho, — tanto en la 
Nación, como en la mayor parte de los Estados, se 
ha establecido simplemente que « cada Cámara será 
el juez de las elecciones, escrutinios y calidades de 
sus propios miembros» {each house shall be thejudge 
of the elections, returns and qualifications of its own 
members). 

Pero, algunas constituciones de Estado, reformadas 
después de la ley inglesa de Roberto Peel, han mo- 
dificado aquella regla general. No han establecido 
terminantemente las comisiones generales de eleccio- 
nes, ni han quitado á las Cámaras el juicio de las 
elecciones de sus miembros; pero han abierto amplia 
puerta para que pueda llegarse á ese extremo. 

En la Constitución de Massachusetts figura un 
artículo que establece que cada cámara « puede juz- 
gar y resolver todos los casos que se refieran á sus 
derechos y privilegios,.... por comisiones de sus pro- 
pios miembros ó de cualquiera otra manera que res- 
pectivamente consideren preferible y>. 

En la Constitución de Pensylvania se establece ter- 
minantemente que < las elecciones protestadas {con- 
tested) serán juzgadas por una comisión (committee) 
que será elegida, formada y reglamentada de la ma- 
nera que lo establezca la ley >. 
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Las constituciones de Kentucky, Ohio, Louisiana, 
Florida, Mississippi, Alabama, lowa y Texas, después 
de declarar que «cada cámara será el juez de las 
condiciones {qualifications), elecciones y escrutinios 
de sus miembros», agregan que «toda elección pro- 
testada (contested) será resuelta en la forma en que 
lo establezca la ley». 

En Missouri, la Constitución declara que « la Asam- 
blea general tendrá facultad para dictar leyes esta- 
bleciendo los procedimientos que deben seguirse en 
los casos de elecciones protestadas de diputados y 
senadores ». 

En casi todos estos Estados, se han dictado leyes 
que establecen las reglas que han de seguirse para re- 
solver en los casos de elecciones protestadas, siendo, 
en todos ellos, comisiones especiales las que inter- 
vienen en los juicios. 

Creo haber demostrado que en los países que 
sirven de modelo á los gobiernos representativos, se 
ha dado á Juntas especiales el encargo de hacer los 
escrutinios de las elecciones políticas controvertidas, 
y de juzgar y decidir sobre su validez, prescindiendo 
de la asamblea á que pertenecen los miembros electos. 

Algo más: he citado el texto de algunas constitu- 
ciones norteamericanas que acuerdan á sus legisla- 
turas el derecho de dictar leyes creando esas juntas 
de escrutinios con las facultades más amplias; y, por 
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tanto, desprendiéndose ellas de la facultad de ser ^ el 
juez de las elecciones de sus miembros». 

Sin embargo, en los artículos que yo propongo 
para la reforma, no soy tan radical como esas legis- 
laciones constitucionales. 

Yo confiero facultades amplias y discrecionales á 
la Junta Electoral Permanente que creo; pero no hago 
que su fallo sea definitivo. 

Anticipándome á lo que se proyecta en el capítulo 
referente al Poder LegislativOy y á fin de que se 
comprenda mejor el alcance de los artículos de que 
me ocupo, — diré aquí que yo reconozco á las cáma- 
ras y á las municipalidades la facultad de ser jueces 
de los escrutinios practicados por la Junta Electoral; 
pero niego á esas asambleas el derecho de alterar el 
resultado nominal de esos escrutinios. 

Si, aprobada una elección por la Junta, dando esa 
aprobación un resultado determinado en cuanto á 
las personas de los electos, la Legislatura ó las mu- 
nicipalidades creyesen que la junta había procedido 
equivocadamente, las facultades de la asamblea que 
juzgue de ese escrutinio debe limitarse á anularlo, 
dando esa anulación por consecuencia una nueva 
elección. 

Se observará que, si bien la Junta Electoral Per- 
manente, se compone de sólo tres altos magistrados 
judiciales, — cuando se trata de los escrutinios de las 
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elecciones de senadores y diputados, ese número se 
aumenta con el de todos los Presidentes de las Cá- 
maras de Apelaciones que existan en la provincia, lo 
que viene á constituir una numerosa asamblea, insos- 
pechable, tanto por su composición cuanto por su 
competencia, agena completamente á las pasiones y 
á los intereses políticos. 

Comprendo perfectamente que esta reforma será 
una de las más resistidas, tanto porque ella va contra 
viejas preocupaciones de aquéllos que han defendido 
el derecho supremo de las asambleas deliberantes 
para ser el juez único de las elecciones de sus 
miembros, cuanto por que, los partidarios del fraude 
electoral, comprenderán que los escrutinios practicados 
por la Junta, hacen imposibles las manipulaciones y 
cubileteos, que, durante los últimos años, han hecho 
producir á las urnas los resultados más inesperados 
y las sorpresas más vergonzosas. 

D. EL REEMPLAZO DE LOS MIEMBROS DE LA JUNTA 

Algunas disposiciones de la Constitución vigente 
establecen penas á los jueces que no llenan ciertos 
deberes. 

El artículo qué garantiza el recurso de habeos 
corpas señala una multa de mil pesos al magistrado 
que, requerido al efecto, no proceda inmediatamente. 

Lo mismo sucede con el cargo de elector de go- 
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bernador y vice. La inasistencia al colegio electoral 
tiene también una pena pecuniaria. 

Dadas las importantísimas funciones que, por la 
reforma, se encomiendan á la Junta Electoral Perma- 
nente, he creído que debiera hacerse efectiva su reu- 
nión por medios análogos; y, al efecto, he redactado 
el siguiente artículo: 

Artículo n. Cuando alguno de los miembros de 
la Junta Electoral Permanente tenga impedimento 
para concurrir á las reuniones en que deban ha- 
cerse escrutinios, deberá ponerlo en conocimiento 
de su reemplazante legal, quien deberá reempla- 
zarle provisionalmente. Toda ausencia injustifi- 
cada, en estos casos, será penada con quinientos 
pesos de multa. La justificación deberá hacerse 
ante la asamblea á la que corresponda el juicio 
definitivo del escrutinio. 

Tres disposiciones distintas contiene este artículo. 
La primera provee el reemplazo de los miembros de 
la Junta, siempre que exista algún impedimento; la 
segunda, establece la sanción penal para las inasis- 
tencias injustificadas; y la tercera, la que constituye 
la autoridad ante la cual debe justificarse la causa 
de la inasistencia. 

La única de estas disposiciones que es necesario 
justificar, es la última, y muy pocas palabras bastan 
para hacerlo. 
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Las funciones de la Junta Electoral son esenciales 
para la constitución y la vida de los cuerpos delibe- 
rantes. Es, pues, á ellos á quienes más interesa y 
afecta el desempeño correcto de las funciones de la 
Junta. 

Las inasistencias de los funcionarios que la for- 
man, puede ser obra de propósitos políticos ó de 
negligencias culpables. Es, pues, conveniente que las 
mismas asambleas á las que pueden afectar aquellas 
irregularidades, sean los jueces de las causas con que 
los inasistentes pretendan justificarse para escapar á 
las multas. 

Puede también producirse el caso de que, por ra- 
zones voluntarias ó involuntarias, la Junta Electoral 
no haga los escrutinios en oportunidad para que la 
Legislatura, la Municipalidad, el Colegio electoral de 
Gobernador ó la Convención, en su caso, no haga 
los escrutinios necesarios. Para prever ese caso, he 
preparado el artículo siguiente: 

Artículo o. Cuando lleguen los plazos en que 
deben reunirse los cuerpos deliberantes, sin que 
la Junta Electoral Permanente haya hecho el es- 
crutinb correspondiente, el cuerpo d que perte- 
nezcan los funcionarios que han debido elegirse, 
se abocará directamente el asunto, practicando el 
escrutinio y juzgando definitivamente de la elec- 
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ción. En este caso, se aplicará la multa á los 
causantes de que el escrutinio no se haya prac- 
ticado. 

En la práctica, algunas veces las Cámaras Legisla- 
tivas de la Provincia han prescindido de la junta del 
artículo T de la ley de elecciones, y han hecho el 
escrutinio y el juicio de las elecciones directamente. 

En un caso (O — único que conozco — fué la mis- 



(I) He aquí el acta que lo explica : 

En la ciudad de La Plata, á los diez días del mes de Abril de mil novecientos dos, 
reunida en mayoría la Junta, creada por el artículo 7' de la ley de i o de Febrero 
de 1896, con asistencia del señor presidente de la Suprema Corte de Justicia, doctor 
José A. Capdevila y del señor presidente del Tribunal de Cuentas, doctor Enrique E. 
Rivarola, con el objeto de tomar en cuenta los documentos relativos á la elección á 
que fué convocada la Provincia, el día 3o de Marzo próximo pasado, y — 

Considerando : 

i' Que para desempeñar sus funciones, la Junta debería practicar el escrutinio, 
computando las actas electorales fírmadas por escrutadores legales; 

2* Que las numerosas denuncias recibidas, acusan graves irregularidades en el acto 
electoral y exigen una previa y minuciosa investigación que dé base de cierta legali- 
dad á dicho escrutinio; 

3' Que la Junta carece de tiempo y de medios para la comprobación de hechos 
que el caso requiere, puesto que deberla tomar en consideración los centenares de ac- 
tas correspondientes á las mesas electorales y llamar á los escrutadores que aparecen 
firmándolas; 

4' Que practicar un escrutinio en estas condiciones, importaría desvirtuar los pro- 
pósitos de la ley, que, al confíar este trabajo previo á los más altos funcionarios de la 
Provincia, ha querido que se estableciera, á juicio de personas imparciales, el resul- 
tado verdadero de la elección; y la Junta tiene la convicción de que por mucha que 
fuera su labor y la selección que hicie&e de las actas, jamás podría presentar un 
resultado, que pudiera ser tenido por verdadero; 

5* Que, por lo tanto, este escrutinio sólo puede ser hecho por la Honorable Legis- 
latura, cuyas facultades de Juez único no reconocen límite legal y le permiten juzgar 
de los actos electorales con una amplitud de criterio de que carece la Junta. 

Por estas consideraciones, la Junta resuelve pasar directamente á la Honorable Le- 
gislatura los papeles de la elección. 

Con loque terminó el acto. — Firmado: José A. Capdevila — E. E. Rivarola — 
Héctor Perdriel, Secretario. 
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ma Junta del artículo 7°, la que no se creyó faculta- 
da para hacer el escrutinio, por cuanto, existiendo 
irregularidades en el acto electoral, no se creyó fa- 
cultada para proceder por sí. 

La Cámara hizo el escrutinio directamente, pres- 
cindiendo de la Junta. 

El artículo transcripto sirve para dar sanción cons- 
titucional á ese procedimiento. 

La disposición final, tiende á procurar que esos 
hechos no se produzcan, aplicándose las multas es- 
tablecidas en el artículo precedente, á los que tuvie- 
sen la culpa de que los escrutinios no se hubiesen 
practicado en la oportunidad debida. 

E. COMPENSACIONES Y OBLIGACIONES 

Se ha establecido, en uno de los artículos propues- 
tos para la reforma, que ningún servicio prestado en 
obsequio de la Provincia, será gratuito. 

Cuando al desempeño de ciertas funciones, se im- 
ponen multas pecuniarias por su omisión, aquella re- 
gla general adquiere mayores fundamentos en el caso 
particular. 

En los artículos precedentes, se han establecido las 
obligaciones de los miembros de la Junta Electoral 
Permanente. En el artículo siguiente, se establece el 
derecho que tienen á una compensación por ese 
servicio: 
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Artículo p. Los miembros de la Junta Electo- 
ral Permanente gozarán de una compensación 
extraordinaria de sus sueldos, por estas funcio- 
nes, la que será fijada por la ley. 

Me anticipo á contestar el argumento con que se 
pretenderá combatir esta disposición. Se me dirá, tal 
vez, que siendo los miembros titulares y suplentes 
de la Junta, miembros del Poder Judicial, ya gozan, 
en ese carácter, de un sueldo que les paga el Es- 
tado. 

El hecho es cierto; pero los servicios que prestarán 
en la Junta Electoral, son ágenos á sus puestos or- 
dinarios; y, cuando se trata de los escrutinios de las 
elecciones políticas, los miembros de la Junta tienen 
que hacer gastos en su permanencia en la capital. 

Hay muchos empleados en la provincia, — con fun- 
ciones mucho menos importantes, — que gozan de 
viáticos y compensaciones extraordinarias, cuando 
salen de la sede de sus oficinas. Con más razón, en 
este caso, los miembros de la junta, deben tener una 
compensación. 

En las mismas condiciones se encuentran los es- 
crutadores. Desde que la Constitución declara obli- 
gatorio ese servicio, no debe declarario gratuito. 

Con el objeto de que sean compensados esos 
servicios, he redactado el siguiente artículo: 



44 6 REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 

Artículo q. Los cargos de miembros de las 
mesas receptoras de votos serán rentados y obli- 
gatorios para todo ciudadano. La ley determi- 
nará la compensación que deban recibir por su 
trabajo, y las penas en que incurrirán por su 
omisión. 

Esta disposición es tanto más necesaria, cuanto 
que yo he suprimido del capítulo que se refiere al 
Régimen Electoral el artículo que establecía la obli- 
gación de que las elecciones fuesen en un solo día. 

Me parece mala semejante prescripción, que facilita 
los fraudes, obligando las aglomeraciones de electores 
y que deja muchas veces, á muchos ciudadanos, sin 
votar. 

Mi primera intención, á este r.especto, fué estable- 
cer una disposición, por la cual se autorizase la du- 
ración de la elección tantos días, cuantas series de 
cuatrocientos electores existiesen en el distrito. Pero, 
me pareció, después, que esto era entrar demasiado 
en los detalles del mecanismo electoral y que era la 
ley, y no la Constitución, la que debía ocuparse de 
esas cuestiones. 

Sin embargo, no es fuera de lugar decir aquí que, 
en los Estados Unidos, son muchas las Constitucio- 
nes que autorizan las elecciones en distintos días; 
y que esto se ha visto frecuentemente, sobre todo, 
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cuando se ha tratado de las consultas hechas al 
pueblo para la reforma de las constituciones. 

Como de todas maneras, en todas las elecciones 
habrá escrutadores, dadas las reglas y los principios 
que sostengo con respecto a la compensación de los 
servicios, me parece que, al lado de la declaración 
de que aquellas funciones son una carga pública 
irrenunciable, viene bien el derecho á una compensa- 
ción por su desempeño. 

F. ACCIÓN PÚBLICA CONTRA EL FRAUDE 

Uno de los más poderosos alicientes de los frau- 
des electorales en la Provincia de Buenos Aires, es 
la impunidad en que quedan sus autores. 

Generalmente, la opinión y la prensa imputan esos 
fraudes á empleados públicos, y no pocas veces á 
miembros de las cámaras legislativas ó de las muni- 
cipalidades, que dirigen las elecciones en los partidos 
de campaña donde ejercen influencia, y la hacen pe- 
sar en perjuicio de la verdad de los resultados del 
comicio. 

Para procurar poner un remedio á esos delitos, he 
proyectado que, en la Constitución, tenga acción 
pública para acusar ante la justicia á los delincuen- 
tes, todo ciudadano domiciliado en la Provincia, esté 
ó no inscripto. 

Es la acción pública concedida constitucionalmente 
para los delitos electorales. 
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A ese efecto he redactado el siguiente artículo: 

Artículo r. Cualquier ciudadano, domiciliado en 
la Provincia, puede denunciar ó acusar ante la 
justicia los delitos que se cometan en violacwn 
de las disposiciones electorales; y, en esos juicbs, 
independientemente de las penas que establezcan 
las leyes, cuando se trate de empleados, toda con- 
dena por un delito electoral traerá aparejada la 
cesación en el cargo público ó empleo que des- 
empeñase el condenado, aun cuando fuese de 
elección popular, y la suspensión de sus derechos 
políticos durante cinco años. 

Esta disposición no es sólo moral, sino que puede 
ser de resultados prácticos. 

En los últimos años, los partidos políticos se han 
agitado y han promovido juicios, por delitos electo- 
rales, no sólo á individuos particulares, sino también 
á altos funcionarios. 

Algunos fallos se produjeron y la interpretación 
de la ley, en unos casos, y la annistía en otros, im- 
pidieron que aquellas sentencias se cumpliesen. 

Es mi convicción íntima que, si el artículo que 
propongo se incluyese en la Constitución, los frau- 
des electorales disminuirían ante el temor de que se 
hiciesen efectivas las responsabilidades que él esta- 
blece. 
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La consignación de una disposición semejante en 
el cuerpo de la Constitución, impediría que las ma- 
yorías pariamentarías suprimiesen de las leyes pres- 
cripciones análogas, siempre que conviniese á sus in- 
tereses abrir las puertas al fraude. 



S 4. Sistema electoral transitorio 

El título de este párrafo demuestra que los dos 
artículos que se han puesto bajo ese rubro, no están 
destinados á ser colocados en el lugar en que aquí 
aparecen, sino en el capítulo final de la Constitución, 
donde deben figurar todas las disposiciones transito- 
rias. 

Pero, en el deseo de que se conozca íntegramente 
el plan de reformas que he preparado á la actual 
sección que se ocupa del Régimen Electoral, voy á 
explicar en estas páginas el objeto de las disposicio- 
nes de estos dos artículos. 

Nadie puede precisar cuál será la fecha en que, — 
si se convoca la Convención Constituyente,— quede 
promulgada la nueva Constitución. Entra en lo po- 
sible que la Legislatura no tuviese tiempo de refor- 
mar la actual ley electoral, aplicando las nuevas dis- 
posiciones, en época oportuna para que la renovación 
de la Legislatura se hiciere bajo el imperio de las 
reformas ya sancionadas. 

3o 
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En previsión de que eso suceda, he proyectado el 
siguiente artículo: 

Artículo s. En tanto la Legislatura no reforme 
la ley electoral vigente, de acuerdo con las pres- 
cripciones de esta Constitución, el Poder Ejecu- 
tivo convocará á todas las elecciones, modificando, 
por decretos, aquella ley, para aplicar á los pa- 
drones, nombramientos de escrutadores y escru- 
tinios las disposiciones contenidas en la Sección 
<< Régimen Elector ah^. 

Este artículo no hace más que dar sanción cons- 
titucional á la junta que actualmente desempeña esas 
funciones. 

El más importante, es este otro: 

Artículo t. Mientras no se adopte definitiva- 
mente el sistema electoral que ha de practicarse 
en la Provincia, todas las elecciones se harán por 
el de la lista incompleta, á cuyo efecto se 
formarán secciones electorales que elijan seis di- 
putados y tres senadores, no teniendo cada elector 
el derecho de votar sino por listas en que figu- 
ren cuatro candidatos para diputados y dos para 
senadores. La Junta Electoral Permanente, hecho 
el escrutinio á simple pluralidad de votos, pro- 
clamará electos los seis diputados y los tres 
senadores que hubieran obtenido mayoría de 
sufragios. 
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Esta disposición transitoria, tiene por objeto hacer 
que, inmediatamente después de sancionada la Cons- 
titución, desaparezca el actual sistema de la represen- 
tación proporcional, con su aplicación del cuociente. 

Y, como es indispensable que ese sistema sea reem- 
plazado por algún otro, que conserve la representa- 
ción de las minorías, me ha parecido que era el más 
sencillo y mejor, por el momento, el de la lista incom- 
pleta, explicado sucintamente en el mismo artículo. 

Las minorías tienen la seguridad de poder llegar 
á tener representación en las asambleas inmediata- 
mente, si se adoptan estas disposiciones transitorias. 

Por la primera, quedarán inscriptos la inmensa ma- 
yoría de los electores, por el solo hecho de reputar 
empadronados á todos los ciudadanos enrolados; y, 
por la segunda, esos ciudadanos podrán fácilmente 
acordarse en cada distrito, para votar por candidatos 
que, seguramente, figurarán elegidos totalmente como 
resultado de la mayoría, ó en parte, como represen- 
tantes de la minoría. 

El escrutinio, hecho á pluralidad de votos, para 
designar los seis candidatos que hubieran obtenido 
mayor número de sufragios, tiene que proclamar, for- 
zosamente, á los cuatro línicos candidatos por que 
votó la mayoría del comicio; y, para integrar la cifra 
de seis diputados á elegirse, tendrá que designar tam- 
bién, forzosamente, los dos candidatos que mayores 



45 2 REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 

sufragios hubieran reunido, entre los cuatro por que 
hubiese votado la minoría. En el caso posible de 
identidad en el número de los votos obtenidos por 
todos ellos, el sorteo decidiría. 

Con los senadores sucedería lo mismo. Debiendo 
elegirse tres en la sección, y no pudiendo votar sino 
por dos cada elector, el tercero sería aquel que hu- 
biese reunido mayor número de votos entre los dos 
por que hubiere votado la minoría. 

La ley electoral actual, por su estructura y la di- 
visión de sus capítulos, es fácil de ser amoldada á 
las prescripciones constitucionales que yo propongo; 
tanto más, cuanto que ciertas ampliaciones de aquella 
ley, ya se han introducido en ella, con las atribucio- 
nes acordadas á la Junta del artículo T, y son algunas 
de las mismas reglas fijadas aquí para las elecciones. 



/ 



Tales son las explicales del Régimen Electoral con 
que, en el Plan de Reformas á la Constitución actual 
de Buenos Aires, propongo reemplazar al existente. 

No se me oculta que las modificaciones trascen- 
dentales que contiene, serán motivo de violentas dis- 
cusiones y de impugnaciones airadas, sobre todo por 
parte de aquéllos que mantienen su prestigio y sus 
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posiciones políticas, gracias á los fraudes electorales 
pasados. 

Sin embargo, y á pesar de esas seguridades, He 
creído de mi deber presentar el trabajo tal como lo 
tenía concebido desde hace mucho tiempo; y, al ha- 
cerlo, me asiste la seguridad de que los fraudes, en 
las elecciones y en los escrutinios, serán imposibles, 
si se adoptan las precauciones y el sistema que de- 
fino y explico en esta parte de mi trabajo. 



i 



' . ''. ..r 



r 






• i 









' V.' 



.1 ' 



f . 



% 
<■ . 



i". 



' I 



( >' 



I t 



I 



' 1 



V 



. \ 



V 



v 



■«Wí^ 



J 



I 
■• f 






' I; 



>■ >■ r 
i 1 



I ' 



, 1 



.\ 



4 - ■» 

\ ■ . t 






\A 



■t \ 



r > '■ ■/ ' ^. /' 



,' i 



■A- 



1: 






■ .• ' ' i i 



f I 



\ f 



> II- 



V- 



1 



. •• i '. ■ 



1 >, 

t 



' r- 



». 



V 



.V 



\ 



: ,í ' 



I. • 



r 



4 



: V 



s 



I , , 



'i 



'.. ■;/ 



:.' . ^ • ' 



\ - 



»*. 






I I > 



.■ :\ K ^ 






, i 



x '^ 



.•> 



^^ 



i . 



^ ^^ 



' ■ 4 



;• » 



,'\ 



JV . ' ' 



' I . ' 



. V 



<. ■■ "I 



.'■ , ■ ■■* 



4 .' 



•]1, . • 



M 



t ■ 



1 ' 



'■ "^:^ 



; « íf' 






1/ 



, 1 



\ . ' f '■ 



r 



u 



I 



. 1 ' ,1 . 



<' . f 



*. . 



i' « 



t" , ■ 



, H 

A-' 






í' .: 






v .■ 



.' 'k 






:\ ' 



-' ñ 



r ' 



.■ » 



\ 



I ,■■ 



V:. 'V 



( ' 









. ■ . i 



1 



• ,-. ' .1 ' 









..T, 



' , \ • ; 



/;/■■ 



u 



V • ; 



I,. • . , . . , 






7 » 



^ /■■ ' ■•./••.' r 



■ ■ T 



^'■f 



¡ Is 



^•• 



'» ■>. 



r, 





i. 




\ 

p » 



-' . , 





■•. , V'V ■. 


^ 


V- ■■ V, 


1 ;,v,'\,.' 


"i 






'*'■ H 

y 




': ' . • ' <; . 
'11- 


■ 






. '/ .• 



y . 






. .-i ; 



'. 



. ^f 



A 



V» 









1 


'-■' 




■ . í 

1 


■ ' " F 


■ t ' 
1 . < 



,'!■, 






, '\ • 



f ■ .-i' 



' > I 



* V 






7 i 



/r 



i 



í '' 



1'* " V ,. '*> 



'[ \ 



1 I 



I '. 






Ir 






■ ) 






r- 






1 1 



i - ' •, 



I 

f >, 






\ ' 



fl. • 



f 



\ I 



iv; 



'\ v 



I- 



W 



:l , ^l ' 



', ■ ^> 






•' 1 






I -, 






í ' 



•1 ■ .1 



i , ^ 



. '/■- - • • / ' 

• ' ' ' ' * . 



t ! f • Li, ' 



■ 'V 



V' 



'• í- ' > 



»- . '. 



i- : 



<} ' 






VI -. I 



;'í . .* 



! y. 

. 1 ■ 



■!.■ ■ 



?. 



I > 



1 ' 



I ^ 






;fí 



' » í -: 



^ 



■ V 



■.i\ 



' ^' y, V '-^ '< 



I 






. ■' \ 



•• '\ 



>' i-,.--' 



,-. . \ 



\ 



f T^ ■ :' 



'!■;■ 



l 4 



• ^ 



, 1, 

V 



I \. 



I • 



• <*, 









u • f .■ 



\v- 






J' , 



V 4 



» ■ 'I 



I' í 



■ ■■ > '<• 



I < 



' ^ .^ 



• va 






\ \ 



t -. 



; \ 






\> ,. 



\ > • :> 



r ^ 






/ 






} 






MM 



Thi8 book shoiild be retumed to 
the lábrary on or before the last date 
stamped below. 

A fine of five cents a day is ineurred 

by retaining it' beyond the speoiñed 

time. 

Please retnm promptly. 
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